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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes, y la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez. Asimismo, se encontraban presentes la Subsecretaria de Economía y Empresas de Menor Tamaño, señora Katia Trusich Ortiz, y el Jefe de División de Asociatividad y Economía Social del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Mario Radrigán. 
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 26ª y 27ª, ordinarias, en 9 y 10 de junio de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


De Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el que inicia un proyecto que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287 con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín N° 10.125-15) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y a la de Hacienda, en su caso, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República:


Con el que hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 58 de la Carta Fundamental con el fin de considerar nuevas causales de incompatibilidad para los cargos de Diputado o Senador (boletín N° 10.107-07).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que regula la realización de bingos y otras actividades similares con fines de beneficencia (boletines Nos 10.077-06, 10.079-06, 10.080-06, 10.081-06 y 10.086-06, refundidos).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el segundo comunica que aprobó el proyecto de ley que autoriza la construcción de un monumento en homenaje a los ex mineros del carbón, en la comuna de Coronel (boletín N° 9.876-24) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del inciso segundo del artículo 393 del Código Procesal Penal.



--Se manda archivar el documento.



Envía copia de resoluciones pronunciadas en la tramitación del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los artículos 15 y 17, N° 1, del Código de Minería.



--Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Ministra de Justicia:



Responde sendos oficios, remitidos en nombre de los Senadores señora Pérez San Martín y señor Chahuán, en orden a considerar la creación de una nueva Corte de Apelaciones en la ciudad de San Felipe.



De la señora Ministra de Salud:



Contesta solicitud de información, remitida en nombre de la Senadora señora Goic, en relación con el estado de tramitación del reglamento de la ley N° 20.724, que modifica el Código Sanitario en materia de regulación de farmacias y medicamentos.



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, respecto del caso de una persona que requiere cirugía en el Hospital Base de Valdivia.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Atiende planteamiento, efectuado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la política de zonas extremas y, particularmente, a la conexión digital de Villa O’Higgins.



Contesta solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Allamand, acerca de la licitación de algunas unidades de negocio del Sistema de Transporte Público Urbano de Pasajeros de Santiago.



Del señor Subsecretario General de Gobierno:



Atiende planteamiento, remitido en nombre del Senador señor Chahuán, en orden a considerar una modificación a la ley N° 18.593, sobre tribunales electorales regionales.



Del señor Subsecretario de Hacienda:



Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Von Baer, acerca de la posibilidad de presentar una iniciativa que considere la situación de los ex conscriptos de las Fuerzas Armadas que sirvieron entre los años 1973 y 1990.



Entrega respuesta a inquietud planteada por los Senadores señora Allende y señores De Urresti y Quinteros, respecto de las multas administrativas cursadas en contra de pequeños comerciantes afectados por la catástrofe de Atacama.



Contesta petición de información, cursada en nombre del Senador señor Zaldívar, concerniente a la situación que afectaría a los trabajadores que prestan servicios a honorarios y que deben incorporarse al sistema de cotizaciones obligatorias.



De la señora Subsecretaria de Educación:



Responde solicitud de antecedentes, efectuada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre el primer encuentro de jóvenes mapuches “Txawun Weche Keche Ñi Kimün”.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:



Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Prokurica, acerca de las áreas vigentes de manejo y explotación de recursos bentónicos, y de las solicitudes de derechos sobre esta materia, en la Región de Atacama.



Del señor Alcalde de San Pedro de la Paz:



Remite información relativa a la licitación de las cámaras de monitoreo y seguridad en las vías públicas de su comuna, petición hecha por el Senador señor Navarro.



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario:



Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de la iniciativa “Sello Manos Campesinas”.



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social:



Responde inquietud, manifestada en nombre de la Senadora señora Von Baer, respecto de los problemas detectados en el pago de pensiones en la Región de Los Ríos, con motivo de la huelga de los trabajadores de las empresas de transportes de valores.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:



Envía información, solicitada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre los resultados del sexto concurso del Fondo de Investigación para el Bosque Nativo (2015).



Del señor Director Ejecutivo (s) de CONICYT:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Quintana, en lo relativo al curso de nivelación de idioma inglés dictado por la Universidad Mayor, por encargo de Becas Chile.



Del señor Jefe de la Oficina de Exonerados Políticos:



Atiende petición de información, efectuada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca del estado de tramitación de la solicitud de beneficios por la persona que indica.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Dos de la Comisión de Hacienda:



1) El recaído en el proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Se manda agregar a sus antecedentes.



2) El recaído en el proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros (boletín Nº 9.015-05) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información proporcionada por la ONEMI (boletín Nº 8.353-19) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla. 

Mociones



Del Senador señor Araya, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica los artículos 25, 57 y 58 de la Carta Fundamental con el fin de considerar nuevas causales de inhabilidad e incompatibilidad para postular o ejercer los cargos de Presidente de la República, Diputado y Senador (boletín N° 10.114-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



De los Senadores señores Ignacio Walker, Harboe, Lagos, Montes y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional que enmienda los artículos 34 y 62 de la Carta Fundamental con el propósito de establecer la dedicación exclusiva a la función de Diputado y Senador e impedir que sean designados Ministros de Estado (boletín N° 10.115-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



De los Senadores señores Araya, Espina y Harboe, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Civil y el Código de Comercio en materia de riesgos (boletín  N° 10.116-07) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro, Guillier y Quinteros, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, para regular la devolución del dinero pagado y la restitución del bien adquirido en el caso del comercio electrónico (boletín N° 10.124-03) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Economía.
Permiso constitucional


Del Senador señor Tuma, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 24 de junio.



--Se accede a lo solicitado.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron lo siguiente:



1.- Tratar en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados al proyecto de reforma constitucional que establece la obligación de las autoridades del Congreso Nacional de rendir una cuenta pública anual (boletín N° 8.624-07), siempre que hubiere llegado al Senado.



2.- Discutir en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del miércoles 1 de julio próximo el proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (boletín N° 8.886-11).



3.- Fijar el lunes 22 de junio, a las 12, como nuevo plazo para presentar indicaciones a la iniciativa que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y sus leyes complementarias a fin de establecer un sistema de aporte al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín Nº 8.493-14), indicaciones que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



4.- Designar al Senador señor Rabindranath Quinteros para representar al Senado en la Comisión Especial encargada de ejecutar los objetivos de la ley N° 20.188, que autoriza erigir monumentos en memoria de Monseñor Francisco Valdés Subercaseaux.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Don Gabriel Valdés Subercaseaux apoya la decisión desde arriba!

)-------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero saludar a quienes hoy nos acompañan en las tribunas: a los gremios y representantes de las cooperativas de Chile y, también, a las asociaciones de funcionarios del Ministerio Público.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
V. ORDEN DEL DÍA

FORTALECIMIENTO DE MINISTERIO PÚBLICO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece el Ministerio Público, con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.265-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 82ª, en 23 de diciembre de 2013.



Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 27ª, en 10 de junio de 2015.



Hacienda (certificado): sesión 27ª, en 10 de junio de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es modernizar el Ministerio Público con el fin de elevar su nivel de persecución penal, incrementar la atención de los usuarios del sistema de justicia penal y mejorar las condiciones laborales de los funcionarios que se desempeñan en el referido servicio.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo que adoptó la Sala en su oportunidad, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín). Las diversas enmiendas que introdujo en particular también fueron acordadas en forma unánime.



Por acuerdo de Comités de fecha 9 de junio, se dispuso que la iniciativa pasara a la Comisión de Hacienda durante el primer trámite reglamentario. La referida instancia incorporó una enmienda al texto despachado por la Comisión de Constitución, consistente en intercalar un inciso segundo, nuevo, en el artículo segundo transitorio.



Cabe hacer presente que las normas del proyecto -con excepción de los números 11), 12) y 14) del artículo único y los artículos tercero, cuarto y quinto transitorios- tienen rango orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 84 de la Constitución Política de la República, por lo que requieren, para su aprobación, el voto conforme de 22 señores Senadores.



El texto de la iniciativa que se propone aprobar se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión la idea de legislar.



Pido el asentimiento del Senado para que ingrese a la Sala el Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán.



--Así se acuerda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, corresponde que el Senado se pronuncie sobre el proyecto que fortalece el funcionamiento del Ministerio Público. 



Si bien esta iniciativa fue conocida previamente por la Cámara de Diputados, durante su estudio en nuestra Corporación se comprobó que requería cambios importantes para lograr el objetivo que persigue.



En efecto, como esta Sala recordará, la reforma al sistema de justicia criminal constituyó uno de los hitos más relevantes del proceso de modernización de la justicia del país.



No obstante, la sociedad ha observado con preocupación el incremento de causas y el surgimiento de nuevas formas de criminalidad, que exigen introducir cambios en la estructura y en la manera de operar del Ministerio Público.



Este proyecto fue presentado en el año 2012 por la Administración del entonces Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, pero su formulación fue muy resistida al interior del Ministerio Público, especialmente por las asociaciones gremiales que agrupan a los fiscales y funcionarios.



Para superar esa situación, el actual Gobierno constituyó una mesa de trabajo con el Ministerio Público. A ella concurrieron, en primer lugar, la Fiscalía Nacional y los gremios del servicio. De ahí surgió un anteproyecto, que fue discutido con el Ministerio de Justicia y, luego, con el de Hacienda. Teniendo en cuenta estos antecedentes, el Ejecutivo elaboró la indicación sustitutiva que presentó en el Senado. 



Sobre la base de ese nuevo texto, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, autorizada por la Sala de esta Corporación, aprobó en general la iniciativa; examinó en particular el articulado acordado por la Cámara de Diputados, e introdujo diversas enmiendas, todas las cuales fueron acogidas por la unanimidad de sus integrantes.



Ellas procuran dotar al Ministerio Público de los recursos humanos y técnicos que le permiten elevar los estándares de persecución penal, incrementar la protección de la ciudadanía y garantizar el desarrollo de la carrera funcionaria de los fiscales y funcionarios.



I.- En particular, la Comisión constató que la ciudadanía observa con preocupación el alto índice de archivos provisionales que se producen por falta de antecedentes necesarios para respaldar un caso ante la justicia. Para frenar esta situación, el órgano técnico propone crear un nuevo Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, que potenciará la labor a fin de identificar patrones y modus operandi habituales de los delincuentes. Tales datos ayudarán a concentrar el esfuerzo investigativo en ciertos nudos delictuales críticos y llevar a buen término muchas investigaciones que hoy fracasan por falta de pruebas.



El referido sistema deberá ser evaluado a los tres años, contados desde el inicio de sus funciones. Dicha evaluación deberá contener, entre otros, los resultados de las acciones desarrolladas y las mediciones de eficiencia, eficacia y calidad. Para ello, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, cuyo informe habrá de publicarse en la página web institucional al mes siguiente de la entrega de la evaluación realizada por dicha entidad, informando en la cuenta pública del año que corresponda.



II.- Además, esta iniciativa refuerza la planta de funcionarios del servicio y establece por primera vez reglas claras y justas que garantizarán la carrera funcionaria de fiscales y empleados del Ministerio Público.



En materia de personal, se crean 577 nuevos cargos, de los cuales 122 serán fiscales; 203, profesionales; 82, técnicos, y 170 tendrán la calidad de administrativos. Ellos se distribuyen entre las diversas regiones del país, según se consigna en la página 107 del informe de la Comisión.



III.- Asimismo, con el fin de apoyar la labor que realizan los fiscales, se ha determinado que los abogados asistentes de fiscal podrán realizar actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, con excepción de la comparecencia a las audiencias de juicio oral. A tal efecto, será necesaria la delegación expresa y específica para la actuación de que se trate por parte del fiscal del Ministerio Público a dichos profesionales. En todo caso, corresponderá al Fiscal Nacional regular la forma en que se delegará esa facultad.



Se precisa que a los mencionados abogados les serán aplicables, en lo que corresponda, las reglas sobre responsabilidad e inhabilidades que rigen para los fiscales.



IV.- Igualmente, cabe destacar que se propone agregar a la ley un artículo 91, nuevo, que establece el denominado “PLAN INSTITUCIONAL ANUAL” de este Servicio. 



De conformidad con ello, el Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar en su página web un plan institucional anual, que contenga, entre otros, los siguientes aspectos: la misión, las principales líneas de acción, los objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño o elementos de similar naturaleza que posibiliten la medición del grado de avance de sus distintas líneas de acción, y por región. Así, estos darán cuenta del cumplimiento efectivo de la misión institucional, esto es, de la eficacia y eficiencia en la persecución penal y el mejoramiento en la atención de víctimas, además de la evaluación del grado de cumplimiento del Plan Institucional Anual del período anterior.



Asimismo, se impone al Fiscal Nacional la obligación de dar cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual. Todos estos antecedentes se publicarán en la página web institucional.



Señor Presidente, el texto que aprobó la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento entrega los medios y las herramientas básicos para potenciar la capacidad operativa del Ministerio Público.



Por todas estas razones, la Comisión que presido, por la unanimidad de sus integrantes, propone la pronta aprobación de esta iniciativa, tan necesaria para modernizar al referido Servicio y fortalecer su labor de protección y de combate contra la delincuencia.



He dicho.

)------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que inicia un proyecto de ley que fija normas sobre planta de personal del Ministerio de Educación (boletín N° 10.127-04) (Véase en los Anexos, documento 10).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda, en su caso.
)------------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, el proyecto que ahora nos ocupa viene con “discusión inmediata”, que vence hoy.



Fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Constitución.



Por lo tanto, solicito el acuerdo de la Sala para votarlo en general y particular, salvo el artículo tercero transitorio, respecto del cual el Senador señor Coloma pidió votar separadamente.



La idea es hacer una sola votación, con la excepción explicitada.

El señor LAGOS.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ello?



No lo hay.



¿Les parece a Sus Señorías votar en general y particular este proyecto, salvo el artículo tercero transitorio, que -reitero- se votará separadamente?



--Así se acuerda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, con el advenimiento de la reforma procesal penal hacia el año 2000, se registraba un promedio aritmético de cerca de mil causas por fiscal -era la proyección que en su oportunidad habían efectuado tanto Fundación Paz Ciudadana como los organismos que trabajaron en ello- en un universo de 625 fiscales.



Más adelante, con la dictación de la ley N° 20.084, que estableció un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, se aumentó en 22 el número de fiscales.



Dicho incremento ciertamente era insuficiente.



Sucesivas reformas en materia de legislación penal, que les dieron competencia a las fiscalías, al Ministerio Público, acrecentaron el agobio de los fiscales en cuanto al número de causas que debían cubrir.



Las modificaciones en materia de hurtos faltas, justicia militar, violencia intrafamiliar fueron incrementando el ingreso de causas al Ministerio Público, a tal nivel que durante el 2014 había un millón 348 mil causas cubiertas por solo 647 fiscales a nivel nacional. Es decir, cada fiscal en promedio debió llevar adelante poco más de 2 mil causas. 



En otras palabras, cuando uno observa las estadísticas incluso de población relacionadas con el número de fiscales, puede decir que en Chile existe un fiscal por cada 25 mil 614 habitantes.



Usted comprenderá, señor Presidente, que tal circunstancia no fue prevista en el diseño original de la reforma procesal penal, y requería un plan de fortalecimiento importante.



A ello hay que sumarle el hecho de que el déficit no solo se halla radicado en el cargo de fiscal, sino también en los cargos de funcionarios y de abogados asistentes.



De hecho, hoy cada fiscal debe llevar más de dos mil causas y solo cuenta con la asistencia compartida de dos funcionarios administrativos y medio abogado ayudante, pues debe compartirlo con otro fiscal. Ello, sin duda, resulta altamente insuficiente y redunda en la afectación de la calidad de la persecución penal, más allá del esfuerzo que realizan los fiscales y sus funcionarios.



La ley en proyecto, primero, viene a dar cumplimiento al compromiso de la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, en cuanto a fortalecer al Ministerio Público.



Aumenta la dotación de fiscales en 122 persecutores más.



Crea una carrera funcionaria real, que posibilitará establecerles un sistema de incentivos a los fiscales. Ello les permitirá alcanzar mejores remuneraciones, tener perspectivas de ascenso y evitar así un problema hasta hoy insoluble: la fuga de fiscales.


Hasta la fecha, más de 190 fiscales, quienes fueron debidamente formados por el Estado chileno, con una inversión aproximada de 30 millones de pesos por cada uno de ellos, han abandonado la institución, con el consiguiente daño que se les produce no solo a las causas y a las víctimas, sino también al sistema en su conjunto.



Por eso, señor Presidente, resulta muy significativo avanzar en el plan de fortalecimiento del Ministerio Público. El proyecto que hoy presentamos a esta Sala contempla, en primer lugar -reitero-, el aumento de la dotación de fiscales en 122 persecutores más.



De otro lado, debemos agregar también que el nivel de recarga laboral ha significado el incremento constante del uso de licencias médicas, de descansos maternales y de feriados legales, que en conjunto suman alrededor de 23 mil días de ausencia, con las consecuencias que esto implica para el sistema persecutor.



Hay que entender igualmente, como efecto, que durante el año 2014 el aumento de sentencias absolutorias creció en 13 mil 557. Ello permite establecer una relación causal entre fuga de fiscales y pérdida de recursos humanos con resultados procesales adversos.



No se trata acá de realizar un análisis crítico de la reforma procesal penal, sino de hacernos cargo de una realidad y decir que el plan de fortalecimiento del Ministerio Público no es solo una mejora para los fiscales. También significa una mejora para la seguridad pública y para la eficacia de la persecución penal.



De igual modo resulta relevante señalar, por ejemplo, que hoy una fiscal que hace uso de su derecho al descanso maternal lamentablemente no es remplazada mediante un sistema de suplencia, y sus causas se las entregan a otro fiscal, quien debe asumirlas conjuntamente con las que él debe cubrir.



Esa situación atenta contra los derechos laborales.



La ley en proyecto, además, se hace cargo de una cuestión central: la provisión de cargos vacantes.


En ese aspecto, se mantiene la regla general. Es decir, las vacantes, por mandato de la Constitución, deben proveerse por concurso público.



Con todo, la iniciativa acogió una petición del señor Fiscal Nacional, en el sentido de que en casos excepcionales este pueda autorizar la realización de concursos internos de promoción. Ello, al objeto de evitar la paralización del buen funcionamiento del Ministerio Público.



El artículo 75 bis, nuevo, que se incorpora es crucial, toda vez que crea la carrera funcionaria de los fiscales, pues establece que los fiscales adjuntos de grados VIII a VI tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el que podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores. Para ello es necesario haber cumplido un conjunto de requisitos.



En la práctica, esta iniciativa estatuye la carrera funcionaria para los fiscales y -valga la redundancia- para los funcionarios del Ministerio Público.



Se fija un conjunto de reglas que indican cuántos años ha de estarse en cada grado. Lo importante es que el modelamiento que se haga de la planta permitirá que funcionarios que llevan muchos años en el mismo grado puedan ascender. Esto posibilitará una carrera funcionaria que motivará a quienes se desempeñan en el Ministerio Público. 



Un tercer aspecto que parece crucial es el relativo al abogado ayudante de fiscal.



Se considera la contratación, a su vez, de un conjunto de profesionales, más de 570 (profesionales, administrativos, en fin). Muchos de ellos son abogados ayudantes de fiscal.


La ley en proyecto les permite a los abogados ayudantes concurrir a un conjunto de audiencias. Ello liberará de dicha función a los fiscales, y se va a traducir en menor suspensión de audiencias y mayor posibilidad de comparecencia ante los diferentes juzgados de garantía.



De igual forma, se establecieron otros aspectos claves. Por ejemplo, se crea el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos.


¿Qué significa eso? Que a nivel nacional contaremos con sistemas de análisis criminal. Ya no será la respuesta caso a caso, fiscalía a fiscalía. Tendremos la capacidad en el Ministerio Público de poder analizar, de manera genérica, el fenómeno criminal.



Así, si existe determinado patrón de conducta criminal en el norte de nuestro país, o en una comuna de las provincias de Aconcagua o de Ñuble, la fiscalía, a través del Sistema de Análisis Criminal, podrá comparar e integrar información, y perseguir con mayor eficacia a las personas que hacen del crimen organizado su actividad habitual.



Asimismo, se establece un conjunto de otros elementos importantes, como el Plan Institucional Anual. Este instrumento constituye un avance en trasparencia y accountability, ya que posibilitará, entre otras cuestiones, conocer las líneas de acción del Ministerio Público, los objetivos estratégicos, los indicadores de desempeño, que harán factible la medición del grado de cumplimiento, junto con la evaluación del grado de cumplimiento de metas del año anterior.


Señor Presidente, estamos en presencia, quizás, de uno de los proyectos de mayor aplicación práctica, que significará fortalecer al Ministerio Público, institución a la cual la sociedad le ha encomendado la persecución penal de los delincuentes y los delitos.



Es cierto: nos queda un asunto pendiente. Ya hemos iniciado una ronda de conversaciones con el Ministerio Público y un conjunto de Senadores de diferentes bancadas, al objeto de establecer en un proyecto de ley futuro un estatuto de protección a los fiscales.



Tenemos ejemplos en todo el país de fiscales amenazados o agredidos por perseguir hechos delictuales o al crimen organizado. Por eso se requiere también, en una futura ley, dar mayor garantía, protección jurídica y social a quienes combaten la delincuencia y el delito en representación de la sociedad toda.



Por lo anterior, concurriré con mi voto favorable al plan de fortalecimiento del Ministerio Público.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de continuar ofreciendo la palabra, quiero saludar a la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, y al Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán. 



Muchas gracias por acompañarnos.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a diez años de iniciado el nuevo sistema procesal penal, no cabe la menor duda de que era menester realizar una evaluación. Porque, como ya señalaron quienes me antecedieron, el referido sistema, con todas sus bondades y beneficios, si bien no ha sido perfecto, sin duda ha mejorado el procedimiento penal y, por lo tanto, la administración de justicia en el ámbito del crimen.



Sin embargo, las predicciones sobre el comportamiento que el nuevo sistema de justicia penal iba a tener no se han ajustado a la realidad.



Ya se indicó que la sobrecarga de trabajo ha tenido implicancias en este sistema, por cuanto la capacidad de respuesta no ha sido la que nuestro país requería.



Muchas de las inquietudes que afectan a la ciudadanía en materia de seguridad pública tienen que ver con fallas en distintos ámbitos: la prevención delictual, el trabajo judicial, la investigación penal que se desarrolla para llegar a la condena.



En todos los ámbitos (en el carcelario, en el de la rehabilitación, en fin) existen falencias, y cada una de ellas debe ser corregida para lograr darle una respuesta satisfactoria a la gente.



En tal sentido, incrementar el número de profesionales participantes del sistema -esto es, mejorar su aspecto cuantitativo- y, también, perfeccionar aspectos cualitativos relacionados con su desempeño constituyen factores absolutamente necesarios de abordar.



Por eso, tanto el Gobierno anterior, presidido por don Sebastián Piñera, como el actual, encabezado por doña Michelle Bachelet, han seguido la línea de evaluar y efectuar proposiciones, las cuales se hallan contenidas en la ley en proyecto.



Luego de un análisis bastante exhaustivo, con la participación de personeros vinculados al sistema procesal penal, en particular del propio Ministerio Público, se ha llegado a una fórmula bastante razonable y satisfactoria. 



A mi juicio, lo que contiene esta iniciativa está bien y merece nuestra aprobación. Es posible que falten algunos aspectos. En particular, recojo las inquietudes de algunos funcionarios por cuanto no todo lo que plantearon se acogió ahora. Pero ello no obsta que esas materias puedan ser incorporadas en otro proyecto que ciertamente auspiciaríamos y aprobaríamos con mucho entusiasmo.



En cuanto a las modificaciones, se tuvieron a la vista estudios elaborados por el BID y distintas organizaciones nacionales. Ello hizo factible dimensionar las necesidades y corregir una serie de aspectos, que fueron recogidos en este proyecto. 



Me atrevo a mencionar los siguientes como los más relevantes, conforme al orden en que aparecen en el texto propuesto.



En primer lugar, la ampliación de la capacidad de trabajo de los abogados asistentes de fiscal, que les permitirá desarrollar una serie de tareas que hoy solo pueden llevar a cabo los fiscales.



Lo anterior significa incorporar una cantidad importante de personas que actualmente son abogados asistentes, quienes se van a sumar a los nuevos fiscales y abogados asistentes que se consignan en el aumento de personal planteado. Eso le dará mayor capacidad de trabajo al Ministerio Público, y le posibilitará a la comunidad encontrar solución a sus inquietudes.



Todavía existen muchos ámbitos donde las respuestas están lejos de ser satisfactorias. Por ejemplo, en el caso de delitos contra la propiedad, el 99 por ciento de ellos no tiene debida solución. Eso genera una grave sensación de indefensión en la ciudadanía, porque estamos enfrentando un problema que deja a la gente sin respuesta del sistema.



Entonces, en la medida que haya más fiscales que puedan hacer más trabajo de terreno, que actúen con mayor prontitud, esa situación debería tender a corregirse y mejorar.



Un segundo aspecto se refiere a la creación del Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, cuya finalidad es “el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras de criminalidad reconocibles”.



Al respecto, debo señalar que me parece sorprendente la expresión “mercados delictuales”. Hice todos los esfuerzos posibles durante la discusión en la Comisión para evitar la palabra “mercado”. Porque como se dice que estamos en un sistema jurídico economicista, pensé que no era conveniente agregar tal expresión, ya que van a creer que esto también es culpa de la actual Constitución, en circunstancias de que ello obedece a la voluntad de los legisladores de hoy, quienes han insistido en que esta es la expresión correcta. 



Yo solo quiero manifestar que fui partidario de modificar la norma respectiva en tal sentido; pero se señaló que este es el lenguaje internacional utilizado en la materia. 



El Sistema de Análisis Criminal, que se halla reglamentado a partir del artículo 37 bis, permitirá contar con unidades de análisis criminal y unidades de focos investigativos a lo largo de todo nuestro país. Ello hará factible -lo señalaron quienes me antecedieron en el uso de la palabra- estudiar los comportamientos delictuales por región, por provincia, por comuna, por barrios de comunas, según la densidad poblacional, y definir cuáles son los delitos de mayor ocurrencia, de qué manera se pueden enfrentar, cómo determinar distintas estrategias durante la investigación criminal. 



Creo que ese es un gran aporte, que se realizará a través de esta iniciativa. 



En seguida, y respondiendo a un anhelo de larga data de los integrantes del Ministerio Público, se establece una carrera funcionaria, no al estilo tradicional de este organismo, pero sí en la forma que posibilita mantener el modelo de relaciones contractuales, siguiendo las disposiciones del Código del Trabajo, conforme a un régimen de responsabilidades vinculado a la función que desempeña ese personal.



Eso permite, entonces, contar con normas de mucha validez. Por ejemplo, el artículo 75 bis, que se refiere a los fiscales adjuntos, toda vez que crea la carrera funcionaria, para que puedan desarrollarse dentro de su escalafón y, por lo tanto, acceder a grados jerárquicos superiores y a mejores remuneraciones. Para ello deberán cumplir ciertos requisitos, como antigüedad en el cargo; no haber sido sancionados; haber efectuado capacitaciones y cursos de perfeccionamiento, en fin.



El artículo 75 ter establece lo propio respecto de los funcionarios.



Todo lo anterior generará mayor movilidad, lo cual hará factible pensar en horizontes de más largo plazo y no quedarse en este aspecto un tanto estático que tiene la actual planta del Ministerio Público.



Un cuarto antecedente que contiene la normativa en comento es la validación de la cantidad y de las remuneraciones de los fiscales y de los asistentes, que se incrementan de modo muy significativo.



Ello se contempla en diversas disposiciones. Por ejemplo, en el artículo 72, donde se observa que los aumentos y las movilidades de cada uno de aquellos elementos permiten que los ascensos en la carrera funcionaria vayan acompañados del debido reconocimiento.



Finalmente, el quinto aspecto que a mi entender valida a esta iniciativa es el establecimiento del plan institucional anual.



Puede parecer bastante obvio que todas las instituciones tengan un plan de aquella índole. Pero el previsto en este caso se estructura debidamente en dos aspectos que considero los más salientes.



No solo se trata de definir los grandes proyectos que se piensa realizar el año siguiente, sino también de, en forma muy clara, comprometerse a desarrollar ciertos objetivos con “indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción y por región”; ello permitirá precisar lo que el Ministerio Público promete hacer en determinado período a lo largo del territorio nacional. Pero a continuación (y la inclusión de ello en el debate de la Comisión fue parte del trabajo que hicimos nosotros) se incorpora el grado de cumplimiento, a medida que el proceso se vaya llevando a cabo, del plan institucional anual comprometido por el Ministerio Público el año anterior. O sea, no basta con que señale “Esto voy a hacer”, sino que, además, al año siguiente tendrá que decir “Qué hice de lo que planeé hacer”.



Es algo como las rendiciones de cuenta que esperamos realicen pronto los presidentes de nuestras Cámaras.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero terminó su tiempo.



Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor LARRAÍN.- Se trata, señor Presidente, de una obligación que, en mi concepto, deben cumplir todas las instituciones, conforme a la reforma constitucional que presentamos con esa finalidad.



Esperamos que aquello sea parte de lo que todas las instituciones deben hacer: un plan que permita no solo el autoelogio, sino también el reconocimiento de las falencias, las debilidades y los errores cometidos en el cumplimiento de los compromisos contraídos.



Hay otras concordancias. Por ejemplo, tocante a la rebaja de 10 a 8 años en la duración de los cargos; a la incorporación de la conviviente civil en las normas donde, para distintos efectos, se hace referencia a la cónyuge.



Señor Presidente, esta iniciativa le da muchos instrumentos positivos al Ministerio Público. Ojalá que ello posibilite su mejor desempeño.



Siempre esperamos una evaluación externa, la que en todo momento es relevante. Pero la Constitución, tratándose de un organismo autónomo, no lo permite.



En todo caso, confiamos en que la ley en proyecto dote al referido ente de las herramientas necesarias.

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay una petición del Gobierno y del Senador señor Allamand para que el proyecto que adapta normas laborales al ámbito del turismo (figura en el tercer lugar de la tabla de esta sesión) se trate a vuelta de la semana regional. Ello, para que -entiendo- pueda participar en la discusión la señora Ministra del Trabajo.



¿Es así, Su Señoría?

El señor ALLAMAND.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Doy excusas a quienes se hallan inscritos, pero, habiendo informado el proyecto el Presidente de la Comisión de Constitución, lo propio debe hacer el de la Comisión de Hacienda.



¿Hay acuerdo para abrir la votación?



No.



Por consiguiente, tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo no me voy a referir a las expresiones vertidas por los miembros de la Comisión de Constitución que me precedieron en el uso de la palabra, sino a la conveniencia del proyecto sometido hoy a la decisión de esta Sala.



La Comisión de Hacienda, que presido, se abocó primero al aumento de la dotación del Ministerio Público, incremento necesario para el buen funcionamiento de esta institución, que enfrenta diversos problemas. Por ejemplo, el de lugares con gran sobrecarga de causas donde es imposible la suplencia del fiscal.



Esta iniciativa, como se dijo acá, plantea la creación de 577 cargos: 122 de fiscales adjuntos, 203 de profesionales, 82 de técnicos y 170 de administrativos.



El costo del proyecto, en régimen, es de 6 mil 366 millones de pesos el primer año. El tercer año llega a un total de 16 mil 615 millones.



En segundo término, el desarrollo institucional se hace mediante la creación de las figuras de la suplencia y la subrogancia para los fiscales adjuntos.



Se aumenta el grado de inicio de la escala de los fiscales adjuntos, pasando del IX al VIII. Esto significa un gasto total anual de 2 mil 700 millones de pesos, aproximadamente.



En tercer lugar, esta iniciativa contempla el establecimiento de una carrera funcionaria.



Se crea un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, conforme al cual hasta 15 por ciento de la planta de fiscales adjuntos y hasta 15 por ciento de las plantas de funcionarios podrán acceder en forma sucesiva a grados jerárquicos inmediatamente superiores.



Dicho sistema de ascenso será aplicable a los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, y a los profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares con contrato indefinido y que no sean de exclusiva confianza.



Ese sistema de ascenso se realizará cada 2 años y tendrá una vigencia de hasta 10 años, prorrogables por otros 10, al objeto de realizar la carrera funcionaria.



De acuerdo con los informes financieros, el costo en régimen va a llegar, el décimo año, a 9 mil 860 millones. 



Es decir, para potenciar al Ministerio Público se va a invertir, en régimen, del orden de 30 mil millones de pesos, que serán de cargo, el primer año, de la Partida 23 Ministerio Público. Y si faltaren recursos, el Ministerio de Hacienda queda autorizado para adicionarlos con cargo a la Partida Tesoro Público.



Atendidas todas esas consideraciones, la Comisión de Hacienda, por unanimidad, salvo en un artículo, respecto del cual el Senador Coloma hará observaciones en esta Sala, aprobó el proyecto en las materias sometidas a su pronunciamiento.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, todos están de acuerdo en que la demanda social más sentida de los últimos años es la seguridad pública. Abarca a todos los sectores sociales y se expresa a lo largo de todo el territorio nacional.



La comunidad le asigna un gran valor a la tranquilidad dentro del hogar y también para desplazarse por las calles del lugar donde se vive, se trabaja o se estudia.



Poco importan los informes de la academia, los indicadores o las estadísticas cuando esa condición básica de la vida social no está asegurada.



Por eso, enfrento este debate desde la política, que me dice que este es un problema fundamental, en que la comunidad siente que ninguna de las instituciones con participación en él está cumpliendo eficazmente su función: ni los fiscales, ni los jueces, ni las policías, ni el gobierno.



No podemos responder estas críticas repitiendo, una vez más, las bondades de la reforma procesal penal, que ya tiene más de diez años de vigencia. Hay que enfrentarlas con franqueza y decisión, pues el problema de la seguridad se ha transformado en un factor decisivo en la calidad de vida de la gente.



Para empezar, las penas son muy bajas y ha tomado años -y tomará otros tantos- modificar el Código Penal.



Las policías son instituciones que no se han adaptado a los cambios en la sociedad, y cualquier modificación hay que hacerla con especial cuidado. La única discusión que se admite es la concerniente al aumento de las dotaciones.



Los jueces son muy garantistas, aunque argumentan que solo se limitan a aplicar la ley.



La institución que está más cerca de intervenir sobre las condiciones sociales y situacionales que generan o favorecen la delincuencia son los municipios; pero la enorme mayoría de ellos solo puede acceder a programas limitados para financiar las labores de prevención.



El Ministerio Público se halla sobrepasado. La enorme mayoría de las denuncias son archivadas sin ninguna gestión investigativa real y se responde que no hay antecedentes.



La verdad es que los antecedentes están. La información está: basta recorrer unas cuantas calles y se puede recoger de las conversaciones con los vecinos.



Si hay diez hurtos en un mismo lugar, ¿es posible que nadie sepa nada? Por supuesto que no.



Sin embargo, los policías se encuentran llenos de tareas burocráticas que no les permiten tener contacto directo con la ciudadanía y en las oficinas de los fiscales se acumulan las carpetas investigativas, en circunstancias de que la reforma procesal penal prometió terminar con los expedientes. Pero la verdad es que estos solo cambiaron de nombre.



Debo decirlo con crudeza: el panorama es muy negativo; y si no nos hacemos cargo del problema, la victimización, que no es sino otra dimensión de la desconfianza, continuará creciendo y la calidad de vida de la gente seguirá deteriorándose, pese a todos los progresos que se registren en otras áreas.



Este proyecto se ocupa de la situación del Ministerio Público. De manera que abordaré sus disposiciones aunque, como he dicho, este es solo una parte del problema.



Se propone un nuevo Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, que permitirá identificar patrones habituales en la acción de la delincuencia.



Como expresaba antes, la información está. Pero para conseguirla hay que recorrer la calle.



Vinculo esta materia con la creación de los consejos comunales de seguridad pública -estamos discutiendo la iniciativa pertinente en la Comisión de Gobierno-, que persigue que la información sobre cómo enfrentar la delincuencia sea compartida entre las instituciones públicas que intervienen, en especial las policías, los fiscales, los municipios y la comunidad.



Por lo tanto, todo lo que hagamos para fortalecer la inteligencia, el análisis y el procesamiento de la información será útil. Pero espero que esta nueva forma de aproximarse a la realidad delictual no se traduzca en nuevos expedientes, esta vez más voluminosos.



En segundo lugar, se refuerza la dotación. Y es cierto: hay un aumento importante, que está bien distribuido en regiones. Empero, no sé si será suficiente para superar la sobrecarga existente.



Se avanzó en una tímida carrera funcionaria. Pero, con razón, asociaciones de funcionarios la califican de elitista, pues posterga los mejoramientos reales para los administrativos y auxiliares, a quienes no se les reconoce la asignación profesional; por ende, deben esperar muchos años para un ascenso.



Por otra parte, no me explico la razón para no definir un mecanismo adecuado de tutela laboral en caso de que los funcionarios vean vulnerados sus derechos.



Me pregunto -con mucho respeto y afecto- si la actual Ministra de Justicia, hasta hace poco Ministra del Trabajo, puede explicarnos por qué los funcionarios no tienen instancias para reclamar ante ilegalidades o arbitrariedades, pues hoy no pueden recurrir ni a la Contraloría General de la República ni a la Dirección del Trabajo.



Se propone finalmente establecer un Plan Institucional Anual y una cuenta pública del Fiscal Nacional.



Eso va en la dirección correcta. Pero espero que los informes no se limiten a cuadros y cuadros de indicadores. Hay que asumir la demanda real de los ciudadanos, que es la efectividad de la acción punitiva del Estado.



Señor Presidente, mucho se critica hoy a los políticos. Y hay que hacerse cargo de eso.



Me parece que una manera de enfrentar esta realidad es hablando con franqueza y no conformarnos con discursos o informes complacientes que pueden estar muy fundamentados técnicamente pero que no responden de modo cabal a lo que siente y espera la enorme mayoría de la población.



Votaré a favor de este proyecto. Sin embargo, espero que el Ejecutivo aborde las cuestiones que quedaron pendientes, que conciernen al Ministerio Público y al resto de los temas de la agenda de seguridad pública, con la celeridad y la profundidad que la situación exige.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, después de escuchar la excelente exposición del Senador Quinteros, yo podría ahorrar parte de mi intervención, que es muy similar. Y no me cabe ninguna duda de que quienes se hallan en las tribunas aplauden porque es el sentimiento de la opinión pública, el sentimiento de las personas con las que nos reunimos en el día a día en los sectores poblacionales, en las juntas de vecinos.



A nosotros nos toca vivir este problema, que, sin duda, todos quieren arreglar. Pero pareciera que por ningún lado emerge la punta de la madeja. Y, aunque hacemos proyectos de ley -por supuesto, los vamos a aprobar- sobre fiscalías especiales, mayor dotación, mejores remuneraciones, las cosas siguen exactamente iguales.



La gran mayoría de los estudios de opinión pública señalan que la delincuencia es, a no dudarlo, uno de los problemas que el Gobierno debería solucionar rápidamente.



Así, por ejemplo, en la última encuesta CEP la delincuencia encabeza el listado con 46 por ciento de preocupación por este flagelo. Y, al mismo tiempo, en el estudio de Adimark de mayo solo 11 por ciento de los chilenos aprueba la forma como el Gobierno está manejando la delincuencia, mientras el rechazo llega a ¡87 por ciento!



A eso se suma el hecho de que los tribunales de justicia están dentro de las instituciones que menos confianza generan en la ciudadanía.



En tal sentido, la pregunta que debemos hacernos es si con el proyecto en debate caminamos en la dirección correcta para dar solución a los problemas de nuestra justicia, lo que tanto nos demanda la gente en el día a día.



Esta iniciativa, señor Presidente, tiene por objeto fortalecer el Ministerio Público a través del reforzamiento en la tramitación compleja y menos compleja; de la creación de Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos; del fortalecimiento en la atención de víctimas y testigos; de la aplicación de soluciones de continuidad en las funciones de los fiscales adjuntos, y del establecimiento de bases para una carrera funcionaria, o algo como eso.



Si uno revisa el mensaje del proyecto de reforma procesal penal, del año 2004, verá que se anunciaba que sería una verdadera maravilla en materia de justicia. Y voy a repetir parte de ello.



Los principales objetivos que se buscaban eran:


“1) Agilizar la persecución penal.



“2) Evitar zonas de impunidad en la persecución criminal.



“3) Corregir errores normativos que han ido quedando en evidencia con la gradual entrada en vigencia de la reforma procesal penal.



“4) Mayor transparencia a los procesos judiciales (en los delitos de alta connotación pública)”.



Un informe sobre las estadísticas del Ministerio Público, elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional, estableció que en el último año han ingresado a tramitación alrededor de un millón y medio de causas.



Eso habla del atochamiento que tenemos hoy en las instituciones pertinentes.



Del total de las causas ingresadas en 2013 -es la última información de que disponemos-, 30,6 por ciento -¡escuchen bien!- termina por otra vía judicial (sobreseimiento, suspensión condicional, acuerdo reparatorio o facultad para no investigar). Solo 15 por ciento concluye con una sentencia, ya sea condenatoria o absolutoria, mientras que el 54,4 por ciento restante se resuelve por la vía administrativa antes de llegar a una instancia judicial, siendo la gran mayoría de los casos archivados provisionalmente.



Yo me pregunto, señor Presidente: ¿eso esperábamos nosotros de la reforma procesal penal?


Aquellas son cifras duras; no las he inventado yo.



¿Eso esperaba la gente de dicha reforma?



No voy a entrar en detalles sobre lo que la reforma procesal penal les ha costado al Estado y a nuestro país. Solo quiero hacer mención de las remuneraciones, de las instalaciones.



¡Se han construido o comprado 200 edificios e instalaciones para las fiscalías!


En contraste con tales cifras, una evaluación interna realizada por el propio Ministerio Público, correspondiente al año 2014, y dada a conocer por El Mercurio hace algunos días -creo que El Mercurio dice la verdad-, señala que, de 660 fiscales evaluados, 328 obtuvieron nota máxima: 7; es decir, 49,7 por ciento de los fiscales lograron la máxima calificación. En tanto, 327 (o sea, 49,54 por ciento) alcanzaron entre 6,9 y 6, y “solo 5” persecutores (0,76 por ciento) tuvieron una nota menor que 6.



Los 660 fiscales evaluados consiguieron 6,9 de promedio. La nota más baja fue 5,2, y correspondió a uno de Coquimbo. De los 18 jefes regionales, todos obtuvieron la máxima distinción, a excepción de dos: el de la Región de Atacama, con un 6,9, y el de la Región Metropolitana, con un 6,4.



Esta positiva autoevaluación contrasta con las cifras de la última encuesta Paz Ciudadana-Adimark, conforme a la cual la victimización de los hogares llegó a 43,5 por ciento, el índice más alto desde el año 2000.



Ya sé que esta no es solo una responsabilidad del Ministerio Público, sino también de todos los que trabajan en el sector, pero llama la atención que mientras la evaluación de la opinión pública es tan baja la de los propios fiscales sea tan alta. 



La gente se pregunta qué saca Carabineros con hacer su trabajo si los delincuentes quedan libres después en los tribunales. Y eso está relacionado con la baja percepción no solo de los organismos jurisdiccionales, sino asimismo con una mala impresión sobre el sistema judicial y de persecución penal en su integridad.



Las cifras negativas sobre el manejo de la delincuencia registradas en la ciudadanía se correlacionan con un informe del Departamento de Análisis Criminal de Carabineros de Chile de agosto de 2013 -me gustaría que mis Honorables colegas pudieran escucharlas-, que reveló la lista de los cien delincuentes con más detenciones entre 2009 y 2013. Entre todos sumaban casi tres mil capturas, es decir, unas treinta detenciones cada uno, en promedio. Del total, el 23 por ciento correspondía a menores de edad. Y, de acuerdo con el documento, al observarse veintisiete casos de reiteración, se detectó que solo cinco detenidos por delitos recurrentes recibieron una condena que, en promedio, alcanzó a sesenta y cuatro días de privación de libertad.



Los números indican que el sistema procesal penal no ha caminado bien; que ha habido fracasos más que éxitos frente a la delincuencia común. Además, la gente percibe que las instituciones fundamentales en este trabajo, como las policías, Gendarmería, los jueces, los fiscales, el Servicio Nacional de Menores y otras, están sobrepasadas y son incapaces de responder frente al delito que afecta a diario a las personas. No puede ser que individuos con treinta órdenes de detención sigan en libertad, porque los juicios terminan en nada, o que los jueces de garantía no dispongan el encierro, mientras se realiza la investigación, de delincuentes sorprendidos infraganti, quienes pueden seguir cometiendo otros ilícitos y acosando a la ciudadanía.



Como lo he señalado en otras oportunidades, creo que es el minuto de replantear la reforma procesal penal para que funcione como lo prometieron sus autores. El sistema, pese a todos los recursos invertidos por el Estado, está perdiendo hoy la batalla contra la delincuencia. Es prioritario ver qué cambios son los que realmente necesita para solucionar sus grandes deficiencias, las que día a día afectan a miles de compatriotas que han pasado a ser víctimas del flagelo.



Para eso es absolutamente necesario que hagamos un alto y realicemos una evaluación seria, a fin de que después tomemos decisiones. Hoy resulta prioritario, por ejemplo, establecer criterios de gestión y de política criminal que permitan determinar, dentro de lo posible, qué se ha hecho bien y qué no. Ello, con el objetivo final de no seguir invirtiendo más y más recursos fiscales en medidas o iniciativas que no resuelven finalmente los problemas de fondo.



No me cabe ninguna duda de que en el Ministerio Público hay gente que trabaja, y mucho, pero los resultados son los resultados. Y la opinión pública no tiene una buena impresión de los que se registran en el trabajo frente a la criminalidad.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no cabe duda de que la delincuencia, con mayúscula, es una de las dificultades más serias en nuestro país. Se puede ir alternando con Salud, con Educación, pero, constante y consistentemente, quienes somos parlamentarios nos damos cuenta de que una parte importante de las consultas e inquietudes que plantean las personas se relaciona, al final, con aspectos vinculados a la cuestión.



Y constituye un asunto bastante más complejo. No es algo cartesiano. No es un solo factor el que juega para obtener un resultado, bueno o malo. Tiene que ver con problemas de prevención, de sanción, de rehabilitación. Por eso, son muchos los elementos que se entremezclan al final para fijar la percepción ciudadana.



Mas me parece a mí que el proyecto es relevante particularmente en la dimensión de la investigación y, por lo tanto, de la sanción al mundo delincuencial. Por tal motivo creo que esta es una buena señal.



Es significativo, primero -y lo destaco-, el aumento de la dotación en el Ministerio Público. No cabe duda de que 577 personas más, entre fiscales, profesionales, técnicos y administrativos, es un paso positivo para que los atochamientos en las causas -son dos mil por fiscal y un fiscal por cada veinticinco mil personas- vayan encontrando una respuesta.



No en vano, ¡ojo!, son veinte mil millones de pesos, en régimen, lo que se aumenta en el Presupuesto para enfrentar esta nueva demanda ciudadana y dar una respuesta pública a la situación.



O sea, cabría esperar que la relación de la gente con su atención de justicia mejorara sobre la base de los nuevos funcionarios.



Un segundo punto que a mí me parece muy importante en la Región del Maule -y deseo destacarlo, porque fue expuesto por numerosas personas- es el relativo a las actuaciones procesales de los asistentes del fiscal ante los tribunales de garantía y a que no necesariamente sea el fiscal, con excepción del juicio oral, quien pueda llevar a cabo la gestión. Eso obviamente va a generar una capacidad de concentración muy positiva en lo que más le corresponde a este último.



Quisiera dejar claro que lo anterior va a suponer un aumento en la carga de trabajo de muchos funcionarios que no sé si esté representado exactamente en lo que sigue del texto.



--(Aplausos en tribunas).



Tercero, me parece muy significativa una carrera, tanto para fiscales como para funcionarios. A mi juicio, es relevante que las instituciones cuenten con un derrotero, con un camino, y estimo que ello por lo menos está insinuado, aunque no sé si resuelto.



Y, por último, en cuanto a la creación de unidades de análisis criminal y de focos investigativos, ahí sí que juzgo que la medida es muy decisiva para poder enfrentar con más capacidad técnica y modernidad materias que de alguna manera se tienen que ir resolviendo rápido. Eso es muy positivo.


Por su intermedio, señor Presidente, deseo plantearles algunas reflexiones al Fiscal Nacional y a la Ministra para poder ir llegando a una resolución -esto no es cuestión de un sector o de otro- ahora o en otra instancia.



La primera de ellas tiene que ver precisamente con la realidad de los funcionarios en el nuevo proceso. Y quiero dejarlo establecido. Los representantes de estos últimos fueron a la Comisión de Hacienda e hicieron un planteamiento que a mí me pareció superrazonable en el sentido de ver cómo se puede entender la nueva ingeniería en función tanto de los fiscales como de ellos. Para que el sistema opere, todo tiene que ir acompasado.


Imagino que les habrán hecho peticiones a los Ministros de Hacienda, quienes no son especialmente generosos ni en esta ni en ninguna otra materia, y probablemente no se pudo obtener más -los recursos no son ilimitados-, pero quisiera dejar claro que es algo que tiene que quedar como el paso siguiente. Si realmente se espera que el asunto funcione, los funcionarios han de sentirse acompañados en la áspera, difícil, pero bonita tarea de ejercer justicia. Y aquí tenemos un primer aspecto para seguir reflexionando.



Un segundo punto dice relación con la capacidad de generar metas generales en la lucha antidelincuencial. Mencioné que el monto involucrado asciende a 20 mil millones de pesos.


Lo que no pude detectar bien -el Honorable señor Zaldívar dijo que el Senador que habla se iba a referir a la cuestión- es qué se podría esperar, objetivamente, del cambio en la percepción ciudadana. Si los archivos llegan hoy a equis, ¿cuánto menos tendrían que ser a partir del nuevo esquema? ¿En cuánto puede cambiar la capacidad de lograr resoluciones que conciten la satisfacción de la gente?



La persona a cargo nos manifestó que es muy difícil anticipar un número. Pero quisiera insistir en obtener alguna determinación, porque es la única forma de saber, si el día de mañana se requieren otros 20 mil millones -voy a imaginarlo-, qué se podría esperar del cambio. Pienso que fijar este tipo de criterios nos hace bien.


Sé que la creación de las unidades de análisis criminal y de focos investigativos, que además se hallan sujetas a evaluación, apuntan en un buen sentido. Pero a mí me gustaría tener una idea más global de qué podrían esperar los chilenos a partir de un cambio tan sustancial desde un punto de vista económico.



El tercer aspecto -y deseo pedir una atención especial sobre el particular- se vincula con una nueva concepción de la carrera funcionaria.



Aquí quisiera plantear un punto. Soy partidario de esta última, pero me inquieta lo de si no estaremos repitiendo un modelo del tipo Estatuto Docente.



¿Por qué? ¿Qué dice el proyecto? Básicamente, ¿cómo se puede aspirar a mejorar el grado?



Se requiere, primero, no haber sido sancionado -ello me parece razonable- durante los últimos dos años.



Además, es preciso haber sido calificado, en los tres últimos años, con una nota promedio, en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 por ciento de la escala respectiva. Ello se refiere a casi todos los funcionarios, como se explicó recién. No hay un grado de diferenciación.



A eso se agrega el haber aprobado cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien, un examen de conocimientos, lo que prácticamente hacen todos. Nunca me quedó claro cuánto invierte el Estado en el proceso. Me da la impresión de que no es mucho. Se puede hacer más. Pero tampoco pareciera haber una diferencia muy notable.



Luego se expresa -y está bien- que solo podrá ascender un número de postulantes que no supere el quince por ciento de la planta de fiscales adjuntos.



Y el criterio último es la mayor antigüedad en la institución.



Entonces, a mí me inquieta el mecanismo, porque creo que siempre -no únicamente en el caso que nos ocupa: lo he sostenido en todos- han de premiarse el mérito, la diligencia, la calidad. No se trata solo de tener buena salud para ir mejorando en la escala propia. Es necesario que se note quien despliega un esfuerzo máximo, gigantesco, para servir mejor a la justicia, a la ciudadanía. Ahí es donde siento que nos falta un criterio para el fomento de ello en los fiscales y los funcionarios.



Deseo dejar claro que todos estuvieron de acuerdo -por lo menos, cuando lo expuse- con que es preciso mejorar la forma de calificación. Lo dejo como una reflexión.



En lo personal, quiero que las cosas resulten para el bien del país, pero aquí hay un aspecto pendiente.



Por último, no es grato señalarlo, pero lo haré, porque me parece lo correcto: se establecen dos excepciones a las normas sobre las bases de la Administración del Estado.



Los cargos tienen que proveerse por concurso público. Así lo dispone, en términos generales, la ley respectiva. Una de las salvedades la comprendo más que la otra. Tiene que ver con que, en casos especiales, el Fiscal Nacional, por resolución fundada, podrá autorizar concursos internos de funcionarios, en los que, en todo caso, se deberán garantizar la transparencia y la objetividad, sobre la base de la evaluación de los méritos y la idoneidad de los postulantes. O sea, se determina que un grupo de personas no va a participar en un concurso público, sino que se faculta para realizar uno de carácter interno.



Sin embargo, me cuesta captar la lógica del artículo tercero transitorio, por lo cual pedí su votación separada, ya que dispone que veintiocho funcionarios que hoy día están a honorarios -quisiera consignar que no conozco a ninguno de ellos- serán incorporados a la planta.



Hago presente que hay 40 mil personas a honorarios en los Poderes del Estado. Entonces, si en el resto de la Administración es preciso someterse a un concurso para ascender, ¿por qué esos veintiocho funcionarios -insisto en que no tengo idea quiénes son- no pasarán por el requisito y nadie más podrá competir, en circunstancias de que puede haber algunos que deseen hacerlo por los mismos cargos?



No me parece, entonces, que ello quede bien resuelto.



En resumen, considero que este es un buen proyecto Voy a aprobarlo. Estimo que apunta al fondo del asunto. Pero quedan las reflexiones en cuanto a los funcionarios, a la carrera y a las metas de la lucha antidelincuencial.



Espero que se obtenga un buen resultado, porque pienso que, en un sentido amplio, la justicia sigue en deuda en el país, y que, en esa medida, tenemos que hacer un máximo esfuerzo para realizar mejor las cosas.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Como en este momento no se encuentra presente el Senador señor García, tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, como ya se ha intervenido bastante sobre el texto, solo deseo manifestar, en forma muy breve, que la iniciativa es muy conveniente.



Además, sigue la línea de lo que la gente está esperando, que no es solo modernizar el Ministerio Público, sino también entregarle más recursos. Cuando se le otorgan más fondos, más profesionales, más colaboradores, más elementos técnicos, más poder de investigación, más posibilidades, no se apoya únicamente la labor de los fiscales, sino también, de manera absolutamente directa, a las personas, que necesitan una fiscalía, a través del rol de la institución, cada día más cercana y eficiente.



Por esa razón, el proyecto de ley resulta muy importante, ya que, definitivamente, cuando se considera el análisis en la opinión pública, no solo el problema de la delincuencia ha revestido siempre la máxima relevancia y prioridad, sino que también, como es obvio, empiezan a surgir peticiones de encontrar a los culpables. Y unos y otros se asignan responsabilidades. ¿El Poder Legislativo, por no hacer buenas leyes? ¿El Poder Ejecutivo, por no coordinar bien la labor de las policías? ¿El Poder Judicial, que no enjuicia ni investiga ni deja detenidos a quienes corresponde? En fin. Siempre se emiten juicios, sobre todo de carácter valórico, respecto a los grandes responsables de las dificultades que se enfrentan en la materia.



A mi juicio, es un error considerar siempre que habría un solo gran responsable. La situación es mucho más multisistémica y tiene que ver con numerosos otros aspectos relacionados que a lo mejor no se ven por estar a menudo bajo una capa.



En consecuencia, me parece que sigue una línea correcta y positiva todo lo que sea entregarles recursos y darles visibilidad a quienes pueden investigar, que son los fiscales.



Muchas veces, la gente se queja de ellos, pero la verdad es que, en general, no tiene idea de la carga horaria y de trabajo que los afecta, de los pocos elementos de apoyo con que cuentan y, evidentemente, de la cantidad de casos que cada uno debe atender, que excede las condiciones humanas y físicas.



Además, en general, no hay un sistema adecuado, sistematizado, respecto a numerosas causas. Por eso, es muy frecuente que se cometan injusticias, aun cuando suene controvertido o contradictorio plantearlo. Ello se genera en cuanto a las posiciones que puede mantener uno u otro fiscal, una u otra fiscalía, según la Región en que se desempeñen. Entonces, se desconocen cuáles son los hechos que rodean a una persona investigada o que ya lo fue en otra fiscalía.



Dicho lo anterior, señor Presidente -no quiero alargarme, ya que aquí ya se han hecho muchas consideraciones de carácter más técnico por los miembros de la Comisión correspondiente-, deseo aprovechar la presencia del Fiscal Nacional para señalar que siempre he sido una profunda admiradora del rol del Ministerio Público y de los fiscales en particular. Me parece que estos han desempeñado un papel espectacular en la búsqueda de la transparencia y que no han temido enfrentar, cuando han tenido que hacerlo, a bandas delictuales peligrosas que los han amenazado. Muchos casos en que han estado en situación de riesgo han sido públicos y otros no. Creo que lo mencionó el Senador señor Harboe en algún momento de su intervención.



Quisiera agregar que también aplaudo lo logrado en el último tiempo por el Ministerio Público con la investigación tendiente a transparentar los vínculos a menudo espurios entre el dinero y la política, porque todo lo que sea la búsqueda de ese objetivo, en especial en las actividades de carácter público, debe ser siempre absolutamente correcto y bienvenido.



Obviamente, mi voto será a favor del proyecto.
El señor PÉREZ VARELA.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí, ábrala.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- A continuación está inscrito el Senador señor De Urresti, quien no se halla en el Hemiciclo.



Por lo tanto, tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, todos los lunes, a la hora de almuerzo, los Senadores de la Alianza nos dedicamos a analizar distintas iniciativas de ley, y siempre lo hacemos con altura de miras, cualquiera que sea el caso.



En virtud del proyecto en debate, quise escribir algunas líneas, en el entendido de que los Senadores Larraín, Coloma, Harboe, De Urresti, García, Espina, Araya, Montes y Zaldívar han tenido una especial preocupación sobre la materia.



No obstante, me gustaría precisar algunos puntos.



Primero, que esta iniciativa viene de la Administración del Presidente Piñera, y que el actual Gobierno la mantuvo sin movimiento desde marzo del 2014 hasta marzo del 2015, a pesar de todas las necesidades que afectan al Ministerio Público, organismo que es esencial para terminar con uno de los peores índices que muestra el actual Gobierno: el de la seguridad ciudadana.



Por supuesto, todos los gobiernos anteriores -incluido el que yo apoyé- enfrentaron dificultades en materia de seguridad pública. Pero, “otra cosa es con guitarra”. Hoy, la responsabilidad de la delincuencia es de la Administración de turno.



Asimismo, pienso que la seguridad ciudadana debe ser asumida con responsabilidad, como una cuestión de Estado, lo cual dependerá de la voluntad que tenga el mundo político.



Si bien es cierto que el Ejecutivo incorporó aportes positivos al proyecto, perfeccionándolo, no ha sido capaz de conformar ni de llegar a un acuerdo con la Asociación de Funcionarios de la Fiscalía Metropolitana Sur, que también incluye a los empleados de las Regiones de La Araucanía, de Los Ríos y de la mía: la de Los Lagos.



Al parecer, estos funcionarios argumentan, con buenas razones, que el proyecto de ley todavía discrimina -y esta palabra no la utilizo yo, sino quienes no se sienten incorporados- entre la carrera funcionaria que hacen los señores fiscales y la que desarrollan los demás funcionarios del órgano persecutor, como es el caso de los administrativos, los psicólogos, los ingenieros e, incluso, los abogados asistentes que trabajan en el Ministerio Público.



Lo ideal hubiese sido que el Gobierno, y especialmente el nuevo Ministro del Interior y Seguridad Pública, pudieran haber tenido un mayor diálogo con dicha organización gremial antes de llegar a esta instancia de tramitación de la iniciativa. En el futuro deberemos hacernos cargo, por supuesto, de las omisiones e imperfecciones -por llamarlas así- que ella presente.



Como señalé anteriormente, el proyecto de ley, en términos generales, es un aporte positivo para la persecución de los delitos, pues, entre otras cosas, incorpora más fiscales y funcionarios  dedicados a tal propósito, así como también crea -y es importante señalarlo- el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, el que, sin duda, contribuirá fuertemente a la persecución de los delitos más comunes que se cometen en cada región.



En ese sentido, el haber puesto a las unidades que manejarán este sistema bajo la potestad de cada fiscal regional constituye un acierto, toda vez que son ellos quienes conocen de mejor manera la realidad delictual de cada región, la que muchas veces varía, dependiendo de múltiples factores geográficos, climáticos, culturales, etcétera.



Por lo demás, señor Presidente, de esta forma avanzamos en la todavía lejana descentralización del país, que a veces solo pareciera encontrarse en el discurso elocuente.



Con todos estos nuevos recursos humanos y herramientas de funcionamiento, que implican cuantiosos recursos provenientes de todos los chilenos, esperamos que el Ministerio Público pueda contribuir más todavía, en su desempeño, a la reducción de los índices de delincuencia y a mejorar la percepción de vulnerabilidad que tiene la opinión pública en materia de seguridad ciudadana.



No me cabe duda alguna de que este proyecto de ley será un aporte a tal fin, el que, asimismo, se cumplirá en la medida en que todos los fiscales investiguen con igual entusiasmo -y en algunos casos, con elocuencia- todos los hechos constitutivos de delito, sin distinción alguna. Porque hay millones de chilenos que sufren en el anonimato la delincuencia y viven cada día más asustados, con temor y miedo, enrejados en sus casas, por los asaltos en sus barrios, el tráfico de droga en sus poblaciones, las peleas de bandas juveniles y de traficantes, los abusos sexuales y las violaciones.



De este modo, señor Presidente, solo pedimos profesionalismo en la persecución de los delitos.



Así las cosas, celebro la ley en proyecto, porque viene a contribuir a la lucha contra la delincuencia, reforzando una institución que es esencial para conseguir una disminución en la impunidad que existe con relación a múltiples y verdaderos delitos comunes que afectan a gran parte de nuestra población.



Aquí, en el Senado, señor Presidente, he aprendido que, en términos generales, los proyectos de ley que benefician a Chile se aprueban sin complejos y de acuerdo a su mérito.



Votaré a favor.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, anuncio mi voto favorable al proyecto, esperando que el fortalecimiento que se hace del Ministerio Público y el aumento del número de fiscales y de profesionales contribuyan sustantivamente a dar mayor seguridad y protección a la ciudadanía.



Simplemente, quiero consultar algunos datos relacionados con el aumento de fiscales en La Araucanía. Es de conocimiento público la situación especial que vive mi región. Tenemos un conflicto, que muchas veces se manifiesta de manera muy agresiva, con delitos extraordinariamente violentos que ponen en riesgo, por supuesto, la paz, la seguridad y la tranquilidad de miles de habitantes de la zona.



Por lo tanto, el fortalecimiento de la Fiscalía Regional de La Araucanía, para encontrar a los responsables de esos hechos de violencia, aislar a los violentistas y asegurar la paz y la tranquilidad, constituye una tarea absolutamente vital. 



En consecuencia, entendiendo que no hay cupos regionales, pero entendiendo también que este proyecto responde a estudios que se han realizado sobre la necesidad de fortalecer las distintas unidades territoriales, y dado que en La Araucanía vivimos una situación especial, me gustaría que la señora Ministra de Justicia nos indicara cómo se va a proceder respecto de la Novena Región, considerando que actualmente hay allí ocho funcionarios a honorarios, que se requiere un aumento de su planta y, entre otras cosas más, reforzar la Fiscalía de Pitrufquén a raíz de la creación del Juzgado de Toltén.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, al aprobar el proyecto que fortalece el Ministerio Público, lo hacemos desde la perspectiva de la urgente necesidad de mejorar los índices en la lucha contra la delincuencia.



Desde ya, sería incorrecto sostener, desde el punto de vista de la percepción ciudadana sobre la delincuencia, que la falta de seguridad es culpa del Ministerio Público, pues este organismo actúa una vez cometido el delito. Al respecto, me parece que todos los gobiernos de nuestro país han fracasado en el propósito de tener una política integral que aborde adecuadamente la prevención, particularmente en lo que se refiere a los niños, el control -o sea, una vez cometido el delito- y la rehabilitación.



Al leer encuestas sobre la materia, cualquiera de nosotros se dará cuenta de que la percepción ciudadana acerca de los malos resultados que obtiene el país en términos de los delitos que se cometen es sistemática.

 

Este proyecto tiene por objeto entregarle al Ministerio Público los instrumentos y las herramientas que la misma institución ha pedido para lograr mejores resultados en la lucha contra la delincuencia, especialmente en lo que le corresponde, que es realizar investigaciones exitosas que permitan identificar, detener y condenar a los infractores.



En materia de robos y de hurtos se observan cifras francamente alarmantes. Y quiero reconocer la transparencia que tuvo el Fiscal Nacional, que hoy nos acompaña, cuando fue a la Comisión de Constitución -también lo hizo en su cuenta- al sostener que en los delitos contra la propiedad es donde francamente estamos obteniendo malos resultados. 



Las cifras así lo indican. 



Según los datos que entregó el propio Ministerio Público respecto del año 2014, en materia de robos y robos no violentos se presentaron 361 mil casos, de los cuales 24 mil 800, es decir, el 7 por ciento, terminaron con sentencia condenatoria. 336 mil quedaron sin resultados, por distintas razones: muchos de ellos porque los imputados eran desconocidos; muchos porque no se aportaron los antecedentes probatorios necesarios o porque los jueces de garantía establecen estándares probatorios tan altos para varios delitos de esta clase que finalmente resulta imposible, a veces, lograr una condena.



Si revisamos lo indicado por la Policía de Investigaciones en su informe de 5 de septiembre de 2014, veremos una cifra que yo pensé que sería alarmante cuando se diera a conocer. Pero pareciera que en materia de seguridad ciudadana ya nada alarma. 



El año 2007 había 110 comunas, distribuidas en 402 poblaciones, villas o sectores, que exhibían tráfico de drogas. Esta cifra, llevada al 2013 -estoy hablando de un documento oficial de la PDI-, aumenta a 169 comunas, distribuidas en 1.660 poblaciones, villas o sectores, lo que significa un incremento de 53 por ciento respecto de las comunas, y de 312 por ciento en términos de poblaciones, villas o sectores.



Cuando conocí estos datos, a los que se agrega una cifra de 66 mil órdenes de detención pendientes por juzgados de garantía y tribunales orales, imaginé que se iba a generar un gran debate nacional, una conmoción por estos resultados. 



La verdad es que en materia de drogas y de delitos contra la propiedad, fundamentalmente robos en casas particulares, en la vía pública o locales comerciales, los índices están disparados. Pero vuelvo a señalarlo, y lo recalco: no sería justo ni correcto sostener que la responsabilidad por ello está radicada exclusivamente en el Ministerio Público. Sin embargo, no hay duda de que el sistema está funcionando mal.



Las políticas de prevención no existen. Es increíble que en Chile sigamos teniendo una Ley de Responsabilidad Penal Juvenil que funciona pésimo. No conozco a ninguna persona que haya ido a la Comisión de Constitución que diga que funciona bien. Los fiscales señalan que contiene errores; lo mismo las autoridades de Gobierno. Pero ahí está la ley, exactamente igual. Y en términos de rehabilitación, cifras más, cifras menos, también funciona mal.



Lo importante es que este proyecto, en conjunto con la Fiscalía, logrará una mejoría muy importante: entregará instrumentos y herramientas para que el Ministerio Público pueda cumplir mejor su labor. Eso es un avance. No obstante, aún queda pendiente todo el tema de las policías, el de la legislación. 



Sigo considerando inconcebible que no se realicen cambios a situaciones que desde hace años impiden a los fiscales tener suficientes atribuciones para poder actuar, en determinados casos, de forma inmediata frente a un delincuente, o la posibilidad de una coordinación  adecuada con la policía. Porque, cuando uno habla con esta, se sostiene que los fiscales no le dan las instrucciones adecuadas, y cuando uno habla con los fiscales, se señala que la policía investiga mal. La falta de coordinación allí es evidente.



Ahora, el proyecto presenta varios avances relevantes que me gustaría destacar. Y voy a partir por uno que no ha sido mencionado.



A mi juicio, uno de los puntos más importantes es el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, al que ya se refirieron otros señores parlamentarios, correspondiente al artículo 37 bis. Es primera vez que se crea un mecanismo que, recogiendo la información de todas las regiones y atendiendo a la realidad de cada una de ellas, permitirá un análisis que realmente ayudará a enfrentar al mundo delictual, tanto para identificar y detener a los autores de los delitos como para conocer los modus operandi que utilizan.


Este sistema será evaluado dentro de tres años. 



Lo que quiero destacar -lo dije en un medio de comunicación y lo repito ahora- es que el Fiscal Nacional -cosa que no es muy usual en las instituciones- no solo aceptó sino que propició que, para los efectos de la evaluación de dicho sistema, se contratara, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, a lo cual yo le doy gran importancia.



Para quienes hemos estado vinculados al tema, tratando de ayudar en el ámbito de la seguridad ciudadana, esa ha sido una batalla -la señora Ministra lo sabe perfectamente bien- enorme. 



Creo que es un ejemplo lo que está haciendo en esa materia la Fiscalía, porque no muchas instituciones del área se abren y dicen: “Voy a contratar una auditoría externa para que estudie las políticas que estoy aplicando y evalúe si son buenas o malas”. 



Yo le doy un enorme valor y me parece que refleja un cambio de actitud muy relevante.

        

Otro tema muy importante que quiero mencionar es un hecho no menor, pero que todavía tiene una pata coja. 



No solo se aumentan los fiscales en un número bastante significativo -en promedio, del orden del 15 por ciento del total de funcionarios de la institución-, sino que además se da la posibilidad de que el Ministerio Público otorgue atribuciones a los asistentes de fiscal -que estos ya tienen, en parte- para los efectos de concurrir a muchas de las audiencias de tramitación de los procesos, excluida la audiencia del juicio oral, lo que significa un plus en el propósito de lograr mayor cobertura.



Aquí queda pendiente el reclamo de quienes se desempeñan en el ámbito administrativo, que consideran que sus remuneraciones no son las debidas o adecuadas y que probablemente, si algunos de los abogados asistentes se van a ir a reemplazar o sustituir provisoriamente a los fiscales adjuntos o al menos van a ser autorizados para actuar con sus atribuciones, van a sufrir una recarga de trabajo relevante.



Sobre este punto, creo que es bueno dialogar, escuchar los argumentos, ninguno de los cuales puede significar detener el proyecto -tampoco me lo han planteado así, sino que, por el contrario, que hay que despacharlo-, pero siempre debemos estar abiertos a que las cosas se puedan hacer mejor.



Además, le doy un valor enorme a la existencia de una cuenta anual, que tiene el mérito -hay que reconocérselo a la Fiscalía, sobre todo cuando a un Fiscal Nacional le va quedando poco tiempo en el ejercicio de su cargo por estar próximo el cumplimiento de su período- de ir dejando ciertos legados. 



Junto con el Sistema de Análisis Criminal, el establecer en la cuenta un Plan Institucional Anual mucho más detallado del que existe hoy es, sin lugar a duda, un aporte.



¿Me da un minuto más, señor Presidente, para poder terminar?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Un minuto.

El señor ESPINA.- Gracias.



Sin duda, es un aporte muy relevante porque el Plan Institucional Anual -es conveniente señalarlo- debe contener “los objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción y por región”.



Es muy importante porque, en el fondo, el Fiscal Nacional, al igual que los fiscales regionales, va a tener que elaborar un plan. ¡Y no uno cualquiera!; pues al año siguiente se deberá medir si todos los indicadores que propuso se cumplieron o no.



En síntesis, señor Presidente, creo que la Comisión ha realizado un buen trabajo. 



De otra parte, no tiene sentido pretender adueñarse de esta iniciativa. Al efecto, he escuchado dos versiones: primero, que el proyecto era del Gobierno anterior y que la Administración actual lo cambió íntegramente; segundo, que efectivamente era del Gobierno anterior, por lo cual el mérito sería suyo.



Les quiero decir que aquello es la única manera como no se deben enfrentar los temas de seguridad ciudadana. Da lo mismo si la iniciativa partió en el Gobierno anterior o en el actual. Lo relevante es que los proyectos sean buenos, pues es lo que la ciudadanía espera hoy de nosotros.



Vamos a votar a favor del proyecto, porque representa un aporte y, además, porque entrega herramientas e instrumentos para mejorar las investigaciones que lleva adelante el Ministerio Público.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Me han pedido abrir la votación.



¿Habría acuerdo?

El señor QUINTANA.- ¡Ya era hora!

El señor PIZARRO.- Sí, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- Pero sin acortar los tiempos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



Ya me habían solicitado respetar los tiempos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se hace presente que, de acuerdo a la resolución de la Sala, el texto se debe votar en general y particular a la vez, con la sola excepción del artículo tercero transitorio, para el cual se pidió votación separada oportunamente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación general y particular el proyecto, con la salvedad que hizo el señor Secretario.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pedro Araya, integrante de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, sin duda la iniciativa que hoy analizamos es una de las más importantes que se han examinado en esta materia desde que entró en vigencia la reforma procesal penal, que cumplirá quince años de existencia en diciembre del año en curso.



Este proyecto contempla el mayor aumento de funcionarios del Ministerio Público desde el inicio de la reforma procesal penal.



Uno podría sentirse tentado de realizar un estudio completo para ver qué ha sucedido con esa reforma. En lo personal -lo he dicho y lo sostengo acá-, creo necesario discutir cómo ha funcionado el sistema.



Hay quienes lo entienden y que lo defienden -me incluyo entre ellos- señalando que ha sido muy bueno. Por cierto, presenta falencias que se deben corregir. Pero, en líneas gruesas, ha resultado: actualmente existe mayor cantidad de condenados que con el sistema antiguo y con penas bastante más altas. 



Uno de los problemas de la reforma procesal penal, y que en cierta medida aborda este proyecto de ley, es aquel que dice relación con una discusión pendiente que como país nunca hemos sostenido y que las instituciones de seguridad y el Gobierno tampoco han sincerado: la existencia de políticas criminales; es decir, qué tipos de delitos se van a perseguir y hacia dónde vamos a orientar los esfuerzos de persecución penal. Obviamente, con los recursos que se entregan al sector de la justicia dedicada a la persecución penal (policías, Ministerio Público y Poder Judicial) es imposible aclarar el cien por ciento de los ilícitos. Y eso conlleva a que el Ministerio Público decida de manera selectiva qué tipos de delitos se persiguen.



Por eso, muchas veces, con justa razón, se critica que la persecución penal está muy marcada por la temperatura ambiental; o sea, por cuántas veces aparece determinado delito en televisión. Por ejemplo, la prioridad del Gobierno pasado fue perseguir a las bandas que se dedicaban a robar cajeros automáticos, aun cuando se pudiera percibir que por política criminal era mejor acabar con otro tipo de delitos más complejos. 



En esa línea, el proyecto se divide en tres grandes partes.



La primera, como ya señalé, contempla un aumento de dotación de 577 nuevos funcionarios para el Ministerio Público (122 nuevos fiscales). Prácticamente, se incrementa la planta del Ministerio Público en 15 por ciento. 



En ello hay una diferencia con la iniciativa original que aprobó la Cámara de Diputados, porque, de modo inicial, esta dispuso una dotación de aproximadamente 340 nuevos funcionarios. Producto de la discusión habida en la Comisión de Constitución se aumentó el número a 577. Y ello repercute directamente en la persecución criminal, no solo en cuanto a que vamos a contar con más fiscales para sostener la investigación y la acción penal ante los tribunales, sino también en cuanto a la calidad de atención que se les va a otorgar a las víctimas y a los testigos. Esta mayor cantidad de funcionarios, obviamente, tiene que redundar en una mejor atención a la víctima, al testigo que concurre a la fiscalía a prestar testimonio, a dar cuenta del hecho delictual.



Hoy, con la sobrecarga de trabajo del Ministerio Público, es imposible que se pueda atender con la misma calidad a todas las víctimas y testigos, pues el tiempo de atención que en numerosas ocasiones demanda una de ellas es bastante grande y, además, se topa con otras citaciones que puedan tener.



Esperamos que este aumento de funcionarios se traduzca también en una mejor calidad de atención para las víctimas y los testigos.



La segunda parte del proyecto dice relación con la creación de las Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos. 



Como ya se manifestó, estas nuevas Unidades se van a centrar en el estudio de delitos de mayor connotación social, definidos como aquellos de mayor impacto en la seguridad de las personas, ya sea porque afectan su patrimonio, su integridad física o psicológica, o porque presentan una alta concurrencia.



La idea de esto, sobre la base de una expresión muy poco feliz -según nos han explicado tanto desde el Ministerio Público como del Ministerio de Justicia, se usa a nivel internacional-, es poder determinar cuáles son los mercados delictuales existentes en nuestro país y, a partir de ahí, centrar los esfuerzos de persecución penal.



La creación de las Unidades de Análisis Criminal va a permitir que el Ministerio Público genere una política criminal y sincere las cifras para poder decir a qué van a dedicar la persecución penal, dónde se van a centrar los grandes objetivos del Ministerio Público en materia de persecución penal.



Obviamente, tales Unidades, que parecieran ser del todo razonables, posibilitarán que los fiscales de distintas regiones compartan la información que manejan respecto del actuar, de los modus operandi de los delincuentes, con el fin de establecer si existen o no patrones de actuación.



En numerosas oportunidades -lo conversamos con el Fiscal Nacional y con los integrantes de la Fiscalía que nos acompañaron en la discusión-, una fiscalía regional carece de antecedentes acerca de un delito cometido en otra región, al no existir una unidad que cruce la información.



Lo que se pretende con estas Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos, una vez que entren a operar en todo Chile y luego de evaluarse su desempeño, es contar con un sistema eficaz de levantamiento de información. Y esto no se refiere solo a una simple estadística criminal. Aquí no se busca saber cuántos o qué tipos de delitos se cometen. Lo que se pretende es conocer el detalle del modus operandi de los delincuentes, y a partir de eso generar políticas de persecución penal.



En este punto hay que hacer mucho hincapié en los focos investigativos, pues se trata de aquellas unidades que deberán perseguir los delitos de forma tal que la persecución penal sea bastante más eficiente para identificar al delincuente, al autor de un hecho delictual, así como también para sostener la acción penal en los tribunales. 



Uno de los temas que más se discutieron en la Comisión fue que muchas veces la calidad de la investigación llevaba a que los tribunales, por el estándar probatorio que se exigía, terminaran absolviendo a personas que habían cometido un ilícito.



Un tercer aspecto importante de destacar dice relación con el Plan Institucional Anual.



Quiero reconocer la voluntad del Fiscal Nacional, Sabas Chahuán, en orden a avanzar en una norma legal que establezca mecanismos eficaces para medir el trabajo del Ministerio Público.



El Plan Institucional Anual no se refiere a la cuenta pública que hace el Fiscal para dar a conocer cuántos delitos se cometieron, de qué tipo fueron, cuántos detenidos hubo y cuántos llegaron a juicio. El Plan Institucional Anual busca que el Ministerio Público se sincere y diga cuáles serán sus metas de persecución penal. Por ejemplo: “queremos, en el Plan Institucional Anual del próximo año, bajar las cifras de robos en casas y determinar, efectivamente, quiénes cometen este tipo de delitos”.



El Plan Institucional Anual obliga a que el Ministerio Público fije una política criminal. Y tanto los ciudadanos como el Congreso podrán verificar si se cumple o no lo que el Fiscal Nacional o los fiscales regionales proponen.



El Plan Institucional Anual puede llegar a ser una herramienta eficaz que le permita a la ciudadanía comprender qué hace el Ministerio Público, si cumple o no las metas. De ese modo, este Plan será motivo de discusión pública para ver dónde se van a poner los esfuerzos en materia de persecución penal.



Como último tema, señor Presidente, quiero decir que entendemos y nos hacemos cargo de lo señalado por dos asociaciones del Ministerio Público: ANFUMIP y FENAMIP.



Comprendemos que existen materias que esta iniciativa no resuelve en forma adecuada y, obviamente, tendrán que motivar que el Gobierno presente un nuevo proyecto de ley o establezca una nueva mesa de trabajo con los funcionarios, con el objeto de resolver tres aspectos que, a nuestro juicio, serán complejos y que resulta primordial solucionar.



El primero se refiere al pago de la asignación profesional a los administrativos y auxiliares, lo cual no se contempla en el texto que nos ocupa.



Lo segundo tiene que ver con las normas de fiscalización laboral. Sabiendo que el Ministerio Público es un organismo autónomo, entendemos que dicha autonomía no significa necesariamente que no esté bajo el control de los tribunales del trabajo, por ejemplo, en temas de tutela laboral.



Entonces, esa es una cuestión por zanjar, dado que se han presentado algunas dudas interpretativas en cuanto a si la Contraloría puede fiscalizar lo relacionado con temas laborales o si, eventualmente, lo podrían hacer los juzgados del trabajo.



Un tercer punto, señor Presidente, respecto del cual nos han hecho saber su preocupación estos funcionarios -queremos dejar constancia de ello en la discusión-, es que al haberse aprobado una serie de normas que en la actualidad posibilitan que los asistentes de fiscal puedan ir a audiencia y ordenar diligencias que la ley original del Ministerio Público no les permitía, existe fundado temor de que se produzca una sobrecarga laboral en los administrativos y en los auxiliares, tal como me han manifestado los funcionarios de la Región de Antofagasta, a quienes les preocupa tener que asumir tareas que hoy no realizan.



Hechas esas consideraciones, señor Presidente, debo decir que pienso que este es un muy buen proyecto, que apunta a un fortalecimiento claro del Ministerio Público. Y esperamos que las nuevas herramientas que se crean, el Plan Institucional Anual y las Unidades de Análisis Criminal y de Focos Investigativos, sean eficaces en la generación de política criminal para, a partir de eso, ir sincerando como país las cifras relativas a qué vamos a perseguir como delito y qué no.



--(Aplausos en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les ruego a los asistentes a las tribunas no hacer manifestaciones. Nuestro Reglamento lo prohíbe.



Muchas gracias.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, por respeto a quienes han venido especialmente por el proyecto siguiente, relativo a las cooperativas, voy a ser muy breve.



La iniciativa en debate va en línea con la demanda ciudadana que tiene que ver con la seguridad de las personas, y no cabe duda de que esta última depende de cómo funcionan las fiscalías, el Ministerio Público y las policías. Por eso, me parece que ella representa un avance importante en materia de seguridad ciudadana.



No me voy a extender con respecto al proyecto. Ya lo han hecho, y muy bien, los Senadores que me antecedieron. Anuncio simplemente mi voto a favor, con la esperanza de que los colegas abrevien también sus intervenciones a objeto de atender a las asociaciones de cooperados que han venido en reiteradas oportunidades a Valparaíso para presenciar el despacho de esa iniciativa que tanto anhelan.



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les ruego a las personas que nos visitan no aplaudir, por favor.



Ya sabemos del interés de ustedes por que se vea el proyecto siguiente.



Muchas gracias.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que la buena nueva de una ley que favorezca al Ministerio Público dice relación con la preocupación central de la ciudadanía, el combate al delito, y se asocia a una mejora institucional. Pero, como bien lo sabe el señor Fiscal Nacional, también se vincula a resultados concretos.



Habrá un aumento importante de los funcionarios del Ministerio Público o, más bien, de los asimilados a la tarea investigativa. Son 577 los nuevos cargos, de los cuales 122 corresponden a fiscales adjuntos, 203 a profesionales, 82 a técnicos y 170 a administrativos.



En los hechos, es la creación de un nuevo ministerio. ¡Hay ministerios mucho más pequeños que el que existirá con este aumento! 



Entonces, el desafío que se le impone a la Fiscalía Nacional es mayor. Y conviene tener presente la complejidad de lo que se aborda.



Ya en el Gobierno anterior, del Presidente Sebastián Piñera, se dijo: “Se les acabó la fiesta a los delincuentes”. Luego se debió reconocer que derrotar a la delincuencia es una tarea muy muy difícil y compleja. Porque el enfoque no puede ser solamente investigativo ni sancionatorio, sino, a la vez, preventivo.



Hace unos días aprobamos aquí una iniciativa de ley en materia de ascensos en Gendarmería. Y dejamos pendiente lo relativo a aquellos que trabajan en la prevención. Soy de los que creen que, aunque pongamos mil funcionarios más en la Fiscalía y 10 mil más en Carabineros, si no hay prevención, y particularmente rehabilitación y reinserción social, sobre todo con los primerizos -23 por ciento de las 57 mil personas encarceladas, a las que deben sumarse otras 50 mil en régimen abierto-, esto va a ser infinito.



O sea, si no nos preocupamos de la rehabilitación de un delincuente de 13 años que escala paredes y entra a los departamentos, este será un cliente habitual de las cárceles, de los tribunales, del Ministerio Público. Por tanto, la tarea preventiva es también muy importante.



Dicho eso, anuncio que voy a votar a favor del proyecto, porque sin duda representa un avance sustantivo en aliviar la recargada agenda del Ministerio Público. Entonces, bienvenido sea el nuevo régimen de subrogancia y suplencia de fiscales. Es un reconocimiento también a los abogados asistentes, que ya estaban trabajando duramente y a los que hoy la ley viene a reconocer una condición distinta. Y espero que eso se refleje en lo remunerativo. Es decir, que el cariño del Estado no solo consista en decirle: “Ahora tiene más potestad”, sino que también se acompañe de una adecuada remuneración.



La creación de las Unidades de Análisis Criminal (UAC) va a proporcionar mejor investigación.



El Plan Institucional Anual es otro instrumento.



Sin embargo, quiero señalar que el Ministerio Público podrá mejorar sus investigaciones y los tiempos en que ellas se llevan a cabo si efectivamente los fiscales y todos los funcionarios cuentan con una carrera que les ofrezca opciones de proyección y desarrollo laboral, que en la actualidad no tienen.



Por eso, este aumento del 27 por ciento del presupuesto del Ministerio Público es un hecho digno de destacar, pero debe tener un correlato institucional bastante más amplio. Es decir, se debe atender a los puntos de interés que no han sido recogidos por el proyecto de ley, vinculados a las asignaciones profesionales y a la cantidad de años que tienen que transcurrir para que se produzcan los ascensos, principalmente en los estamentos más bajos.



Queremos mejorar el Ministerio Público, pero en su integridad.



Uno de los objetivos del sistema procesal era superar el esquema juez del crimen/actuario que caracterizaba al antiguo sistema. Sin embargo, en la práctica tal esquema se sigue aplicando al interior del Ministerio Público, pues las tres cuartas partes del tiempo de un fiscal se ocupan en audiencias. 



Por más que se pretenda mediante este proyecto superar ese problema por la vía de incorporar abogados asistentes que vayan a las audiencias, se soslaya el hecho de que, como los tribunales funcionarán durante las tardes, en la práctica aquellos se van convertir en pseudofiscales o en medio fiscales, que gastarán buena parte de su tiempo en audiencias y dejarán consecuentemente de estar presentes en la oficina de la Fiscalía.



Por cierto, circunstancias como estas generarán una sobrecarga de trabajo para otros funcionarios, quienes terminarán asumiendo las investigaciones criminales.



Se ha hecho hincapié en que los funcionarios acabarán no solo desarrollando tareas para las cuales no están profesionalmente calificados, sino también haciéndose cargo de los costos de la grave polifuncionalidad y falta de dotación.



En materia de asignaciones profesionales, conforme al artículo 76 de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, ellas deben entenderse asimiladas a las del Poder Judicial, porque la función que  cumple la Fiscalía es también judicial. Tan es así que, sin los insumos que provee, ni el juez de garantía ni el juez del tribunal oral podrían desarrollar sus labores.



En consecuencia, resulta incomprensible que la asignación profesional no sea reconocida para los auxiliares y administrativos, sobre todo si se considera que la labor de investigación criminal ya no se limita solamente a deber tomar una declaración, sino que presenta para todos los funcionarios involucrados desafíos que pueden revestir complejidad, como tener que estudiar medidas cautelares y de protección, analizar el cumplimiento de disposiciones legales y tratar con menores de edad, víctimas posibles, imputados, testigos, etcétera.



Por eso, señor Presidente, sin perjuicio de todos los beneficios que trae el proyecto, aprovecho la presencia de la Ministra Javiera Blanco para señalar que se echan en falta algunos elementos que esperamos sean abordados a la brevedad.



La asignación profesional representa no solo una posibilidad para que los funcionarios de los estamentos más bajos profesionalicen su actividad, sino además una señal para las expectativas de quienes cuenten con calificación apropiada, porque en el futuro pueden convertirse en abogados asistentes e, incluso, en fiscales. ¡Eso es carrera funcionaria!



De ahí que equiparar la situación del Ministerio Público con la del Poder Judicial a un costo anual, según estimaciones de la Dirección de Presupuestos, de entre mil y 2 mil millones de pesos, resulta una medida de mínima justicia, tal como ha señalado en la Comisión el Presidente de la Federación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público, Claudio Carvallo.



Entonces, uno esperaría que nuestro Gobierno, particularmente el Ministerio, tomara nota y atención de estos aspectos. El proyecto representa un avance sustantivo. Sin embargo, el Banco Interamericano de Desarrollo, en un estudio de hace seis años, señala que se debiera contar con una estructura de entre 800 y mil funcionarios.



Es decir, seguimos avanzando, pero aún queda camino por recorrer.



Señor Presidente, el aumento de dotación va a oscilar entre 10 por ciento y 32 por ciento a lo largo del país. No he visto en detalle cómo se incrementará el porcentaje en cada una de las regiones. Imagino que va a existir una proporcionalidad respecto del número de habitantes y de la carga de tarea del Ministerio Público. Y confío en que sea equitativa, en particular con la Región del Biobío.



No obstante, queda pendiente la preocupación de los funcionarios por las asignaciones profesionales de auxiliares y administrativos del Ministerio Público. La Ministra señala que ello es objeto de revisión y análisis por parte del Ejecutivo. Y uno esperaría que esos funcionarios tuvieran una pronta respuesta. 



Ojalá no cometiéramos el error en el que hemos incurrido con los profesores y con personas de otros estamentos que hoy están en paro, como los funcionarios de la JUNAEB. 


En nuestro país, ¡si no hay movilización, no hay respuesta a las demandas!


Uno desearía que el Estado fuera un mejor empleador -¡en realidad, es pésimo!- y se preocupara de resolver la situación de los trabajadores a contrata y a honorarios, y que se hiciera cargo de modo proactivo de las peticiones de los funcionarios, particularmente de los de más abajo, quienes tienen menos posibilidades de reclamar y de hacer valer sus derechos. 



En definitiva, no debiéramos esperar ningún tipo de movilización para dar solución a dichas demandas, menos del Ministerio Público, donde a todos los queremos ver trabajando duro para combatir la delincuencia. 



Además, se trata de una tarea que presenta riesgos insospechados para todos los funcionarios, porque el que toma la declaración es igual de vulnerable que el fiscal que está llevando a cabo la investigación. 



Por lo tanto, señor Presidente, este proyecto constituye un avance en la lucha contra la delincuencia, que es un propósito de toda la ciudadanía.



Termino diciendo que sería un error descansar en el Fiscal Nacional, Sabas Chahuán, ante situaciones difíciles. Porque, al final, le cargan a él todos los procesos de investigación más complicados, particularmente los que involucran a delincuentes de cuello y corbata. Estoy de acuerdo en que actualmente hay más pega en este ámbito: antes no se les perseguía, ahora sí. Queremos que se condene y encarcele a todos los que cometan delitos. No porque tengan corbata son menos delincuentes. 


En consecuencia, deseo que esta iniciativa sea aprobada, con las consideraciones que he señalado con relación a los funcionarios del Ministerio Público.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les ruego no aplaudir a quienes se encuentran en las tribunas.



Muchas gracias.



A continuación, tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, como ya se ha dicho, la reforma procesal penal está cumpliendo diez años desde su entrada en pleno régimen en todo el territorio nacional. Por tanto, era oportuno y necesario hacer una revisión de las cargas de personal y una actualización de la planta del Ministerio Público. 



De hecho, el número de causas que lleva hoy cada fiscal, en promedio, supera prácticamente más del doble de la cantidad original, lo cual da cuenta de una sobrecarga de trabajo. Ante ello, surge la necesidad no solo de una actualización, sino también de un aprendizaje basado en la experiencia de una década con este sistema frente a una delincuencia cada día más compleja, audaz y agresiva.



Esto último ejerce presión sobre los fiscales y todos los demás niveles del escalafón del Ministerio Público. Por lo mismo, en la adecuación general de la planta, llama la atención que, conforme al aumento de dotación propuesto, la mayor parte de los cargos que se crean pertenezca al área de los fiscales y profesionales, y que los técnicos y administrativos representen una cifra bastante inferior. No sé cómo funciona la lógica de la sala y de los equipos de investigación, pero evidentemente es probable que a futuro se tenga que revisar esa situación.



No se trata solo de actualizar las plantas, sino también de modernizar el servicio. Estamos todos conscientes de que hoy la lucha más eficaz contra la delincuencia es cuando se ataca al crimen organizado. 



En este sentido es una pena que en esta materia no exista un sistema digitalizado que permita compartir archivos entre los distintos actores de la seguridad nacional, asegurando la conexión con la Fiscalía, pero también con las policías. Necesitamos coordinar el trabajo investigativo, sobre todo porque los antecedentes disponibles revelan que opera un tipo de crimen que cuenta con redes, tiene poderes y actúa en diferentes niveles de complejidad, lo que obliga a funcionar con un sistema de seguridad y justicia más preciso. 



Mejorar la carrera funcionaria era un asunto pendiente. 


Acá se propone aumentar la dotación, ajustar los grados en los diferentes estamentos e incentivar una carrera funcionaria. 


Ya veremos cómo funciona eso. 



Otro elemento importante es la creación del Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, con el objeto de lograr niveles más complejos, modernos y avanzados en las estrategias de persecución de los delitos, particularmente de redes criminales. Esto se aplicará a nivel no solo de gobierno central, sino también de las dependencias del Ministerio Público en regiones, donde muchas veces se carece de personal adecuado para dar una lucha más frontal y eficaz contra el crimen organizado. 



Lo anterior permitirá combatir mejor los delitos de mayor connotación social, que suelen ir deteriorando a las instituciones. Estos son capaces de permearlas y causarles daño.



Por otra parte, es destacable que en el proyecto se contemple mayor personal para atender a víctimas y testigos. Estos en los hechos -sin que sea esa la intención- se transforman en segundas víctimas frente a mecanismos demasiado burocráticos o impersonales. Debe considerarse que se encuentran bajo estados de alteración comprensibles, por la naturaleza de los crímenes en que se han visto involucrados. 



Acá se plantea un aumento no solamente de fiscales y profesionales, sino también de otro tipo de personal, todos los cuales ayudarán a mejorar la atención de testigos y víctimas.



Otra medida de la iniciativa es el establecimiento de un sistema de suplencia y subrogancia de fiscales adjuntos, lo que dará más flexibilidad para atender de mejor manera a los usuarios. Creo que este es un elemento a destacar. 



Donde están por verse los resultados es en lo relativo a la obligación de publicar un Plan Institucional Anual. Es importante que este establezca cuáles serán las prioridades, las líneas de acción, los objetivos estratégicos y, sobre todo, los indicadores de desempeño más exigentes.



La evaluación que se presenta sobre el funcionamiento del Ministerio Público muestra notas muy generosas, en comparación a cualquier estándar internacional. 



No olvidemos que, en general, una evaluación adecuada se aplica con mecanismos y técnicas concordantes con el principio de la campana de Gauss: un 25 por ciento queda en cada extremo y un 50 por ciento se concentra en una calificación normal. 


Sin embargo, acá se observa una estructura de evaluación que llega prácticamente a lo óptimo, lo que -hay que aceptar las críticas- quizás no es tan real. 



Por lo tanto, invito a revisar los indicadores de desempeño con criterios más objetivos -sugiero que no se basen solo en la evaluación del superior jerárquico-, a fin de que a los funcionarios se les garantice un proceso de calificación justo y objetivo, para que puedan hacer apropiadamente su carrera en la institución.



En todo caso, no depende solo del Ministerio Público la lucha contra la delincuencia, sobre todo contra el crimen organizado. 


En definitiva, para tener instituciones fuertes, con plantas adecuadas en cantidad y calidad de personal y con mecanismos atractivos para asegurar una mayor estabilidad y permanencia -este es otro tema que debe pensarse mejor, dada  la rotación bastante visible de funcionarios de alta calificación-, es necesario insistir en la implementación de una carrera funcionaria del más elevado estándar y con remuneraciones que vayan en directa relación con la eficacia en el desempeño de las funciones de esta dependencia pública. 



En consecuencia, pienso que habrá que evaluar este gran proyecto con un criterio un poquito más exigente cuando se encuentre en marcha. Con todo, responde a las expectativas que todos nos hemos hecho respecto del Ministerio Público.



Mi voto es favorable, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, pedí intervenir solo para inhabilitarme. Así lo hice en la Comisión, en el debate en la Sala y ahora en esta votación. 



Quiero que quede constancia de que la razón de ello es que tengo vínculos familiares con algunos fiscales.



Por esa razón, no voy a pronunciarme.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, intentaré ser breve. 



A diez años de creada la nueva institucionalidad en este ámbito; a diez años de haber cambiado el sistema de investigación, juzgamiento y sanción, podemos evaluar cuánto hemos avanzado como país.



No soy de aquellos que, para contentar a la galería o a la opinión pública, tratan de echarle la culpa al Poder Judicial o al Ministerio Público por los indicadores de delincuencia u otros fenómenos sociales. La sociología y la política darán cuenta de cuáles son las causas de la delincuencia y las prácticas del crimen organizado.



El Estado, a través de sus políticas, tendrá que impulsar las acciones de prevención, control y rehabilitación.



En el presente debate estamos concentrados en el tema del control. 



Soy de aquellos que abrigan dudas respecto del sistema que hemos ido construyendo estos últimos diez años. Requiero saber dónde se concentran sus debilidades y cuáles dificultades existen para llegar a condenas efectivas.



Resulta evidente que necesitamos hacer un ajuste al actual sistema de justicia penal en su conjunto. 



Una de las causas del problema, por cierto, es la sobrecarga de trabajo que tienen los fiscales. 



En lo personal, les rindo tributo a los de regiones, que es la realidad que más conozco. Ellos sacan adelante su cometido a veces en condiciones precarias y con mucha dificultad. 



Pero el avance en sus investigaciones depende de los informes y antecedentes que les entreguen las policías, con el fin de reunir las pruebas suficientes para que quienes juzguen -no son los fiscales, sino los jueces- se formen la convicción para sentenciar a alguien.



Será nuestra responsabilidad en algún momento revisar ciertas leyes que hemos dictado, a fin de determinar si algunas son muy garantistas -considero que vale la pena plantear ese debate- o si la definición de determinados conceptos (“reincidencia”, por ejemplo) corresponde al término más adecuado.



Asimismo, debemos ver cómo generar medidas para impedir que suceda aquello que se escucha en las noticias en forma cotidiana: “A equis persona la detuvieron en un asalto y tenía un nutrido prontuario”. Uno se pregunta: ¿por qué un individuo con esos antecedentes se halla en libertad?



A mi juicio, en eso no podemos culpar -como hacen algunos- al Ministerio Público. A esta institución le cabrá su cuota de responsabilidad si no logra reunir las pruebas suficientes. Al respecto, quizás podemos enfocar el debate en torno a cómo mejorar el sistema persecutorio y la forma en que las policías proveen los medios de prueba necesarios para avanzar en una condena.



A mi juicio, el proyecto que nos ocupa es importante. 



Considero fundamental también las normas relativas al aumento de personal, lo que permitirá enfrentar integralmente la carga de trabajo actual. 



Tengo una interrogante: si la iniciativa se centra -es lo que entiendo- en fortalecer la capacidad para sacar la pega (disculpen la expresión), por cuanto mucho trabajo no logra ser cursado en el Ministerio Público de la forma como a uno le gustaría, el Sistema de Análisis Criminal que se propone crear -esta es una medida de tremendo interés- ¿efectivamente va a permitir que las pruebas sean más eficaces para enfrentar, por lo menos, el crimen organizado más complejo?



Señor Presidente, en algún momento tendremos que abordar otros asuntos relacionados con el sistema de justicia penal que se ha implementado en los últimos diez años. Es necesario dialogar al respecto. 



Sé que para el Fiscal Nacional no es fácil señalar si se halla a gusto o no con la manera en que otros Poderes del Estado, particularmente el Judicial, aprecian sus acusaciones y pruebas, o manifestar que el Congreso debiera abordar otras materias para cerrar ciertos vacíos y resquicios que permiten a los delincuentes salir en libertad.



En lo personal -y con esto termino-, estimo que la sociedad chilena nos demanda más a todos, incluyendo al Poder Legislativo, a efectos de terminar con los referidos resquicios e impedir que un modelo que requiere contar con garantías para los acusados sea utilizado por delincuentes o criminales habituales para evadir la justicia. 



Eso amerita otra conversación, señor Presidente. 



Se ha señalado en otras ocasiones que el fortalecimiento de ciertas leyes obligará al Estado a invertir más, porque vamos a terminar con más gente en las cárceles. Según algunos estudios, la salida de 8 a 9 mil personas de penales en fechas recientes, por decisión del Gobierno anterior, quizás fue una mala decisión, razón por la cual se deben generar mecanismos institucionales para revertir tal situación. Ello se logra otorgando mayores potestades al Ministerio Público y dando señales más claras a los jueces, quienes deben ponderar el trabajo de los fiscales.



Voto que sí.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe, para fundar su voto.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en mi primera intervención resalté los méritos del proyecto, cuyas normas, sin duda, mejorarán los niveles de persecución penal y liberarán de carga laboral a muchos fiscales, funcionarios y administrativos, quienes hoy se hallan completamente sobrepasados por la asignación excesiva de causas.



El aumento de la dotación del Ministerio Público en 577 funcionarios, entre fiscales adjuntos, profesionales, técnicos y administrativos, es digno de destacar. 



Pero cabe hacer presente que esta iniciativa no resuelve todos los problemas de dicha institución. 



Por lo mismo, estimo justo mencionar, para que quede constancia en la historia fidedigna de la ley, que en este Hemiciclo, al igual como lo hicimos en la Comisión de Constitución, le planteamos al Ejecutivo la necesidad de suprimir el escalafón de auxiliares, toda vez que el 75 por ciento de ellos cumple funciones administrativas.



Nos parecía bastante injusto que se mantuviera esa situación.



Luego, en vistas de que el Ministerio de Hacienda no aceptó tal petición, propusimos que el techo del escalafón de auxiliares fuera el grado XVII. Por supuesto, la Cartera de Hacienda, ¡con su tradicional benevolencia…!, dijo que no.



Lo anterior significa, en la práctica, que los 389 funcionarios auxiliares deberán dividirse entre el grado XVIII y el XIX, con escasas remuneraciones. ¡Y eso genera un problema de equidad!



Otro elemento digno de destacar es una petición de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público que, a mi juicio, parece legítima: otorgar asignación profesional a los auxiliares administrativos que cumplen los requisitos pertinentes. No parece justo que dicho beneficio exista para otros estamentos y no para ellos. Lamentablemente, el Ministerio de Hacienda también rechazó esta solicitud.



Creo importante señalarlo a efectos de que se incorpore en una futura iniciativa.



Por otra parte, cabe mencionar que hemos diseñado una carrera funcionaria que, sin duda, beneficiará al personal del Ministerio Público. 



En ese punto hago presente que no parece justo que, para desarrollar sus respectivas carreras, los profesionales y técnicos deban cumplir 29 años en los diferentes grados de su escalafón, y en el caso de los administrativos, que es la categoría de menores remuneraciones, deban transcurrir 36 años de servicio. El Ministerio de Hacienda en un futuro próximo debiera buscar la forma de disminuir los tiempos por grado, para que efectivamente haya un incentivo para el desarrollo de la carrera funcionaria.



Señor Presidente, dejo planteados tales asuntos hoy en este Hemiciclo para consignar en la historia fidedigna de la ley que el plan de fortalecimiento del Ministerio Público es muy positivo, pero aún quedan cosas pendientes para hacer justicia equitativa al interior de esta institución.



Por último, quiero dar fe del trabajo que han realizado el señor Fiscal Nacional, don Sabas Chahuán, y todos los representantes de las asociaciones de funcionarios y fiscales -los felicito-, quienes desde 2009 vienen trabajando para crear este plan de fortalecimiento institucional. En el presente año hemos logrado un gran acuerdo, que va a mejorar considerablemente las condiciones de aquellos a quienes la sociedad ha encomendado la persecución penal de las personas que generan delincuencia en nuestro país.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Constitución, Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, luego de muchos meses de discusión y de varios años de tramitación de la ley en proyecto, creo que podremos concluir con el fortalecimiento efectivo del Ministerio Público.



Los 577 nuevos funcionarios permitirán reforzar a lo largo de Chile el funcionamiento de dicho organismo. Entre los cargos que se crean, se consideran 122 fiscales -esto es significativo a la hora de la persecución penal-, 203 profesionales, 82 técnicos y 170 administrativos.



No cabe duda de que el incremento contemplado hará posible una mejor capacidad de persecución penal en todo nuestro territorio.



También tendremos mayor dotación y ampliación de capacidad, entre otras razones, por las normas que aprobamos en la Comisión, en virtud de las cuales los abogados asistentes de fiscal podrán igualmente realizar actuaciones judiciales ante los tribunales de garantía. Esto aliviará el trabajo que efectúan los fiscales, especialmente en el caso de fiscalías unipersonales, donde la labor encomendada a cada uno de ellos es de enorme responsabilidad y existen inconvenientes en el funcionamiento.



Resulta relevante señalar…



Pido al Senador Espina que deje en libertad al señor Fiscal Nacional, para que pueda oír mi intervención.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senador señor Espina, le ruego guardar silencio.



Puede continuar, Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, decía que me parece muy importante destacar el proceso de discusión en el órgano técnico, que llevó a una distribución equitativa de fiscales en nuestro país. Porque la distribución de dotación por iniciativa y por región posibilitará un equilibrio que nivelará el trabajo en cada una de ellas.



Particularmente los Senadores que representamos a regiones muchas veces escuchamos la natural queja por parte de la ciudadanía con relación a la dotación, al trabajo del Ministerio Público.



Con una disposición como la consignada en el informe de la Comisión abrigamos esperanzas de contar con mejor despliegue y mayor especialización, principalmente en aquellas regiones donde existen tipos de delitos específicos, como es el caso de los sectores rurales con el abigeato. Así, a través de las unidades de análisis criminal se podrán establecer patrones de conducta, de comportamiento o de delitos, que sin lugar a dudas harán factible que el enfoque de la investigación sea más centralizado.



En tal sentido, valoro el trabajo del Ministerio Público a través del Fiscal Nacional, Sabas Chahuán, y de su equipo técnico. Pero además valoro la contribución a veces ardua, confrontacional de las distintas asociaciones. En democracia, al menos en la Comisión de Constitución, les dimos cabida a todos los gremios para plantear sus inquietudes.



No logramos todo lo que se propuso. El Senador Harboe señaló que quedan cuestiones pendientes en materia de asignación profesional, de los funcionarios abogados que no trabajan como fiscales o que son abogados asistentes. Se trata de tareas cuya solución quedará aplazada, pero de las cuales nos haremos cargo.



Aquí es fundamental que especialmente el Ministerio de Hacienda destine los recursos y entienda que invertir en un mejor Ministerio Público sin duda facilitará y fortalecerá el trabajo que hoy realizan los fiscales a lo largo de todo Chile.



Felicito y agradezco a los integrantes de la Comisión que presido, pues hemos aprobado por unanimidad prácticamente todos los artículos. Se exceptúa aquel en que seguiremos dando la pelea y que dice relación con la rotación de los fiscales regionales, quienes al cumplir el período de ocho años tienen la posibilidad de servir en otra región. Es lo que denominamos en un momento “las sillitas musicales”. Por desgracia, perdimos este punto por tres votos contra dos (del Senador Araya y de quien habla).


Insistiremos en ello, pues creemos importante que haya un tiraje efectivo de fiscales regionales, que se valorice su función, pero no que vayan circulando a través de distintas fiscalías regionales, lo cual no es una buena señal para el resto de fiscales adjuntos o fiscales que quieran acceder a un cargo de esa naturaleza.


Entonces, valorando y entendiendo el aporte que realiza cada uno de ellos, cumplamos efectivamente lo que establece la Constitución, al objeto de que estos puedan servir en otras instancias del Ministerio Público y no en fiscalías regionales.



Por último, quiero decir que estaremos atentos al funcionamiento del Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos.


En mi concepto, acá se encuentra el núcleo de avance y fortalecimiento del Ministerio Público. Junto a los 577 nuevos funcionarios, será precisamente ese Sistema el que hará factible centrar y direccionar de mejor manera la investigación. Ello, sumado al Plan Institucional Anual y la cuenta anual que deberá entregar el nuevo Fiscal Nacional, sin lugar a dudas permitirá contar con un Ministerio Público reforzado.



Quedan asuntos pendientes, pero creo que hemos dado un enorme paso en materia de fortalecimiento del Ministerio Público. Lo primordial es que esto sea recibido también como una señal relevante por parte de los funcionarios, quienes tendrán un sistema de remuneraciones más adecuado y contarán con mayor dotación para hacer de mejor manera su trabajo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, intervendré de manera muy breve, pues ya se han expresado la gran mayoría de los Senadores y, asimismo, los de nuestra bancada, por cierto, apoyando este proyecto.



Quiero reiterar que nos encontramos ante un gran avance, que era necesario. Es importante que se haya recogido una inquietud que venía arrastrándose desde hace mucho tiempo y que buscásemos la manera de fortalecer el Ministerio Público.



Es obvia, en el marco de la reforma procesal penal, la relevancia de dicho organismo, el rol que cumple y la necesidad de robustecerlo.



La imagen de fiscales con más de tres mil causas es algo que suena demasiado inhumano. Y, además, atenta contra una eficiencia absolutamente necesaria si estamos hablando de un Ministerio Público, o sea, de la tremenda responsabilidad que implica la investigación y eventualmente la formulación de cargos. Por supuesto, después serán los tribunales los encargados de sancionar o absolver, conforme a los resultados que ella arroje.



Entonces, es muy trascendente lo que estamos haciendo esta tarde en el Senado: buscar la manera de fortalecer el Ministerio Público para hacerlo más eficiente, para que los fiscales tengan menos carga y puedan trabajar de mejor manera.


En tal sentido, me sumo a lo señalado en cuanto a lo significativo del aumento de su dotación en 577 cargos, que se dividen entre fiscales, profesionales, técnicos y administrativos.



Ya se vieron también dos elementos fundamentales.



Primero, el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos. Obviamente, acá queremos potenciar, fortalecer, robustecer la persecución penal. Esto permite resolver de mejor manera las investigaciones.



Y segundo, el Plan Institucional Anual. Este instrumento entregará información que le permitirá a la ciudadanía conocer el desempeño, la gestión y lo que se ha logrado avanzar anualmente.



Señor Presidente, he creído necesario intervenir. Y reitero el voto positivo de nuestra bancada.



Por cierto, como aquí se ha señalado, es posible en el futuro avanzar y recoger las inquietudes planteadas por algunos gremios. Estoy segura de que el Gobierno no dejará de oír a quienes han clamado de manera legítima por un espacio, por una carrera funcionaria, por mejores condiciones, lo que, lamentablemente, no pudimos resolver en esta oportunidad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto, con excepción del artículo tercero transitorio, que se votará en forma separada (35 votos a favor), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Votaremos de inmediato el artículo tercero transitorio.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, les ruego dirigirse a la página 128 del comparado, donde está el artículo tercero transitorio, norma de quórum simple, que dice: “Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público, para desempeñar las funciones asociadas al traspaso de procesos desde la Justicia Militar de acuerdo con la ley N° 20.477, podrán ser contratados e incorporados a la planta de profesionales del Ministerio Público, sin previo concurso público.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, tal como lo planteé en la discusión general, este es un tema conceptual. No tiene mucho que ver con el proyecto mismo, pero sí con los principios en los que uno cree.



Aquí se establece, tal como dijo el señor Secretario, una norma transitoria especial, a cuyo tenor se señala que “hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público, para desempeñar las funciones asociadas a la ley N° 20.477, podrán pasar a la planta de profesionales”.



La verdad es que son 28. Entonces, no debe decirse “hasta 28 profesionales”, sino “28 profesionales”.



Puede tener buenas razones el legislador o quien planteó esta disposición. Lo que pasa es que a mí me hace ruido, por la normativa que hoy rige esta materia, que es la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, la cual dispone que para llenar un cargo debe haber previamente un concurso.



Aquí se hace excepción a un principio general que a mí, por lo menos, me parece sano.



Si Sus Señorías leen el informe de este proyecto verán que, de 160 cargos nuevos de profesionales, 28 están asignados previamente.



Quiero dejarlo claro: no conozco a ninguna de las 28 personas que ejercen hoy los cargos respectivos y no tengo idea de quién las nombró.



Lo que ocurre es que esto es lo mismo que sucede con otros proyectos en que se dice “No se puede hacer”.



Actualmente, en la Administración Pública hay ¡40 mil personas! a honorarios. Muchas de ellas quieren precisamente concursar para pasar a la planta. Y ello ha sido objeto de discusión durante muchos gobiernos. Hay dificultades, y en la práctica eso no se puede hacer.



Sin embargo, aquí, mediante un encasillamiento teórico (entiendo que esa es la argumentación; a mí no me alcanza), se dice: “Estos 28 quedan”. 



Señor Presidente, otros profesionales del mismo Ministerio Público podrían querer optar a los cargos en cuestión. También, personas externas. Pero me preocupan más los de dentro de esa institución: con el artículo tercero transitorio no les será factible hacerlo.



Mi posición no tiene que ver con el mérito del proyecto. Este me parece valioso, independiente de la referida norma. Mi rechazo es a que el Congreso Nacional valide la idea de que los cargos de planta dejan de ser provistos por concurso público.



Ni siquiera se usa el mecanismo de la contrata, como ha ocurrido en otras oportunidades.



Hace algunos días vimos que existía una especie de limitación a que solo pudieran optar los funcionarios a contrata.



Aquí la situación es distinta: 28 personas contratadas a honorarios pasan a la planta de profesionales del Ministerio Público.



Desde el punto de vista de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, considero que aquello no corresponde.



Por eso pedí votación separada.



A veces no es grato lo que uno dice, pero yo prefiero plantear las cosas con transparencia. Y, en este sentido, reitero que la referida Ley Orgánica Constitucional plantea algo absolutamente diferente.



Esta norma transitoria -insisto- nada tiene que ver con el asunto de fondo, pero, a mi juicio, sienta un precedente complejo.



A mí por lo menos no me parece adecuada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece a la Sala proceder a la votación?



--Así se acuerda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de abrir la votación le daré palabra a la señora Ministra.

La señora BLANCO (Ministra de Justicia).- Señor Presidente, solo deseo aclarar que la materia en debate se encuentra en una disposición transitoria porque no se pretende que sea normativa general.



Se trata de una situación particular que se da con relación a 28 abogados que, por razones de carga de trabajo en materia de justicia militar, asumieron una función que se traspasó a la fiscalía.



Tal como decía el Senador Coloma, estamos haciendo un encasillamiento específico respecto de 28 cargos a honorarios que estaban en aquella situación específica.



La norma sigue siendo la misma. Este es un artículo transitorio porque entendemos que se trata de una situación particular que se ha dado producto del traspaso de las cargas desde la justicia militar a la fiscalía. No va a constituir ni remotamente disposición general. La norma general es la del concurso público, como se ha señalado.



El artículo tercero transitorio, simplemente, hace justicia a 28 abogados contratados a honorarios, quienes ahora podrán regularizar una situación que se mantenía -por así decirlo- a raíz de una razón especial.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación el artículo tercero transitorio.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, en líneas generales, comparto lo que dijo el Senador Coloma en el sentido de que la regla general debe ser el concurso público.



Ahora, el artículo tercero transitorio merece una explicación a la Sala del Senado, para evitar confusiones.



Como muy bien señaló la señora Ministra, no se trata de una norma de carácter permanente.



Mis Honorables colegas deben de recordar que a mediados del Gobierno del Presidente Piñera se cambió la competencia de la justicia militar y se eliminó el fuero militar, estableciéndose que los civiles iban a ser juzgados por civiles y que, como consecuencia de ello, el Ministerio Público iba a llevar adelante causas que antiguamente conocían los fiscales militares.



En esa época -lo conversábamos con el Fiscal Nacional- Hacienda optó por no aumentar la planta de funcionarios del Ministerio Público, sino que, más bien, determinó una suma anual -a este minuto, cerca de 800 millones de pesos- para dotar a esta institución de personal que se hiciera cargo de la situación. Así, se contrató a 28 abogados para que cumplieran la función de asistente de fiscal.



A mi entender, el artículo tercero transitorio resuelve las dudas del Senador Coloma, toda vez que establece que se trata de funcionarios que hoy están cumpliendo una función específica. Esa propia norma señala que se puede encasillar a 28 profesionales encargados de los procesos de la justicia militar traspasados en virtud de la ley N° 20.477.



En ningún caso la idea es abrir la puerta a otros funcionarios a honorarios. Por eso la disposición transitoria se refiere a los que hoy están cumpliendo la función que acabo de explicitar.



Se trata de una norma de justicia que corrige una omisión en que se incurrió en la ley N° 20.477 al no fijar adecuadamente la nueva planta del Ministerio Público para hacerse cargo de una competencia que la reforma procesal penal, en sus orígenes, no contempló: la de la justicia militar.



Nos hallamos ante una disposición excepcionalísima que señala en forma precisa quiénes pueden pasar a la planta profesional del Ministerio Público. Por lo demás -insisto-, son funcionarios que hoy están cumpliendo la función correspondiente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda debatió el artículo tercero transitorio y, con el voto en contra del Senador Coloma, lo aprobó por mayoría -el colega Araya acaba de dar una explicación- porque constituye una excepción.



La norma general siempre puede tener una excepción justificable.



Aquí no se está estableciendo un mecanismo permanente.



Todos estamos preocupados por que ojalá los honorarios terminen y se pase a contrata o a la planta permanente.



En este caso se trata de 28 abogados que, por razones que todos conocemos, al terminarse con lo de la justicia militar entraron a la fiscalía, donde están trabajando y especializándose.



Por lo tanto, la Comisión de Hacienda determinó que sí era necesario hacer una excepción a la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, al igual que en otras oportunidades. No es primera vez que lo hacemos. Y en este caso existe absoluta razón para proceder en la forma señalada.



Por eso en dicho órgano técnico, con el voto contrario del Senador Coloma -insisto-, resolvimos que los funcionarios respectivos pasaran de la contratación a honorarios a la planta de profesionales del Ministerio Público.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, quiero despejar cualquier duda en torno al artículo tercero transitorio aprobado en la Comisión de Constitución.



La Comisión de Hacienda también lo aprobó. Allí, legítimamente, el Senador Coloma hizo una observación que considero válida.



Sin embargo, es importante entender el contexto en que se desenvuelven los 28 profesionales a que se refiere la mencionada disposición, que dice: “Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales”.



Preguntamos el porqué de esa redacción: “hasta 28 profesionales”. Porque algunos podrían haber optado por otro camino. Precisamente, todos aquellos que trabajan hoy a honorarios cumpliendo una función permanente en las fiscalías militares van a pasar de pleno derecho al régimen que consagra el artículo tercero transitorio: la incorporación a la planta de profesionales del Ministerio Público.



A mayor abundamiento, si se hace concurso público, con un alto porcentaje de certeza serán esos profesionales los que se incorporarán.



Entonces, respecto de ellos estamos haciendo un acto de justicia. No se alteran otras leyes. Y -reitero- se acota a los 28 profesionales que desempeñan la función en comento.



Esa fue la discusión que se dio tanto en la Comisión de Constitución cuanto en la de Hacienda para aprobar la norma transitoria ya individualizada y mediante ella salvar la omisión en que se incurrió al sancionarse la ley N° 20.477.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, solo quiero hacer constar en la historia del artículo tercero transitorio, ante la duda del Senador Coloma, que la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de los adolescentes, cuando radicó las causas pertinentes en el Ministerio Público, aumentó la dotación en 22 fiscales y 6 profesionales. Es decir, fue dicho cuerpo normativo el que, mediante una disposición transitoria, estableció el referido incremento para hacerse cargo de la nueva carga impuesta desde el punto de vista penal.



Como la ley N° 20.477 no elevó el número de fiscales y profesionales, se mantuvo a honorarios a quienes llevaban esas causas.



Ahora bien: el artículo tercero transitorio del proyecto que nos ocupa esta tarde no hace sino reparar aquella omisión por la vía de establecer que hasta 28 personas contratadas hoy a honorarios serán parte de la planta de profesionales del Ministerio Público.



En consecuencia, no hay vulneración a norma alguna, sino que, siguiendo la tradición de otros cuerpos legales, se repara una omisión de la ley N° 20.477.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, voté a favor del artículo tercero transitorio en la Comisión de Hacienda y lo mismo haré ahora en la Sala precisamente porque hemos venido pidiéndoles a los distintos gobiernos poner término a la situación de funcionarios que cumplen tareas permanentes y se encuentran contratados a honorarios.



Por lo tanto, me parece absolutamente legítimo que los 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público sean incorporados a la planta de profesionales. 



Sin embargo, lo mismo queremos que se haga en toda la Administración Central del Estado, y particularmente en las municipalidades, donde -debo recordarlo- algunas personas llevan 15, 20, 25 años trabajando sin ninguna protección social, sin derecho a previsión, e incluso, en algunos casos, sin derecho a enfermarse.



De acuerdo con el protocolo que firmaron el Gobierno y parlamentarios oficialistas tanto para el despacho en 2014 del proyecto de ley de reajuste para el sector público como para el despacho del proyecto de Ley de Presupuestos 2015, hay un compromiso en el sentido de que al 30 de junio del año en curso se debe entregar un informe donde se indique el número de profesionales y funcionarios en general que realizan labores permanentes pero están contratados a honorarios; ello, con el propósito de hacer una programación realista que permita incorporarlos a lo menos en la planta de contrata y poner término a esa aberración, con la que el sector público da un muy mal ejemplo como empleador.



Por las razones que he señalado, voto a favor del artículo tercero transitorio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en el artículo 2°, inciso tercero, del proyecto sobre fortalecimiento del Ministerio Público, a propósito de la modificación propuesta con relación a los abogados asistentes, se sugiere que además se incluya y faculte al estamento de abogados asesores para que se les puedan delegar diferentes actuaciones, excluidos los juicios ante el tribunal oral en lo penal. Lo anterior, porque no existen razones para que, habiéndose incluido a los abogados asistentes…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, señor Senador: ¿está hablando del artículo tercero transitorio o de otro precepto?

El señor TUMA.- Del inciso tercero del artículo 2°.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría se está refiriendo a otra norma, no a la que se encuentra en votación.

El señor TUMA.- Pero quiero hacer el punto a propósito de la discusión particular, señor Presidente.



Básicamente, deseo plantear que, si se permite comparecer ante los tribunales de garantía a los abogados asistentes, con mayor razón se debe incorporar a los abogados asesores para que actúen en representación del Ministerio Público en el ejercicio de la acción penal ante tribunales. 



El número de abogados asesores por fiscalía regional varía entre tres, seis y siete, por lo que se utilizaría un recurso altamente calificado y capacitado, sin incurrir en costos económicos y con una remuneración equiparable a la de los fiscales adjuntos (por lo de la responsabilidad, la que en el caso de los asistentes se ve afectada, ya que estos reciben una menor remuneración versus la mayor responsabilidad que eventualmente asumen).



Deseaba hacer el punto, señor Presidente, vinculado con la diferencia que hay en remuneraciones, en facultades y en tratamiento tratándose de los abogados asesores.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, en cuanto al artículo tercero transitorio, creo que el Senador Coloma dio suficientes fundamentos para expresar con claridad que estamos incorporando una situación demasiado especial en nuestro ordenamiento jurídico: una norma que trata a 28 personas contratadas a honorarios de manera completamente distinta de como el Senado ha tratado -y va a seguir tratando- a quienes están en otras instituciones del Estado.



Por ejemplo, hace menos de un mes esta misma Corporación resolvió diversas situaciones de personal del Servicio de Impuestos Internos. Y ahí la norma fue que los funcionarios a contrata podían optar a los cargos de planta, pero mediante un sistema de postulación.



De otro lado, el 20 de mayo último el Gobierno ingresó una iniciativa relacionada con el reencasillamiento de los funcionarios municipales, a raíz del cual van a quedar empleos vacantes. ¿Y qué dice ese proyecto sobre la forma de proveer dichos cargos? ¿Con la gente que está a honorarios en las municipalidades? ¡No! ¿Con quienes se hallan a contrata? ¡No! Los alcaldes deberán establecer un sistema de postulación.



¡Y en los municipios algunas personas llevan 20 años a contrata o a honorarios!



El sistema propuesto ahora, que es opinable, no se ha utilizado ni se utiliza para ningún otro servicio público, para ninguna otra institución del Estado.



Por lo tanto, lo consideramos sumamente discriminatorio, pues, por muy meritorias que sean las personas de que se trata y por muy necesarios que sean los servicios que prestan, no hay duda de que la provisión de 28 cargos de planta en una institución del Estado requiere la existencia de un sistema de concurso, a lo mejor similar al establecido en el caso de Impuestos Internos o en el de las municipalidades.



Por cierto, el mecanismo planteado deja a cualquier otro profesional sin ninguna posibilidad de ingresar a la planta del organismo estatal de que se trata.



Ahora, señor Presidente, debemos aceptar un dato fundamental: entrar a la planta de una institución del Estado es la aspiración de bastante gente, de numerosos profesionales. Así, cada vez que se abre un concurso para la planta de cualquier institución estatal muchos profesionales -por no decir miles- están dispuestos a someterse a una evaluación.



Para un gran número de profesionales de nuestro país, estar en la planta de entes como el Ministerio Público es un hecho significativo. Pero en este caso, por el solo mérito de la ley, a 28 cargos de la planta de profesionales de la referida institución no podrán postular personas que a lo mejor están en ella u otros profesionales especializados en el área de que se trata.



Nosotros no podemos pronunciarnos a favor de una norma que discrimina de esa manera.



Reitero: el Senado votó hace menos de un mes una situación parecida, la que resolvió de otra forma. Pero estoy seguro de que dentro de los próximos 30 o 40 días, con respecto a otra institución del Estado, ante un caso similar, dará una solución absolutamente distinta.



Por eso, señor Presidente, compartiendo los argumentos del Senador Coloma, voy a votar en contra del artículo tercero transitorio.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo tercero transitorio (22 votos a favor y 3 en contra), y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Lily Pérez y los señores Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Coloma, Pérez Varela y Prokurica.
ENMIENDA A LEY GENERAL DE COOPERATIVAS EN MATERIA DE FLEXIBILIZACIÓN DE CONSTITUCIÓN, EFICIENCIA ECONÓMICA Y DE GESTIÓN Y FACULTADES SANCIONATORIAS
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde discutir en particular el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, con segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.132-26) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 18ª, en 30 de abril de 2013.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.



Economía (segundo): sesión 26ª, en 9 de junio de 2015.



Hacienda: sesión 26ª, en 9 de junio de 2015.



Discusión:



Sesión 58ª, en 1 de octubre de 2013 (se aprueba en general).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa se aprobó en general en sesión de 1 de octubre de 2013.



La Comisión de Economía deja constancia en su segundo informe, para los efectos reglamentarios, de que los números 3), 4), 5), 6) -letra a)-, 9), 10), 11) -letra a)-, 12), 13), 14), 18), 24), 25), 26), 30), 31), 32), 34), 35), 36), 37), 40) y 41), todos del artículo primero permanente, y los artículos primero y segundo transitorios del proyecto que despachó no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No ha terminado la relación, señor Senador.



¿Está de acuerdo en que se den por aprobadas las normas que individualizó el señor Secretario o quiere decir algo sobre el particular?

El señor ORPIS.- Señor Presidente, yo quería proponer -lo conversé con el Presidente de la Comisión de Economía- que se realizara una sola votación del proyecto completo (a decir verdad, las diferencias registradas fueron muy pequeñas, muy marginales) e hiciéramos una suerte de discusión general.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Vamos a ir en seguida a eso, señor Senador.



Agradezco la buena disposición de Su Señoría.



Entonces, si le parece a la Sala, se darán por aprobadas las disposiciones que mencionó el señor Secretario.



--Se aprueban reglamentariamente.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Prosiga la relación, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Economía efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, la mayor parte de las cuales aprobó por unanimidad, con excepción de diez, las que fueron acordadas por mayoría.



A este último respecto, el Senador señor Orpis retiró sus cinco objeciones.



Tocante a las cinco restantes, el Senador señor Navarro retiró cuatro abstenciones y un voto en contra.



De consiguiente, todas las enmiendas, con excepción de dos que fueron objeto de votación de mayoría en Hacienda, son unánimes.



Así que yo les sugeriría a los señores Senadores votar primero todas las modificaciones unánimes y después pronunciarse separadamente sobre las dos enmiendas de mayoría registradas en la Comisión de Hacienda, a las que me referiré en el momento oportuno.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece a la Sala aprobar todas las modificaciones unánimes?



--Se aprueban.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, les ruego dirigirse a las páginas 2 y 3 del comparado.



El número 2) del artículo primero agrega un inciso segundo al artículo 4° de la Ley General de Cooperativas.



Ese precepto fue aprobado por mayoría de votos en la Comisión de Hacienda: se abstuvo el Senador señor Zaldívar.



¿Puedo dar a conocer la otra modificación, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, señor Secretario: veamos las dos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La otra enmienda está en las páginas 52 a 54. Mediante ella se agrega a la Ley General de Cooperativas un artículo 87 bis. 



La norma adicionada se aprobó en la Comisión de Hacienda con los votos favorables de los Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar y las abstenciones de los Senadores señores Coloma y García.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Existe acuerdo para que entre a la Sala la Subsecretaria de Economía, señora Katia Trusich?



--Se autoriza.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar las dos disposiciones que individualizó el señor Secretario, que en la Comisión de Hacienda se acogieron con abstenciones?



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, deseo facilitar las cosas: que se apruebe la norma pertinente, pero al menos con mi abstención.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece que…

El señor COLOMA.- Y quiero dar una breve explicación.



Esto tiene que ver con una cuestión práctica, señor Presidente.



Aquí hay un cambio en la tuición: desde el Ministerio de Economía a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.



¿Qué plantearon las cooperativas en la Comisión de Hacienda? Que las normas que se les aplicaban eran mucho más exigentes y que, como contrapartida, no otorgaban los beneficios derivados del hecho de estar sujetas a la referida Superintendencia; por ejemplo, el de en determinado momento tener mayor liquidez. Entonces, estaban en el peor de los mundos: fiscalización propia de los bancos, pero sin ninguno de los beneficios inherentes a estas instituciones.



Si quieren, señor Presidente, aprueben la norma propuesta, pero con mi abstención. Yo deseo ser coherente: no me parece que esa disposición esté bien lograda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de aprobar el precepto respectivo con las abstenciones que se hagan presentes, les daré la palabra a los Senadores señores Tuma y García, en este orden.

El señor TUMA.- Señor Presidente, quiero decir en primer lugar que la ley en proyecto es largamente esperada por todas las cooperativas de nuestro país.



La última modificación a la Ley General de Cooperativas se hizo en el año 2013.



Por intermedio del Presidente de la FECRECOOP, señor Guillermo Aqueveque, quien ha estado presente en la Comisión de Economía con la Gerenta de dicha Federación, señora María Angélica Muñoz, quiero saludar a todos los dirigentes de las distintas cooperativas de Chile.



Considero muy muy relevante que esos dirigentes conozcan cómo se ha hecho nuestro debate. Es interesante que sepan que este proyecto de ley ha ido mejorando sustantivamente las condiciones de las cooperativas.



Quisiéramos que hubiera muchísimas más ventajas para el sector cooperativo, instrumento muy importante para enfrentar nuestra economía de mercado, que prácticamente no tiene regulación. En ella las personas no pueden competir y, por tanto, se asocian en una institución voluntaria, democrática, que les da garantías a sus socios.



Por cierto, desearíamos que a través de las enmiendas propuestas se les dieran cada vez mayores ventajas y estímulos para la participación.



Los impactos esperados con el proyecto que nos ocupa procuran fomentar el desarrollo de las cooperativas en Chile; minimizar los costos de administración; generar efectos positivos en el gobierno corporativo y en la gestión de aquellas; interpretar aspectos no clarificados en la ley vigente, y otorgar estabilidad patrimonial al sector cooperativo.



Me voy a concentrar en las principales modificaciones incorporadas a esta iniciativa de ley tanto en la Comisión de Economía cuanto en la Comisión de Hacienda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, señor Senador.



Se ha pedido abrir la votación de los dos preceptos que individualizó el señor Secretario, en el entendido de que se dejará constancia de las abstenciones pertinentes.

El señor TUMA.- Muy bien.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece, Senador señor Coloma?

El señor COLOMA.- Votemos separadamente, dejando constancia de las abstenciones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, votemos primero el inciso segundo que se agrega al artículo 4° de la Ley General de Cooperativas, y después, el artículo 87 bis.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este último caso se abstuvieron los Honorables señores Coloma y García.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Hay acuerdo para pronunciarse sobre las dos disposiciones en conjunto?

El señor COLOMA.- Coincido con una de ellas y no con la otra.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto del inciso segundo que se agrega al artículo 4°, la abstención es del Senador señor Zaldívar.

El señor ORPIS.- Pero Su Señoría no va a insistir. Es un aspecto distinto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Se encuentra presente?

El señor COLOMA.- Que se vote. ¿Qué cuesta?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La otra posibilidad es votar, mientras llega Su Señoría, el artículo 87 bis.

El señor COLOMA.- Esto es lo más raro que hay.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se puede ejercer el derecho a pedir que se proceda en orden. A ello obedece la consulta.

El señor COLOMA.- Por mi parte, siempre he facilitado la labor de la Mesa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias.



Entonces, se someterá primero a la decisión de la Sala la disposición a que acabo de hacer referencia.

El señor TUMA.- Aún no he terminado, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, señor Senador.



Puede proseguir.

El señor TUMA.- ¿Finalmente se efectuará una sola votación?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se someterá a pronunciamiento la proposición de agregar el artículo 87 bis.



Pero puede continuar, porque lo interrumpí.

El señor TUMA.- ¿Se podría votar en los dos casos sin hacer uso de la palabra y dejar esto último para después?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay varios inscritos. Tiene que existir unanimidad.

El señor TUMA.- ¿Desean intervenir en cuanto a las dos modificaciones o en general?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le propongo que continúe, Su Señoría, porque lo suyo es más general, y después seguiremos con el artículo 87 bis.

El señor TUMA.- Básicamente, señor Presidente, quería resumir las principales modificaciones que en la Comisión de Economía se le hicieron al proyecto.



Primero, se perfeccionó la modalidad de descuentos por planilla, a fin de asimilar los empleados del sector público a los del sector privado, y se dejó para ambas situaciones el tope en un 25 por ciento, como era el caso de los segundos.



Creo que de este modo estamos haciendo justicia especialmente con relación a las cooperativas de ahorro, que habían sido suspendidas de poder poner en práctica un elemento tan sustantivo en materia de otorgamiento de crédito.



En segundo término, se mejoraron los procedimientos de fiscalización de las cooperativas de ahorro y crédito tanto por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras como por el Ministerio de Economía.



Respecto de la observación del Honorable señor Coloma, quisiera consignar que las entidades con menos de cuatrocientas mil unidades de fomento pedirán voluntariamente, si se van acercando a esa cifra, la actuación de la Superintendencia. Eso es lo aprobado. No necesariamente se trata de las que hayan cumplido con el monto. Constituirá una decisión de cada una de ellas. Lo que dejamos abierto es que el organismo pueda fiscalizar la administración de esas cooperativas financieras.



En tercer lugar, se aprobó una indicación referente a la definición de lo que se entiende por el término “operaciones con terceros”.



Cuarto, se efectuaron mejoras en la definición de las cooperativas de importancia económica y sus procedimientos de fiscalización, quedando en esta categoría solo aquellas con cincuenta mil unidades de fomento en activos o más y no las que superen quinientos socios.



Y, por último, se han incorporado criterios de proporcionalidad de género para la conformación de los órganos colegiados. Esta fue una indicación que compartimos con el Ejecutivo. La primera institución que contempla tal posibilidad con relación a sus directivos es la cooperativa -estamos sentando precedentes respecto de otras entidades en el futuro-, en función del número de hombres o de mujeres en la base societaria. Ello fue aprobado por las Comisiones y es un paso adelante en señal del fortalecimiento de género.



A mi juicio, la iniciativa satisface mayoritariamente, en general, la aspiración de las cooperativas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, el Honorable señor Tuma ha explicado muy bien el informe desde el punto de vista de nuestra Comisión de Economía.



Fue un gusto compartir, durante toda la tramitación del proyecto, con los directivos de cooperativas. 



Nos acompaña don Guillermo, pero no lo veo desde acá.



Está también la señora María Angélica. Tampoco la veo.



Sé que ambos están por ahí. Ha sido un orgullo trabajar con ellos.



Me tocó asistir a un seminario -junto a la señora Subsecretaria de Economía, quien nos acompaña- precisamente para defender una indicación que en el órgano técnico logramos sacar adelante en orden a incorporar la cuota de género en la directiva de una cooperativa.



En la práctica, este es como un proyecto de modernización de dichas entidades. Constituye un increíble salto adelante. Obtuvimos el apoyo -además, insospechado- de todas las cooperativas presentes.



Aquí hay una mirada supermoderna del rol de las socias en el trabajo que desarrollan en la institución, a diferencia de la histórica labor de secretaria que se les ha asignado.



Hemos planteado, además, muchas modificaciones en la ley, con respecto al número de socios, a la tenencia de libros -me acuerdo de que discutimos harto con respecto a cómo tenían que guardarse o mantenerse a la vista-, a quiénes son los fiscalizadores y a los momentos de fiscalización.



Hicimos muchas consideraciones, y para ello contamos siempre con la opinión, bastante diligente, de las directivas, así como de todas las entidades que colaboraron durante la tramitación.



Por último, señor Presidente, deseo agradecer, por su intermedio, a Mario Radrigán, quien sabe bastante de cooperativas y nos ayudó en forma importante en el despacho del texto, y a la señora Subsecretaria de Economía, quien también jugó un rol bien importante. Creo que es bueno y justo decirlo, porque una participación no siempre se agradece. Deseo reconocer que estuvieron en forma permanente en la Comisión durante todo el debate del asunto.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No quiero inhibir a nadie, pero sí consignar que estamos llegando al término del Orden del Día.



Obviamente, es preciso esperar a que intervengan todos los señores Senadores que desean fundamentar su posición, mas asimismo es preciso votar el artículo que en la Comisión registró dos abstenciones.



Como la discusión general ya se hizo y las cooperativas nos entusiasman a todos con mucha fuerza, pido acotar el tiempo, para alcanzar a pronunciarnos sobre esa disposición y no dejar pendiente el despacho del proyecto de ley.



¿Habría acuerdo para limitar a dos minutos el uso de la palabra por parte de los inscritos, que son varios?

El señor MOREIRA.- ¡Por mi parte, no ejerceré mi derecho, para que intervenga mi Honorable colega Quinteros…!

El señor GIRARDI.- ¿Por qué no se da por repetida la votación para la otra disposición?

El señor COLOMA.- Es distinta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Hay acuerdo acerca de la sugerencia de la Mesa?



Acordado.



En votación la proposición para agregar el artículo 87 bis.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, seré muy breve.



Aun cuando estas instituciones sean supervisadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, quisiera expresar que estamos haciendo referencia a grandes cooperativas de ahorro y crédito, con un capital muy relevante. Por lo tanto, requieren ese tipo de fiscalización y no necesariamente la del Departamento de Cooperativas.



Estimo tremendamente importante el inciso final de la disposición. ¿Qué dice? Que “Las normas de carácter general relativas a las cooperativas de ahorro y crédito que se dicten,” -por parte de la Superintendencia- “deberán considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias y deberán ser compatibles con las características fundamentales de las cooperativas a que se refiere el artículo 1° de la presente ley.”.



Es decir, son entidades que no necesariamente van a estar sometidas, en forma exacta, a las mismas disposiciones que los bancos, sino que las normas generales deben adaptarse a lo que son las cooperativas y, en particular, a lo expresado en el artículo 1°.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, primero, quisiera dejar claro un punto con relación a lo expuesto por el Senador señor Tuma. Conforme al articulado, puede ser voluntaria la sujeción a la Superintendencia en el caso del patrimonio inferior a cuatrocientas mil unidades de fomento, pero resulta obligatoria si es superior. Quiero puntualizarlo para que no haya ninguna duda.



Segundo, soy plenamente partidario y entusiasta de la iniciativa: presenté indicaciones, la estudié, contribuí a su aprobación, y creo que es un gran paso adelante.



Tercero, la norma en votación es la que me genera problemas al hacer ya el ejercicio práctico. Me gustaría que este hubiera sido como lo plantea mi Honorable colega Orpis, pero no está siendo así.



Lo que espero -conversé con la gente de Gobierno-, ante la situación extraña de que las cooperativas de más de cuatrocientas mil unidades de fomento de patrimonio sean fiscalizadas por la Superintendencia, pero sin los beneficios de los bancos cuando enfrentan un problema, es que ello se amplíe en un próximo cuerpo legal, para que igualmente puedan obtenerlos cuando haya algún obstáculo. Cabe recordar la Ley de Bancos. Así lo planteo a través de la señora Subsecretaria. Me parece que esa es una buena fórmula de solución.



Resumiendo, me parece estupendo el proyecto, mas estimo insuficiente la disposición, tal como está. Por eso, voy a abstenerme.



Veo con muy buenos ojos que el debate dé paso a más facultades, a través de la Superintendencia, para que se pueda colaborar con las cooperativas en la misma forma que con otros fiscalizados, como los bancos. Creo que eso, de alguna manera, da una cierta mayor equiparidad. Porque si creemos en el mundo cooperativo, démosle alas, démosle fuerza. No le coloquemos obstáculos, sin solucionar eventuales problemas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, manifesté mi opinión en la discusión general.



Simplemente deseo expresar que este es un proyecto que va a rescatar, sin lugar a dudas, el cooperativismo chileno.



Y ciertamente estamos en un momento importante. La Organización de las Naciones Unidas estableció el Año Internacional de las Cooperativas como una forma de difundir y promover esta experiencia, que ya lleva tantos años de aplicación.



Dado el relevante aporte que constituyen dichas entidades, debo recordar que en enero del año 2013, con el apoyo de esta Corporación, se llevó a cabo un Congreso Cooperativo Nacional en el que ellas expusieron públicamente sus planteamientos, tales como el de perfeccionar la institucionalidad correspondiente.



Uno de los aspectos que les han interesado sobremanera a los socios es que se permita el descuento por planilla de las cuotas y del pago de obligaciones, como se hizo durante muchos años, constituyendo una verdadera cultura de los cooperados, incluidos los miembros en servicio activo o en retiro de las Fuerzas Armadas y de Orden. Eso se suprimió.



Para solucionar la situación fue que en el año 2011 presentamos una moción, contenida en el boletín 6991-13, que actualmente, y por acuerdo de la Sala, se encuentra refundida con un texto similar. Afortunadamente, la propuesta contenida en ella fue recogida por la iniciativa que nos ocupa, lo que deja plenamente satisfechos a los miembros de las cooperativas.



El cooperativismo chileno es un movimiento múltiple, basado en la ayuda mutua y el esfuerzo solidario, que plantea un impulso del emprendimiento que no solo dinamiza la economía, sino que también transforma la realidad económica de territorios y grupos sociales aislados.



Me siento orgulloso de ser parte de la bancada cooperativista de esta Corporación y, por lo tanto, voy a apoyar el articulado.



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, como el proyecto se inició en el año 2012, no tuve la ocasión de participar en la discusión general.



Voy a fundamentar mi voto a favor.



Parto por valorar los objetivos perseguidos, que van en la dirección de facilitar la constitución y fortalecer la capacidad de gestión de las cooperativas para asegurar la sustentabilidad financiera del sistema. Es decir, por un lado, se flexibilizan algunas formalidades que entraban la creación de nuevas entidades, y por el otro, se aumenta su regulación de manera de evitar situaciones de insolvencia que puedan afectar, no solo los aportes de los cooperados, sino también la confianza y credibilidad de la gente, especialmente en los casos de las cooperativas de ahorro y crédito y de las cooperativas de servicios.



Más allá de las modificaciones legislativas, la iniciativa contribuirá al desarrollo de formas de colaboración económica cuyos valores de ayuda mutua, responsabilidad, democracia, igualdad, equidad y solidaridad son el fiel reflejo de un cambio en la visión y el corazón de la economía nacional que se hace necesario y urgente.



Nuestro modelo económico se encuentra cuestionado en varios de sus aspectos principales y la enmienda de la Ley General de Cooperativas es un paso importante en el cambio de paradigma.



En la Región de Los Lagos, la tercera en el país con mayor presencia del movimiento cooperativo, destacan cooperativas lecheras, eléctricas, de agua potable rural, campesinas y de pescadores, todas ellas fuertemente enraizadas en la actividad local.



Y por eso es importante que no solo a través del Ministerio de Economía, en el nivel central, se den las directrices, sino que en el gobierno regional también se debe aprovechar para facilitar, ayudar y fortalecer las cooperativas en este mismo plano.



En una economía global como la de hoy, con una alta movilidad de capitales en el ámbito internacional, las cooperativas representan una tendencia inversa, de arraigo con el territorio donde ejercen su actividad.



En virtud de estas consideraciones, reitero que me pronuncio por la aprobación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, valoro el proyecto. Sin lugar a dudas, voy a votar a favor.



Mas quiero expresar una preocupación particularmente referida a las cooperativas de vivienda. En la historia de la vivienda social fueron fundamentales. No me refiero a las abiertas, que se industrializaron y despegaron de los socios.



Me pregunto hasta qué punto la iniciativa permite reemplazar la entidad de gestión inmobiliaria social (EGIS) y todos estos sistemas por cooperativas de vivienda con un sistema de financiamiento que dé lugar a avanzar de otra manera en la construcción de las ciudades y el desarrollo de la política habitacional. No veo claro que ello se pueda potenciar.



Y, en especial, no observo incentivos de ninguna naturaleza para facilitarlo. En el pasado existió el cinco por ciento habitacional, que hacía posible destinar este porcentaje, de los impuestos que tenían que pagar las empresas, a apoyar cooperativas de vivienda, lo que después se tenía que devolver. El sistema exhibía distintas fortalezas y debilidades, que sería preciso revisar.



Tratándose del articulado en examen, quisiera decir que hoy día destinamos mil trescientos millones de dólares anuales a franquicias tributarias para el sector inmobiliario. No costaría nada que una parte se destinara a un incentivo para que existieran cooperativas de viviendas, ligado a los lugares de trabajo o a otra instancia y que permitiera repotenciar una solución de características distintas.



Estimo que Hacienda no asumió, en este caso, la cuestión.



Me parece que los incentivos con una orientación en el presupuesto nacional es preciso cambiarlos para fortalecer un tipo de respuesta vía cooperativa para distintos tipos de proyectos.



Observo que aquí hay un campo que haría posible potenciar mucho más el movimiento cooperativo a través de pequeñas cooperativas de viviendas, como en el pasado: cincuenta, sesenta o setenta familias.



Lamentablemente, ello requiere medidas e incentivos no considerados aquí, y sé que no es un problema del Ministerio de Economía, sino con Hacienda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no han emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 23 votos a favor y 4 abstenciones, se aprueba el artículo 87 bis.



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Allamand, Coloma, García y Hernán Larraín.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les pido a los asistentes en las tribunas no hacer manifestaciones, por favor, a pesar del entusiasmo que sabemos que llevan dentro.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como ya se hizo presente, la proposición para agregar un inciso segundo en el artículo 4° registró en la Comisión de Hacienda cuatro pronunciamientos a favor y una abstención.



De consiguiente, corresponde ponerla en votación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de eso, me parece que alguien quería hacer un alcance respecto de la admisibilidad de la norma.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CÉSPEDES (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Muchas gracias, señor Presidente.



En cuanto a esta norma en particular, consideramos que la indicación corresponde a una potestad del Ejecutivo. Es precisamente el Presidente de la República el que tiene iniciativa exclusiva en materia de administración financiera y presupuestaria del Estado o para imponer, suprimir, reducir, condonar tributos de cualquier clase o naturaleza.



Este asunto, además, fue abordado en el marco de la reforma tributaria.



Por lo tanto, nos parece que la indicación es inadmisible.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La Mesa someterá a votación la admisibilidad.



El señor Ministro señala que, en su opinión, la norma es inadmisible. En cambio, la Comisión de Hacienda, por cuatro votos a favor y uno en contra, estableció lo contrario.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en mi calidad de titular de la Comisión de Hacienda, tengo el deber de hacer las cosas no como quisiera, sino como estoy obligado a hacerlas.



En efecto, llegué al convencimiento -se lo dije, por lo demás, al propio Senador Tuma cuando conocí la indicación- de que esta norma estaba fuera de la capacidad de la iniciativa parlamentaria, de que correspondía a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, pues se refería a un tema tributario.



Mediante esta indicación se está reglamentando o regulando la forma de tributar los ingresos de las cooperativas.



Esta materia, como muy bien dijo el señor Ministro, la tratamos en la reforma tributaria, donde le dimos solución a lo relativo a las operaciones con terceros.



Esa es la razón por la cual señalé que la consideraba inadmisible. Pero, a solicitud de un integrante del órgano técnico, sometí a votación la decisión. Y la Comisión, por mayoría de cuatro votos contra uno -yo no estuve de acuerdo-, consideró admisible la indicación.



Por lo tanto, hago presente que esa fue mi conducta. Y creo que uno debe actuar de acuerdo con sus propias convicciones.



Estimo que, efectivamente, la disposición requiere iniciativa del Ejecutivo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Vamos a someter a votación la admisibilidad. Pero antes propongo lo siguiente: como hablaron dos personas en contra, que intervengan dos a favor.



Están inscritos los Senadores señores Montes, Tuma y Orpis. No sé si podrían hablar solo dos abogando por la admisibilidad.

El señor MONTES.- Yo no intervendré.

El señor ORPIS.- Que se vote, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En ese caso, le daré la palabra al Senador Tuma y a continuación votaremos.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en primer término, quiero señalar que generalmente la Mesa mantiene los criterios adoptados por los órganos técnicos en estas circunstancias.



La Comisión de Economía no tuvo observaciones respecto de la indicación, y la de Hacienda consideró, por mayoría de cuatro votos contra uno, que era admisible, de tal manera que no entiendo cómo la Mesa va a someter a votación un asunto que ya resolvieron las Comisiones. 



Esa ha sido la interpretación permanente que se ha aplicado en el Senado.



No obstante, quiero expresar que la indicación que presentamos en la Comisión de Economía, aprobada por unanimidad -y en su momento también compartida por el Ejecutivo-, tiene que ver con que los excedentes provenientes de operaciones entre la cooperativa y sus socios no pueden ser gravados con impuestos porque no constituyen renta, ya que se trata de una devolución que hace la cooperativa de parte de los aportes que los socios realizan.



En resumen, el Servicio de Impuestos Internos ha interpretado, desde el 2011 en adelante, que todas las operaciones de las cooperativas con terceros se traducen en que para ellas y sus socios constituyen renta.



Por ejemplo, en una cooperativa productora de pisco los cooperados entregan la uva, luego se comercializa el producto y se vende a una cadena de supermercados. Se dice: “La cadena de supermercados es un tercero”. ¿Y a quién se lo va a vender, entonces? Se argumenta: “Es que, en ese caso, como es un tercero, produce renta”.



El supermercado que compra no se beneficia con ninguna norma tributaria. Por consiguiente, no se afecta ningún impuesto.



Hasta el 2011, siempre se había entendido que las operaciones de las cooperativas con terceros o la venta de sus productos a cualquiera no producían renta. Desde ese año, de manera equivocada, el Servicio de Impuestos Internos emitió una circular en el sentido contrario.



Entonces, se debió recurrir a los tribunales. En estos momentos, existen 11 causas falladas en forma unánime por la Corte Suprema en favor de las cooperativas.



Por lo tanto, ¿cómo vamos a modificar nosotros la interpretación que nuestro Máximo Tribunal ha realizado?



¿Qué hemos hecho? Hemos establecido con claridad que el espíritu de la Ley General de Cooperativas, antes y ahora, es que las operaciones con terceros, cuando se trata de acciones básicas de la cooperativa, de su objeto propio, no afectan las rentas y, por tanto, no se consideran tales para efectos tributarios.



Por eso, señor Presidente, la norma no afecta ningún gravamen. Por lo tanto, la considero perfectamente admisible. La interpretación que hizo en su momento el Servicio de Impuestos de Internos estaba errada -ello fue confirmado por los tribunales- y, por consiguiente, jamás debió haberse aplicado en contra de las cooperativas.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Deseo aclarar lo siguiente.



Antes de la modificación de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, lo que resolvía una Comisión era acatado por la Sala.



Hoy no es así.



Después de la última enmienda, el inciso quinto del artículo 25 señala lo siguiente:



“La cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de indicaciones resuelta en comisiones no obsta a la facultad de la Sala de la Cámara respectiva para hacer la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad de tales indicaciones”.


Por lo tanto, en votación la admisibilidad de la norma.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente pone en votación la admisibilidad del numeral 2) del artículo primero del proyecto, que agrega un inciso segundo al artículo 4° de la ley.



Los que estén de acuerdo con la admisibilidad deben votar que sí; los que estén en desacuerdo, que no.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Consulte, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la admisibilidad del numeral 2) del artículo primero del proyecto (15 votos a favor y 10 en contra).


Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Coloma, Espina, García, Girardi, Harboe, Hernán Larraín, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Tuma.


Votaron por la negativa la señora Goic y los señores Araya, De Urresti, Guillier, Letelier, Montes, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ahora corresponde someter a votación la disposición propiamente tal.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente pone en votación el numeral 2) del artículo primero del proyecto, que propone agregar un inciso segundo al artículo 4° de la Ley General de Cooperativas.



Quienes estén de acuerdo con la norma, aprobada en la Comisión de Hacienda por cuatro votos a favor y una abstención, deben votar que sí; los que estén en desacuerdo con ella, que no.



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el numeral 2) del artículo primero (22 votos a favor, uno en contra y 3 abstenciones), y el proyecto queda aprobado en particular y despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Hernán Larraín, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.


Votó por la negativa el señor Montes.


Se abstuvieron los señores Letelier, Quinteros y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Felicitaciones a toda la gente de las cooperativas que nos acompañó esta tarde!



--(Aplausos en tribunas).



Terminado el Orden del Día.



Pasamos al Tiempo de Votaciones.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

ESTABLECIMIENTO DE ESTATUTO DE CIUDADES PUERTO Y AFECTACIÓN DE PARTE DE IMPUESTOS EN BENEFICIO DE RESPECTIVAS COMUNAS. PROYECTO DE ACUERDO 
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Chahuán, señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Patricio Walker.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.808-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 13ª, en 5 de mayo de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el establecimiento por ley de un estatuto de ciudades puerto y la afectación de un porcentaje de los impuestos que pagan las empresas portuarias en beneficio de la comuna donde se hallan emplazadas sus instalaciones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.
ENTREGA DE PAÑALES DESECHABLES A ADULTOS MAYORES POSTRADOS O SEMIVALENTES Y A PERSONAS EN SITUACIONES DE DISCAPACIDAD. PROYECTO DE ACUERDO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Letelier, señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Girardi, Harboe, Lagos, Matta, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.811-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 22ª, en 20 de mayo de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que promueva, en el marco de una política nacional de otorgamiento de insumos sanitarios indispensables, la entrega de pañales desechables a adultos mayores postrados o semivalentes y a personas en situaciones de discapacidad, debidamente calificados.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa. 
PETICIONES DE OFICIOS

--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor BIANCHI:



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, pidiéndole URGENCIA PARA TRAMITACIÓN DE PROYECTO SOBRE DERECHO PARA AUSENTARSE DEL TRABAJO A MADRE CON HIJO ENFERMO DE CÁNCER.



Del señor ESPINA:



A los señores Ministro de Hacienda y Fiscal Nacional, reiterándoles oficio referente a ASEGURAMIENTO DE RECURSOS PARA PAGO ÍNTEGRO Y EFECTIVO DE BONO INSTITUCIONAL A FUNCIONARIOS DE MINISTERIO PÚBLICO QUE HAGAN USO DE PERMISO POSNATAL PARENTAL.


Al señor Ministro de Desarrollo Social, consultándole por PROGRAMAS EN MATERIA DE TRATO PREFERENTE Y RESPETUOSO A PERSONAS CON CAPACIDADES DIFERENTES Y ADULTOS MAYORES EN ESTABLECIMIENTOS DE ATENCIÓN A PÚBLICO, y solicitándole indicar CANTIDAD DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y DE ADULTOS MAYORES, SEGMENTADOS POR REGIÓN, GÉNERO Y PERTENENCIA ÉTNICA, y PLANES Y PROGRAMAS EJECUTADOS EN PERÍODO 2014-2015 EN BENEFICIO DE DICHAS PERSONAS. 


A los señores Ministro de Desarrollo Social y Director de la CONADI, reiterándoles oficio acerca de ADQUISICIÓN DE FUNDOS EN COMUNA DE FREIRE.


Al señor Ministro de Educación, para que informe sobre CAMBIO DE CRITERIOS PARA ENTREGA DE EQUIPOS COMPUTACIONALES EN MARCO DE PROGRAMA “YO ELIJO MI PC”. 


A la señora Ministra de Justicia, reiterándole oficio en cuanto a TRASLADO DE INTERNOS A CENTRO DE ESTUDIO Y TRABAJO DE ANGOL. 


Al señor Ministro de Obras Públicas, reiterándole oficios respecto a MEDIDAS DE FISCALIZACIÓN ANTE IRREGULARIDADES EN APROVECHAMIENTO DE AGUAS DE RÍO RENAICO, y a MEDIDAS ANTE CONTAMINACIÓN EN ESTERO TIJERAL (COMUNA DE RENAICO) Y PARA PREVENCIÓN DE SITUACIONES SIMILARES.


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole REPARACIÓN DE CALLES ANÍBAL PINTO Y BERNARDO O’HIGGINS EN COMUNA DE LAUTARO Y PEDRO AGUIRRE CERDA EN COMUNA DE ANGOL.


Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, reiterándole oficio relativo a AMPLIACIÓN DE RECORRIDO DE LÍNEA N° 1 DE TAXIS COLECTIVOS EN COMUNA DE COLLIPULLI.


Al señor General Jefe de la IX Zona de Carabineros, de La Araucanía, reiterándole oficio concerniente a AUMENTO DE DOTACIÓN Y VEHÍCULO POLICIAL PARA COMUNA DE RENAICO.



Al señor Presidente de BancoEstado, reiterándole oficio sobre CONSTRUCCIÓN DE RAMPA DE ACCESO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN SUCURSAL DE COMUNA DE LAUTARO.



Y al señor Presidente de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, reiterándole oficio relacionado con ESTADO Y REPARACIÓN DE ESTACIÓN PÚA.



Del señor GARCÍA:



A los señores Directores de los Servicios de Salud Araucanía norte y Araucanía sur, para que informen en cuanto a ESTADO DE LISTAS DE ESPERA PARA CONSULTAS DE ESPECIALIDADES Y PARA CIRUGÍAS AUGE Y NO AUGE.



Del señor MATTA:



A los señores Ministros de Obras Públicas y de Agricultura, para que remitan antecedentes relativos a AVANCE DE MEDIDAS DE CORTO PLAZO Y CRONOGRAMA DE ACCIONES DE MEDIANO Y LARGO PLAZOS DE PLAN NACIONAL CONTRA LA SEQUÍA.



Y al señor Ministro de Agricultura, requiriéndole información tocante a avance de proyecto sobre CREACIÓN DE SISTEMA NACIONAL DE INOCUIDAD Y CALIDAD ALIMENTARIA Y DE AGENCIA CHILENA PARA LA INOCUIDAD Y CALIDAD ALIMENTARIA, Y DESARROLLO DE ESTRATEGIA DE MEJORAMIENTO DE ALIMENTOS DE ORIGEN AGROPECUARIO.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Economía, para que informe acerca de RELACIONES COMERCIALES CON CHINA EN ÚLTIMA DÉCADA.



Al señor Ministro de Desarrollo Social, formulándole consultas a propósito de INFORME DE FAO Y DE UNIVERSIDAD DE SANTIAGO EN CUANTO A PÉRDIDA Y DESPERDICIO DE ALIMENTOS EN CHILE.


Al señor Ministro de Educación, formulándole INTERROGANTES EN TORNO A PROYECTO SOBRE CREACIÓN DE CENTROS DE FORMACIÓN TÉCNICA ESTATALES EN CADA REGIÓN.



A los señores Ministro de Obras Públicas y Alcalde de Yungay, pidiéndoles FISCALIZACIÓN A CENTRO TURÍSTICO SALTILLO POR NO RESTITUCIÓN DE CAUCE NORMAL DE RÍO ITATA.


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole información referente a MEDIDAS PARA REPARACIÓN DE CALLES Y VIVIENDAS AFECTADAS POR RECIENTES LLUVIAS EN ZONA SUR, FONDOS ASIGNADOS Y EJECUTOR DE OBRAS.


Al señor Ministro de Agricultura, consultándole sobre DÉFICIT DE FORRAJE EN REGIÓN DEL BIOBÍO, PLANES PARA SOLUCIÓN Y PORCENTAJE DE COBERTURA.



A la señora Ministra de Minería, solicitándole estadísticas detalladas en cuanto a PRODUCCIÓN DE CARBÓN DURANTE ÚLTIMO LUSTRO EN REGIÓN DEL BIOBÍO.



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, requiriéndole antecedentes relativos a PRECIO, COSTO OPERATIVO Y PROPIETARIO DE PRIMER BUS HÍBRIDO EN OPERACIÓN EN TRANSANTIAGO A PARTIR DE JUNIO DE 2015. 


Al señor Subsecretario del Interior, para que dé antecedentes en cuanto a COSTO DE SEGURO POR ACTOS TERRORISTAS Y SUCESOS CATASTRÓFICOS Y GASTOS ESTATALES EN SEGURIDAD DURANTE ÚLTIMO DECENIO Y PROYECCIÓN PARA PRÓXIMO LUSTRO (Región de La Araucanía); con relación a COMPOSICIÓN QUÍMICA DE CHORRO DE CARROS LANZAAGUA USADOS EN PROTESTA DEL 21 DE MAYO, y sobre ACCIDENTES DE TRÁNSITO EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS EN REGIÓN DEL BIOBÍO.


Y al señor Director Nacional del Trabajo y a la señora Jefa de la Inspección del Trabajo de Talcahuano y Hualpén, consultándoles acerca de SITUACIÓN CONTRACTUAL DE TRABAJADORES DE SUBCONTRATISTA CHINA “CHEC” EN AMPLIACIÓN DE TERMINAL INTERNACIONAL SAN VICENTE.



Del señor OSSANDÓN:


A la señora Ministra de Salud, a fin de que informe respecto de CIFRA DE ESPECIALISTAS SIN CUMPLIR OBLIGACIÓN DE SERVICIO EN SECTOR PÚBLICO.



Al señor General Director de Carabineros, con el objeto de que proporcione ANTECEDENTES SOBRE RECURSOS DE CARABINEROS EN VISVIRI.



Y al señor Director Nacional de la Corporación Nacional Forestal, para consultar por ESTADO DE AVIONES DE CONAF Y COSTO OPERACIONAL.



Del señor PROKURICA:



Al señor Contralor Regional de Atacama, a fin de darle a conocer IMPEDIMENTO PARA TRÁMITE DE JUBILACIÓN DE SEÑOR ARTEMIO TRIGOS GODOY.



Al señor Director del Instituto de Previsión Social en la Región de Atacama, con el objeto de que informe acerca de GESTIÓN DE COBRO DE COTIZACIONES DE SEÑOR ARTEMIO TRIGOS GODOY.



Y al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Empresa Nacional de Minería, para que proporcione antecedentes respecto de FACTIBILIDAD DE PODER COMPRADOR DE SULFUROS EN PROVINCIA DE CHAÑARAL.


Del señor TUMA:



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, para que la señora Superintendenta de Pensiones informe sobre diversas materias relacionadas con FUSIÓN DE ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES ARGENTUM Y CUPRUM.



De la señora VON BAER:



Al señor Ministro de Obras Públicas, exponiéndole situación que afecta a REPOSICIÓN DE RUTA T-55, ENTRE CERRILLOS Y PUENTE CALCURRUPE, EN COMUNA DE FUTRONO, y solicitándole información referida a PROYECTO DE REPOSICIÓN DE PUENTE NANIHUE, EN PROVINCIA DE VALDIVIA.



A los señores Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo e Intendente de la Región de Los Ríos, pidiéndoles antecedentes acerca de CREACIÓN DE NUEVAS COMUNAS DE COÑARIPE Y LA COSTA.



Y al señor Intendente de la Región de Los Ríos, requiriéndole información sobre ALCANCES E INICIATIVAS CONTEMPLADOS EN DENOMINADO “PLAN COÑARIPE”, EN COMUNA DE PANGUIPULLI.

)----------(


--Se levantó la sesión a las 19:46.




Manuel Ocaña Vergara,





  Jefe de la Redacción

ANEXOS

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO Y LA LEY N° 18.287, CON EL FIN DE ADOPTAR MEDIDAS DE SEGURIDAD Y CONTROL EN LO RELATIVO A LOS MEDIOS DE PAGO DEL TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS, ESTABLECER SANCIONES, CREAR UN REGISTRO DE PASAJEROS INFRACTORES Y MODIFICAR NORMAS PROCEDIMENTALES

(10.125-15)

SANTIAGO, 15 de mayo de 2015.
M E N S A J E  Nº 345-363/

Honorable Senado:
Tengo el honor de someter a vuestra consideración el proyecto de ley que más adelante se señala, que tiene por objeto modificar la Ley del Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1 de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, y la ley N° 18.287, que establece los procedimientos ante los juzgados de policía local, estableciendo medidas de seguridad y control del medio de pago del transporte público remunerado de pasajeros:

I. 
ANTECEDENTES del PROYECTO DE LEY

1.
El transporte público remunerado de pasajeros.

El transporte público remunerado de pasajeros es un elemento esencial en el desarrollo de la vida de las personas, pues constituye el principal medio de movilización que utiliza la mayoría de éstas. 
Por lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones vela porque los sistemas de transporte público sean eficientes, seguros y de calidad, revisando y evaluando permanentemente su funcionamiento global.

2. 
La evasión en el transporte público remunerado de pasajeros.

Uno de los aspectos relevantes de la revisión del funcionamiento del transporte público remunerado de pasajeros, dice relación con la conducta de un porcentaje importante de la población que no paga la tarifa para acceder a éste. En efecto, y como es de público conocimiento, la evasión del pago de la tarifa es uno de los principales problemas que enfrenta el sistema de transporte público de Santiago, lo que genera un impacto financiero relevante en dicho sistema. Además, esta conducta afecta a la calidad del servicio y a la mayoría de los usuarios que cumplen con su obligación de pagar la tarifa, y que deben, entre otros malestares, soportar el alza de las mismas. 
Así, la evasión implica de forma directa una menor recaudación del Sistema, la cual alcanzó un 27,2% según los datos del último trimestre del año 2014, reportados por el Programa Nacional de Fiscalización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.
Dicha conducta, de replicarse en el resto de las regiones del país, puede influir directamente en los montos del subsidio que se entregan por parte del Estado, conforme lo dispone la ley N° 20.378, por lo que es necesario tomar las providencias que eviten y desincentiven el no pago de las tarifas de transporte público remunerado de pasajeros.
Ha de tenerse presente en esta materia que los servicios de transporte público remunerado de pasajeros de la ciudad de Santiago y también algunos en regiones, particularmente en ciudades como Valparaíso, Concepción, Iquique y Antofagasta, se financian con los recursos provenientes de los usuarios del sistema y con recursos procedentes del Estado. El aporte de los usuarios está constituido por las tarifas que pagan por acceder al sistema, en tanto el aporte del Estado está representado por el subsidio previsto en la ley N° 20.378.

La calidad y continuidad de los servicios de transporte público dependen, entonces, de manera muy importante del pago de la tarifa de los usuarios y del citado subsidio. 
Con todo, la obligación de los usuarios de pagar la tarifa para acceder y hacer uso del transporte público remunerado de pasajeros, debe ir acompañada también de un sistema de transporte de calidad y accesible, para lo cual, el 15 de abril recién pasado firmé otro proyecto de ley que modifica la ley 20.378, de subsidios; la ley 18.696 y la ley 18.290, de Tránsito, entre otros cuerpos normativos, con el objeto de efectuar ajustes que faciliten el desplazamiento del transporte público remunerado de pasajeros y evitar el aumento de tarifas que impacten el presupuesto de las familias, especialmente de las de menores ingresos, entre otros objetivos. 

En este mismo sentido, y como una forma de propender a la accesibilidad y disponibilidad del transporte público remunerado de pasajeros, se propone en el presente proyecto aumentar las sanciones a los conductores de transporte público que no se detengan cuando han sido requeridos por los pasajeros, en los paraderos autorizados. 

3. 
Medidas adoptadas para el control de la evasión.

En este contexto, se han implementado diversas medidas tendientes a reducir la evasión en el pago de la tarifa. Así, por ejemplo, durante el año 2011 se aprobó la ley Nº 20.484 que modificó la Ley de Tránsito y tipificó como falta grave la conducta del no pago de la tarifa en la locomoción colectiva. Por otro lado, la misma ley creó el Sub Registro de Pasajeros Infractores, en el marco del Registro de Multas de Tránsito no Pagadas, de conformidad al artículo 24 de ley N° 18.287, que Establece Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.
A su vez, en el año 2011 se suscribieron nuevos contratos de concesión para las comunas de la ciudad de Santiago y las provincias de San Bernardo y Puente Alto, que trasladaron parte de la responsabilidad del control de pago de la tarifa a los concesionarios de uso de vías. 
Sin embargo, los cambios incorporados en la Ley del Tránsito que modificaron la sanción a la evasión del pago de la tarifa en el transporte público remunerado de pasajeros, y la creación del referido Sub Registro de Pasajeros Infractores, no han tenido el impacto esperado en la disminución de la evasión. 
En efecto, las mediciones realizadas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de su Programa Nacional de Fiscalización, revelan que los índices de evasión del sistema en la Región Metropolitana se han mantenido en todos los casos por sobre un 20% durante los últimos años. Asimismo, en el marco de las tareas de fiscalización de la evasión realizadas por este Programa en la Región Metropolitana, se han cursado entre el año 2013 y 2014 un total de 126.170 citaciones a los Juzgados de Policía Local por evadir el pago de la tarifa del transporte público.
En este mismo sentido, el estudio realizado a fines de 2014 por el Programa Nacional de Fiscalización sobre denuncias enviadas a los juzgados de policía local por “Evasión, Paraderos e Informalidad”, dio como resultado que sólo un 32,1% de los evasores paga la multa establecida.

El referido Programa Nacional de Fiscalización tiene, asimismo, antecedentes que confirman que la situación que ocurre en la Región Metropolitana respecto a la conducta de evadir el pago de la tarifa existe igualmente en todas las regiones del país, afectando con ello a un número importante de pequeñas y medianas empresas que muchas veces prestan servicios de transporte público insustituibles a la población. 

De esta manera, si bien en las demás regiones del país no existen los niveles de no pago de tarifa para acceder al transporte público remunerado de pasajeros que experimenta el Sistema de Transporte Público de Santiago, y atendido que los prestadores de servicios tienen la posibilidad de percibir los montos del subsidio a que se refiere la ley N° 20.378, es necesario contar con los medios que permitan prevenir y cautelar la integridad de los ingresos de los prestadores que podrán percibir los montos del subsidio, de acuerdo a la ley antes referida y con ello impedir que se repliquen las conductas del Sistema de Transporte Público de Santiago en las otras regiones del país.

Es por ello que para hacer frente a la evasión en el transporte público remunerado de pasajeros de todo el país, lograr controlarla de mejor manera, sancionarla con mayor eficacia y en definitiva reducirla, el presente proyecto busca implementar una serie de medidas orientadas a la educación y control respecto de esta conducta.

4. 
Experiencias comparadas. 

La evasión en el transporte público remunerado de pasajeros no es un problema que afecte exclusivamente a nuestro país. En efecto, se trata de un asunto que afecta diversas partes del mundo, incluidos los países más desarrollados. Especialmente en aquellos sistemas donde no existe un control ex ante de acceso (mediante torniquetes o puertas de acceso) y en que se confía al usuario el pago de la tarifa. En tales sistemas el control se hace posteriormente, mediante inspectores que verifican si el usuario ha pagado efectivamente la tarifa correspondiente. 

Se trata de un problema que se ha acentuado en los últimos años, razón por la cual se han aumentado drásticamente las multas y adoptado otras medidas como las que se proponen en el presente proyecto. Por ejemplo, en España viajar sin billete o título de transporte no validado (al inicio o en el transbordo), viajar con uno que no es válido para el trayecto determinado, o viajar con un billete falsificado o manipulado, entre otras conductas, son consideradas “infracciones leves”, las cuales se sancionan con una advertencia o amonestación verbal o con multa de hasta 600 euros (alrededor de $ 390.000 pesos), o ambas.
Por su parte, en Inglaterra si se viaja en tren sin billete, el usuario se arriesga a que se le cobre una tarifa de penalización. Una tarifa de penalización se fija en una tasa superior a la tarifa normal y se debe pagar en el acto. Ésta puede ser de 20 libras (alrededor de $ 18.000 pesos) o el doble de la tarifa única más elevada. Si el usuario no paga tal tarifa de penalización en el acto, los inspectores pueden denunciarlo ante los tribunales competentes y arriesgar que sus datos sean transmitidos a una agencia de cobro de deudas.
En el caso de Australia, si se sorprende a una persona sin pagar la tarifa, además de cobrarle una multa que va desde los 100 hasta los 500 dólares australianos, se le puede incorporar a un registro de multas impagas, suspenderle la licencia de conductor y, en algunos casos, ser privado de libertad. 

Finalmente, en el caso de Portugal, si se detecta a una persona sin un título válido, aunque se invoque la pérdida del mismo o ante la negativa de exhibir el documento, se aplican multas de entre 100 y 150 veces el monto del pasaje más económico, pudiendo también incautarse la tarjeta.
En consecuencia, para hacer frente a este problema, en las regulaciones comparadas se consideran diversos mecanismos que aplicados por sí o en conjunto con otras medidas, buscan disuadir el no pago de la tarifa; tales como la aplicación de multas elevadas que pueden llegar a los 600 euros, incorporación en registros de infractores, transmisión de datos a agencias de cobranzas e incluso privación de libertad. 
5. 
Evasión por uso de pase escolar o de educación superior sin ser el beneficiario. 

En las fiscalizaciones realizadas se ha podido verificar que, además del no pago de la tarifa, otra forma de evasión consiste en el uso del pase escolar o de educación superior, también denominado como tarjeta nacional estudiantil (TNE), por personas que no son sus titulares. En este sentido, se ha podido observar que un porcentaje importante de los pasajeros infraccionados reinciden en la conducta de instrumentos o documentos respecto de los cuales no son sus titulares, encontrándonos con casos de infractores que han sido citados hasta en 6 oportunidades ante los Juzgados de Policía Local.
II. 
CONTENIDO DEL PROYECTO

1. Modificaciones a la Ley de Tránsito.

En primer lugar, el proyecto de ley modifica las disposiciones pertinentes de la Ley de Tránsito, estableciendo como una infracción gravísima la conducta consistente en acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros utilizando cualquier mecanismo o instrumento que permita su uso, sin ser el titular, y como una infracción grave la de utilizar los servicios de transporte público remunerado de pasajeros sin pagar la tarifa correspondiente. 

Adicionalmente y como contrapartida a la obligación de pagar la tarifa, se eleva la sanción de la conducta consistente en no detener el vehículo de transporte público remunerado de pasajeros cuando ha sido requerido por un pasajero que desea subirse o bajarse del mismo, en los correspondientes paraderos, de infracción leve a grave.
El proyecto detalla asimismo las atribuciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para regular los distintos medios de acceso al transporte público, señalando que al momento de la entrega de los instrumentos o mecanismos que permitan el uso del transporte público, podrá requerirse al usuario su identificación y su domicilio, para llevar un registro de dichos antecedentes. 

Con el objeto de facilitar el control del correcto uso de los referidos instrumentos y mecanismos, y en definitiva perseguir el cumplimiento de las sanciones que se impongan en caso de detectarse su uso indebido, se establece que las personas que sean citadas a un juzgado de policía local y otorguen un domicilio falso o inexistente serán sancionadas con multa de hasta 10 UTM.

En este mismo sentido, se refuerzan las atribuciones de Carabineros de Chile, inspectores fiscales y municipales y del personal autorizado de ferrocarriles para efectuar las tareas propias del control de la evasión, y se faculta a los concesionarios de uso de vías, los propietarios de buses y, en general, a los prestadores de servicio de transporte público remunerado de pasajeros, a constatar el cumplimiento de la obligación del pago de la tarifa por parte de los pasajeros, pudiendo para ello solicitar al evasor el abandono del vehículo, solicitando el auxilio de la fuerza pública. 

Por otra parte, se establece que el instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros con exención o rebaja tarifaria, es un documento entregado por la Administración, de carácter público, personal e intransferible.

A su vez, el proyecto establece delitos específicos de falsificación de los instrumentos que permitan el uso de transporte público remunerado de pasajeros y se tipifican otras conductas ilícitas asociadas a la vulneración de los medios tecnológicos de acceso.

Adicionalmente, el proyecto establece una nueva obligación que deberá ser anotada en la Hoja de Vida del Conductor, consistente en registrar las anotaciones que consten en el Registro de Pasajeros Infractores. Dicho registro, que actualmente se denomina “Sub Registro de Pasajeros Infractores” y es administrado por el Servicio de Registro Civil e Identificación, será entregado al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones como una forma de dotarlo de efectos que generen los incentivos correctos para evitar la evasión del pago de la tarifa. 
En efecto, la información del referido Registro de Pasajeros infractores estará a disposición de cualquier persona natural o jurídica que lo solicite, pudiendo la Tesorería General de la República acceder a dicha información para efectos de retener de la devolución de impuesto a la renta las multas impagas por evasión. 

2. Modificaciones procedimentales.

En otro orden de cosas, se incorporan modificaciones a la ley N° 18.287, que establece el Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, tendientes a simplificar los trámites de citación y notificación a los Juzgados de Policía Local.

Finalmente, como una forma de incentivar el pago, el proyecto establece una rebaja de un 50% si el pago de la multa establecida por evasión se realiza dentro de los primeros cinco días de cursada la infracción.
En mérito de lo expuesto, someto a la consideración el siguiente:
PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia:

1) Elimínase en el epígrafe del Título VI la expresión “Y DE LOS PASAJEROS DE VEHÍCULOS DE LOCOMOCIÓN COLECTIVA”.
2) Reemplázase el epígrafe del §2 del Título VI por el siguiente: “§2. DE LAS OBLIGACIONES DE LOS PASAJEROS”. 
3) Agrégase a continuación del artículo 88 el siguiente §3, nuevo: 

“§3. DEL ACCESO AL TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS Y SU CONTROL.


Artículo 88 bis.- Al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones le corresponde regular la confección, entrega, condiciones y procedimiento de uso, supervisión, vigencia, caducidad, retiro y reposición de cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros. Cuando se trate de instrumentos o mecanismos destinados a estudiantes, tales como el Pase Escolar o Pase de Educación Superior, dicha reglamentación corresponderá conjuntamente a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación.

Al momento de la entrega de un instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, podrá requerirse al usuario su domicilio e individualización, por medio de la exhibición de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. Estos datos serán remitidos al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para efectos de control del uso de estos instrumentos o mecanismos. Para tal objeto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones llevará un registro con dichos antecedentes.
Para todos los efectos legales, el pase escolar, pase de educación superior y cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros con una franquicia, exención o rebaja tarifaria, es un instrumento de carácter público, personal e intransferible. Por pase escolar o pase de educación superior se entiende aquel regulado por el decreto N° 20, de 1982, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y todas sus modificaciones, o la normativa que lo reemplace.


Artículo 88 ter.- Carabineros de Chile, los Inspectores Fiscales y Municipales y el personal autorizado de ferrocarriles de servicio metropolitano, podrán retener el instrumento o mecanismo que permita el acceso del transporte público, en el caso de constatarse el uso indebido de éste, debiendo efectuar la denuncia respectiva y entregar al infractor constancia de la retención, con la individualización de quien efectúa el control y el organismo al que se remitirá la denuncia. El instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros será puesto luego a disposición del organismo que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, cuando se trate de la infracción establecida en el artículo 199 N° 3 de la presente ley.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, existe uso indebido del instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, cuando se acceda a éste utilizando un pase escolar, pase de educación superior o cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros, sin ser su titular, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 199 N° 3 de la presente ley.

Para los efectos señalados en este artículo, Carabineros de Chile, los Inspectores Fiscales y Municipales y el personal autorizado de ferrocarriles de servicio metropolitano, deberán consignar los datos de la persona que utilice indebidamente un instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, requiriendo a la entidad competente la inutilización para su uso en estos servicios. Con el objeto de consignar los datos del infractor, Carabineros de Chile, los Inspectores Fiscales y Municipales y el personal autorizado de ferrocarriles de servicio metropolitano, podrán solicitar que el portador del instrumento o mecanismo de pago respectivo, acredite su identidad o la titularidad del mismo o la adquisición del saldo o cuotas de transporte contenidas en ellos.


Artículo 88 quáter.- Los concesionarios de uso de vías, los propietarios de buses y, en general, los prestadores de servicio de transporte público remunerado de pasajeros o quienes sean autorizados por éstos, podrán constatar el cumplimiento de la obligación del pago de la tarifa por parte de los pasajeros, para lo cual podrán exigir la exhibición del instrumento o mecanismo que permita el acceso del transporte público remunerado de pasajeros.

En caso que el pasajero se rehúse a exhibir el instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros o si se constatare el uso de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros sin el pago de la tarifa correspondiente, las personas señaladas en el inciso anterior podrán disponer que los infractores hagan abandono del vehículo de transporte público remunerado de pasajeros.”.

4) Agrégase el siguiente artículo 196 quáter, nuevo: 

“Artículo 196 quáter.- Será sancionado con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, el que falsificare cualquier instrumento o dispositivo de pago de tarifa que permita acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros.

El que maliciosamente hiciera uso del instrumento falsificado para acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros, será castigado con la misma pena descrita en el inciso anterior.

Para estos efectos, se entenderá que comete falsificación el que:

1°.
Contrahaga o finja letra, firma o rúbrica.

2°.
Altere las fechas verdaderas.

3°.
Haga en un documento verdadero cualquiera alteración o intercalación que varíe su sentido.

4°.
Dé copia en forma fehaciente de un documento supuesto, o manifestando en ella cosa contraria o diferente de la que contenga el verdadero original.”.
5) Agrégase el siguiente artículo 196 quinquies, nuevo: 

“Artículo 196 quinquies.- Será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y con multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales:

a)
El que indebidamente se apodere, comercialice, exporte, transmita, importe o distribuya la información contenida en un medio tecnológico de acceso a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros.


b)
El que indebidamente y de cualquier modo, altere, modifique, dañe o destruya los datos contenidos en un medio tecnológico de acceso a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por medios tecnológicos de acceso a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros, aquellos elementos o dispositivos tecnológicos autorizados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones o la autoridad competente, que permiten acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros y pagar la tarifa correspondiente.”.

6) Modifícase el artículo 199 de la siguiente manera:

a) Elimínase en su numeral 1.- la conjunción “y”.

b) Sustitúyese en su numeral 2.- el punto y aparte (.) por la siguiente expresión: “, y”. 
c) Agrégase el siguiente númeral 3.-, nuevo: 


“3.- Acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros utilizando un pase escolar, pase de educación superior o cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros, sin ser su titular.”.

7) Modifícase el artículo 200 del siguiente modo:

a) Reemplázase en el numeral 41 la expresión “, y” por un punto y coma (;).

b) Sustitúyese el numeral 42. por el siguiente:



“42. Usar los servicios de transporte público remunerado de pasajeros sin pagar la tarifa correspondiente, y”.

c) Agrégase el siguiente numeral 43., nuevo:



“43. Infringir lo dispuesto en el artículo 86.”. 
8) Intercálase en el artículo 204 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser cuarto y así sucesivamente:

"Las personas que infrinjan lo dispuesto en los artículos 199 Nº 3 o 200 Nº 42 e indiquen un domicilio falso o inexistente con ocasión de la citación al Juzgado de Policía Local, serán sancionados con multa de hasta 10 unidades tributarias mensuales.”. 

9) Modifícase el artículo 211 del siguiente modo: 
a) Sustitúyese en el numeral 6.- la expresión “, y” por un punto y coma (;).

b) Reemplázase en el numeral 7.- el punto final (.) por la siguiente expresión “, y”. 
c) Agrégase el siguiente numeral 8.-, nuevo:



“8.- Registrar las anotaciones que consten en el “Registro de Pasajeros Infractores”.”.
Artículo 2°.-
Modifícase la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, en el siguiente sentido:
1) Modifícase el artículo 3º de la siguiente manera:
a) Intercálase en su inciso tercero, entre la palabra “movimiento” y el punto seguido (.), la siguiente oración:


“En este último caso, los denunciantes podrán citar al infractor para que concurra a la audiencia respectiva, informando de ello al juez de la forma más expedita posible”.
b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual cuarto a ser quinto y así sucesivamente:


“El último domicilio que el pasajero o peatón tuviere anotado en cualquiera de los Registros que lleve el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones o el Servicio Nacional de Registro Civil e Identificación, será lugar hábil para dirigirle la correspondiente notificación o citación.”.
2) Reemplázase el inciso noveno del artículo 22, por el siguiente: 


“Quienes infrinjan lo dispuesto en los artículos 199 N° 3 o 200 N° 42 de la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, para efectos de lo dispuesto en el inciso cuarto del presente artículo, tendrán derecho a que se les reduzca en un 50% el valor de la multa, que se deducirá de la cantidad a pagar, si dicho pago se realiza en la forma y plazo señalado en dicho inciso.”.
3) Agregánse los siguientes artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter, nuevos:

“Artículo 22 bis.- Los infractores que fueren condenados por infringir lo dispuesto en los artículos 199 N° 3 o 200 N° 42 de la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, serán anotados en un "Registro de Pasajeros Infractores”. 

La operación y administración permanente del Registro corresponderá al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a través de la Subsecretaría de Transportes, en la forma que determine un reglamento que al efecto dicte dicho Ministerio.

El Secretario del Tribunal, cada dos meses, individualizará a los infractores sancionados que no hayan pagado las multas aplicadas y lo comunicará, para su anotación, al referido Registro. El procedimiento de anotación y eliminación de los infractores sancionados se establecerá en el reglamento a que se refiere el inciso anterior. La anotación se eliminará, por el solo ministerio de la ley, transcurridos tres años contados desde su efectiva anotación en el Registro o con anterioridad, si el sancionado paga el total de la multa infraccional aplicada y los aranceles correspondientes.

Si el pago de una multa ya registrada se efectuare en la Tesorería Municipal correspondiente al lugar en que se cometió la infracción o en la entidad recaudadora con la que haya celebrado convenio esa municipalidad, ésta informará al “Registro de Pasajeros Infractores” ese hecho y le enviará el arancel respectivo dentro de los noventa días siguientes.


Artículo 22 ter.- Para eliminar la anotación de morosidad en el “Registro de Pasajeros Infractores”, el interesado deberá pagar, junto con el valor de las multas y los reajustes que procedan, el arancel correspondiente.

Las resoluciones posteriores que acrediten el pago, modifiquen la cuantía de la multa o absuelvan de ella, serán comunicadas al Registro para que la anotación que se hubiera practicado sea eliminada o modificada, según corresponda.


Artículo 22 quáter.- Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar que se le informe o informarse por sí misma, siempre que se identifique, si una o más personas se encuentran anotadas en el referido Registro, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada. Un reglamento suscrito por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones regulará el procedimiento, condiciones de acceso y demás elementos que sean necesarios para la correcta operación.

La Tesorería General de la República podrá acceder a este Registro para el efecto de retener de la devolución de impuestos a la renta que correspondiera anualmente, las multas impagas producto de las infracciones a que se refieren los artículos 199 N° 3 y 200 Nº 42 de la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia. En todo caso, tendrá preferencia la retención prevista en el artículo 9° de la ley N° 19.848 y aquella establecida en el número 1 del artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para cobrar los derechos y valores de las consultas, informes y certificados de información del “Registro de Pasajeros Infractores” que se efectúen u otorguen, cuyo monto se determinará por decreto supremo del Ministerio de Hacienda. Los recursos provenientes de estos cobros constituirán ingresos propios de la Subsecretaría de Transportes.”.

4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 23 la expresión “artículo anterior” por “artículo 22”. 
Artículo 3°.-
Los Inspectores Fiscales del Programa Nacional de Fiscalización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, cualquiera sea su modalidad de contratación, tendrán la calidad de ministros de fe. Los inspectores contratados bajo la modalidad de honorarios encargados de ejecutar dicho Programa tendrán la calidad de agente público para todos los efectos legales y estarán facultados para efectuar las denuncias en las materias de su competencia ante las autoridades correspondientes.

Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia tres meses después de su publicación en el Diario Oficial. Durante dicho plazo se transferirá la información desde el actual “Sub Registro de Pasajeros Infractores” a cargo del Servicio Nacional del Registro Civil e Identificación al “Registro de Pasajeros Infractores” a que se refiere el artículo 22 bis de la ley N° 18.287 que introduce la presente ley.”.

Dios guarde a V.E.,
(Fdo.): 
Michelle Bachelet Jeria, 
Presidenta de la República.- Rodrigo Valdés  Pulido, Ministro de Hacienda.- 
Nicolás Eyzaguirre Guzmán, Ministro de Educación.- Javiera Blanco Suárez, Ministra de Justicia.- Andrés Gómez-Lobo Echenique, Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE AUTORIZA LA CONSTRUCCIÓN DE UN MONUMENTO EN HOMENAJE A LOS EXMINEROS DEL CARBÓN, EN LA COMUNA DE CORONEL

(9.876-24)

Oficio Nº 11.948 

VALPARAÍSO, 10 de junio de 2015

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que autoriza la construcción de un monumento en homenaje a los exmineros del carbón, en la comuna de Coronel, correspondiente al boletín N°9876-24, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento, en la comuna de Coronel, en homenaje a los mineros del carbón.

Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se crea en el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del  Interior y Seguridad Pública. Su producto se depositará en una cuenta especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.
Artículo 3°.- Créase un fondo especial con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.
Artículo 4°.- Créase una comisión especial ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por:
a) El alcalde de la comuna de Coronel o a quien designe en su representación.

b) Los diputados y senadores del distrito y circunscripción correspondiente.

c) El secretario regional ministerial de educación de la Región del Bío Bío o a quien designe en su representación.  
d) El Presidente de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Coronel o a quien designe en su representación.

Artículo 5°.- La comisión tendrá las siguientes funciones:
a) Fijar las bases, llamar a concurso público del proyecto, y resolverlo.

b) Determinar el sitio en que se ubicará el monumento, en coordinación con el alcalde de la comuna de Coronel y con el Consejo de Monumentos Nacionales.
c) Organizar las colectas públicas dispuestas en el artículo 2°.
d) Administrar la cuenta y el fondo especial establecidos en los artículos 2° y 3°.
e) Cualquier otra destinada a la concreción de las obras.

Artículo 6°.- Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, estos serán destinados a los fines que la comisión especial determine.

Artículo 7°.- El monumento deberá erigirse en un plazo de cinco años, contado desde la publicación de esta ley.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Nuñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN PROYECTO DE LEY QUE FORTALECE EL MINISTERIO PÚBLICO

(8.265-07)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del Ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.
A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Carlos Montes Cisternas.

Asimismo, concurrieron:

 Del Ministerio de Justicia, la Ministra, señora Javiera Blanco; el Jefe de la División Jurídica, señor Roberto Godoy; la Jefa del Departamento de Asesorías y Estudios, señora María Ester Torres; la asesora legislativa, señorita Alejandra Seguel, y el asesor de Comunicaciones, señor Rodolfo Carrasco.

Del Ministerio de Hacienda, el asesor, señor Enrique Paris.  

Del Ministerio Público, el Director Ejecutivo Nacional, señor Jorge Abbott, y la Jefa de Administración y Finanzas, señora Sandra Díaz.

De la Federación Nacional del Ministerio Público, FENAMIP, el Presidente, señor Claudio Carvallo, y el Director Nacional, señor Waldo Bernales. 
De la Asociación Nacional del Ministerio Público, ANFUMIP, el Vicepresidente, señor José Miguel Cáceres.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

Los asesores del Honorable Senador Coloma, señores Álvaro Pillado y Gustavo Rosende.

Del Comité de Senadores del Partido Socialista, el Coordinador, señor David Henríquez.
- - -

Cabe consignar que el proyecto de ley fue discutido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en general y en particular, en su primer informe, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala del Senado, en sesión de 6 de enero de 2015. Adicionalmente, por Acuerdo de Comités, de 9 de junio de 2015, se dispuso que el proyecto de ley pase a la Comisión de Hacienda durante el primer trámite reglamentario.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado sobre el particular por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su informe, haciendo presente que la enmienda que se introduce en el artículo segundo transitorio, debe ser aprobada por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, en virtud de su rango orgánico constitucional conforme a lo dispuesto en el artículo 84 de la Constitución Política de la República, en relación a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda efectuó una modificación al texto del proyecto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su informe, consistente en intercalar un inciso segundo, nuevo, en el artículo segundo transitorio.

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.
- - -





De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del numeral 3), que contiene el artículo 37 bis, y los numerales 11), 12), 13) y 14), todos del artículo único permanente, y los artículos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto transitorios, en los términos en que fueron aprobados en su informe por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde. 
- - -

DISCUSIÓN 
La Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, inició su exposición señalando que la reforma procesal penal constituyó uno de los hitos más relevantes del proceso de modernización de la justicia de nuestro país. Hoy en día, transcurridos 10 años desde que se encuentra operativa en todo el país, se hace necesario incorporar medidas que promuevan el desarrollo institucional y que hagan más eficiente la gestión de recursos humanos (en clima y condiciones laborales, por ejemplo) y la del trabajo de los fiscales propiamente tal.

Con esos fines, añadió, el proyecto de ley en estudio busca, por una parte, dar solución a la situación de no existencia de carrera para los funcionarios al interior de la Fiscalía y, por otra, generar  mejores alcances en la carrera profesional de los fiscales. Para ello se cubren ciertos vacíos regulatorios en materia de subrogancias y suplencias que justamente por no haber sido abordadas por la ley vigente han dado espacio a situaciones no deseadas de paralización de procesos de investigación de delitos.

En concreto, se establece en el Ministerio Público un nuevo régimen de subrogancia y suplencia de fiscales adjuntos, que permitirá la continuidad de sus funciones del siguiente modo: el fiscal que se encuentre impedido de ejercer sus labores podrá ser subrogado, por el solo ministerio de la ley, por el abogado asistente de fiscal. En caso que la subrogancia se ejerciera por más de 14 días, dicho abogado asistente tendrá derecho a percibir la remuneración de quien subroga, por todo el tiempo que hubiera ejercido tales funciones. Si el impedimento para el ejercicio de las funciones del fiscal se extendiera por más de 30 días, el Fiscal Regional contará con la facultad de nombrar como suplente al abogado asistente (quien a su vez tendrá derecho a percibir la remuneración del fiscal que suple), y de contratar a un abogado para que realice las labores de abogado asistente. Tratándose de cargos que se encuentren vacantes, la suplencia podrá tener una duración máxima de 6 meses.

Como se puede advertir, agregó, existe en la presente iniciativa un reconocimiento a la labor de los abogados asistentes de fiscales, razón por la cual se regulan materias relativas a sus actuaciones. Es así como se establece que el Ministerio Público también podrá realizar actuaciones procesales ante los tribunales de garantía a través de los abogados asistentes de fiscal, con excepción de la comparecencia a las audiencias de juicio oral. Para tal efecto será necesaria la delegación expresa y específica, para la actuación de que se trate, por parte de un fiscal del Ministerio Público.

Adicionalmente, prosiguió, se aumenta de manera considerable la dotación del Ministerio Público, en un 15%. Son 577 los nuevos cargos, de los cuales 122 corresponden a fiscales, 203 a profesionales, 82 a técnicos y 170 a administrativos. Todos ellos permitirán  potenciar la función que cumple el órgano persecutor, con miras a dar debido cumplimiento al rol de representación de los derechos de las víctimas que han sufrido un delito. 

Por otra parte, contempla también el proyecto  nuevos elementos de gestión que suponen una nueva modalidad de trabajo y que buscan satisfacer objetivos de persecución penal. Se trata de las Unidades de Análisis Criminal (UAC), ya existentes a nivel comparado y que se orientan más bien a la persecución de patrones delictuales y no tanto de delitos caso a caso, y que, por lo mismo, van a estar por sobre las jurisdicciones territoriales. La imposibilidad de observar por sobre los territorios, argumentó, muchas veces impide levantar información relevante para efectos de identificar casos eventualmente perseguibles. De ahí la necesidad de contar con estas unidades, compuestas por perfiles profesionales diversos y no necesariamente por abogados,  que permitirán la identificación de focos investigativos y dar, así, satisfacción al objetivo de abordar la labor persecutora a través de un análisis más transversal de la información que se levanta, incluso en los casos en los que no hay imputados conocidos. 

Culminó su intervención destacando que como contrapartida a los nuevos recursos y herramientas que se le entregan, en el mes de abril de cada año el Ministerio Público deberá publicar en su página web un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros aspectos, la misión, las principales líneas de acción, los objetivos estratégicos, los bienes y servicios y sus indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción, por región, el mejoramiento de la atención de víctimas y la evaluación del grado de cumplimiento del plan institucional anual del año anterior.

A continuación, hizo uso de la palabra al Director Ejecutivo Nacional del Ministerio Público, señor Jorge Abbott, quien destacó que este proyecto, en lo que dice relación con el aumento de dotación y el reconocimiento de la capacidad de los abogados asistentes para comparecer en audiencias, significará mejorar notablemente los tiempos que actualmente utilizan los fiscales en el desarrollo de su investigación. Precisamente, expuso, una de las grandes debilidades que tiene hoy día el sistema es que parte importante del tiempo de los fiscales está destinado a comparecer en audiencias ante los tribunales, lo que trae como consecuencia que no cuentan con los espacios necesarios para poder desarrollar las investigaciones y actuar coordinadamente con las policías.

En tal sentido, la nueva facultad que permite a los abogados asistentes comparecer ante los tribunales de garantía en todo tipo de audiencias, salvo en las de juicio oral, tiene el mérito de aumentar la capacidad de representación del Ministerio Público ante los Tribunales de Justicia, por cuanto liberará una importante cantidad de horas de fiscales que podrán ser, de ahora en más, invertidas en mejores investigaciones y en una mayor coordinación con las policías y con las víctimas. 

Además, la creación de las Unidades de Análisis Criminal se traducirá en que el Ministerio Público podrá realizar las investigaciones no sólo con la información de su propia base de datos, sino también recurriendo a un banco unificado de datos, todo lo cual posibilitará llevar a cabo la labor persecutoria con base en patrones de conductas, lo que será de especial utilidad en el esclarecimiento de casos con imputados desconocidos, que es la gran falencia del sistema actual.

En lo relativo al establecimiento de un sistema de suplencia y subrogancia de fiscales, señaló que actualmente son 547, además de 18 adicionales entre regionales y zonales. Por ser un número cerrado, se produce en la práctica un problema cuando por vacaciones o por presentación de licencias médicas, por ejemplo, no existe la posibilidad de reemplazar a los fiscales. Con el sistema de suplencia y subrogancia que en esta oportunidad se propone, en cambio, se podrá contar permanentemente con el número de 547 fiscales plenamente disponibles y operativos, porque, cualquiera sea el motivo, podrán ser suplidos o subrogados, según sea el caso, por un abogado asistente.

De modo que, consignó, gracias al proyecto de ley el Ministerio Público podrá mejorar sus investigaciones y los tiempos en que las lleva a cabo. Al mismo tiempo, resaltó, se reconoce la importancia de que los fiscales y los funcionarios cuenten con una carrera que les ofrezca  opciones de proyección y desarrollo laboral que en la actualidad no tienen, cuestión a todas luces necesaria tras 10 años desde la entrada en vigencia de la reforma en todo el país, y 15 desde su inicio.

En consecuencia, finalizó, se está en presencia de un proyecto largamente anhelado por el Ministerio Público, que, además de todo lo expuesto, incluye para la institución los deberes de formular un plan institucional anual y de rendir cuenta de la gestión.

Por su parte, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, expresó que el proyecto de ley implica un gran esfuerzo fiscal, pues se incrementa en 27% el presupuesto del Ministerio Público. Destacó el hecho de que no se está en presencia de una iniciativa que contenga únicamente aumento de dotación o grados, toda vez que se encuentra asociada a la rendición de cuentas y a compromisos de gestión medibles en el tiempo.

Puso de relieve, asimismo, que se incluye un elemento nuevo relacionado con la gestión de personas en el sector público, que representa también una sentida aspiración del Ministerio Público. En efecto, se establece una carrera totalmente financiada para una institución pública, que se traduce en el aseguramiento del ascenso de los funcionarios y, particularmente, de los fiscales adjuntos por 10 años.
El Honorable Senador señor Coloma consultó qué resultados podría esperar la ciudadanía en materia de seguridad, a partir de las enmiendas que en esta oportunidad se proponen y el esfuerzo que el Fisco va a realizar.


El Director Ejecutivo Nacional del Ministerio Público, señor Abbott, manifestó que lo que se espera es mejorar los estándares de atención a las víctimas. Con la dotación disponible, en la actualidad es complejo para el Ministerio Público establecer un contacto fluido con ellas, particularmente cuando los hechos delictuales acaban de ser cometidos. Gracias al fortalecimiento de la Unidad de Tramitación de Casos Menos Complejos, sostuvo, dicha primera atención, así como los primeros contactos que se establecen con Carabineros de Chile, se van a ver optimizados. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó cuál es, en concreto, el porcentaje de víctimas a las que se logra atender con rapidez, y a qué porcentaje se espera llegar con los nuevos recursos.


El señor Abbot señaló que el Fiscal Nacional determinó ciertas líneas de acción preferentes del Servicio; una de ellas en delitos de violencia intrafamiliar, donde el porcentaje de cobertura de atención de víctimas es cercano al 80% y, de acuerdo con mediciones externas, se alcanzan altos grados de satisfacción.


En lo que importa a delitos contra la propiedad, por otro lado, el señalado porcentaje es más pequeño, y se hace difícil proyectar un porcentaje de mejoramiento sin cierta experiencia en el funcionamiento de las unidades de análisis criminal. Estas, observó, serán objeto de evaluación sólo al tercer año de su implementación, justamente para poder determinar de qué manera han contribuido a una mejor calidad y oportunidad de la respuesta del Ministerio Público.


Como fuere, puso de relieve que proyectar metas de resultado en la persecución penal resulta complejo, por cuanto puede aparejar incentivos no deseados. Si, por ejemplo, se fija una meta de sentencias condenatorias, habrá quienes, con tal de cumplirla, buscarán sancionar conductas de discutible mérito.


De todos modos, culminó, lo que sí es posible prever es que debieran disminuir los archivos de causas en materia de delitos contra la propiedad con imputados desconocidos, cuyo porcentaje se acerca hoy al 93%. Con la mayor dotación y con el funcionamiento de las nuevas unidades de análisis, sostuvo, ese índice tendrá que mejorar, y en los planes institucionales anuales deberán asumirse ciertos compromisos en similar sentido.


El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que transcurridos 15 años desde la entrada en vigor del nuevo sistema procesal penal, se hace necesario recoger los planteamientos de los funcionarios del Ministerio Público respecto de la necesidad de optimizar sus condiciones en diversos aspectos, como reemplazos y suplencias, entre otros. Valoró, por lo mismo, que se busque establecer un sistema de carrera funcionaria y que se contemple, además, un mecanismo de evaluación de las nuevas unidades de análisis.


El Honorable Senador señor García preguntó cómo se reflejará el proyecto de ley en la composición del Ministerio Público en la Región de la Araucanía, pues los fiscales de la zona abrigan esperanzas de acceder a mejores condiciones.

 
El Presidente de la Federación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público, señor Claudio Carvallo, luego de señalar que su colectivo, en conjunto con la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público, representan a más de dos mil funcionarios a lo largo del país, llamó la atención sobre que las visiones hasta ahora exteriorizadas a lo largo del debate sólo reflejan el parecer institucional y el de los fiscales. No son enteramente representativas, en consecuencia, de la opinión de los funcionarios de la institución.

Hay puntos de interés de estos últimos, argumentó, que no han sido recogidos en el proyecto de ley, vinculados a las asignaciones profesionales y a la cantidad de años que deben transcurrir para que se produzcan los ascensos, principalmente en los estamentos más bajos.


Recordó que uno de los objetivos del nuevo sistema procesal penal era superar el esquema juez del crimen – actuario que caracterizaba al antiguo sistema. En la realidad, sin embargo, tal esquema se sigue replicando al interior del Ministerio Público, porque las tres cuartas partes del tiempo de un fiscal se ocupan en audiencias. Por más que se pretenda, mediante el proyecto, superar este problema por la vía de incorporar abogados asistentes que vayan a las audiencias, se soslaya el hecho que, como los tribunales van a funcionar también durante las tardes, en la práctica dichos abogados se van a convertir en pseudo fiscales que gastarán buena parte de su tiempo en audiencias y dejarán, consecuencialmente, de estar presentes en las oficinas de la Fiscalía, en circunstancias que, como es sabido, las investigaciones criminales son más importantes que las audiencias. 
Por consiguiente, advirtió, si la gran mayoría de los fiscales estarán en audiencias, lo que va a ocurrir es que el resto de los funcionarios terminarán asumiendo las investigaciones criminales, tal cual acontecía en el antiguo sistema penal. Y de ese modo, hizo hincapié, los funcionarios acaban no sólo desarrollando tareas para las cuales no están profesionalmente calificados, sino también haciéndose cargo de los costos de la severa polifuncionalidad y la falta de dotación. 


En materia de asignaciones profesionales, hizo ver que con arreglo a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, deben entenderse asimiladas a las del Poder Judicial, porque la función que cumple la Fiscalía es también judicial. Tan es así, que sin los insumos que provee, ni el juez de garantía ni el juez del tribunal oral en lo penal podrían desarrollar sus labores. De modo que no resulta comprensible que la asignación profesional para auxiliares y administrativos no sea reconocida; más aún si se considera que la labor de investigación criminal ya no se limita a solamente tener que tomar una declaración, sino que presenta, para todos los funcionarios involucrados, desafíos que pueden revestir complejidad, por ejemplo al tener que estudiar medidas cautelares y de protección, analizar el cumplimiento de disposiciones legales y tratar con menores de edad, víctimas, posibles imputados, testigos que pueden llegar a ser imputados, todo lo cual a su vez exige el reconocimiento de determinados derechos, etc. 


La asignación profesional, en consecuencia, representa no sólo una posibilidad para que los funcionarios de los estamentos más bajos puedan profesionalizar su actividad, sino también una señal a la expectativa de que quienes cuenten con la calificación apropiada puedan en el futuro convertirse en abogados asistentes e incluso en fiscales. Por todo ello, equiparar la situación del Ministerio Público con la del Poder Judicial –a un costo anual, según las estimaciones de la Dirección de Presupuestos, de entre $1.000 y $2.000 millones- resulta una medida, a su juicio, de mínima justicia, no obstante lo cual no ha sido acogida por la autoridad.  


Llamó la atención, por otra parte, sobre que aún con la mayor dotación que el presente proyecto de ley ha considerado, seguirá estando el Ministerio Público lejos de lo recomendado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en un estudio de hace unos seis años, en el sentido de que debía contar con una estructura de entre 800 y 1.000 funcionarios.


Finalmente, señaló que otro asunto que debiera analizarse es la posibilidad de que en los ascensos de los estamentos administrativos y auxiliares -de remuneraciones más bajas-, se reduzca el margen actual de antigüedad que se exige –del orden de 6 ó 7 años-, habida cuenta que constituyen el mayor caudal de funcionarios de la institución. 


La señora Ministra de Justicia indicó que la distribución de los funcionarios no es estática, por lo que anualmente puede ajustarse en consideración de las realidades regionales. Como fuere, en virtud de la iniciativa legal en análisis el aumento de dotación va a oscilar entre 10% y 32% a lo largo del país, y en el caso específico de la Región de la Araucanía estará en torno al 16%.
En relación con los distintos temas que pueden estar afectando a los funcionarios de la Fiscalía, puso de relieve que en la actualidad se encuentra en tramitación, en la Cámara de Diputados, un proyecto de ley que aborda la polifuncionalidad, y que en la denominada Mesa del Sector Público se están analizando las diversas inquietudes recogidas de las asociaciones de funcionarios del sector público en materias como tutela laboral, a propósito de los derechos colectivos del sector público. Allí también se ha planteado la preocupación por las asignaciones profesionales de auxiliares y administrativos del Ministerio Público, que está siendo objeto de revisión y análisis por parte del Ejecutivo.
---

A continuación se da cuenta de las disposiciones de competencia de la Comisión, así como de los acuerdos adoptados a su respecto:
Artículo único

Introduce enmiendas, mediante 15 numerales, en la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público.
Número 3)


Intercala un artículo 37 bis, contenido en el Párrafo 4° Bis, nuevo, en el Título II, del siguiente tenor:


“Artículo 37 bis.- Créase el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, en adelante “el Sistema”, para el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras de criminalidad reconocibles.


El Sistema estará compuesto por unidades de análisis criminal y unidades de focos investigativos.


Las unidades de análisis criminal, que formen parte del Sistema, tendrán las siguientes funciones:


a) Generar información  mediante el análisis estratégico de los datos agregados provenientes de delitos contra la propiedad y, en general, de aquellos de mayor  connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada;


b) Efectuar reportes de la información analizada sobre criminalidad regional, identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos, reconocimiento de imputados y  cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica, y


c) Formular orientaciones y diseñar procedimientos estándares de gestión eficiente de la información que permitan el logro de los resultados propuestos por el Ministerio Público.


Los informes y reportes elaborados por las unidades de análisis criminal en ejercicio de las funciones señaladas en el inciso anterior, podrán ser declarados reservados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 20.285.  


Las unidades de focos investigativos del Sistema, dependerán de cada Fiscalía Regional, debiendo coordinarse operativamente con las fiscalías locales de la respectiva región y estará compuesta por fiscales adjuntos, quienes ejercerán la acción penal, adoptarán medidas de protección a víctimas y testigos, y dirigirán la investigación en aquellos delitos que hayan sido objeto de estudio de las unidades de análisis criminal del Sistema.”.


La señora Ministra de Justicia expuso que el mayor indicador de satisfacción de una víctima es saber si su problema ha sido resuelto, es decir, si el hecho que le afectó pudo ser finalmente esclarecido.


Entre los delitos contra la propiedad más recurrentes en nuestro país, se explayó, se encuentran los que no cuentan con un imputado conocido, por ejemplo, cuando al retornar al lugar en que se había estacionado el vehículo particular, este ya no está. Ahí no existe la posibilidad de aportar antecedentes que permitan identificar al autor o determinar la hora exacta del hecho, por lo que muy probablemente la causa termine archivada. Sin embargo, sí se puede llegar a determinar que, un caso como el reseñado, es de habitual ocurrencia en la misma cuadra y constituye un patrón en ciertos horarios, por lo que puede estarse en presencia de una banda dedicada a esa clase de delitos. Todo esto, gracias a la existencia de un sistema de análisis criminal que permite acumular y cruzar datos para, a fin de cuentas, focalizar de mejor manera la investigación.    


El Honorable Senador señor Coloma consultó, sin perjuicio de su voto favorable a este artículo, cuál es el alcance de la expresión “mercados delictuales”, contenida en el artículo 37 bis.


Manifestó, asimismo, que sería deseable conocer las metas concretas, en comparación con la realidad actual, que se esperan obtener en materia de mejoramiento de la atención a las víctimas, en virtud de las propuestas y nuevos recursos que mediante el presente proyecto de ley se introducen. Con esa información será posible, en el futuro, medir los efectos de estas medidas.

El Honorable Senador señor Lagos observó que cada cierto tiempo es posible encontrar, en los medios de prensa, mapas con los sectores en los que los robos de vehículos, siguiendo el ejemplo de la señora Ministra, son más frecuentes. Se trata, en consecuencia, de información que de alguna manera ya se encuentra disponible.


Por otra parte, señaló compartir lo expresado por las asociaciones de funcionarios del Ministerio Público, en el sentido de que se requieren recursos para que quienes pasen a cumplir nuevas funciones dentro de la institución, puedan a su vez ser convenientemente reemplazados y no queden tareas sin ser asumidas por nadie.

El Honorable Senador señor Zaldívar preguntó también por el sentido de la referencia a “mercados delictuales”.


La señora Ministra apuntó que tal es la expresión que en técnica jurídica internacional se utiliza.


Puesto en votación el numeral 3), que contiene el artículo 37 bis, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadores señores Coloma, De Urresti, García, Lagos y Zaldívar. 

Numeral 11)

Modifica el artículo 72, en el siguiente sentido:

a) Reemplaza, para el cargo de Fiscal Adjunto grados IV a IX, el guarismo “IX” por “VIII" y el guarismo “647" por "769".

b) Sustituye, para los Profesionales grados VI a XI, el guarismo "975" por "1.178".

c) Reemplaza, para los Técnicos grados IX a XIV, el guarismo "529" por "611".

d) Sustituye, para los Administrativos grados XI a XVII, el guarismo "1.136" por "1.306”.

e) Reemplaza, para los Auxiliares grados XVIII a XIX, el guarismo “XVIII” por “XVII".

f) Intercala el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“A los profesionales que desempeñen funciones de abogado asistente de fiscal se les asignarán los grados entre el VIII y el XI.”.
El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que, a propósito de esta disposición, el Ministerio y la Dirección de Presupuestos deben tomar en cuenta lo expuesto anteriormente por las asociaciones de funcionarios del Ministerio Público.


Puesto en votación el numeral 11), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, García, Lagos y Zaldívar.
Numeral 12)



Reemplaza en el inciso segundo del artículo 75, la expresión “grado IX” por “grado VIII”.
· El referido artículo 75 es del siguiente tenor:
“Artículo 75.- La remuneración del fiscal adjunto que se desempeñe como jefe de fiscalía local no podrá ser superior a la del grado IV del escalafón superior del Poder Judicial ni inferior a la del grado V del mismo escalafón, incluidas todas las asignaciones que le correspondan.

Los demás fiscales adjuntos no podrán tener una remuneración superior a la del grado VI ni inferior a la del grado IX del referido escalafón, incluidas todas las asignaciones que les correspondan.”.

Puesto en votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, García, Lagos y Zaldívar.
Numeral 13)


Agrega los siguientes artículos 75 bis y 75 ter, nuevos: 




“Artículo 75 bis.- Los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 75, mediante este sistema de ascenso los fiscales podrán acceder hasta el grado V inclusive de acuerdo al presente artículo.


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso, los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	Fiscal Adjunto
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VI
	7

	
	VII
	7

	
	VIII
	6



2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine  el Fiscal Nacional.


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los fiscales adjuntos que tengan mayor antigüedad en la Institución.


La promoción de los fiscales adjuntos antes  señalados se realizará solamente conforme a este artículo.”.


Artículo 75 ter.- Los profesionales, los técnicos, los administrativos y los auxiliares, con contrato indefinido del Ministerio Público y que no sean de exclusiva confianza, tendrán un sistema de ascenso, de  carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores en su respectiva planta de personal. 


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso los funcionarios señalados en el inciso anterior que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:
	PROFESIONAL
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VII
	7

	
	VIII
	7

	
	IX
	6

	
	X
	5

	
	XI
	4


	TÉCNICO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	X
	7

	
	XI
	7

	
	XII
	6

	
	XIII
	5

	
	XIV
	4


	ADMINISTRATIVO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XII
	7

	
	XIII
	7

	
	XIV
	7

	
	XV
	6

	
	XVI
	5

	
	XVII
	4


	AUXILIAR
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XVIII
	7

	
	XIX
	6



2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine  el Fiscal Nacional. 


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la respectiva planta de personal. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los funcionarios que tengan mayor antigüedad en la Institución. 


La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará conforme a las reglas este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a concursos internos.”.
El Honorable Senador señor Coloma consultó por la afirmación de que se trata de un sistema de ascensos técnico y reglado. Observó que, desde su perspectiva, no queda claro cómo se premia la calidad y eficiencia de cada fiscal, por sobre la mera antigüedad en el escalafón. Acotó que el porcentaje de funcionarios que es calificado con una nota de desempeño individual inferior a 95% es ínfimo, por lo que no sirve como criterio para evaluar calidad y distinguir entre pares, no advirtiendo cuál es el instrumento para valorar esa calidad y esfuerzo, lo que justamente ha sido criticado en otras instituciones, como ocurre con el Estatuto Docente.

El Director Ejecutivo Nacional del Ministerio Público, señor Abbott, observó, en primer lugar, que el ascenso en cada proceso se refiere al 15% de la planta respectiva, por lo que eso implica una primera selección. Indicó que, luego de dicha selección, deberá preferirse a quienes tengan las notas más altas, y ello servirá para distinguir aunque se refieran todas a un rango alto de notas, dado que se preferirá a quien tenga 99% ó 100%, por sobre quien cuente con 96, 97 ó 98% como evaluación.

El Honorable Senador señor Coloma acotó que la aprobación de un examen de conocimientos, contemplado en el número 4) del inciso primero, es una alternativa en caso de no contar con un post grado o curso de perfeccionamiento aprobado.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que no debe olvidarse que en el sector público existe un problema para no calificar con nota máxima, cual es que el funcionario que ve rebajada su nota se verá perjudicado frente a otros funcionarios de su mismo grado que son calificados con nota máxima desempeñándose en otros sectores del respectivo servicio o entidad.

El Honorable Senador señor García preguntó de qué presupuesto dispone el Ministerio Público para financiar capacitaciones como cursos de perfeccionamiento y maestrías para sus funcionarios.

El señor Abbott informó que el presupuesto anual para financiar ese tipo de capacitaciones asciende a $40.000.000. Mencionó, como ejemplo, que existe un convenio con la Universidad de California que permitió que este año 6 fiscales viajaran a perfeccionarse en litigación oral. Agregó que también existen capacitadores internos en la institución.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cuál es el presupuesto total para capacitación del Ministerio Público.

El señor Abbott señaló que el presupuesto total para capacitaciones es de, aproximadamente, $600 millones.

Puesto en votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, García, Lagos y Zaldívar.
Numeral 14)



Sustituye en el  inciso segundo del artículo 76, en el párrafo referido al Nivel 5, “Auxiliares”, el guarismo “XVIII” por “XVII”.
· El referido artículo 76 es del siguiente tenor:
“Artículo 76.- La remuneración de los funcionarios del Ministerio Público será determinada de acuerdo con el nivel asignado al cargo.

Para estos efectos, existirán los siguientes niveles de cargos, referidos a los grados máximos y mínimos que en cada caso se señala, del escalafón superior o del escalafón de empleados del Poder Judicial, incluidas todas sus asignaciones:

Nivel 1, Ejecutivos:

Director Ejecutivo Nacional, grado II del escalafón superior.

Directores Ejecutivos Regionales, grado III del escalafón superior.

Jefes de Unidades nacionales y Jefes de Unidades regionales, grados III a V del escalafón superior.

Nivel 2, Profesionales:

Grados VI  a XI del escalafón superior.

Nivel 3, Técnicos:

Grados IX a XIV del escalafón de empleados, con asignación profesional.

Nivel 4, Administrativos:

Grados XI a XVII del escalafón de empleados, sin asignación profesional.

Nivel 5, Auxiliares:

Grados XVIII a XIX del escalafón de empleados, sin asignación profesional.”.

Puesto en votación el numeral fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, García, Lagos y Zaldívar.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero
Establece que el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos se implementará gradualmente en el plazo de 3 años. Mediante un decreto supremo del Ministerio de Hacienda suscrito, además, por el Ministro de Justicia, se definirán las regiones en las cuales se implementará cada año, previa consulta al Fiscal Nacional.


El inciso segundo dispone que el referido Sistema deberá ser evaluado, por primera vez, a tres años del inicio de sus funciones. Dicha evaluación, deberá contener, entre otros, los resultados de las acciones desarrolladas, mediciones de eficiencia, eficacia y calidad, la que será efectuada por una entidad evaluadora externa, contratada por licitación pública, cuyo informe deberá publicarse en la página web institucional, al mes siguiente a su entrega. Además, se informará de ello en la cuenta pública del año que corresponda. 
Puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, García, Lagos y Zaldívar.
Artículo segundo

Dispone que la primera aplicación de los artículos 75 bis y 75 ter que se introducen en la ley N° 19.640, deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a la publicación de la presente ley. El porcentaje establecido en los incisos terceros de dichos artículos será de 20% para el primer proceso. 
En este artículo recayó la indicación de su Excelencia el señor Vicepresidente de la República para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:
“Durante el octavo año de vigencia de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, nuevos, incorporados por la presente ley, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, para la realización de un estudio y evaluación de los efectos de la aplicación de los referidos artículos. Dicho informe será de público conocimiento debiendo ser difundido en forma electrónica o digital por la referida Institución y enviado al Congreso Nacional. Los artículo 75 bis y 75 ter tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre del décimo año contado desde la publicación de esta ley. Dicha vigencia se prorrogará, por una sola vez, por el periodo de 10 años siguientes al término del anterior, en aquellas plantas que tengan menos de un 20% de los fiscales o funcionarios en su grado tope según corresponda, al 31 de diciembre antes señalado.”.
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Paris, explicó que el proyecto de ley crea un sistema de ascensos reglado, que implica que cada 2 años subirán de grados hasta un 15% de la respectiva planta. Agregó que el sistema se encuentra financiado por 10 años, al cabo de los cuales se proponía efectuar una evaluación y, en los casos en que las plantas tengan menos de un 20% de los fiscales o funcionarios en su grado tope, se prorrogaría el sistema por 10 años más.

Observó que al rechazarse -en el trámite anterior- el inciso segundo propuesto en la indicación sustitutiva del Ejecutivo, se deja el sistema de ascensos como permanente pero sin financiamiento a partir del décimo año.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó si existe una delegación de facultades en la disposición en debate.

El asesor, señor Paris, señaló que no existe delegación de facultades. Asimismo, observó que la obligación de efectuar una evaluación al décimo año podría arrojar como resultado que las plantas cuenten con más del 20% de los funcionarios en el grado tope, lo que derivaría en la necesidad de rediseñarlas porque no se considera deseable que un gran número de funcionarios se encuentre en el tope del escalafón.

Agregó que la ley establece la forma en que se producen los ascensos, sin crear nuevos grados. 

El Honorable Senador señor De Urresti expresó  que en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, no se planteó ni cuestionó el que existiera una delegación de facultades, sólo se debatió acerca del modelamiento de 10 años para alcanzar los fines propuestos respecto de la carrera funcionaria.

Manifestó que la citada Comisión rechazó por unanimidad el inciso que se busca reponer mediante indicación, debido a que no se efectuaba el modelamiento de la carrera del modo que ahora lo plantea el Ejecutivo, y no se explicó de manera satisfactoria cómo se evitaría una sobreconcentración de funcionarios en los grados tope de cada escalafón.

El Honorable Senador señor García planteó tener dudas acerca de la prórroga por 10 años que se permitiría efectuar respecto de las plantas que cuenten con menos de un 20% de los funcionarios que corresponda en el grado tope. Estimó que se trataría de ascensos, y sería de aquellas normas cuya delegación al Ejecutivo no podría hacerse más allá del plazo de un año.
El Honorable Senador señor Zaldívar sostuvo que al explicarse que la disposición no crea grados, ni plantas, parece más claro que no se trata de una delegación de facultades para dictar normas legales.

En votación, la indicación de Su Excelencia el Vicepresidente de la República fue aprobada, con enmiendas formales, por mayoría de votos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Coloma y García.

Puesto en votación el resto del artículo segundo transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, García, Lagos y Zaldívar.
Artículo tercero

 Prescribe que dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público para desempeñar las funciones asociadas al traspaso de procesos desde la Justicia Militar de acuerdo con la ley N° 20.477, podrán ser contratados e incorporados a la planta de profesionales del Ministerio Público, sin previo concurso público. 
El Honorable Senador señor Coloma observó que, a propósito del proyecto de ley que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria (boletín N° 9.898-05), discutieron largamente acerca de la excepción que se hacía a la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, al no exigirse concurso público para ocupar un cargo de titular en la planta –permitiéndose efectuar concurso interno-, y aquí se permite pasar a la planta de profesionales del Ministerio Público sin que exista siquiera un concurso. Señaló que se trata de una excepción exorbitante desde el punto de vista del ingreso a la función pública como titular en un cargo de planta. 

El Director Ejecutivo Nacional, señor Abbott, explicó que hace más de 5 años se autorizó la contratación, en base a honorarios, de profesionales que hicieran frente al traspaso de procesos desde la Justicia Militar, por lo que ahora se quiere regularizar la situación laboral de dichos profesionales.

Puesto en votación, el artículo fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores De Urresti, García, Lagos y Zaldívar, y el voto en contra del Honorable Senador señor Coloma.
Artículo cuarto

 A partir de la fecha de publicación de la presente ley, se les asignará el grado VIII del escalafón superior del Poder Judicial, a los fiscales adjuntos que se encontraren en el grado IX del referido escalafón. 
Puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, Lagos y Zaldívar.
Artículo quinto

 El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.
Puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, Lagos y Zaldívar.
- - -

INFORME FINANCIERO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 26 de abril de 2012, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes
1. A más de diez años de haberse iniciado la Reforma Penal Pública, nuestro país cuenta con un sistema consolidado que se ha constituido en un referente para otros países latinoamericanos que han emprendido desafíos similares.

No obstante lo anterior, existen ámbitos en que subsisten desafíos pendientes que exigen la implementación de nuevas estrategias y ajustes institucionales. Es en este contexto que surge el presente proyecto de ley, cuyo objetivo principal es mejorar la persecución penal, a través de una serie de reformas institucionales que estén en consonancia con los contenidos del Plan de Seguridad Pública "Chile Seguro".

2. Para el logro de lo anterior el proyecto aborda especialmente las siguientes materias: creación de una Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad, reforzamiento en la tramitación compleja y menos compleja, creación de Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos, fortalecimiento de la atención de víctimas y testigos, y establecimiento de bases para una carrera funcionaria.

3. El proyecto de ley se estructura sobre la base de un artículo único y dos artículos transitorios, a saber:

a. Artículo único: modifica la Ley N° 19.640, Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, en lo sustantivo de acuerdo a lo siguiente:

- Crea la figura del Fiscal Jefe Especial a quien corresponderá el ejercicio de las funciones y atribuciones del Ministerio Público en la persecución de los delitos de alta complejidad en materia de drogas, corrupción, lavado de activos, trata de personas, tráfico de migrantes, terrorismo, control de armas y los cometidos por personas jurídicas según lo establecido en la Ley N° 20.393.

- Crea la Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad, definiendo los criterios y formas en que operará dicha Fiscalía y cómo se relacionará con las Fiscalías Regionales.

- Establece las figuras de la subrogancia y la suplencia para el caso de los fiscales adjuntos.

- Incorpora la figura de los concursos de promoción interna de los fiscales adjuntos y su operatoria. Cabe destacar que este mecanismo no podrá aplicarse a más del 30% de los cargos vacantes en cada año calendario.

- Modifica la planta actual del Ministerio Público para incorporar nuevos cargos de acuerdo a lo siguiente:

 FIAC: 1 cargo Fiscal Jefe, 24 fiscales adjuntos y 58 funcionarios.

Tramitación de Causas Menos Complejas: 23 fiscales adjuntos y 138 funcionarios.

 Atención a víctimas y testigos: 104 funcionarios.

Proyecto piloto Unidades Análisis Criminal y Focos Investigativos: 22 fiscales adjuntos.

b. Artículo primero transitorio: establece la creación del programa piloto denominado "Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos", el cual se implementará en tres regiones y tendrá una duración de tres años.

En el mismo artículo se establece que se destinarán 22 fiscales para llevar a cabo el programa piloto, así como la existencia de un convenio en el cual se determinarán las metas anuales y los indicadores o instrumentos de similar naturaleza que permitan medir el grado de cumplimiento de las metas asociadas al proyecto piloto. La evaluación será realizada por una entidad evaluadora de origen externo, que verificará el grado de cumplimiento de las metas, sobre la base de los informes elaborados por el Fiscal Nacional.

c. Artículo segundo transitorio: establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria Ministerio Público. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley tiene gastos por una vez y gastos recurrentes en régimen, conforme a los siguientes supuestos de cálculo:

	Gastos
	Monto Anual (miles de $ de 2012)

	De operación en régimen:

	Gastos en Personal (70 fiscales y 300 funcionarios)
	11.153.044

	Bienes y Servicios de Consumo
	2.389.697

	Total Gasto de Operación
	13.542.741

	Gastos por una vez
	2.586.535


III. Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal

El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal con la siguiente configuración temporal:

	
	
	                       Miles de $ de 2012
	

	
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Régimen

	Gasto Total
	7.620.224
	10.747.741
	14.272.504
	13.542.741


”.
- Posteriormente, se presentó informe financiero sustituto, referido a indicación presentada, de 15 de octubre de 2013, que señala, textualmente, lo que sigue:

“I. Antecedentes

1. En lo sustantivo, la indicación tiene por objeto perfeccionar el proyecto de ley actualmente en trámite en el Congreso, incorporando los acuerdos que se han alcanzado.

2. Para el logro de lo anterior, la indicación aborda las siguientes materias:

- Se suprime la creación de una Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad.

- Se adecúa el texto de la LOC del Ministerio Público al inciso segundo del artículo 85 de la Constitución Política de la República, que por enmienda rebajó la duración del cargo del Fiscal Nacional de 10 a 8 años.

- Se amplían los procesos de promoción interna de fiscales, al incrementar el porcentaje de los cargos vacantes a que están referidos, desde un 30% a un 50%.

- Se regula el sistema de concursos para ocupar cargos que han quedado vacantes y el sistema de ascensos.

- Se redistribuyen los 83 cargos de la Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad, que se suprime, para incorporar a la dotación del Ministerio Público 48 cargos de fiscal y 38 cargos profesionales.

De estos cargos, 24 fiscales y 24 profesionales se destinarán en forma prioritaria (no exclusiva) para causas de alta complejidad, con presencia en cada región del país.

- Se modifica el criterio de asignación de la ejecución del proyecto UAC-FOCOS, en base al tamaño de las fiscalías regionales, el cual se determinará en función del porcentaje de ingresos de delitos de mayor connotación social que cada una de ellas tenga en relación al total nacional del mismo tipo de delitos.

- Se suprime la norma transitoria relativa al cumplimiento de metas para el personal del piloto UAC-FOCOS.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

Producto de la reasignación de cargos contenida en la indicación, los costos del proyecto de ley pasan a ser los siguientes:

	Gastos de Operación en Régimen                                                  Miles $ de 2013
	

	Gastos en Personal: 93 fiscales y 280 funcionarios
	10.368.797

	Gastos en Personal: ascensos
	1.260.534

	Bienes y Servicios de Consumo
	2.521.246

	Total Gastos de Operación
	14.150.577


Además el proyecto tiene gastos por una vez por M$2.640.853 que se generan gradualmente hasta el año 3 de implementación.

La estructura temporal del gasto es la siguiente:




       Miles de $ de 2013

	
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Régimen

	Gasto Total
	8.408.249
	11.000.773
	14.858.616
	14.150.577


”.

- Con fecha 22 de diciembre de 2014, se presentó un  nuevo informe financiero sustitutivo, referido a indicación sustitutiva, que señala, textualmente, lo que sigue:

“La presente Indicación Sustitutiva irroga un mayor gasto fiscal por los siguientes conceptos:

I. Incremento de la dotación actual del Ministerio Público

El incremento de la dotación está destinado a fortalecer la tramitación de los casos menos complejos y ia atención de usuarios, pasar a la calidad de planta a los profesionales que actualmente ven las causas de justicia militar y a la creación del Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos.

Los mayores gastos corresponden a:

a. Incremento de la dotación en 577 personas, producto de la creación de:

- 122 cargos de fiscales adjuntos.

- 203 cargos de profesionales, de los cuales 28 corresponden a abogados para ver las causas de justicia militar, y que actualmente están contratados a honorarios.

- 82 cargos de técnicos.

- 170 cargos de administrativos

b. Gastos permanentes de operación asociados a los nuevos cargos y a la implementación del Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos.

c. Gastos transitorios asociados a la habilitación de nuevos espacios de trabajo, mobiliario, equipos informáticos y capacitación de los nuevos cargos.

El incremento de la dotación se hará con una gradualidad de tres años y el siguiente gasto anual máximo:








                      Miles de  $                                                                                                 
	Concepto de gasto
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	En Régimen

	Gasto en Personal - ST 21
	6.366.209
	11.375.465
	16.615.352
	16.615.352

	Fiscales adjuntos
	2.382.927
	4.833.230
	7.686.462
	7.686.462

	Profesionales
	2.757.550
	4.071.056
	5.179.826
	5.179.826

	Técnicos
	592.706
	1.276.597
	1.992.927
	1.992.927

	Administrativos
	633.026
	1.194.582
	1.756.137
	1.756.137


	Concepto de gasto
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	En Régimen

	Bienes y Servidos de Consumo - ST 22
	2.431.600
	3.421.099
	4.544.129
	3.582.700

	Operación permanente
	1.298.583
	2.453.951
	3.582.700
	3.582.700

	Habilitación de los nuevos espacios de trabajo y capacitación.
	1.133.017
	967.148
	961.429
	0

	Adquisición de Activos no Financieros - ST 29
	309.464
	266.455
	268.050
	O

	Mobiliario
	163.630
	133.760
	135.410
	

	Máquinas y equipos
	119.517
	102.260
	97.580
	

	Equipos computacionales
	23.752
	27.585
	31.735
	

	Software
	2.565
	2.850
	3.325
	

	TOTAL
	9.107.273
	15.063.019
	21.427.531
	20.198.052


II. Desarrollo institucional

Se crea la figura de la suplencia y de la subrogancia para los fiscales adjuntos, se aumenta el grado de inicio de la escala de los fiscales adjuntos, pasando del grado IX al grado VIII y concordante con lo anterior, se aumenta el grado tope para los ayudantes de fiscal, pasando del grado IX al VIII.

Las medidas antes señaladas generan el siguiente mayor gasto anual, en régimen:











Miles de $

	Suplencias y Subrogancias de fiscales adjuntos
	2.026.380

	Aumentar el grado de inicio de los fiscales adjuntos - de un grado IX a un grado VIII
	183.726

	Aumentar el grado tope para los ayudantes de fiscal - de grado IX a grado VIII
	74.990

	TOTAL
	2.285.096


III. Carrera funcionaría

Se crea un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual hasta el 15% de la planta de fiscales adjuntos y hasta el 15% de las plantas de funcionarios podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores.

El señalado sistema de ascenso será aplicable a los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, y a los profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, con contrato indefinido y que no sean de exclusiva confianza.

El sistema de ascensos se realizará cada 2 años y tendrá una vigencia de 10 años, prorrogables por otros 10 años bajo las condiciones determinada en la ley. El gasto anual máximo, hasta el año 10, es de:












Miles $

	Estamento
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Año 4
	Año 5

	Fiscales adjuntos
	978.399
	978.399
	1.410.902
	1.410.902
	1.740.511

	Funcionarios
	1.010.802
	1.010.802
	2.207.861
	2.207.861
	3.441.580

	TOTAL
	1.989.200
	1.989.200
	3.618.763
	3.618.763
	5.182.091













Miles $

	Estamento
	Año 6
	Año 7
	Año 8
	Año 9
	Año 10

	Fiscales adjuntos
	1.740.511
	2.705.880
	2.705.880
	3.518.757
	3.518.757

	Funcionarios
	3.441.580
	4.856.238
	4.856.238
	6.341.830
	6.341.830

	TOTAL
	5.182.091
	7.562.118
	7.562.587
	9.860.587
	9.860.587


El primer proceso de ascensos se realizará dentro de los 6 meses siguientes a la publicación de la ley y el porcentaje de fiscales adjuntos y funcionarios que podrán ascender será de hasta 20%.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta indicación durante el año de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a la Partida 23 Ministerio Público y en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. Para los años siguientes, los recursos se proveerán en las respectivas leyes de presupuestos.

El presente Informe Financiero sustituye el I.F. N° 123, de 15.OCT.2013.”.

- Finalmente, se presentó informe financiero complementario, de fecha 9 de junio de 2015, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“a) Mensaje N° 474-363 

La indicación recoge distintas materias que perfeccionan el texto del proyecto de ley.

b) Mensaje N° 475- 363

La indicación repone el inciso segundo del artículo segundo transitorio.

Las indicaciones no irrogan gasto adicional al señalado en el Informe Financiero N°117, de 22.DIC.2014, y por el contrario restituye el costo del proyecto de ley a su costo original.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

MODIFICACIONES
En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la siguiente enmienda al proyecto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su informe:
Artículo segundo transitorio

°°°

Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Durante el octavo año de vigencia de los citados artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, para la realización de un estudio y evaluación de los efectos de la aplicación de los referidos artículos. Dicho informe será de público conocimiento debiendo ser difundido en forma electrónica o digital por la referida institución y enviado al Congreso Nacional. Los artículos 75 bis y 75 ter tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre del décimo año contado desde la publicación de esta ley. Dicha vigencia se prorrogará, por una sola vez, por el período de 10 años siguiente al término del anterior, en aquellas plantas que tengan menos de un 20% de los fiscales o funcionarios en su grado tope según corresponda, al 31 de diciembre antes señalado.”. (Mayoría de votos, tres a favor y dos abstenciones. Indicación del Vicepresidente de la República).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público:


1) Agréganse en el artículo 2° los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fiscal, con excepción de la comparecencia a las audiencias de juicio oral. Para tal efecto, será necesaria la delegación expresa y específica para la actuación de que se trate, por parte de un fiscal del Ministerio Público, a dichos profesionales.


El Fiscal Nacional, en el ejercicio de sus atribuciones, regulará  la forma en que se delegará esta facultad.  


A los  abogados asistentes de fiscal les será aplicable lo dispuesto en los artículos 9º, 9º bis y 9º ter, las inhabilidades establecidas en el Título IV, y las normas sobre responsabilidad  aplicables a los fiscales.”.


2) Sustitúyese, en el inciso primero de los artículos 16 y 30, la palabra “diez” por el vocablo “ocho”.  


3) Intercálase el siguiente Párrafo 4° Bis, nuevo, en el Título II:

“PÁRRAFO 4° BIS

DEL SISTEMA DE ANÁLISIS CRIMINAL Y FOCOS INVESTIGATIVOS


Artículo 37 bis.- Créase el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, en adelante “el Sistema”, para el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras de criminalidad reconocibles.


El Sistema estará compuesto por unidades de análisis criminal y unidades de focos investigativos.


Las unidades de análisis criminal, que formen parte del Sistema, tendrán las siguientes funciones:


a) Generar información  mediante el análisis estratégico de los datos agregados provenientes de delitos contra la propiedad y, en general, de aquellos de mayor  connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada;


b) Efectuar reportes de la información analizada sobre criminalidad regional, identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos, reconocimiento de imputados y  cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica, y


c) Formular orientaciones y diseñar procedimientos estándares de gestión eficiente de la información que permitan el logro de los resultados propuestos por el Ministerio Público.


Los informes y reportes elaborados por las unidades de análisis criminal en ejercicio de las funciones señaladas en el inciso anterior, podrán ser declarados reservados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 20.285.  


Las unidades de focos investigativos del Sistema, dependerán de cada Fiscalía Regional, debiendo coordinarse operativamente con las fiscalías locales de la respectiva región y estará compuesta por fiscales adjuntos, quienes ejercerán la acción penal, adoptarán medidas de protección a víctimas y testigos, y dirigirán la investigación en aquellos delitos que hayan sido objeto de estudio de las unidades de análisis criminal del Sistema.”.


4) Modifícase el artículo 40 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“En todos los casos en que el fiscal adjunto se encontrare impedido de desempeñar el cargo por cualquier causa, será subrogado por el solo ministerio de la ley, con todas sus facultades y obligaciones, por el abogado asistente perteneciente a la misma fiscalía, designado por el Fiscal Regional.”. 


b) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser  sexto: 


“Si la subrogación a que se refiere el inciso anterior se ejerciera por  más de 14 días, el abogado asistente que subrogue al fiscal percibirá una remuneración equivalente a la del fiscal titular por todo el tiempo que dicho profesional hubiere ejercido como subrogante.


En el caso de que persista la circunstancia o el impedimento, por  más de 30 días, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. Asimismo, podrá contratarse a un abogado quien realizará las labores del abogado asistente que está ejerciendo la suplencia.


Si un cargo de fiscal adjunto se encuentra vacante, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente de fiscal en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. En todo caso, la suplencia no podrá extenderse por más de 6 meses, al término de los cuales deberá nombrarse un titular.”. 


5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 48 la frase “los incisos segundo y tercero del artículo 132, de los artículos 132 bis y 190 y del inciso primero del artículo 191 191 del Código Procesal Penal” por “el inciso tercero del artículo 2º, los incisos segundo y tercero del artículo 132, los artículos 132 bis y 190 y el inciso primero del artículo 191 del Código Procesal Penal”.


6) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 55:


a) Agrégase en el número 2º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”.


b) Agrégase en el número 3º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”.


c) Agrégase en el número 5º, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


d) Agrégase en el número 6º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “, conviviente civil,”.


e) Agrégase en el número 8º, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión “conviviente civil,”.


f) Agrégase en el número 9º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “,  conviviente civil,”.


g)  Agrégase en el número 11, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


h)  Agrégase en el número 13, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


i)  Agrégase en el número 14, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


j) Agrégase en el número 16, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”. 


k) Reemplázanse en el párrafo segundo del número 16 la frase “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones” por “Superintendencia de Pensiones”, y “Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional” por “Superintendencia de Salud”.


7) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 59, la palabra “Regionales” por la expresión “integrantes del Consejo General, excluido el Fiscal Nacional”. 


8) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 61.


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o  conviviente civil”.


b) Agrégase, en el inciso segundo,  a continuación de la palabra “cónyuges” la expresión “o convivientes civiles”. 


9) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 63:


a) Agrégase en la letra a), a continuación de la palabra “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


b) Agrégase en la letra b), a continuación de la palabra “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


c) Agrégase en la letra i), a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”. 


10) Reemplázase el inciso segundo del artículo 70 por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Excepcionalmente, el Fiscal Nacional, por resolución fundada, podrá autorizar la realización de concursos internos de funcionarios u otros sistemas de selección, los que en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad de los postulantes.


En el caso de los concursos internos de funcionarios, estos se regirán por las bases que, al afecto, el Fiscal Nacional dicte, las que deberán garantizar su publicidad y transparencia. Las bases serán incorporadas en el llamado al concurso interno y contemplarán parámetros objetivos e iguales para todos los funcionarios del país, debiendo considerarse, entre otros, los siguientes: evaluaciones obtenidas; conocimientos específicos del cargo que se trate de proveer; antigüedad en la institución y antigüedad en el grado respectivo, todo conforme al reglamento que sobre esta materia dictará el Fiscal Nacional.”.


11) Modifícase el artículo 72, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, para el cargo de Fiscal Adjunto grados IV a IX, el guarismo “IX” por “VIII" y el guarismo “647" por "769".


b) Reemplázase, para los Profesionales grados VI a XI, el guarismo "975" por "1.178".


c) Reemplázase, para los Técnicos grados IX a XIV, el guarismo "529" por "611".


d) Reemplázase, para los Administrativos grados XI a XVII, el guarismo "1.136" por "1.306”.


e) Reemplázase, para los Auxiliares grados XVIII a XIX, el guarismo “XVIII” por “XVII".


f) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“A los profesionales que desempeñen funciones de abogado asistente de fiscal se les asignarán los grados entre el  VIII y el XI.”. 


12) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 75, la expresión “grado IX” por “grado VIII”. 


13) Agréganse, los siguientes artículos 75 bis y 75 ter, nuevos: 


“Artículo 75 bis.- Los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 75, mediante este sistema de ascenso los fiscales podrán acceder hasta el grado V inclusive de acuerdo al presente artículo.


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso, los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	Fiscal Adjunto
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VI
	7

	
	VII
	7

	
	VIII
	6



2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine  el Fiscal Nacional.


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los fiscales adjuntos que tengan mayor antigüedad en la Institución.


La promoción de los fiscales adjuntos antes  señalados se realizará solamente conforme a este artículo.”.


Artículo 75 ter.- Los profesionales, los técnicos, los administrativos y los auxiliares, con contrato indefinido del Ministerio Público y que no sean de exclusiva confianza, tendrán un sistema de ascenso, de  carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores en su respectiva planta de personal. 


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso los funcionarios señalados en el inciso anterior que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	PROFESIONAL
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VII
	7

	
	VIII
	7

	
	IX
	6

	
	X
	5

	
	XI
	4


	TÉCNICO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	X
	7

	
	XI
	7

	
	XII
	6

	
	XIII
	5

	
	XIV
	4


	ADMINISTRATIVO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XII
	7

	
	XIII
	7

	
	XIV
	7

	
	XV
	6

	
	XVI
	5

	
	XVII
	4


	AUXILIAR
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XVIII
	7

	
	XIX
	6



2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine  el Fiscal Nacional. 


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la respectiva planta de personal. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los funcionarios que tengan mayor antigüedad en la Institución. 


La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará conforme a las reglas este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a concursos internos.”.


14)  Sustitúyese en el  inciso segundo del artículo 76, en el párrafo referido al Nivel 5, Auxiliares”, el guarismo “XVIII” por “XVII”.


15) Agrégase el siguiente Título IX, nuevo:

“TÍTULO IX

PLAN INSTITUCIONAL ANUAL


Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar en su página web un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, los objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción y por región, para que éstos den cuenta del cumplimiento efectivo de su misión institucional, esto es la eficiencia y eficacia en la persecución penal y el mejoramiento en la atención de víctimas, junto con la evaluación del grado de cumplimiento del Plan Institucional Anual del año anterior. 


Un reglamento interno, el que deberá dictarse dentro de los 180 días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, regulará el procedimiento de elaboración y los contenidos específicos del Plan.


El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la referida cuenta se publicará en la página web institucional.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos se implementará gradualmente en el plazo de 3 años. Mediante un decreto supremo del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Justicia, se definirán las regiones en las cuales se implementará cada año, previa consulta al Fiscal Nacional.


El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos deberá ser evaluado, la primera vez,  a los tres años contados desde el inicio de sus funciones. Dicha evaluación, deberá contener, entre otros, los resultados de las acciones desarrolladas, mediciones de eficiencia, eficacia y calidad. Para ello, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, cuyo informe deberá publicarse en la página web institucional, al mes siguiente de la entrega de la evaluación realizada por dicha entidad, informado en la cuenta pública del año que corresponda. 


Artículo segundo.- La primera aplicación de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, nuevos, incorporados por la presente ley, deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a su publicación. El porcentaje establecido en los incisos terceros de dichos artículos será de 20% para el primer proceso. 

Durante el octavo año de vigencia de los citados artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, para la realización de un estudio y evaluación de los efectos de la aplicación de los referidos artículos. Dicho informe será de público conocimiento debiendo ser difundido en forma electrónica o digital por la referida institución y enviado al Congreso Nacional. Los artículos 75 bis y 75 ter tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre del décimo año contado desde la publicación de esta ley. Dicha vigencia se prorrogará, por una sola vez, por el período de 10 años siguiente al término del anterior, en aquellas plantas que tengan menos de un 20% de los fiscales o funcionarios en su grado tope según corresponda, al 31 de diciembre antes señalado.

Artículo tercero.- Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público, para desempeñar las funciones asociadas al traspaso de procesos desde la Justicia Militar de acuerdo con la ley N° 20.477, podrán ser contratados e incorporados a la planta de profesionales del Ministerio Público, sin previo concurso público. 


Artículo cuarto.- A partir de la fecha de publicación de la presente ley, se les asignará el grado VIII del escalafón superior del Poder Judicial, a los fiscales adjuntos que se encontraren en el grado IX del referido escalafón. 

Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 9 de junio de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Alfonso De Urresti Longton, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 16 de junio de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN PROYECTO DE LEY QUE CREA COMISIÓN DE VALORES Y SEGUROS

(9.015-05)

HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera.

A la sesión en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Rodrigo Valdés; la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos; la Coordinadora de Capitales y Finanzas Internacionales, señora Bernardita Piedrabuena; la asesora de Mercado de Capitales, señora Francisca Lyon; el asesor del Ministro, señor Enrique Paris, y las asesoras de comunicaciones, señoras Jimena Krauz y Marcela Gómez.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor legislativo, señor Giovanni Semería.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, la Directora del Programa Legislativo, señora Bárbara Vidaurre.

El Jefe de Gabinete del  Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Gabriel Galaz.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.

- - -

Se deja constancia que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, la iniciativa fue discutida solamente en general.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

De ser aprobados, los párrafos tercero y quinto del literal e) que agrega la letra f) del numeral 6); el artículo 13 del numeral 9); el artículo 60 del numeral 16) y el artículo 75 del numeral 23), todos del artículo único del proyecto de ley, deben serlo por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. 

De aprobarse, asimismo, con idéntico quórum deben serlo los artículos 7 (en relación con el artículo 38 de la Constitución Política de la República), 8 (en relación con el artículo 53 de la Carta Fundamental) y 32  (en relación con el artículo 98 de la misma Carta), todos del numeral 9) del artículo único del proyecto. 

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





El proyecto modifica la estructura institucional de la Superintendencia de Valores y Seguros. Crea, en su lugar, una Comisión de Valores y Seguros, servicio público descentralizado y especializado con personalidad jurídica y patrimonio propio, regido por una estructura colegiada a la que corresponderá la dirección, administración superior y aplicación de sanciones, con miras a entregar mayores garantías de objetividad, eficiencia y oportunidad en sus decisiones.

- - -

ANTECEDENTES
Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Decreto ley N° 3.538, de 1980, del Ministerio de Hacienda, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.

- Ley N° 18.045, de mercado de valores.

- Ley N° 18.046, de sociedades anónimas.

- Ley N° 18.091, establece normas complementarias de incidencia presupuestaria, de personal y de administración financiera

- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.

- Ley N° 19.528, introduce modificaciones a la ley general de bancos; al decreto ley Nº 1.097, de 1975; a la ley Nº 18.010, y al Código de Comercio.

- Ley N° 19.882, regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.





- Ley N° 20.212, modifica las leyes N° 19.553, Nº 19.882 y otros cuerpos legales, con el objeto de incentivar el desempeño de funcionarios públicos.





- Decreto ley N° 1.263, orgánico de administración financiera del Estado.





- Código Tributario.





- Código de Procedimiento Civil.





- Código Penal.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que dio origen a la iniciativa da cuenta, en primer lugar, de los fundamentos tenidos a la vista. El primero de ellos, la transformación experimentada en las últimas décadas por el mercado de valores y seguros a nivel mundial, caracterizada por la eliminación de barreras al libre movimiento de capitales, un mayor respeto a los principios de mercado, la ampliación del abanico de instrumentos financieros disponibles, la desaparición de las fronteras entre los sectores tradicionales, (banca, seguros y valores), y la innovación tecnológica. A todo ello se suma la aparición de nuevos tipos de participantes, como los fondos de cobertura o hedge funds y firmas de capital privado o private equity firms, y el rol cada vez más importante de los conglomerados financieros.

Desde el punto de vista económico, nuestro país, al igual que el resto del mundo, ha sido testigo de estas nuevas tendencias, que han cambiado la fisonomía de los mercados y las necesidades en el ámbito regulatorio, así como de la mayor fragilidad que se advierte en el sistema financiero. El sector financiero chileno, en particular, ha experimentado un desarrollo explosivo en las décadas recientes, transversal a todos los segmentos del mercado y evidenciado en el volumen de créditos otorgados, la capitalización de las sociedades anónimas cotizadas en bolsa, los ahorros acumulados en los fondos de pensiones, el nivel de las primas de la industria de seguros y la masificación de la industria de fondos mutuos. Su mercado de capitales, además, ha evolucionado en términos de internacionalización e integración, exhibiendo actualmente una alta presencia de compañías extranjeras y de conglomerados financieros.

Todo lo anterior, desde luego, plantea desafíos relevantes en relación a la estructura de regulación y supervisión financiera existente, pues ante mercados cada vez más dinámicos e integrados, productos financieros de creciente complejidad y en constante evolución y con un acceso cada vez más masivo por parte de inversionistas y asegurados de distintos perfiles, resulta crucial contar con una estructura de regulación efectiva y adecuada. En esta materia, Chile tiene una gran tarea pendiente, toda vez que esa nueva caracterización de los mercados no ha tenido como contrapartida un proceso simultáneo de modernización de los sistemas de regulación y supervisión, que permita hacer frente de mejor forma a los nuevos riesgos y desafíos que se presentan.

Con todo, hace presente el Mensaje la existencia de diversos antecedentes que acreditan la importancia y prioridad que el Estado ha otorgado al desarrollo del mercado de capitales de nuestro país, que exige la existencia de entidades supervisoras sólidas dotadas de la capacidad técnica y los recursos humanos y materiales necesarios para afrontar los desafíos del sector. Sirven para graficar esto las reformas introducidas en materia de mercado de capitales en los últimos años (ley de OPAS, reforma al mercado de capitales I, II y III, ley de gobiernos corporativos de empresas privadas), así como otros proyectos de ley que introducen mejoras en materia de supervisión financiera, que forman parte de la agenda de mercado de capitales bicentenario impulsada por el Gobierno de la época. A ellas se añaden las recomendaciones formuladas por distintos organismos internacionales, como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional (FMI) y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), que han manifestado la relevancia de avanzar en una mejora institucional de la entidad supervisora de los mercados de valores y seguros de nuestro país, con miras al fortalecimiento de su independencia y de sus facultades regulatorias, de investigación y sanción, así como de la posibilidad de intercambiar y compartir información con reguladores de otras jurisdicciones, de manera de contribuir al desarrollo adecuado de sus funciones.

Similares recomendaciones, además, formuló la Comisión de Supervisión y Regulación Financiera, conocida como Comisión Desormeaux, conformada por un grupo de expertos independientes a los que  el Ministerio de Hacienda encargó, el año 2010, el análisis del actual sistema de regulación y supervisión del mercado financiero, con el objeto de proponer posibles perfeccionamientos y una serie de reformas institucionales que permitan garantizar un mercado de capitales transparente, solvente, con una adecuada protección de consumidores e inversionistas y acorde con las necesidades de Chile para el siglo XXI.





El segundo fundamento que desarrolla el Mensaje, por otra parte, es el la descripción de la situación actual de la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), que cumple el rol fundamental de velar por el desarrollo de un segmento importante del mercado financiero local. Es la entidad encargada por ley de regular, fiscalizar y supervisar más de 7.000 entidades que operan en los mercados de valores y seguros, incluyendo a las que emiten títulos de oferta pública (como efectos de comercio, bonos y acciones), determinadas empresas públicas que se encuentran sujetas a sus normas, administradoras de fondos patrimoniales, corredores y agentes de valores, bolsas de valores y de productos, empresas depositarias de valores, entidades de contraparte central y cámaras de compensación, compañías de seguros, corredores y liquidadores de seguro, asesores previsionales, entre otras.

Tales entidades, y los mercados en que participan, son esenciales para el desarrollo del país, por ser generadores de la mayor parte de la formación de capital. En estas industrias los chilenos depositan sus ahorros o adquieren seguros para enfrentar el futuro con mayor tranquilidad económica. Dicho de otro modo, una parte crítica del proceso de asignación de recursos en la economía está supervisada por la SVS.

Un último fundamento del proyecto de ley, de acuerdo con el Mensaje, es el que deriva de las debilidades de la actual estructura de supervisión de los mercados de valores y seguros de nuestro país. Ésta, que proviene de la Misión Kemmerer de 1925, radica tal función en la SVS, liderada por un funcionario, el Superintendente, de exclusiva confianza del Presidente de la República, que reúne la representación legal, judicial y extrajudicial de la institución y no tiene un plazo fijo para su mandato.

Si bien esta estructura ha respondido de manera adecuada a los desafíos que le ha correspondido enfrentar, y aunque la SVS cuenta con una sólida reputación y un reconocido prestigio nacional e internacional por su perfil esencialmente técnico, el diseño institucional adolece de ciertas debilidades adicionales que se explican por la sola evolución de los mercados. Son estas, precisamente, las que se intenta mitigar a través del presente proyecto de ley. A vía ejemplar, cita el Mensaje las siguientes:

- El hecho de recaer toda la autoridad y atribuciones en una autoridad unipersonal, el Superintendente, inhibe la posibilidad de contar con contrapesos y filtros eficientes frente a las resoluciones y normativas.

- La actual estructura de la SVS, en cuanto órgano que investiga posibles infracciones y resuelve en un procedimiento sancionatorio, concentra las facultades en el Superintendente, lo que genera riesgos de cuestionamientos a su imparcialidad.

- Atendida la dinámica del rol fiscalizador, regulatorio y sancionatorio en el mercado de valores y seguros, resulta del todo conveniente establecer una estructura colegiada que permita contar con diversidad de criterios y experiencia en la adopción de decisiones particularmente relevantes para estos cada vez más globalizados mercados.

Estas situaciones, entre otras, tornan cada vez más necesario que la SVS cuente con un gobierno corporativo y una institucionalidad que den cada vez mayor garantía de la objetividad, eficiencia y oportunidad de las decisiones que adopta. Para lograrlo, se requiere realizar un cambio profundo al marco jurídico que la rige, fortaleciendo su gobierno corporativo, su estructura orgánica y los recursos humanos y materiales que se le asignan.

Enseguida, se extiende el Mensaje acerca de los objetivos del proyecto de ley, que en términos generales persigue el establecimiento de las condiciones que permitan un adecuado desarrollo de los mercados de valores y seguros en Chile, considerando sus desafíos y potencialidades. Son, en concreto, tres sus finalidades:

1. Transformar la Superintendencia en una Comisión de Valores y Seguros (CVS). A través de una modificación a la ley orgánica de la SVS, contenida en el decreto ley N° 3.538, de 1980, se introducen mejoras a la institucionalidad de la entidad.

Se propone, en efecto, que abandone su estructura de gobierno unipersonal y adquiera la forma de una Comisión, órgano colegiado que mantendrá la condición de servicio público descentralizado y especializado. La justificación de esta medida estriba en su funcionalidad para:

- Crear las bases para que el legislador, descansando en la imparcialidad y especialización del organismo de supervisión, y a medida que las necesidades del mercado lo hagan necesario, conceda al regulador de valores y seguros atribuciones más amplias para actuar con eficacia frente a mercados en constante evolución.

- Fortalecer la imparcialidad y el debido proceso en la resolución de los procesos sancionatorios por infracción a la legislación del mercado de valores y seguros. Para ello se encargará a un órgano colegiado como el Consejo, y no al Superintendente como ocurre hoy en día, la aplicación de las sanciones, sin que intervenga de modo alguno en el proceso previo de investigación de las infracciones detectadas.

- Permitir la integración, en la cabeza de la entidad regulatoria, de personas con experiencias, especialidades y formaciones profesionales complementarias a la hora de tomar decisiones.

- Posibilitar la renovación por parcialidades, de modo de equilibrar continuidad, independencia y renovación en la dirección institucional.

En términos generales, el gobierno corporativo que se propone en el proyecto de ley aumenta la legitimidad técnica y política del organismo, equilibra adecuadamente la renovación y continuidad de su alta dirección y reduce sensiblemente el espacio a la discrecionalidad en la adopción de decisiones relevantes, contribuyendo de esta manera a potenciar la integridad y desarrollo de nuestro mercado de capitales.

2. Favorecer la legitimidad y debido proceso en la aplicación de sanciones. Se separan, por primera vez, las funciones de investigación y formulación de cargos, por una parte, de la adopción de las decisiones de sanción o absolución de una determinada conducta, por otra. De esta forma, se genera una segregación de los roles que hoy concurren en el Superintendente, lo que contribuye a fortalecer las garantías de debido proceso.

3. Mayor transparencia y rendición de cuentas. Se profundizan los estándares de transparencia y rendición de cuentas aplicables a la entidad fiscalizadora, explicitando el deber de publicar las normas a ser emitidas en consulta pública e incluir estudios que avalen su aplicación, cuando sea posible.

Con arreglo a todo lo expuesto, Chile estará adoptando las mejores prácticas en la materia, y aplicando las recomendaciones internacionales sobre perfeccionamiento del marco regulatorio de supervisión y mayor autonomía de las entidades encargadas de la regulación y supervisión de los mercados de valores y seguros.

Finalmente, se adentra el Mensaje en el detalle del contenido específico del proyecto de ley, a saber:

1. Perfeccionamiento institucional de la SVS, que se transforma en una Comisión de Valores y Seguros, órgano colegiado conformado por cinco integrantes, que constituirán el Consejo encargado de la dirección y administración superior de dicho organismo regulador y supervisor de los mercados de valores y seguros. En la designación de sus miembros intervendrá el Presidente de la República, con aprobación del Senado, con miras a otorgar garantías de idoneidad, diversidad e independencia en los directivos.

2. Establecer un gobierno corporativo colegiado, que permitirá aumentar la legitimidad técnica y política del organismo, equilibrar adecuadamente la renovación y continuidad de su alta dirección y reducir sensiblemente el espacio a la discrecionalidad o la subordinación indebida a los intereses personales.

El Presidente del Consejo será nombrado por el Presidente de la República de entre personas de reconocida competencia en materias relacionadas con el mercado de valores o seguros por sus antecedentes o actividades profesionales, y permanecerá en el cargo por el período por el que se extienda el mandato presidencial. Los restantes miembros, en tanto, serán asimismo elegidos por el Primer Mandatario, con acuerdo de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, por un período de 6 años, mediante una designación escalonada cada 3 años. Una vez finalizados sus respectivos períodos, tanto el Presidente como los demás miembros del Consejo podrán ser reelegidos por un nuevo período.

A fin de garantizar mayor continuidad en las decisiones institucionales e implementación de políticas públicas en materia de regulación, supervisión y gestión interna de la Comisión, el proyecto de ley contempla el nombramiento de comisionados por períodos fijos y con renovaciones por parcialidades. A la vez, para lograr una adecuada coordinación con el Gobierno, se propone el mecanismo antes descrito para la designación del Presidente del Consejo.

3. Regular los conflictos de intereses e inhabilidades aplicables a todos los comisionados, en términos similares a los de otros órganos colegiados públicos. Se establece, incluso, como causal de cesación en el cargo el incumplimiento de alguna de estas disposiciones, como garantía para asegurar el correcto desempeño de las funciones.

Los miembros del Consejo podrán permanecer en el cargo por un tiempo inferior al período para el cual fueron nombrados, cuando ocurra renuncia voluntaria, destitución por notable abandono de deberes, acusación por infracciones a normas sobre inhabilidades y prohibiciones, condena por delitos que merezcan pena aflictiva o prevaricación, o salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo o incompatibilidad sobreviniente. En estos casos, se procederá al nombramiento de un comisionado de reemplazo en la forma indicada anteriormente, por el tiempo remanente.

4. Otras modificaciones.

a.
Otorgar mayores facultades normativas a la Comisión de Valores y Seguros. Se estima que la incorporación de un gobierno corporativo colegiado que asegure una mayor reflexión, estabilidad y visión complementaria en el ejercicio de poderes discrecionales, permitiría que progresivamente se otorgue a la Comisión una mayor capacidad regulatoria respecto de los mercados y entidades sujetas a su fiscalización, materias que actualmente son abordadas a nivel legislativo o reglamentario. Esto facilitará una adecuación más expedita de la normativa financiera, acorde con las urgencias de los tiempos y los requerimientos para el desarrollo del mercado y su contribución al crecimiento del país.

De igual modo, el proyecto de ley establece expresamente como función de la Comisión proponer al Presidente de la República, a través del Ministerio de Hacienda, las normas legales y reglamentarias necesarias para asegurar el adecuado funcionamiento del mercado de valores y seguros, así como el cumplimiento de parte de las entidades fiscalizadas de la normativa que las rige.

b.
Establecer un sistema integrado de evaluación de impacto regulatorio, que permita mejorar la calidad regulatoria. Para ello se requiere que las normas que dicte la Comisión de Valores y Seguros dispongan de estudios previos que incluyan, entre otros aspectos, una definición adecuada del problema a abordar, la justificación de la intervención del órgano regulatorio, la evaluación del uso de la regulación en comparación con otros instrumentos de política pública, y la determinación de la base jurídica para dictar la regulación, de modo de orientar al mercado.

c.
Mejorar el proceso administrativo sancionatorio, dando mayores garantías de objetividad e imparcialidad a los fiscalizados. Mediante las mejoras institucionales antes planteadas, se busca favorecer la legitimidad y el debido proceso en la aplicación de sanciones administrativas por infracciones a la legislación vigente. Esto, por la vía de explicitar los principios y etapas del procedimiento aplicable con toda claridad en la ley, centralizando las funciones de investigación administrativa y formulación de cargos en una unidad transversal que abarque tanto el mercado de valores como el de seguros, con prescindencia de quiénes decidan en definitiva la aplicación de sanciones.

Asimismo, el proyecto de ley establece que corresponde al Consejo colegiado la aplicación de sanciones, sin intervenir de modo alguno en la investigación de las infracciones a ser sancionadas. Se contempla, al efecto, la creación de una unidad especializada encargada de llevar a cabo los procesos de investigación y levantamiento de cargos, bajo la responsabilidad de un Fiscal, lo que contribuirá a resguardar adecuadamente el debido proceso y a garantizar imparcialidad. Se aísla, al cabo, la función investigativa del rol sancionatorio, a la vez que se garantiza el principio de  doble instancia jurisdiccional.

d.
Ampliar las facultades investigativas y recopilación de información para facilitar procesos sancionatorios. Con el objeto de fortalecer la capacidad de investigación y sanción de infracciones a las leyes de mercado de valores y seguros sujetas a la fiscalización de la Comisión, se le confieren facultades explicitas para requerir acceso a información sobre operaciones bancarias de personas determinadas, en el marco de los procesos que inicie.

Igualmente, y conforme lo requieren las recomendaciones internacionales, se faculta expresamente a la Comisión para compartir esta información con otras entidades reguladoras extranjeras con las que hubiera celebrado convenios de intercambio de información, dentro del ámbito de sus facultades, a fin de colaborar en la investigación de infracciones a la legislación de valores y seguros en dichas jurisdicciones.

Adicionalmente, y atendido que mediante el proyecto de ley se profundizan las garantías de debido proceso, se reconocen a la Comisión nuevas facultades en materia de persecución y sanción de infracciones, en la forma de mecanismos de colaboración eficaz o delación compensada que permiten otorgar una reducción de la sanción a aquellas personas o entidades que aporten antecedentes que conduzcan a la acreditación de la conducta ilícita y a la determinación de los responsables.

e.
Propender a una revisión judicial oportuna de las decisiones de la entidad regulatoria. Se contempla que las reclamaciones a las sanciones impuestas por la Comisión tengan lugar directamente ante las Cortes de Apelaciones, en su calidad de tribunales colegiados, y no ante juzgados de letras de primera instancia, carentes de especialización en mercados financieros. Se busca, así, acotar los extensos procesos de revisión judicial de las resoluciones sancionatorias.

Para estos efectos, será responsabilidad de la unidad especializada a cargo del Fiscal llevar a cabo la defensa judicial de las sanciones impuestas por la Comisión ante reclamaciones formuladas por los sancionados ante los tribunales de justicia.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL

El Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés, desarrolló la presentación que a continuación se reproduce, la que, en términos generales, discurre sobre los principales aspectos del proyecto de ley, por una parte, y las enmiendas que el Ejecutivo analiza proponer cuando se lleve a cabo la discusión particular, por otra:

Motivación del Proyecto

Señaló que se inserta en la Agenda de Transparencia y Probidad del Gobierno, basado en el diagnóstico de diversos problemas que el mercado de capitales ha sufrido en los últimos años, que han mermado la confianza, y en la necesidad de que pueda recuperar liquidez y tender nuevamente al crecimiento. 

La Superintendencia de Valores y Seguros (SVS)

Naturaleza: institución autónoma, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relaciona con el Gobierno a través del Ministerio de Hacienda.

Organización: jefe superior es el Superintendente de Valores y Seguros, quien tiene su representación legal, judicial y extrajudicial. Es nombrado por el Presidente de la República.

Función:

· Normar e interpretar las leyes relacionadas con el mercado de valores y seguros; fiscalizar y sancionar a las entidades que participan del mercado de valores y seguros.

· Velar por la transparencia de los mercados que supervisa.

· Colaborar en la educación de inversionistas, asegurados y público en general.

Razones para la Reforma

· La SVS cuenta con un reconocido prestigio por su perfil técnico, profesional e independiente.

· No obstante lo anterior, producto del explosivo desarrollo experimentado por el mercado de capitales (internacionalización e integración) se plantean nuevos desafíos y riesgos.

· Consenso transversal acerca de la necesidad y urgencia de realizar una reforma institucional que permita fortalecer la labor de la SVS.

· La SVS propuso en 2008, por primera vez, la transformación de la actual Superintendencia en una Comisión de Valores y Seguros.

Recomendaciones Internacionales

El Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional (FMI) y la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) han efectuado recomendaciones en los siguientes aspectos:

· Fortalecer el gobierno corporativo: autonomía e independencia respecto del Ejecutivo.

· Dotar de mecanismos más efectivos y transparentes para la fiscalización y sanción, que permitan una adecuada supervisión de los mercados, especialmente de grupos económicos y conglomerados.

· Otorgar mayores facultades regulatorias al organismo, que permitan responder prontamente ante las variaciones del mercado.

· Permitir la colaboración y traspaso de información a entidades reguladoras de otras jurisdicciones, para contribuir al adecuado ejercicio de sus funciones.

Descripción del Proyecto

[image: image1.png]


Objetivos Centrales

· Fortalecimiento de la autonomía institucional.

· Mayor espacio normativo para adecuar regulación al dinamismo del mercado.

· Mayores garantías de estabilidad de supervisión y regulación en el tiempo.

· Mayores garantías a los entes fiscalizados en el procedimiento sancionatorio.

· Adoptar mejores prácticas sugeridas por la OCDE, la Organización Internacional de Reguladores de Valores (IOSCO), la Organización Internacional de Supervisores de Seguros (IAIS) y el FMI.

· Mayor continuidad y eficiencia de políticas de gestión interna.

Mejoras al Gobierno Corporativo: Contenidos

· El proyecto de ley propone que la SVS cambie su estructura institucional de gobierno unipersonal a una estructura colegiada, con un Consejo que regularía, fiscalizaría y sancionaría (pero no dirigiría la investigación).

· El Presidente del Consejo es nombrado por el Presidente de la República, con dedicación exclusiva y permanencia en el cargo por el período por el que se extienda el mandato presidencial.

· Comisionados elegidos por el Presidente de la República con acuerdo de los cuatro séptimos de los senadores en ejercicio; podrían realizar otras actividades en que no hayan conflictos de interés y permanecerían en el cargo por un plazo fijo de seis años, con un sistema de reemplazo parcial escalonado (por pares cada tres años).

· Establece requisitos de idoneidad, normas objetivas de incompatibilidades y causales de remoción para los Comisionados.


El señor Ministro apuntó que se ha estudiado, en literatura de banca central por ejemplo, que la toma de decisiones en comités es más robusta que la solitaria.

Mejoras al Gobierno Corporativo: Ventajas

Un ente colegiado se considera necesario para:

· Crear las bases para que el legislador, descansando en la imparcialidad y especialización del organismo de supervisión, conceda al regulador de valores y seguros atribuciones más amplias para actuar con eficacia frente a mercados en constante evolución.

· Fortalecer la imparcialidad y el debido proceso en la resolución de los procesos sancionatorios por infracción a la legislación del mercado de valores y seguros.

· Permitir la integración, en la cabeza de la entidad regulatoria, de personas con experiencia, especialidades y formación profesional complementarias a la hora de tomar decisiones.

· Permitir la renovación por parcialidades, de modo de equilibrar continuidad y cambio en la dirección institucional.

Mejoras al Proceso Sancionador: Contenidos 

· El proyecto de ley separa las funciones de investigación y formulación de cargos, de la imposición de sanciones.

· El Consejo colegiado sanciona.

· Se crea unidad especializada encargada de llevar a cabo los procesos de investigación y levantamiento de cargos, dirigida por un Fiscal elegido por el Consejo (a través del sistema ADP), que sólo puede ser removido por incumplimiento grave de deberes.

· Confiere facultades a la Comisión para requerir acceso a información sobre operaciones bancarias, en el marco de los procesos de investigación o procedimientos sancionatorios que inicie.

Mejoras al Proceso Sancionador: Contenidos 

· Se reconocen a la Comisión nuevas facultades en materia de persecución y sanción de infracciones, en la forma de mecanismos de colaboración eficaz o delación compensada.

· Propone que las reclamaciones a las sanciones de la Comisión tengan lugar directamente ante la Corte de Apelaciones, en su calidad de tribunal colegiado, y no ante juzgados de letras de primera instancia.

· Se contempla un aumento de las multas, en caso de reincidencia, de 3 a 5 veces el máximo establecido hoy en la ley.

Mejoras al Proceso Sancionador: Ventajas 

· La separación de la función investigativa del rol sancionatorio aseguraría el debido proceso de los regulados, garantizando, además, el principio de la doble instancia jurisdiccional.

· Al incorporar una descripción detallada de cada una de las etapas y diligencias del procedimiento sancionador, se aumentan las garantías acerca del mismo.

· El establecimiento de mecanismos de colaboración eficaz o delación compensada permitirían una detección y persecución más eficiente de los incumplimientos a la normativa.

· La reclamación de sanciones ante la Corte de Apelaciones permitiría acotar los extensos procesos de revisión judicial de las resoluciones sancionatorias (los que, en la actualidad, pueden tardar más de ocho años en completarse).

· El aumento de las multas en caso de reincidencia permitiría castigar más severamente a quienes infringen la normativa.

Mejoras al Proceso de Regulación

· El proyecto de ley buscar generar condiciones institucionales que permitan dotar a la Comisión de mayores facultades normativas en el futuro, lo que posibilitaría una adecuación más expedita de la regulación financiera a los desafíos que impone el desarrollo de los mercados financieros.

· Se establece que la normativa que dicte la Comisión tendrá que contar con un análisis de impacto regulatorio:

· Herramienta que garantiza la calidad y oportunidad de las normas administrativas emitidas.

· Permite a la ciudadanía conocer los fundamentos y alcances de la regulación, haciendo el proceso más transparente.

· Se establece expresamente la atribución de la Comisión de proponer al Presidente de la República, a través del Ministerio de Hacienda, las normas legales y reglamentarias necesarias para asegurar el adecuado funcionamiento del mercado de valores y seguros.

Mejoras en Rendición de Cuentas

· Se establece el deber de la Comisión de someter a consulta pública los proyectos de normativa a emitir, a fin de recibir comentarios de entidades fiscalizadas y del mercado en general.

· Se incorpora la obligación de la Comisión de publicar una cuenta pública anual, detallando el trabajo efectuado por la Comisión en el año anterior y los desafíos y metas para el año siguiente.

· La Comisión deberá efectuar una evaluación de necesidades presupuestarias para lograr un adecuado cumplimiento de sus funciones. Dicho antecedente será entregado al Ministerio de Hacienda, y podrá ser también considerado como antecedente en el Congreso Nacional para la discusión de ley de presupuestos de cada año.

Principales Indicaciones

Grupo de Trabajo

El señor Ministro agregó que en el tiempo transcurrido desde que la Cámara de Diputados aprobara el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, el Gobierno reunió a un grupo de expertos para trabajar en mejoras de que pudiera ser objeto. Dicho grupo, conformado por Luis Cordero (Presidente), Fernando Coloma, Matías Larraín y Guillermo Tagle), celebró reuniones semanales entre diciembre de 2014 y marzo de 2015, y recientemente el Ministerio de Hacienda publicó un documento con sus recomendaciones. Las indicaciones que el Ejecutivo se propone presentar en la discusión particular, sostuvo, buscan hacerse cargo de ellas.

Indicaciones relacionadas con el Gobierno Corporativo

· Dedicación exclusiva de todos los miembros del Consejo y reducción del número de Comisionados.

El señor Ministro manifestó que la propuesta para reducir el número de comisionados (de 5 a 3), se funda en dos razones: la experiencia ha demostrado que el segundo es un número suficiente, y no existe en Chile un número muy elevado de profesionales calificados para asumir ese tipo de labores, considerando que, en el futuro, esta clase de Consejos va a ir en aumento.

· Perfeccionamiento del mecanismo de designación y remoción del Presidente de la Comisión.

· Establecimiento de un régimen de post empleo.

· Se propone extender la protección legal a todos los funcionarios de la Comisión, siempre y cuando los procesos judiciales que enfrenten sean consecuencia del ejercicio de sus funciones, con independencia de que hayan cesado en sus cargos.

Indicaciones relacionadas con las Facultades Normativas

· Calificación de la excepción de consulta pública de la normativa.

· Establecimiento de mecanismos de coordinación regulatoria y co-regulación con otros organismos sectoriales.

Indicaciones relacionadas con el Procedimiento Sancionatorio

· Ampliación de las medidas intrusivas a disposición del Fiscal.

· Perfeccionamiento del mecanismo de delación compensada.

· Incorporación de la sanción de inhabilidades temporales para el ejercicio del cargo de director o ejecutivo principal.

Otras indicaciones

· Creación de un organismo auto-regulador del mercado financiero.

· Incorporación de la misión de "desarrollo de mercado" al objeto legal de la Comisión.

El Honorable Senador señor Montes preguntó en qué consiste el organismo auto-regulador que se pretende implementar.

La Coordinadora de Capitales  y Finanzas Internacionales del Ministerio de Hacienda, señora Bernardita Piedrabuena, explicó que la señalada instancia propiciará la reunión de las distintas industrias del mercado de capitales (corredores de bolsa, agentes de valores, administradoras de fondos mutuos, administradoras de fondos de inversión), para que establezcan sus propias normas de gobierno corporativo y transparencia, las que, en todo caso, deberán estar por sobre el estándar establecido por la Comisión de Valores y Seguros. Su constitución no será obligatoria, pero se dispondrán los incentivos necesarios para que lo hagan. Entre ellos, por ejemplo, algunos relativos a permitirles emitir las certificaciones que se van a requerir a ciertos actores y a ordenar ciertas facultades hoy radicadas en la Bolsa de Comercio.

El Honorable Senador señor García valoró el consenso técnico que existe en torno al presente proyecto de ley, en primer término.

En segundo lugar, consultó si en función del volumen de trabajo que la actual Superintendencia tiene, se ha previsto que el Consejo de la nueva Comisión resuelva sobre todo tipo de sanción, en cualquier tipo de caso y sea que se trate de multas pequeñas, medianas o altas, o sólo respecto de aquellos casos más relevantes que así lo requieran; y si acaso radicar en las Cortes de Apelaciones los reclamos de las sanciones que se impongan significaría recargar su ya ocupado tiempo. 

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que podría ser objeto de análisis la posibilidad de que, en ciertos casos que puedan calificarse como de una menor entidad, no sea la totalidad del Consejo la que deba pronunciarse sobre las sanciones a aplicar.

Por otra parte, destacó que el modelo de estructura corporativa colegiado que en esta oportunidad se propone da cuenta de una tendencia mundial que, con seguridad, se va a ir asentando en todos los organismos con facultades de supervisión, control y fiscalización, en el contexto de las necesidades regulatorias que el sistema de economía de libre mercado exige satisfacer. Además de la mayor efectividad y eficiencia que permiten lograr, connotan un deseable resguardo para la propia autoridad, que ya no estará basada en decisiones unipersonales, y, al mismo tiempo, para los sujetos regulados. 

El Honorable Senador señor Montes hizo ver que el planteamiento de disminuir de 5 a 3 los integrantes del Consejo puede aparejar ciertas desventajas. Una mayor cantidad, argumentó, ofrece más posibilidades de discusión y deliberación, mientras que con sólo 3 se abre cierto espacio de influencia para la autoridad política. Asimismo, advirtió, debe cautelarse que la generación de sus miembros no caiga en una lógica binominal y permita la primacía de las calificaciones técnicas.

De cualquier manera, añadió, es valorable que sea una instancia colegiada la que asuma la responsabilidad de fiscalización del mercado de valores y seguros. Así, sostuvo, debiese acontecer en los más diversos ámbitos, para que sea posible establecer criterios uniformes que, a la larga, devengan en precedentes que puedan ser conocidos y asumidos por los regulados. 

Agregó que entregar a una sola persona, el Superintendente de Valores y Seguros, toda la responsabilidad de supervisión, presenta ciertos riesgos. En su momento, resaltó, el ex Superintendente señor Fernando Coloma demostró mucha valentía en investigar el denominado Caso Cascadas; sus antecesores, sin embargo, no actuaron con igual ahínco. De lo que se sigue, expresó, que debiesen establecerse ciertos instrumentos de control y eventual sanción de las actuaciones de los integrantes del Consejo, más aún si se tiene en cuenta que la nueva Comisión de Valores y Seguros contará con facultades de orden normativo.

El Honorable Senador señor Lagos preguntó cómo se va a proveer el cargo de Fiscal de la Comisión de Valores y Seguros.

El señor Ministro de Hacienda manifestó que la dedicación exclusiva permitirá a los comisionados de la Comisión estar preparados para absorber una eventual mayor carga de funciones. Con todo, es dable analizar si, considerando el volumen de trabajo de la actual Superintendencia, procede o no establecer la posibilidad de que puedan delegar facultades en su propia estructura. En principio, acotó, si hoy en día el Superintendente es capaz de firmar y hacerse responsable en cada uno de los casos, debe entenderse que es porque la cantidad de los mismos no es muy alta. 

Por otro lado, indicó que lo que se busca es que el nuevo procedimiento sancionatorio sea lo suficientemente eficaz como para que el hecho de atribuir competencia a las Cortes de Apelaciones no signifique, para estas, una sobreacumulación de causas. 

Respecto del establecimiento de un nuevo cuerpo colegiado, coincidió con que se trata de un modelo que debiera resultar  aplicable en varios casos. Uno de ellos, por ejemplo, el del nuevo sistema de protección al consumidor. En su experiencia como Presidente de Banco Estado, reseñó, le fue posible aquilatar las ventajas de formar parte de un Comité Ejecutivo conformado por 3 miembros: la posibilidad de efectuar chequeos de balance interno, hacer frente a distintas presiones y adoptar decisiones de manera mucho más robusta; quizás en ocasiones no con la celeridad que se hubiese querido, pero sí con la tranquilidad de haber reducido el margen de error.   

En la generación de los integrantes del Consejo, agregó, el riesgo de una lógica binominal resulta más bien menor, toda vez que su elección es uninominal.

El Honorable Senador señor Zaldívar acotó que, en su momento, deberá discutirse la conveniencia de un Consejo de 3 o 5 miembros. Entre otras cosas, reiteró, porque lo que aquí se resuelva servirá de referencia para lo que en otros cuerpos legales se decida sobre gobiernos corporativos.

El señor Ministro de Hacienda apuntó, en relación con eventuales sanciones para los miembros del Consejo de la Comisión, que si bien no se ha previsto un sistema de evaluación formal a su labor, el Ejecutivo va a proponer que la causal de notable abandono de deberes habilite a cualquier ciudadano para acusarlos ante la Corte Suprema.

El Honorable Senador señor Zaldívar se mostró de acuerdo con que esta clase de organismos reguladores dotados de potestades sancionatorias, puedan ser objeto, a su vez, de mecanismos de control, pues es la manera de inhibir actuaciones u omisiones arbitrarias. 

El señor Ministro observó, finalmente, que el cargo de Fiscal de la Comisión de Valores y Seguros, que durará seis años, será proveído mediante el Sistema de Alta Dirección Pública, pero con causales de remoción expresamente consagradas en la ley.

Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar. 
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 1 de julio de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I Antecedentes

El proyecto de ley introduce modificaciones en la Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros, el D.L. N° 3538 de 1980 y en el artículo 7° del D.L. N° 1.078 de 1975, proponiendo, en lo principal, un cambio a su estructura institucional desde un gobierno unipersonal al de una Comisión, regida por una estructura colegiada, manteniendo la condición de servicio público descentralizado y especializado, buscando de esa forma, conformar un gobierno corporativo e institucionalidad que dé mayor garantía de objetividad, eficiencia y oportunidad en las decisiones que adopta.

Se crea por tanto la Comisión de Valores y Seguros (CSV) como una institución autónoma, con personalidad jurídica y patrimonio propio, la cual estará compuesta por cinco integrantes, que conformarán el Consejo (el Presidente de la Comisión y cuatro Comisionados) al que le corresponderá la dirección, administración superior y la aplicación de sanciones.

Se separan las funciones de investigación y formulación de cargos, de la adopción de decisiones de sanción o absolución de una determinada conducta, que en la actualidad concurren todas en el Superintendente, creándose una unidad especializada que será la encargada de llevar a cabo los procesos de investigación y levantamientos de cargos, a cargo de un Fiscal. Asimismo, tendrá la responsabilidad de llevar a cabo la defensa judicial de las sanciones impuestas por la Comisión ante reclamaciones formuladas por los sancionados en los tribunales de justicia.

Respecto al nombramiento de los miembros de la Comisión, su Presidente será designado por el Presidente de la República y durará en su cargo hasta los noventa días siguientes al término del período de éste. De la misma forma, serán designados los cuatro Comisionados, con la salvedad que lo harán previo acuerdo de los cuatro séptimos de los miembros en ejercicio del Senado. Los Comisionados durarán en su cargo seis años, pudiendo ser reelegidos por un nuevo período consecutivo, por pares, cada tres años. En relación al Fiscal, de acuerdo a lo establecido en Artículo 22° de la Ley, será nombrado por el Consejo mediante el proceso de selección de los altos directivos públicos y durará en su cargo por seis años pudiendo renovarse por un período consecutivo.

En relación a las atribuciones de la Comisión, según lo señalado en Artículo 4° de la Ley, corresponderá que las ejerza conforme al Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo, que será dictado y modificado por este mismo, de acuerdo a lo establecido en Artículo 20°, letra l).

El proyecto de ley además, profundiza los estándares de transparencia y rendición de cuentas aplicables a esta entidad fiscalizadora, explicitando el deber de publicar las normas a ser emitidas en consulta pública e incluir estudios que avalen su aplicación, cuando ello sea posible.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Para cumplir con el mandato que importa la aprobación del proyecto de ley, se ha estimado un aumento total de 16 cargos, contemplando la creación del Consejo, la Unidad Especializada de Investigación y el reforzamiento de las Divisiones de Regulación de Seguros y Valores, como se detalla a continuación:

- Comité Directivo: el Consejo contará con 4 Comisionados, de acuerdo al artículo 8° letra a) y b). El cargo del Presidente de la Comision será asumido por el Superintendente.

- Unidad Especializada de Investigación: esta unidad requerirá de 1 Fiscal que tendrá la calidad de Abogado Senior, 3 Abogados, y 2 Analistas Financieros, de acuerdo a artículo 22° de la Ley.

- División de Regulación de Seguros y de Valores: se reforzarán, respectivamente, con 1 Jefe de Análisis del Impacto Regulatorio y 2 Analistas Financieros, para la evaluación del impacto regulatorio de la nueva normativa y su publicación en consulta pública, según lo establecido en Art. 20° letra i).

- Asimila remuneraciones del Presidente de la Comisión a la del Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras.

Considerando lo expuesto precedentemente, se estima un mayor costo de M$652.930, de los cuales M$637.150 son de carácter permanente, asociados a remuneraciones. Por otra parte, los gastos por una vez totalizan M$15.780, los cuales están asociados a la adquisición de mobiliario y equipos computacionales para los nuevos funcionarios.

Respecto del gasto incremental en personal, el detalle es el siguiente:

	Descripción Cargo
	N°
	Mensual (M$)
	Año (M$)

	Profesional 50% G°1
	4
	3.632
	174.350

	Profesional G°5
	2
	4.600
	110.411

	Profesional G°7
	4
	3.246
	155.787

	Profesional G°8
	4
	2.996
	143.822

	Profesional G°11
	2
	2.154
	 51.700

	Presidente Comisión
	
	   90
	  1.080

	Total Gasto
	16
	16.719
	637.150


A continuación se muestra el gasto total por subtítulo:

	Resumen Gasto por Subtítulo
	Tipo de Gasto
	1° año
	2° año y en 

régimen



	Subtítulo 21
	Permanente
	637.150
	637.150

	Subtítulo 29
	Por una vez
	 15.780
	

	*Mobiliario y Otros
	Por una vez
	  2.963
	

	*Equipos Computacionales
	Por una vez
	 12.817
	

	Total Costos Anuales
	
	652.930
	637.150


El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Superintendencia de Valores y Seguros y en lo que no alcanzare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes se consultará en los presupuestos anuales de la Comisión.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO
En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros:

1) Reemplázase, en la denominación del decreto ley, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

2) Reemplázase, en el epígrafe del Título I, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1°:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Elimínanse, en el inciso segundo, los vocablos “el Superintendente”.

c) Elimínase el inciso final.

4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 

“La Comisión será considerada para todos los efectos la sucesora y continuadora legal de la Superintendencia de Valores y Seguros, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Cada vez que en las disposiciones de esta ley, o en otras leyes, reglamentos, resoluciones, estatutos o cualquier otro cuerpo normativo se haga referencia a la Superintendencia de Valores y Seguros o al Superintendente, debe entenderse por tales, respectivamente, a la Comisión de Valores y Seguros, a su Consejo o a su Presidente, según sea el caso.”.

5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 3°:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Reemplázase, en el inciso primero, letra d), la palabra “mutuos” por la frase “que la ley somete a su fiscalización”.

c) Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la coma al final de la letra f), la frase “así como a las personas que intermedien seguros,”.

d) Reemplázase, en el inciso final, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

a) Reemplázase, en el encabezado, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Agrégase, en el encabezado, a continuación de la expresión “atribuciones generales”, la frase  “, las cuales deberán ser ejercidas conforme a las reglas y quórum que determinen esta ley y el Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo”.

c) Agrégase, en la letra b), a continuación de la palabra “inversionistas”, la expresión “, asegurados”.

d) Reemplázase, en la letra c), la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

e) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra d):

(i) Agrégase, en el párrafo primero, a continuación de la frase “sujetos o actividades fiscalizados”, la frase “o de sus matrices, filiales o coligadas”.

(ii) Reemplázase, en el párrafo cuarto, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”; y agrégase, a continuación de la palabra “fiscalizadas”, la frase “o de sus filiales”.

f) Introdúcese la siguiente letra e), nueva, pasando la letra e) a ser f), y así sucesivamente:

“e) En uso de sus atribuciones fiscalizadoras, autorizar mediante resolución fundada al Fiscal a requerir información relativa a operaciones bancarias de personas determinadas, comprendiéndose todas aquellas sometidas a secreto o sujetas a reserva, que resulten indispensables para verificar la existencia de conductas que se encuentren tipificadas como delitos en la legislación de valores y seguros por parte de entidades o personas, en el marco de investigaciones o procesos sancionatorios que conduzcan al efecto, una vez que éstos se encuentren formalmente iniciados de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 46 de la presente ley y dentro de los plazos de prescripción vigentes.

La misma solicitud de información podrá ser autorizada por la Comisión para dar cumplimiento a los requerimientos provenientes de entidades fiscalizadoras extranjeras, cuando ello haya sido acordado bajo un convenio internacional de intercambio de información suscrito por la Comisión en virtud de las facultades conferidas en la letra x) de este artículo y en conformidad a los términos y a la reciprocidad que el mismo establezca.

Salvo los casos especialmente regulados en otras disposiciones legales, los requerimientos de información sobre operaciones bancarias sometidas a secreto o reserva que formule el Fiscal en virtud de lo establecido en esta letra, deberán además ser autorizados previamente por un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago. Corresponderá al Presidente de esta Corte designar, una vez al año y por sorteo, a dos de sus miembros para cumplir esta labor. Si ninguno de los ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien lo subrogue. La solicitud deberá ser presentada conjuntamente con los antecedentes que sustenten el requerimiento y que justifiquen que es necesario contar con dicha información para efectos de verificar la existencia de las infracciones materia de la investigación o procedimiento sancionatorio en curso, así como para la aplicación de las sanciones respectivas. En el caso de requerimientos efectuados desde el extranjero, deberá indicarse la entidad requirente de la información y los antecedentes de la solicitud respectiva.

El ministro resolverá sin audiencia ni intervención de terceros. Tanto la solicitud de antecedentes amparados por el secreto que haga el Fiscal de conformidad a lo establecido en esta letra, como la resolución del tribunal, deberán fundarse en hechos específicos que justifiquen que de accederse a la solicitud se podrá verificar la existencia o inexistencia de las infracciones materia de la investigación o procedimiento sancionatorio en curso, y para el caso de los requerimientos de  autoridades extranjeras, tanto la solicitud como la resolución deberán fundarse en hechos específicos que se ajusten a los términos del convenio internacional de intercambio de información suscrito o ratificado por la Comisión en virtud de las facultades conferidas en la letra x) de este artículo, de los que se dejará expresa constancia en ambos documentos.

Si la petición es rechazada, el Fiscal podrá apelar. La apelación será conocida en cuenta y sin más trámite por la sala de cuentas de la mencionada Corte, tan pronto se reciban los antecedentes. El expediente se tramitará en forma secreta y será devuelto íntegramente a la Comisión, fallado que sea el recurso en última instancia.

Acogida la solicitud por sentencia judicial firme, la Comisión notificará al banco respectivo, acompañando copia autorizada de la resolución de la Corte. La entidad bancaria dispondrá de un plazo de cinco días para la entrega de la información solicitada, cuya omisión o retardo será sancionado por la Comisión de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de esta ley.

La información sobre operaciones bancarias sometida a secreto o sujeta a reserva, obtenida por la Comisión bajo este procedimiento, tendrá el carácter de reservada y sólo podrá ser utilizada por ésta para verificar la existencia de las infracciones o delitos tipificados en las leyes y normas de valores y seguros en el marco de las investigaciones o procedimientos sancionatorios que estuviere conociendo y para la aplicación de las sanciones que procedan, o bien, para ser entregada a las entidades fiscalizadoras extranjeras que lo hubieren solicitado en el marco de un convenio de intercambio de información suscrito por la Comisión en conformidad a la legislación vigente. La Comisión adoptará las medidas de organización interna necesarias para garantizar su reserva y controlar su uso adecuado. La información así recabada que no dé lugar a una gestión de fiscalización o sanción posterior o al intercambio de información con una entidad fiscalizadora extranjera, conforme a lo señalado previamente, deberá ser eliminada, no pudiendo permanecer en las bases de datos de la Comisión.

Las autoridades o funcionarios de la Comisión que tomen conocimiento de la información bancaria secreta o reservada estarán obligados a la más estricta y completa reserva respecto de ella y, salvo para cumplir con el requerimiento del tribunal ordinario que conozca de la reclamación de la sanción o de procedimientos posteriores, o de  una autoridad extranjera según lo señalado anteriormente, no podrán cederla o comunicarla a terceros, salvo en este último caso, su uso y referencia para efectos de fundar sus resoluciones de sanción o de cierre sin sanción de un caso. La infracción a esta obligación se castigará con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Asimismo, dicha infracción dará lugar a responsabilidad administrativa y se sancionará con destitución del cargo;”.

g) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra e), que ha pasado a ser letra f):

(i) Reemplázase, en el párrafo primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

(ii) Reemplázase, en el párrafo tercero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las tres veces que aparece.

h) Reemplázase en la letra f), que ha pasado a ser letra g), la frase “auditores externos” por la frase “empresas de auditoría externa”.

i) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra g), que ha pasado a ser letra h): 

(i) Reemplázase, en los párrafos primero y segundo, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

(ii) Reemplázase, en el párrafo segundo, la expresión “los artículos 5° y 6°” por la expresión “el artículo 6°.

j) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra h), que ha pasado a ser letra i):

(i) Reemplázase, en el párrafo primero, la frase “representantes, administradores, asesores y dependientes de” por la frase “socios, directores, administradores, representantes, empleados y personas que a cualquier título presten o hayan prestado servicios para”.

(ii) Reemplázase, en el párrafo segundo, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

k) Reemplázase, en la letra i), que ha pasado a ser letra j), la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

l) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra j), que ha pasado a ser letra k):

(i) Reemplázase la frase “auditores externos, los” por “empresas de auditoría externa, las”.

(ii) Agrégase a continuación de la frase “reemplazarán a los” la frase “auditores externos o”. 

(iii) Reemplázase la frase “investidos de sus mismas atribuciones y deberes” por “investidas de las atribuciones y deberes contemplados en el Título XXVIII de la ley N° 18.045”. 

(iv) Reemplázase la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

(v) Reemplázase la frase “aquéllos y éstos” por la frase “aquéllas y éstos”.

m) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra k), que ha pasado a ser letra l):

(i) Sustitúyese la frase “todos los auditores externos e inspectores de cuentas designados” por la frase “las empresas de auditoría externa designadas”.

(ii) Agrégase a continuación de la frase “de sus dictámenes” la frase “y de su trabajo de auditoría”.

n) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra l), que ha pasado a ser letra m):

(i) Reemplázase, en el párrafo primero, la frase “auditores externos” por la frase “empresas de auditoría externa”.

(ii) Agrégase, en el párrafo primero, a continuación del punto aparte, la oración “En especial, la Comisión podrá designar una empresa de auditoría externa a fin de que efectúe una auditoría externa de los estados financieros de tales entidades, en forma adicional.”.

(iii) Reemplázase, en el párrafo segundo, la frase “Los auditores externos designados por la Superintendencia” por la frase “Las empresas de auditoría externa designadas por la Comisión”.

(iv) Reemplázase, en el párrafo segundo, el guarismo “23” por “28”.

ñ) Introdúcese la siguiente letra n), pasando la letra m) a ser letra ñ), y así sucesivamente:

“n) Designar a una entidad clasificadora de riesgo a fin de que efectúe una clasificación de riesgo respecto de una entidad fiscalizada o de los valores emitidos por un emisor de valores de oferta pública determinado.”.

o) Agrégase, en la letra n), que ha pasado a ser letra o), a continuación de la frase “que estime necesarios y contratar”, la siguiente frase: “o hacer contratar por las entidades fiscalizadas”; y a continuación de la frase “de peritos o técnicos”, la siguiente frase: “para los trabajos que la Comisión les encomiende, los que serán de cargo de las entidades fiscalizadas”.

p) Reemplázase, en la letra ñ), que ha pasado a ser letra p), la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

q) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra q), que ha pasado a ser letra s):

(i) Reemplázase, en el párrafo primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

(ii) Reemplázase, en el párrafo segundo, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

r) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra s), que ha pasado a ser letra u):

(i) Agrégase a continuación de la palabra “colaborar” la frase “, dentro del ámbito de sus facultades,”.

(ii) Reemplázase a continuación de la frase “entidades reguladoras” la letra “o” por una coma.

(iii) Agrégase a continuación de la palabra “supervisoras” la frase “o autorreguladoras nacionales o”.

(iv) Agrégase a continuación de la frase “organismos internacionales,” la frase “incluyendo la entrega de información de que disponga,”.

s) Elimínase, en la letra t), que ha pasado a ser literal v), la frase “del Superintendente”.

t) Intercálanse, entre las letras t) y u), las siguientes letras w) y x), pasando las letras u) y v), a ser letras y) y z), respectivamente: 

“w) Proponer al Presidente de la República, a través del Ministerio de Hacienda, las normas legales y reglamentarias necesarias para asegurar el adecuado funcionamiento del mercado de valores y seguros y el cumplimiento de parte de las entidades fiscalizadas de la normativa que las rige; 

x) Suscribir o celebrar convenios o memorándum de entendimiento con organismos o entidades internacionales, para la cooperación técnica, intercambio de información, capacitación y asistencia recíproca, en materias de su competencia, e integrar los organismos o entidades nacionales e internacionales que estime conveniente para el cumplimiento de sus fines;”.

7) Sustitúyese el artículo 5° por el siguiente:

“Artículo 5°.-
 El patrimonio de la Comisión estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;

b) Los recursos que se otorguen por leyes especiales;

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;

d) Los frutos de sus bienes;

e) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

f) Los aportes que reciba a cualquier título por concepto de cooperación internacional.”.

8) Sustitúyese el artículo 6° por el siguiente: 

“Artículo 6°.- La Comisión podrá pagar con fondos de su presupuesto los gastos que se ocasionen con motivo del ejercicio de las funciones que se le encomiendan en el artículo 4°, letras f) y h), y en el artículo 27 inciso tercero del presente decreto ley.

En tal caso tendrá derecho a cobrar las sumas pagadas más los reajustes e intereses señalados en el artículo 53 del Código Tributario a la entidad o persona por cuya cuenta efectúe el desembolso.

Para el cobro de las sumas a que se refiere el inciso anterior la Comisión podrá demandar ejecutivamente al deudor ante el Juzgado de Letras de turno en lo Civil de Santiago, solicitando el correspondiente mandamiento de ejecución y embargo.

En estos casos se practicará una liquidación que, firmada por el Presidente de la Comisión, tendrá por sí sola mérito ejecutivo. En el juicio correspondiente no será admisible la oposición del ejecutado, a menos que se funde en alguna de las siguientes excepciones:

1.- Pago de la deuda. Si este se hubiere efectuado en una fecha posterior a la de la notificación de la demanda el demandado será necesariamente condenado en costas.

2.- No empecer el título al ejecutado. En virtud de esta excepción no podrá discutirse la legalidad de la resolución que hubiere dado lugar a los gastos que demanda la Comisión.

3.- Prescripción.”.

9) Reemplázase el Título II, por el siguiente: 

“TITULO II

Organización de la Comisión de Valores y Seguros

Artículo 7º.- 
La dirección y administración superior de la Comisión de Valores y Seguros estará a cargo del Consejo descrito en el artículo 8° siguiente, al cual le corresponderá ejercer las atribuciones y cumplir las funciones que esta y otras leyes le encomienden.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 20, el establecimiento de las políticas institucionales y el ejercicio de las facultades normativas y sancionadoras que se le confieren a la Comisión en esta y en otras leyes, así como la autorización relativa al levantamiento del secreto bancario establecida en el artículo 4° letra e), corresponderán exclusivamente al Consejo, y no podrán ser delegadas a otros funcionarios o autoridades de la Comisión. 

El Consejo adoptará un Reglamento Interno de funcionamiento, el que determinará las normas básicas para su funcionamiento y para el cumplimiento de las obligaciones mandatadas por esta ley y, en general, contendrá todas aquellas normas que le permitan una gestión eficiente.

En caso de ejercerse acciones judiciales en contra de cualquiera de los miembros del Consejo o del Fiscal referido en el artículo 22 siguiente, por actos u omisiones en el ejercicio de su cargo, la Comisión deberá proporcionarle defensa. Esta defensa se extenderá a todas aquellas acciones que se inicien en su contra por los motivos señalados, incluso después de haber cesado en el cargo.

Párrafo 1°

Del Consejo de la Comisión de Valores y Seguros

Artículo 8°.- 
El Consejo estará integrado por cinco miembros, en adelante los “Comisionados”, en los siguientes términos:

a) Un comisionado, que tendrá el carácter de Presidente de la Comisión, designado por el Presidente de la República de entre personas de reconocido prestigio profesional o académico en materias relacionadas al mercado de valores y,o seguros. 

El Presidente de la Comisión se entenderá que dura en su cargo hasta los noventa días siguientes al término del período del Presidente de la República que lo hubiere designado, salvo que concurra alguna de las causales de cesación de funciones establecidas en esta ley. En caso de que no se efectuara el nombramiento del Presidente de la Comisión antes de la expiración del plazo de duración en su cargo, el Vicepresidente de la Comisión asumirá como Presidente subrogante hasta que el nuevo nombramiento sea realizado. El Presidente de la Comisión podrá ser designado por un nuevo período consecutivo.

El Presidente de la Comisión tendrá la calidad de Jefe de Servicio y ejercerá la representación legal, judicial y extrajudicial de la Comisión, gozando de la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad.

b) Cuatro Comisionados designados por el Presidente de la República de entre personas de reconocido prestigio profesional o académico en materias relacionadas al mercado de valores y,o seguros, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, previo acuerdo de los cuatro séptimos de los miembros en ejercicio del Senado. Los Comisionados designados de conformidad con lo dispuesto en esta letra durarán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos por un nuevo período consecutivo, y se renovarán por pares, cada tres años, según corresponda. 

Para tal efecto, en cada ocasión, el Presidente de la República hará una propuesta al Senado que comprenderá dos Comisionados. El Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad, en sesión especialmente convocada al efecto. 

La función de Comisionado no será delegable, como tampoco las obligaciones, facultades y responsabilidades que de dicha designación emanan.

El Consejo elegirá de entre sus miembros un Vicepresidente, que subrogará al Presidente en caso de ausencia, vacancia o imposibilidad temporal de ejercer funciones en las sesiones del Consejo.

Artículo 9°.- 
El cargo de Presidente de la Comisión será de dedicación exclusiva, siendo incompatible con todo cargo o servicio, sea o no remunerado, que se preste en el sector privado. No obstante, podrá desempeñar funciones docentes en instituciones públicas o privadas y funciones en corporaciones o fundaciones, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, que no persigan fines de lucro, siempre que por ellas no perciba remuneración y no sean incompatibles con sus funciones.

El cargo de Presidente de la Comisión será también incompatible con todo empleo o servicio retribuido con fondos fiscales o municipales, y con las funciones, remuneradas o no, de consejero, director o trabajador de instituciones fiscales, semifiscales, organismos autónomos nacionales o extranjeros, empresas del Estado y, en general, de todo servicio público creado por ley, como, asimismo, de empresas, sociedades o entidades públicas o privadas en que el Estado, sus empresas, sociedades o instituciones centralizadas o descentralizadas, tengan aportes de capital mayoritario o en igual proporción o, en las mismas condiciones, representación o participación.

Artículo 10.-
 No podrá ser designada Comisionado:

1) La persona que se encontrare imputada o hubiere sido condenada por delito que merezca pena aflictiva, de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios, por los delitos contemplados en la ley N° 18.045, o por otros delitos contemplados en leyes sujetas a la fiscalización de la Comisión.

2) La persona que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas cuya venta no se encuentre autorizada por la ley, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir el cargo, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.

Artículo 11.-
 El cargo de Comisionado será incompatible con:

1) El cargo de diputado, senador, miembro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

2) El cargo de ministro de Estado, subsecretario, intendente y gobernador; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembro de los demás tribunales creados por ley; funcionario de la Administración del Estado, y miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, candidatos a cargos de elección popular, y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.

La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales, la incompatibilidad regirá, asimismo, hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en el cargo de dirigente gremial o sindical, según correspondiere.

3) El cargo de director, administrador, gerente, trabajador dependiente o asesor, consejero o mandatario, ejecutivo principal o miembro de algún comité en sociedades o entidades sujetas a la fiscalización de la Comisión, como también de sus matrices, filiales o coligadas.

Si una vez designado en el cargo, sobreviniere a un Comisionado alguna de las incompatibilidades o inhabilidades señaladas en los artículos 10 y 11 de esta ley, deberá informarlo al Consejo a la brevedad y cesar inmediatamente en el cargo. Si así no lo hiciere, se aplicará a su respecto lo dispuesto en el artículo 13.

Artículo 12.- 
Aquellas personas que hubieren sido designadas Comisionados deberán, antes de asumir el cargo, declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una Notaría del domicilio de la Comisión, su estado de situación patrimonial, las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades o inhabilidades señaladas precedentemente. Lo anterior, sin perjuicio de otras exigencias de información que otras leyes requieran al efecto. Dicha declaración deberá ser actualizada cada vez que ocurra un hecho relevante que la modifique.

En caso que los Comisionados incluyan datos inexactos u omitan inexcusablemente información relevante en la declaración se aplicará lo dispuesto en la letra e) del artículo 14.

Artículo 13.-
 En caso que alguno de los Comisionados infrinja lo dispuesto en el inciso final del artículo 11 podrá ser acusado ante la Corte Suprema, la que resolverá, en pleno y en única instancia, si se ha incurrido en una infracción. La Corte dará traslado por seis días hábiles al acusado para que conteste la acusación, y podrá también dictar medidas para mejor resolver.

La acusación, que deberá ser fundada e interpuesta por el Presidente de la Comisión o por al menos dos miembros del Consejo, tendrá preferencia para su vista y fallo y la sentencia deberá dictarse dentro del término de treinta días, contado desde la vista de la causa.

La Corte, mientras se encuentre pendiente su resolución, podrá decretar la suspensión temporal en el cargo del Comisionado afectado.

El Comisionado afectado cesará de inmediato en sus funciones una vez ejecutoriado el fallo que declare que se ha incurrido en una infracción.

El Comisionado que cese en sus funciones por aplicación de este artículo no podrá ser designado nuevamente en el cargo.

Artículo 14.-
 Serán causales de cesación de los Comisionados en sus funciones, las siguientes:

a)  Expiración del plazo por el cual fue nombrado;

b)  Renuncia aceptada por el Presidente de la República;

c)  Incapacidad física o síquica para el desempeño del cargo;

d)  Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad;

e) Falta grave en el cumplimiento de sus obligaciones. Serán faltas graves, entre otras, la inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a tres sesiones durante un trimestre calendario, el incumplimiento de la dedicación exclusiva comprometida por el Presidente de la Comisión, y el incumplimiento de las obligaciones de presentación de declaraciones a que se refiere el artículo 12;

f) Haber sido condenado por sentencia firme o ejecutoriada, por delitos que merezcan pena aflictiva o por prevaricación, y

g) Haber cesado en el cargo en los casos señalados en los artículos 11 inciso segundo y 13.

El Comisionado respecto del cual se verificare alguna causal de incapacidad sobreviniente o que se encontrare en una situación que lo inhabilite para desempeñar el cargo o que sea incompatible con el mismo, cesará automáticamente en su cargo, sin perjuicio que deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia al Consejo. De igual forma, cesará en su cargo el Comisionado cuya renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República.

Si cualquier Comisionado incurriere en alguna de las conductas descritas en la letra e) de este artículo, se procederá de acuerdo a lo establecido en el artículo 13 de la presente ley.

Si quedare vacante en forma permanente el cargo de Comisionado, deberá procederse al nombramiento de uno nuevo en la forma indicada en el artículo 8°, con la salvedad que no será necesario hacer el reemplazo del Comisionado en ejercicio que fue elegido en conjunto con el que será reemplazado. El Comisionado nombrado en reemplazo durará en el cargo sólo por el tiempo que falte para completar el período del Comisionado reemplazado.

Artículo 15.-
 El Consejo sólo podrá sesionar con la asistencia de, a lo menos, tres de sus miembros en ejercicio. Los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los Comisionados presentes, salvo que esta ley o el Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo exijan una mayoría superior. El Presidente de la Comisión o quien lo subrogue tendrá voto dirimente en caso de empate.

El Consejo deberá celebrar sesiones ordinarias, a lo menos, una vez por semana y extraordinarias cuando las cite especialmente el Presidente de la Comisión, por sí o a requerimiento escrito de dos de los Comisionados, en la forma y condiciones que determine su Reglamento Interno de Funcionamiento. El Presidente no podrá negarse a realizar la citación indicada, debiendo la respectiva sesión tener lugar dentro de los dos días hábiles siguientes al requerimiento señalado.

De los acuerdos que adopte el Consejo deberá dejarse constancia en el acta de la sesión respectiva.

Artículo 16.- Los consejeros deberán abstenerse de votar cuando en la sesión respectiva se traten o resuelvan asuntos que los involucren, o materias en que puedan tener interés, debiendo además informar o revelar al Consejo el conflicto de intereses que les afecta. Se presumirá que los consejeros tienen interés o están involucrados en los asuntos referidos a las sociedades, empresas o entidades sujetas a la fiscalización de la Comisión, en los casos a que se refiere el inciso tercero del artículo 44 de la ley N° 18.046. Asimismo, el Consejo podrá establecer normas y procedimientos adicionales en su Reglamento Interno de Funcionamiento.

En caso de producirse alguna de las situaciones referidas en este artículo, el Comisionado implicado deberá abstenerse en la respectiva votación y no será considerado para los efectos de determinar el quórum respectivo. 

Artículo 17.-
 El Presidente de la Comisión percibirá una remuneración mensual equivalente a la de los superintendentes del sector financiero, incluidas las asignaciones que a estos correspondan.

Los demás Comisionados percibirán una  remuneración equivalente al 75% de la remuneración que perciba mensualmente el Presidente de la Comisión. 

Artículo 18.-
 El Consejo, con sujeción a la dotación máxima de la Comisión, gozará de libertad para establecer la organización interna de ésta, y en conformidad con lo establecido en el artículo 32 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, determinará mediante resolución las funciones que correspondan a las distintas unidades para el ejercicio de las atribuciones y responsabilidades asignadas a la Comisión.

Artículo 19.-
 El Consejo podrá encargar a un funcionario de la Comisión para absolver posiciones o prestar declaraciones ante los tribunales correspondientes.

Artículo 20.-
 Corresponde al Consejo:

a) Establecer políticas de planificación, organización, dirección, coordinación y control del funcionamiento de la Comisión;

b) Designar a los jefes de las unidades de la Comisión y sus respectivos subrogantes, estableciendo un orden de precedencia para las subrogaciones, mediante resoluciones genéricas o particulares;

c) Velar por el cumplimiento de las normas aplicables a la Comisión y adoptar las medidas necesarias para asegurar su eficiente funcionamiento;

d) Establecer oficinas regionales cuando el buen funcionamiento del Servicio así lo exija;

e) Acordar la celebración de los actos y convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines de la Comisión;

f) Acordar libremente las políticas de administración, adquisición y enajenación de bienes, excepto aquellos inmuebles cuya adquisición o enajenación requiera la aprobación del Ministro de Hacienda;

g) Acordar la delegación de atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Comisión;

h) Dictar normas de carácter general, circulares, oficios circulares y otras resoluciones que requieran acuerdo del Consejo, de conformidad con lo que señale su Reglamento Interno de Funcionamiento. La normativa que se imparta deberá contener los fundamentos que hagan necesaria su dictación, incluyendo una definición adecuada del problema que se pretende abordar, la justificación de la intervención regulatoria, la evaluación de dicha regulación, así como aquellos estudios o informes en que se apoye, en los casos que corresponda o sea posible, todo de acuerdo a lo que señale el Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo. Dicha normativa, salvo en casos debidamente calificados por el Consejo, deberá ser puesta en consulta pública, para lo cual, antes de la dictación de la misma, se dará a conocer en versión borrador, publicándola en la página web de la Comisión, de forma que, habiéndose establecido los mecanismos adecuados, el Consejo pueda recibir y estudiar las observaciones que el público formule a su respecto;

i) Resolver y fallar los procedimientos sancionatorios que se originen como consecuencia de la formulación de cargos que se efectúen, aplicando las sanciones que correspondan, según el caso;

j) Disponer la práctica de las diligencias o medidas para mejor resolver que estime necesarias para una adecuada resolución de los procedimientos sancionatorios sometidos a su decisión;

k) Dictar y modificar el Reglamento Interno de Funcionamiento del mismo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7° de la presente ley;

l) Publicar, dentro del primer cuatrimestre de cada año, una cuenta pública anual en que se detalle el trabajo efectuado por la Comisión en el año inmediatamente anterior, incluyendo, entre otras materias, las acciones de la Comisión en materia normativa y regulatoria, la cantidad de sanciones impuestas y sus causas, el número de procedimientos sancionatorios en curso, su participación en el diseño de políticas públicas, los recursos empleados, el nivel de cumplimiento de los objetivos impuestos y los indicadores de desempeño utilizados, así como los desafíos y metas para el año siguiente;

m) Formular propuestas de reforma a normas legales y reglamentarias al Presidente de la República, a través del Ministerio de Hacienda, que estime necesarias para asegurar el adecuado funcionamiento de los mercados y entidades sujetas a su fiscalización y el cumplimiento de parte de las entidades fiscalizadas de la normativa que las rige;

n) Resolver acerca de la suscripción o celebración de convenios o memorándum de entendimiento con organismos o entidades internacionales, para la cooperación técnica, intercambio de información, capacitación y asistencia recíproca, en materias de su competencia, y respecto de la integración de los organismos o entidades nacionales e internacionales que estime conveniente para el cumplimiento de sus fines, y

ñ) Otras materias que esta u otras leyes le encomienden.

El Consejo podrá conferir poderes especiales a funcionarios de la Comisión para la ejecución específica o general de determinados acuerdos.

El Consejo podrá organizarse en Comités para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna. Sin perjuicio del ejercicio de esta facultad, la responsabilidad y resolución definitiva de los asuntos y el ejercicio de las facultades conferidas a la Comisión en ésta y otras leyes recaerá siempre en el Consejo. 

Los comités serán integrados por tres comisionados, de acuerdo a su área de experiencia profesional y académica, según lo determine el Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo. De las sesiones de los comités deberá siempre dejarse constancia en el acta de la sesión respectiva.

Artículo 21.-
 El Presidente de la Comisión tendrá a su cargo la conducción de las relaciones de la Comisión con los organismos públicos y demás órganos del Estado y con las entidades sujetas a la fiscalización de ésta, como también con las entidades supervisoras, reguladoras, autorreguladoras o participantes del mercado de valores y seguros nacionales, extranjeras o internacionales.

Le corresponderá especialmente, sin perjuicio de las demás funciones que le encomiende la ley:

a) Ejecutar y dar cumplimiento a las normas y acuerdos dictados por el Consejo;

b) Citar y presidir las sesiones del Consejo, así como establecer la tabla de materias a ser tratadas en cada sesión;

c) Informar al Consejo, cuando alguno de sus miembros lo requiera, a lo menos mensualmente, sobre la ejecución de las políticas y normas generales dictadas por dicho órgano, y darle cuenta sobre el funcionamiento y desarrollo de la institución. Además, una vez al mes, enviará a los miembros del Consejo una relación de los acuerdos cumplidos o por cumplir;

d)  Representar judicial y extrajudicialmente a la Comisión;

e) No pudiéndose llevar a cabo una sesión especial del Consejo en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 del presente decreto ley, en casos graves y urgentes, debidamente calificados, suspender, total o parcialmente, mediante resolución fundada, las actividades de una entidad fiscalizada o la cotización o la transacción de uno o más valores, cuando no se cumpla con las normas necesarias para el adecuado desarrollo de tales actividades o así lo requiera el interés público o la protección de los inversionistas, debiendo informar previamente por escrito a los demás miembros del Consejo. Asimismo, deberá informar al Consejo de la medida provisional tomada en la próxima sesión que se celebre, la que deberá citarse especialmente al efecto para dentro de las 48 horas siguientes a la comunicación antes señalada, y en la cual el Consejo deberá pronunciarse sobre la conveniencia de mantener o dejar sin efecto dicha medida;

f) Otras que se establezcan expresamente en el presente decreto ley u otras leyes.

En los casos de vacancia, ausencia o impedimento, el Presidente de la Comisión será subrogado en su calidad de Jefe de Servicio por uno de los Intendentes de la Comisión, según el orden que hubiere señalado el propio Consejo.

Párrafo 2°

Unidad Responsable de la Instrucción del

Proceso Sancionatorio

Artículo 22.-
 Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 26, la Comisión deberá contar con una unidad responsable de la instrucción del proceso sancionatorio al que hace mención el Título IV de esta ley, la cual estará a cargo de un funcionario denominado Fiscal, en adelante el “Fiscal”, que será nombrado por el Consejo mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previsto en el párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882. 

El cargo de Fiscal estará sujeto a las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en el Título II de esta ley. El Fiscal durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por un período consecutivo. 

Serán causales de cesación en el cargo de Fiscal las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue designado.

b) Renuncia aceptada por el Consejo;

c) Incapacidad legal sobreviniente. 

d) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones; 

e) Falta grave a la probidad, y

f) Haber sido condenado por un delito que merezca pena aflictiva en un procedimiento penal.

La remoción por las causales señaladas en las letras d) y e) será dispuesta por el Consejo, por acuerdo adoptado por al menos cuatro de los miembros del Consejo.

Artículo 23.-
 En el desempeño de sus funciones el Fiscal tendrá en cuenta los sistemas de supervisión definidos por la Comisión para cada una de las entidades fiscalizadas por ella. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 22 y 24 de esta ley, el Fiscal será el responsable de realizar o instruir las investigaciones necesarias o procedentes para comprobar las infracciones a la ley y a la normativa sujetas a la supervigilancia de la Comisión respecto de las entidades o personas fiscalizadas por aquélla, todo ello de conformidad con lo dispuesto en el Título IV de esta ley y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 24 letra b) siguiente; contribuir a la determinación de los responsables de las conductas infraccionales investigadas, y al cumplimiento de las sanciones impuestas por la Comisión por infracciones a las leyes y normativas que regulan los mercados de valores y seguros.

Artículo 24.-
 Serán atribuciones y deberes del Fiscal: 

a) Instruir, respecto de aquellos hechos puestos en su conocimiento por particulares, por las unidades dependientes de la Comisión, o de aquellos antecedentes que recabe de oficio, las investigaciones que estime procedentes para comprobar las infracciones a las leyes y normativa bajo supervigilancia de la Comisión, dando noticia de su inicio al Consejo y al afectado. En caso que decida no iniciar la investigación de hechos puestos en su conocimiento por particulares o por las divisiones dependientes de la Comisión, el informe fundado de las razones para tal decisión deberá ser remitido al Consejo y a los particulares que hubieren puesto en su conocimiento las posibles infracciones. Dictar el Auto de Iniciación y Calificación de Hechos, y en general, llevar adelante el procedimiento de acuerdo a lo señalado en el Título IV de esta ley;

b) En el marco de las investigaciones o procedimientos en que se encuentre interviniendo, ejercer las facultades señaladas en las letras d), e), g), i), o), p), t), u) y v) del artículo 4° de esta ley;

c) Proponer al Consejo la formulación de las denuncias que correspondieren al Ministerio Público por las infracciones a los mercados de valores y seguros referidas a procedimientos sancionadores de  competencia de la Comisión;

d) Velar y fiscalizar el cumplimiento de las resoluciones que emita el Consejo en el marco de los procedimientos sometidos a su conocimiento, y de los fallos que dicten los tribunales ordinarios de justicia en las materias sujetas a la supervigilancia de la Comisión;

e) Efectuar la defensa ante los tribunales ordinarios de justicia de las sanciones impuestas por el Consejo, y

f) Colaborar en la detección, investigación y persecución de las responsabilidades por infracciones a las normas que rigen los mercados de valores y seguros, respecto de las materias de su competencia, para colaborar en el cumplimiento, por parte de la Comisión, de las obligaciones contenidas en convenios o memorándum de entendimiento referidos en la letra o) del artículo 20.

Artículo 25.-
 El Fiscal deberá recibir las denuncias que formulen particulares respecto de actos que puedan importar infracción a la normativa bajo supervigilancia de la Comisión, sin perjuicio de remitir a las autoridades competentes aquellas que deban ser conocidas por otros organismos en razón de su naturaleza. Para determinar si corresponde investigar o desestimar las denuncias que se formulen, el Fiscal podrá solicitar, dentro del plazo de sesenta días de recibida la denuncia, antecedentes a particulares, como también llamar a declarar a cualquier persona que pudiere tener conocimiento del hecho denunciado. La entrega de antecedentes y la prestación de declaración señaladas previamente serán siempre voluntarias, y no se aplicará lo dispuesto en el artículo 36 del presente decreto ley.

Párrafo 3°

Del Personal de la Comisión de Valores y Seguros

Artículo 26.-
 El personal de la Comisión se regirá por un Estatuto del Personal, que contendrá los requisitos y normas laborales a que estará afecto, incluyendo las bonificaciones y asignaciones dispuestas en los artículos 8°, 9°, 12 y 13 de la ley N° 20.212, en el artículo 17 de la ley N° 18.091 y en el artículo 5° de la ley N° 19.528, otorgándose en la forma que señalan dichas leyes. En lo no previsto en él o en esta ley, regirá el Código del Trabajo y sus leyes complementarias, como legislación supletoria.

El Consejo gozará de la más amplia libertad para el nombramiento y remoción del personal, con entera independencia de toda otra autoridad, salvo lo establecido en el artículo 22 respecto del Fiscal.

Artículo 27.-
 El Consejo podrá celebrar contratos de prestación de servicios a honorarios para la ejecución de labores específicas, de acuerdo a sus disponibilidades presupuestarias. Las personas así contratadas no tendrán, en caso alguno, la calidad jurídica de empleados de la Comisión, pero les serán aplicables las normas sobre probidad administrativa contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Artículo 28.-
 Las personas que a cualquier título presten servicios en la Comisión estarán obligadas a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de las personas o entidades sujetas a la fiscalización de ella, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal. 

Se entenderá, para todos los efectos legales, que tienen el carácter de reservados los documentos a los cuales la Comisión acceda en el ejercicio de sus funciones de fiscalización, y aquellos cuya divulgación pueda afectar los derechos a la intimidad, comerciales o económicos de estos últimos, en la medida que ninguno de ellos tenga el carácter de público. 

Lo dispuesto en los incisos anteriores no obstará a que el Consejo pueda difundir o hacer difundir por las personas y medios que determine, la información o documentación relativa a los sujetos fiscalizados con el fin de velar por la fe pública o por el interés de los accionistas, inversionistas y asegurados, o los incorpore en documentos que den cuenta de actos o resoluciones para cuya dictación hayan servido de fundamento, incluyendo los procesos sancionatorios realizados en conformidad al Título IV de esta ley.

Artículo 29.-
 El personal de la Comisión no podrá prestar servicios profesionales a las personas o entidades sometidas a su fiscalización durante su permanencia en los cargos y hasta transcurridos seis meses desde el término de sus funciones.

Artículo 30.- 
En asuntos civiles, las aseveraciones de los funcionarios de la Comisión designados como fiscalizadores, sobre los hechos constatados en el ejercicio de sus funciones y en la verificación de infracciones, se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

Párrafo 4°

Del Presupuesto

Artículo 31.-
 La Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente los recursos necesarios para el funcionamiento de la Comisión. Para estos efectos, el Presidente de la Comisión comunicará al Ministro de Hacienda las necesidades presupuestarias de la misma dentro de los plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para el sector público. En materia de información financiera, presupuestaria y contable, la Comisión se regirá por las disposiciones de la Ley de Administración Financiera del Estado.

Además de los recursos que se le asignen en la Ley de Presupuestos, el patrimonio de la Comisión está integrado por los bienes señalados en el artículo 5°.

Artículo 32.-
 La Comisión estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República, exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de sus entradas y gastos.

Párrafo 5°

Del Cobro de Derechos

Artículo 33.- 
Las personas, instituciones y entidades que deban inscribirse en los registros que al efecto lleva la Comisión o depositar antecedentes en dichos registros, obtener aprobaciones, o que soliciten certificaciones, pagarán los derechos que se indican a continuación, expresados en unidades de fomento:

a) Derechos por inscripción en los Registros que lleva la Comisión: 

El monto por inscripción en el Registro de Valores y en el Registro de Valores Extranjeros será fijo, por el equivalente a 20 unidades de fomento.

No obstante lo anterior, las inscripciones en el Registro de Valores Extranjeros, de valores de igual naturaleza y provenientes de un mismo mercado de otro país, que sean presentadas por un mismo patrocinador en virtud de lo dispuesto en el Título XXIV de la ley N° 18.045 bajo una determinada modalidad de transacción, quedarán afectas al pago de derechos por un monto máximo de 500 unidades de fomento, ya sea que correspondan a solicitudes de inscripción simultáneas o presentadas en distintas oportunidades. A estas solicitudes de inscripción no les resultará aplicable lo dispuesto en el párrafo quinto de esta letra.

El monto por inscripción en otros Registros será fijo, por el equivalente a 10 unidades de fomento. 

Sin perjuicio del monto señalado en el inciso primero de esta letra, las  emisiones de valores pagarán adicionalmente un derecho, de un 0,5 por mil del capital involucrado en la operación con un tope máximo de 200  unidades de fomento.

b) Anotaciones en los Registros: El monto será único y corresponderá a 3 unidades de fomento por cada anotación que se practique.

c) Derechos por aprobaciones y autorizaciones de reglamentos bursátiles o de depósito y custodia de valores y por aprobación de normas de funcionamiento de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros y sus modificaciones: El monto será único y por el equivalente a 30 unidades de fomento.

d) Derechos por aprobaciones, autorizaciones y depósitos de Reglamentos Internos y contratos de fondos autorizados por ley: El monto será único y por el equivalente a 15 unidades de fomento.

e) Derechos por aprobaciones de autorizaciones de existencia, reformas de estatutos, fusiones, divisiones, cancelaciones o disoluciones, de entidades sujetas a autorización de la Comisión: El monto será único y por el equivalente a 20 unidades de fomento.

f) Derechos por aprobaciones de contratos y pólizas de seguros: El monto será único y por el equivalente a 6 unidades de fomento.

g) Derechos por certificaciones que consten en los Registros: Las certificaciones que se otorguen por las inscripciones o aprobaciones que otorgue la Comisión y que consten en los registros públicos que las leyes le ordenan llevar, tendrán un valor equivalente a 0,2 unidades de fomento por cada copia.

No procederá el cobro de una certificación cuando ella se expida con ocasión de haberse realizado un registro u otorgado una aprobación que hubiere pagado derechos.

h) Derechos por modificaciones relacionadas a las letras c), d) y f): El monto será único y por el equivalente a la mitad de las unidades de fomento señaladas en esas letras.

Artículo 34.- 
Los derechos fijados en el artículo anterior serán pagados en las oficinas de la Comisión o por medios electrónicos habilitados al momento de obtener la correspondiente inscripción, depósito, aprobación o certificación, en su caso, según el valor que haya tenido la unidad de fomento al último día hábil del mes anterior a aquél en que se realiza el pago.

Artículo 35.-
 Los derechos que perciba y cobre la Comisión serán a beneficio fiscal y no formarán parte de su presupuesto anual.”.

10) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 26, que pasa a ser artículo 36:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por la frase “Comisión o el Fiscal, en su caso,”.

b) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “letras d) y g)” por la expresión “letras d) y h)”.

c) Reemplázanse, en el inciso primero, los vocablos “este organismo” por las palabras “la Comisión”.

d) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “Superintendencia” por la frase “Comisión o el Fiscal, en su caso,”.

e) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “letra h)” por la expresión “letra i)”.

f) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “Superintendencia” por la frase “Comisión o ante el Fiscal”.

g) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “Superintendencia, podrá ser” por la frase “Comisión, será”.

h) Reemplázanse, en el inciso cuarto, los vocablos “el departamento” por las palabras “la comuna”.

i) Reemplázase, en el inciso quinto, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27, que ha pasado a ser artículo 37:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

b) Reemplázase, en el numeral 2), la palabra “tres” por “cinco”.

c) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la frase “inspectores de cuentas”, la frase “, empresas de auditoría externa”.

d) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

e) Reemplázase, en el inciso cuarto, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

f) Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación de la frase “inspectores de cuentas”, la frase “, empresas de auditoría externa”.

12) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 28, que ha pasado a ser artículo 38: 

a) Elimínase, en el inciso primero, la frase “pero sujetas a la fiscalización o supervisión de la Superintendencia,”.

b) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia”, que aparece a continuación de los vocablos “imparta la”, por “Comisión”.

c) Reemplázase, en el inciso primero, número 3, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

d) Sustitúyese, en el inciso final, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 29, que pasa a ser artículo 39:

a)  Reemplázanse, en el inciso primero, los guarismos “27” y “28” por los guarismos “37” y “38”, respectivamente.

b)  Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Superintendencia, a su elección” por la frase “Comisión, por resolución fundada”.

14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 30, que ha pasado a ser artículo 40:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “el Superintendente” por la frase “el Consejo, con sujeción al procedimiento establecido en el Título IV,”.

b) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

c) Elimínase, en el inciso primero, la frase “mediante el envío de carta certificada”.

d) Elimínanse los incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto.

15) Elimínanse los artículos 31 al 37.

16) Intercálase, entre el artículo 30, que pasa a ser artículo 40, y el Título IV, que pasa a ser Título V, el siguiente Título IV, modificándose la numeración correlativa de los artículos siguientes:

“TITULO IV

Procedimiento Sancionador

Párrafo 1°

Normas Comunes

Artículo 41.-
 El procedimiento sancionador ante la Comisión deberá admitir la participación de las partes e interesados en éste, con las facultades para presentar alegaciones, defensas, aportar documentos u otros elementos de juicio y para actuar debidamente representado por un abogado habilitado para el ejercicio de la profesión durante toda su tramitación.

El procedimiento deberá desarrollarse con sencillez y eficacia, de manera tal que sólo sean exigibles las formalidades tendientes a dejar constancia de lo indispensable y de modo de evitar perjuicios a las partes o interesados.

La Comisión podrá siempre de oficio o a petición de parte subsanar los defectos o vicios que note en la sustanciación de un procedimiento, siendo inválidos sólo aquéllos que recaigan en requisitos esenciales o de tal entidad que generen perjuicio irreparable a las partes o interesados.

Artículo 42.-
 Los plazos establecidos en esta ley y los que se fijen por el Consejo en la sustanciación de un procedimiento podrán ser prorrogados, por una sola vez y hasta por igual período, en la medida que así lo exija el procedimiento o las partes o interesados lo soliciten antes del vencimiento de dicho plazo.

El procedimiento sancionador tendrá una duración máxima de seis meses contados desde la formulación de cargos, a menos que su prórroga resultare necesaria para la acertada resolución del caso y ésta se decrete con acuerdo del Consejo, previo requerimiento del Fiscal o de una de las partes interesadas realizado con no menos de quince días de anterioridad al vencimiento del plazo indicado.

Artículo 43.-
 La notificación de todos los actos que se dicten en la sustanciación de un procedimiento sancionador se hará conforme a las disposiciones del artículo 65 de este cuerpo legal.

Artículo 44.-
 Se considerarán interesados en el procedimiento sancionador quienes lo promuevan mediante el aporte a la Comisión de antecedentes que conduzcan a la acreditación de una conducta infraccional que los perjudique y a la determinación de sus responsables. Los antecedentes proporcionados deberán ser precisos, veraces y comprobables.

Los interesados podrán actuar por medio de apoderados, entendiéndose que éstos tienen todas las facultades necesarias para la prosecución del procedimiento sancionador, salvo manifestación expresa en contrario.

El poder deberá constar en escritura pública o instrumento público otorgado en el extranjero de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil, o en instrumento privado suscrito ante Notario.

Artículo 45.-
 En caso que la persona objeto de cargos fuere válidamente notificada por la Comisión y no compareciere dentro de plazo, personalmente o por apoderado, será declarada rebelde. Tal declaración producirá como efecto que las resoluciones que se dicten durante el procedimiento se entenderán notificadas a su respecto desde la fecha de su dictación.

Párrafo 2°

Procedimiento General. Actuaciones Previas e Inicio del Procedimiento

Artículo 46.-
 Cuando el Fiscal constatare alguna posible infracción a la normativa bajo supervigilancia de la Comisión, como resultado de la investigación de los hechos puestos en su conocimiento por particulares, por las unidades dependientes de la Comisión, o de los antecedentes recopilados de oficio, dictará el Auto de Iniciación y Calificación de Hechos, en adelante el “Auto de Iniciación”. En caso que, habiendo una investigación en curso, el Fiscal decida no dar inicio al procedimiento, el informe fundado de las razones para tal decisión deberá ser remitido al Consejo y a los particulares que hubieren puesto en conocimiento de la Comisión las posibles infracciones. El Consejo podrá solicitar al Fiscal la ampliación del informe antes señalado o la presentación de antecedentes adicionales que justifiquen dicha decisión.

Artículo 47.-
 El Auto de Iniciación deberá contener un informe fundado que explique las razones de su decisión. El Fiscal deberá, además, emitir un oficio que hará las veces de auto cabeza de proceso y por el cual se formularán cargos al o a los presuntos responsables de la infracción, quienes se considerarán como partes del procedimiento desde la notificación de los mismos. El oficio de cargos contendrá la descripción de los hechos verificados y de cómo éstos constan y se han acreditado, además de la indicación de cómo y por qué tales hechos se consideran contrarios a las normas sujetas a la fiscalización de la Comisión, indicando la norma infringida y la o las personas que se consideran responsables de la infracción, señalando la participación que se les imputa en ella.

Artículo 48.-
 Una vez dictado el Auto de Iniciación y emitido el oficio de cargos, se dará traslado del mismo a la o las personas objeto de los citados cargos mediante notificación por alguno de los medios señalados en las letras a) o d) del artículo 65. En el oficio de cargos se comunicará el procedimiento aplicable, se hará mención a la facultad de adjuntar pruebas en su defensa y se fijará un plazo para la formulación de descargos, el cual no podrá ser inferior a catorce días, salvo que el Consejo hubiere fijado plazos inferiores para determinados tipos de infracciones, en atención a la menor complejidad para efectuar los descargos.

Si el procedimiento se hubiere iniciado por denuncia particular, también se dará traslado al o los reclamantes o denunciantes, quienes tendrán la calidad de interesados en el procedimiento desde ese momento, y podrán participar en calidad de coadyuvantes en la sustanciación del mismo.

Las partes podrán actuar por medio de apoderados, entendiéndose que éstos tienen todas las facultades necesarias para la prosecución del procedimiento sancionador, salvo manifestación expresa en contrario.

El poder deberá constar en escritura pública o instrumento público otorgado en el extranjero de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil, o en instrumento privado suscrito ante Notario.

Artículo 49.-
 En los descargos se deberán señalar todas las circunstancias o antecedentes de hecho y de derecho que eximen o atenúan la responsabilidad de la o las personas objeto de cargos, así como aquellas que nieguen la efectiva ocurrencia de los hechos o los ilícitos o que demuestren que los hechos no constituyen contravención legal. Ello será sin perjuicio de otras presentaciones o antecedentes posteriores que se hagan valer en el curso del procedimiento con el mismo objeto.

Artículo 50.-
 Presentados los descargos, el Fiscal podrá decretar la apertura de un término probatorio por un plazo que se fijará según la naturaleza del asunto de que se trate o la necesidad de prueba así lo aconseje. Con todo, dicho plazo no podrá ser inferior a diez días ni exceder de treinta días prorrogables de oficio o a petición de parte o interesado por una sola vez y hasta por igual período. Se deberá notificar, por alguno de los medios señalados en las letras a) o d) del artículo 65, a todas las partes e interesados la práctica de diligencias probatorias que se decreten en el procedimiento.

Artículo 51.-
 Durante el procedimiento, las partes e interesados pondrán valerse de cualquier medio de prueba admisible en derecho que sea procedente y conducente para verificar la efectividad de sus alegaciones.

Artículo 52.-
 Una vez vencido el término probatorio, el Fiscal podrá decretar, de oficio o a solicitud de las partes o interesados, las diligencias o medidas para mejor resolver que se estimen estrictamente necesarias para la recta resolución del caso. La disposición de tales medidas será notificada a las partes e interesados, salvo que por su naturaleza o los fines del procedimiento ello resultara improcedente, considerándose esto como razón suficiente para la prórroga del procedimiento.

Realizados todos los actos de instrucción del procedimiento, vencido el término probatorio o llevadas a cabo las diligencias para mejor resolver que se hayan decretado, el Fiscal remitirá al Consejo el expediente del proceso, informando el estado del mismo y su opinión fundada acerca de la procedencia o no de la infracción imputada en los cargos al tenor de lo establecido en el procedimiento respecto de cada una de las personas objeto de cargos. La remisión del expediente y del informe del Fiscal será notificada a las partes e interesados por alguno de los medios señalados en las letras a) o d) del artículo 65.

Artículo 53.-
 El Consejo pondrá término al procedimiento mediante la dictación de una resolución fundada, dictada dentro del plazo de setenta y cinco días contado desde el término del plazo indicado en el artículo 42 o de la renovación del mismo, adoptada por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, la cual deberá contener un análisis de todas las defensas, alegaciones y pruebas formuladas en el procedimiento, determinar si ha existido infracción a la normativa aplicable en conformidad a ellas, decidir si la persona objeto de cargos resulta responsable de la misma, indicando su participación en los hechos y la sanción de que se hace merecedora, en caso que correspondiere, señalando los recursos que procedieren en contra de la misma de conformidad a lo dispuesto en el Título V de este decreto ley.

Artículo 54.-
 La notificación de la resolución definitiva del procedimiento se hará por carta certificada que se remitirá a todas las partes e interesados que hayan intervenido en él.

Párrafo 3°

Procedimiento Simplificado

Artículo 55.-
 Si los hechos presuntamente infraccionales fueren de menor entidad, serán sometidos por el Fiscal a un procedimiento simplificado. Para estos efectos, el Consejo determinará previamente, mediante instrucción de carácter general, aquellas infracciones que podrán ser sometidas a este procedimiento, así como las rebajas máximas y mínimas en las sanciones que les sean aplicables, estableciendo un rango dentro del cual pueda el Fiscal hacer el requerimiento y el Consejo fijar la sanción.

Artículo 56.-
 Recabada la información acerca de una infracción que pudiere ser sometida al procedimiento simplificado, el Fiscal requerirá al supuesto infractor para que admita su responsabilidad en los hechos contenidos en el requerimiento. Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el Fiscal informará la sanción que requerirá al Consejo para el evento de que el supuesto infractor admitiere su responsabilidad. Si el supuesto infractor admitiere su responsabilidad en el hecho, el Fiscal remitirá al Consejo el requerimiento y la admisión de los hechos, junto a su opinión fundada acerca de la procedencia de la infracción imputada. En estos casos, el Consejo no podrá imponer una sanción superior a la que haya sido previamente establecida como sanción máxima en virtud de la instrucción referida en el artículo anterior.

Si el supuesto infractor no admitiere su responsabilidad en los hechos que se le imputan, el Fiscal lo someterá al procedimiento general.

Artículo 57.-
 El procedimiento simplificado se regirá por las siguientes normas especiales:

a) Dictado el Auto de Iniciación y emitido el oficio de cargos, se dará traslado del mismo a la o las personas objeto de los citados cargos mediante notificación practicada según lo señalado en la letra a) del artículo 65;

b) El plazo para la formulación de descargos, fijado en el oficio de cargos, no podrá ser inferior a siete días, y

c) Presentados los descargos, el Fiscal podrá decretar la apertura de un término probatorio por un plazo no superior a quince días, el que se fijará según la naturaleza del asunto que se trate o la necesidad de prueba. Con todo, dicho plazo podrá ser prorrogable de oficio o a petición de parte o interesado, por una sola vez y hasta por igual período. Se deberá notificar, mediante notificación practicada según lo señalado en la letra a) del artículo 65, a todas las partes e interesados, la práctica de diligencias probatorias que se decreten en el procedimiento.

En lo no regulado expresamente en este artículo, el procedimiento simplificado se regirá, en su tramitación, por las mismas normas del procedimiento general.

Artículo 58.-
 Si de los antecedentes expuestos durante la tramitación del procedimiento simplificado, se estimare que dada la naturaleza o gravedad de la infracción, es necesario que se tramite conforme al procedimiento general, el Fiscal, de oficio o a petición de parte, podrá decretar la sustitución del procedimiento, con acuerdo del Consejo.

Párrafo 4°

Auto denuncia

Artículo 59.-
 El que cometiere una infracción sancionable por la Comisión, podrá acceder a una reducción de entre 20% y 50% de la sanción pecuniaria aplicable cuando aporte a la Comisión antecedentes que conduzcan a la acreditación de dicha conducta.

Para acceder este beneficio, el ejecutor de la conducta deberá cumplir los siguientes requisitos:

1) Proporcionar antecedentes precisos, veraces y comprobables que representen un aporte efectivo a la constitución de elementos de prueba suficientes para fundar un Auto de Iniciación;

2) Abstenerse de divulgar la solicitud de este beneficio hasta que se haya emitido la resolución sancionatoria u ordenado archivar los antecedentes del caso, y

3) Haber puesto fin a su participación en la conducta inmediatamente antes de presentar su solicitud.

Los demás responsables de la infracción que se denuncia no podrán acceder a este beneficio, a menos que aporten antecedentes adicionales a los ya presentados por quien se autodenuncia, y sólo hasta por 30% de la sanción pecuniaria aplicable.

Quien solicite este beneficio a sabiendas de que se basa en antecedentes falsos o fraudulentos, será sancionado conforme a lo establecido en el artículo 210 del Código Penal.

Párrafo 5°

Disposiciones Generales

Artículo 60.-
 Si la sanción aplicada por el Consejo consistiere en una multa, y ésta no fuere pagada y hubiere quedado exigible por haber transcurrido el plazo para reclamar de ella o por existir sentencia ejecutoriada rechazando el reclamo, la Comisión podrá demandar ejecutivamente al infractor ante el juzgado de letras de turno que corresponda, acompañando copia de la resolución que aplicó la sanción o de la sentencia ejecutoriada en su caso, la que tendrá por sí sola mérito ejecutivo. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil.

En este juicio, el demandado no podrá oponer otras excepciones que la de prescripción, la de no empecerle el título y la de pago. En este último caso deberá ser siempre condenado en costas, a menos que probare haber ingresado en tiempo a la Comisión los comprobantes de pago de la multa.

Artículo 61.-
 De toda multa aplicada a una sociedad o a sus directores o liquidadores, responderán solidariamente los directores o liquidadores que concurrieron con su voto favorable a los acuerdos que motivan la sanción.

Artículo 62.-
 El Consejo no podrá sancionar a un infractor luego de transcurridos cuatro años desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho constitutivo de una infracción o de ocurrir la omisión sancionada.

El plazo establecido en el inciso primero se entenderá interrumpido por:

a) Un plazo máximo de seis meses contado desde la fecha en que la Comisión reciba un reclamo o denuncia referidos a hechos que pudieren ser constitutivos de infracción, y

b) El inicio de un proceso sancionatorio, a partir de la fecha de notificación de los respectivos cargos.

La acción de cobro de una multa prescribe en el plazo de dos años contado desde que se hizo exigible, conforme a lo establecido en el artículo 60 de esta ley.

Artículo 63.-
 El retardo en el pago de toda multa que aplique la Comisión, en conformidad a la ley, devengará, desde que se hizo exigible, los intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Si la multa no fuera procedente y, no obstante, hubiese sido enterada en arcas fiscales, la Comisión o el juzgado respectivo, según corresponda, deberá ordenar que se devuelva debidamente reajustada en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del Código Tributario.

Artículo 64.-
 Las normas establecidas en los artículos precedentes se aplicarán en todos los casos en que la Comisión sancione con multa a las personas o entidades fiscalizadas.

Artículo 65.-
 Los términos de días que establece el presente decreto ley se entenderán de días hábiles, a menos que se exprese lo contrario. Para estos efectos se entenderá que no son hábiles los días sábados, domingos y festivos. De la misma forma se contarán los plazos que otorgue la Comisión.

Las notificaciones se harán:

a) Por escrito, mediante carta certificada dirigida al domicilio que el fiscalizado o interesado hubiere designado en su primera presentación o con posterioridad. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas a contar del tercer día siguiente a su recepción en la oficina de Correos;

b) De modo personal, previo acuerdo del fiscalizado o interesado, por medio de un empleado de la Comisión, quien dejará copia íntegra del acto o resolución que se notifica en el domicilio del interesado o fiscalizado, dejando constancia de tal hecho;

c) En las oficinas de la Comisión, si el interesado o fiscalizado se encontrare en ellas, debiendo entregársele copia del acto o resolución que se le notifica, si así lo requiriese, firmando la debida recepción, o

d) Por medios electrónicos, en cuyo caso deberá suscribirse mediante firma electrónica avanzada, comenzando a correr los plazos a que ella se refiera el día siguiente hábil de despachada por la Comisión.

Aún cuando no hubiere sido practicada notificación alguna o la que existiere fuere viciada, se entenderá el acto debidamente notificado si el interesado o fiscalizado a quien afectare hiciere cualquier gestión, con posterioridad al acto, que suponga necesariamente su conocimiento, sin haber reclamado previamente de su falta o nulidad.

Artículo 66.-
 Las disposiciones del presente decreto ley primarán sobre las establecidas en los estatutos de las personas o entidades sujetas a la fiscalización de la Comisión.”.

17) Reemplázase, en el artículo 39, que pasa a ser artículo 68, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

18) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 40, que pasa a ser artículo 69:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Superintendencia de Valores y Seguros a que se refiere este decreto ley será la sucesora legal” por la siguiente: “Comisión de Valores y Seguros a que se refiere este decreto ley será la sucesora legal de la Superintendencia de Valores y Seguros, y”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “a la Superintendencia de Valores y Seguros o al Superintendente de Valores y Seguros” por la frase “a la Comisión de Valores y Seguros, al Consejo o a su Presidente, según el contexto”.

19) Reemplázase, en el artículo 41, que pasa a ser artículo 70, la frase “Superintendente de Valores y Seguros” por “Presidente de la Comisión de Valores y Seguros”.

20) Reemplázase, en el artículo 44, que pasa a ser artículo 72, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

21) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 45, que pasa a ser artículo 73:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “el Superintendente cuando a consecuencia de un acto administrativo de la Superintendencia, se resuelva una petición y” por la frase “el Consejo contra los actos administrativos y sanciones de la Comisión,”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de la respectiva resolución y la Superintendencia” por la frase “del respectivo acto o resolución y el Consejo”.

c) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “Superintendencia”, que precede a la expresión “se hubiere pronunciado”, por “Comisión”.

d) Elimínase, en el inciso tercero, la frase “y el plazo para reclamar contra la aplicación de una multa o de su monto de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 30”.

22) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 46, que pasa a ser artículo 74:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”. 

b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la frase “desde la notificación”, la frase “o publicación”.

c) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

d) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “de la letra e) del artículo 4° y en los números 3 de los artículos 27 y 28” por la frase “de la letra f) del artículo 4° y en los números 3 de los artículos 37 y 38”.

e) Sustitúyese, en el inciso quinto, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

f) Reemplázase, en el inciso sexto, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

23) Intercálase el siguiente artículo 75, pasando el artículo 47, a ser artículo 76:

“Artículo 75.- Las sanciones aplicadas por la Comisión podrán ser reclamadas ante la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de diez días contados desde la notificación de la resolución que impuso la sanción. Dichas reclamaciones gozarán de preferencia para su vista y fallo.

Si la Corte de Apelaciones declarare admisible la reclamación, dará traslado de ella por seis días a la Comisión, notificándole esta resolución por oficio.

Evacuado el traslado por la Comisión, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes. 

La sentencia que rechace la acción será susceptible de apelación ante la Corte Suprema, recurso que deberá interponerse en el plazo de diez días desde su notificación y gozará de preferencia para su vista y fallo. 

Deducida la acción oportunamente, se suspenderán los efectos de la resolución que impuso la sanción y el transcurso del plazo para el pago de la multa, hasta que ésta sea resuelta por resolución ejecutoriada.

En su decisión, la Corte podrá dejar la sanción sin efecto, confirmarla o modificarla, si así surgiere de los antecedentes puestos en su conocimiento.”.

24) Reemplázanse los artículos 1° al 5° transitorios, por los siguientes: 

“Artículo 1°.-
 Las disposiciones contenidas en la presente ley entrarán en vigencia  el mismo día que comience su funcionamiento la Comisión de Valores y Seguros.

El Presidente de la República deberá, con a lo menos dos meses de anterioridad a la fecha de inicio de las funciones de la Comisión, designar, en la forma prevista en el artículo 8° de esta ley, al Presidente de la Comisión y a los demás comisionados.

El primer Presidente de la Comisión durará en su cargo hasta los noventa días siguientes al final del mandato del Presidente de la República que lo designe, salvo que concurra alguna de las causales de cesación en sus funciones establecidas en esta ley. 

Para el primer nombramiento de los demás comisionados, y para los efectos de la renovación alternada y por parcialidades de los mismos  a que se refiere la letra b) del artículo 8°, en la propuesta que efectúe el Presidente de la República al Senado presentará a dos de los candidatos con una duración en sus cargos de tres años a contar de la fecha de su nombramiento, y a los otros dos con una duración en sus cargos de seis años a contar de la fecha de su nombramiento, sin perjuicio de que podrán ser designados hasta por un nuevo período adicional. Lo anterior deberá quedar así también consignado en el primer decreto de nombramiento.

Artículo 2°.- El Consejo deberá dictar un Reglamento Interno de Funcionamiento en el plazo de sesenta días desde la fecha de inicio de sus funciones.

Artículo 3°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Determinar la fecha de iniciación de actividades de la Comisión de Valores y Seguros, la que no podrá exceder de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, contemplándose un período para su implementación. Además, determinará la fecha de supresión de la Superintendencia de Valores y Seguros, estableciendo el destino de sus recursos.

2) Establecer el Estatuto de Personal, regulando las relaciones laborales que vinculan a la Comisión con sus trabajadores, el cual deberá contener, a lo menos, normas sobre la forma en que se efectuarán los nombramientos y la provisión de cargos vacantes, los mecanismos de ascensos y promociones y los sistemas de capacitación y calificación del desempeño laboral. El personal de la Comisión se regirá de manera supletoria, en lo no regulado por el Estatuto de Personal, por el Código del Trabajo.

Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad administrativa contenidas en el Título III de la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.

Mientras dicho Estatuto de Personal no sea dictado, el personal de la Comisión se seguirá rigiendo por las normas estatutarias, de remuneraciones y otros beneficios pecuniarios y previsionales que actualmente rigen al personal de la Superintendencia de Valores y Seguros. Los trabajadores que a la fecha de publicación de esta ley se encontraren prestando servicios en la Superintendencia de Valores y Seguros continuarán ejerciendo labores en la Comisión de Valores y Seguros en los mismos términos y condiciones vigentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, sin que el inicio de las actividades de la Comisión de Valores y Seguros pueda significar disminución de remuneraciones ni modificación alguna de los derechos laborales y previsionales del personal que actualmente desempeña labores en la Superintendencia de Valores y Seguros.

Artículo 4°.- Los procedimientos sancionatorios iniciados con anterioridad a la fecha de iniciación de actividades de la Comisión que fije el Presidente de la República, seguirán tramitándose conforme a las normas vigentes a la fecha de iniciación de los mismos.

Artículo 5°.- Increméntase la dotación máxima de la Comisión de Valores y Seguros, a contar de la fecha de iniciación de sus actividades, en 16 cupos.”.

25) Incorpórase el siguiente artículo 6° transitorio: 

“Artículo 6°.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Comisión de Valores y Seguros y transferirá a ella los fondos de la Superintendencia de Valores y Seguros, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.”.

26) Incorpórase el siguiente artículo 7° transitorio:

“Artículo 7°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará en los presupuestos anuales, y durante el primer periodo presupuestario se financiará con cargo al presupuesto de la Superintendencia de Valores y Seguros y, en lo que faltare con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.”.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 9 de junio de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 16 de junio de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN 
PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NORMAS PARA EL ACCESO
 DE LA POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD AUDITIVA A 
LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA POR LA ONEMI

(8.353-19)

HONORABLE SENADO:



La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, iniciado en moción del ex diputado señor Iván Moreira Barros, los diputados señores Pedro Browne Urrejola, Gustavo Hasbún Selume, Alberto Robles Pantoja, David Sandoval Plaza, y la diputada señora Alejandra Sepúlveda Orbenes, y de los ex diputados señores Juan Carlos Latorre Carmona, Carlos Montes Cisternas, Manuel Rojas Molina y señora Mónica Zalaquett Said, con urgencia calificada de “simple”.

 
En virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único, y propone al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.
- - -

A las sesiones en que la Comisión analizó este asunto asistieron, además de sus integrantes, las siguientes personas:

Del Ministerio de Salud: El Subsecretario de Salud Pública, doctor Jaime Burrows; el asesor del Subsecretario de Salud Pública, doctor Alberto Larraín; el coordinador legislativo, doctor Enrique Accorsi; la Jefa de la División de Gestión de Redes Asistenciales, doctora Gisela Alarcón; el Jefe del Departamento de Tejidos y Órganos, doctor José Luis Rojas Barraza; los asesores legislativos de la Subsecretaría de Salud Pública, señoras Carolina Mora y Andrea Martones y señores Felipe Vargas y Roberto Tapia; la asesora legislativa de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, señora Paulina Palazzo. 
Del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones: El Subsecretario de Telecomunicaciones, don Pedro Huichalaf; el asesor del Subsecretario, señor Francisco Canessa, y la asesora legislativa, señora Paola Tapia.

Del Ministerio de Desarrollo Social: El Subsecretario de Servicios Sociales, don Juan Eduardo Faúndez Molina; la Jefa de Comunicaciones del Subsecretario, señora Andrea Gómez.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: La coordinadora, señora Camila Sanhueza. 
De la Biblioteca del Congreso Nacional: El analista, señor Eduardo Goldstein Braunfeld. 
De la Asociación de Facultades de Medicina de Chile: El representante, doctor Antonio Orellana Tobar.
Del Instituto Igualdad: La asesora, señora Nicole Reyes. 
Del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos (CELAP): La asesora legislativa, señora Camila Cancino. 
El asesor legislativo del señor Vicepresidente del Senado, don Jaime Mondría.
El asesor del Honorable Senador Chahuán, señor Marcelo Sanhueza.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Girardi, señor Nicolás Fernández y la asesora legislativa, señora Josefina Correa.

El asesor legislativo de la Honorable Senadora Goic, señor Gerardo Bascuñán.

El asesor legislativo de la Honorable Senadora Van Rysselberghe, señor Juan Paulo Morales.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Se hace presente que el inciso segundo del artículo 25 contenido en el proyecto de ley que propone la Comisión tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República para su aprobación debe contar con el voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad con lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. 


Ello en conformidad al artículo 18 de la Constitución Política de la República, por cuanto se refiere, entre otras materias,  a la propaganda electoral. Por la misma causa el Tribunal Constitucional, al ejercer el control de constitucionalidad sobre la ley 
N° 20.422, en su fallo rol 1.577, de 2010, declaró que el citado inciso segundo tiene carácter de ley orgánica constitucional.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Establecer la obligación para los concesionarios y permisionarios de televisión, de transmitir toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos, la propaganda electoral, los debates presidenciales, las cadenas nacionales, los informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública –ONEMI-, y los bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública, mediante sistemas audiovisuales que hagan comprensible su contenido a las personas con discapacidad auditiva.

- - -

ANTECEDENTES JURÍDICOS

El proyecto de ley en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

- Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

- Ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.

- Ley N° 20.750, que permite la introducción de la televisión digital terrestre (modifica la ley N° 18.838).

- Decreto N° 32, del Ministerio de Planificación, de 2012, que aprueba el reglamento que establece normas para la aplicación de mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten el acceso a la programación televisiva para personas con discapacidad auditiva.
- Resolución exenta N° 2.050, del Ministerio del Interior, de 2009, que aprueba una norma general de participación ciudadana en la gestión de la ONEMI.

- - -

ANTECEDENTES DE HECHO

MOCIÓN
La moción del ex diputado señor Iván Moreira Barros, los diputados señores Pedro Browne Urrejola, Gustavo Hasbún Selume, Alberto Robles Pantoja, David Sandoval Plaza, y la diputada señora Alejandra Sepúlveda Orbenes, y de los ex diputados señores Juan Carlos Latorre Carmona, Carlos Montes Cisternas, Manuel Rojas Molina y señora Mónica Zalaquett Said señala que Chile se ubica entre los países con mayor ocurrencia de sismos de gran intensidad, los que por su envergadura afectan directamente a un número importante de habitantes del territorio nacional. Entre éstos, la población que presenta discapacidad auditiva se encuentra en una situación desmejorada en el acceso a la información oficial del Estado frente a estas catástrofes.

Agregan los autores que esta materia ha sido abordada en diversas normas de orden reglamentario, como la resolución exenta N° 2.050, de 7 de agosto de 2009, del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública, que aprueba una norma general de participación ciudadana, pero ello no ha redundado en un acceso pleno a la información por la población con discapacidad auditiva.

Añade la exposición de motivos que es importante considerar que la encuesta Casen correspondiente al año 2.006 determinó que en Chile vivían 1.119.867 personas con discapacidad, lo que equivale al 6,9% de la población del país. De ellas, 197.739 personas sufrían de sordera o de algún grado de discapacidad auditiva, aun usando audífonos.

En definitiva, concluye la moción, resulta necesario elevar a rango de ley la obligación de garantizar el acceso a la información relativa a catástrofes naturales a la población con discapacidad auditiva, particularmente aquella que emite la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS


Esta iniciativa se estructura en un artículo único, conformado por dos literales, que proponen la modificación del inciso segundo del artículo 25 de la ley N° 20.422, la cual establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad; el precepto en cuestión dispone lo siguiente: 

“Artículo 25.- Los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable, deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a la población con discapacidad auditiva el acceso a su programación en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto dictarán conjuntamente los Ministerios de Planificación, de Transportes y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno.

Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos, la propaganda electoral, debates presidenciales y cadenas nacionales que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidas o emitidas con subtitulado y lengua de señas.”.
El literal a) del artículo único del proyecto intercala, entre las expresiones “cadenas nacionales” y “que se difundan”, la oración “informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública –ONEMI-, y bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública”, y reemplaza la conjunción “y” que antecede a la palabra “cadenas” por una coma. En tanto, el literal b) incorpora, a continuación del vocablo “subtitulado”, la palabra “abierto”.”.

RESUMEN DE EXPOSICIONES


Al iniciarse el debate del proyecto de ley, el Subsecretario de Salud Pública, doctor Jaime Burrows, junto con valorar la iniciativa parlamentaria, postuló que está en consonancia con la política que en términos de discapacidad ha definido el Ministerio de Salud y, en esa perspectiva, presentó al doctor Alberto Larraín, a cargo del cumplimiento de las metas presidenciales en relación con discapacidad y salud mental.


El referido facultativo hizo presente que el programa de Gobierno contiene diez medidas concretas, a cargo del Ministerio de Salud, encaminadas a reducir brechas en los ámbitos de salud mental y discapacidad.


Informó que todos los avisos publicitarios del Ministerio incluirán lenguaje de señas y subtitulado. Sin embargo, aún queda pendiente la disposición de una plataforma apropiada para que personas ciegas puedan acceder a un relato de la transmisión respectiva. Otras cuestiones que están en proceso de remediarse, acotó, son los accesos al edificio en que se emplaza el Ministerio, que no están adaptados para discapacitados. 

Agregó que uno de los objetivos propuestos es tratar de forma integral la salud mental y la discapacidad, en aquellos puntos que pueden ser concordantes. A modo de ejemplo, expuso que en el caso de niños con ciertas discapacidades mentales, muchas veces requieren también terapias corporales que puedan mejorar su calidad de vida.


Luego, enumeró las diez medidas que se ha dispuesto para abordar los temas antes referidos:


1.- En el área de la salud, se potenciará la Red de Salud Mental Comunitaria, basada en una malla de dispositivos de carácter territorial que forma parte del sistema de salud general a partir de los Centros de Salud Mental Comunitarios (COSAM) instalados en las comunas más vulnerables.

Advirtió sobre la escasez de estos centros en el país y acerca de la inequidad en su distribución territorial, ya que, por ejemplo, servicios de salud como el de Aconcagua no cuenta con ninguna instalación de ese tipo.


Del mismo modo, afirmó que el número de camas psiquiátricas de corta estadía es muy reducido, si se compara con otras naciones pertenecientes a la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos, a pesar de que la carga de enfermedades mentales que se presenta en Chile es mayor al promedio de esos países.


2.- Se incrementará el número de becas en los programas de formación de especialistas para psiquiatría adulta e infanto juvenil, medicina física y rehabilitación y para técnicos ortoprotesistas.

Para el año en curso, aseguró, se espera la formación de 25 psiquiatras adultos y 10 infantiles. En tanto, el año venidero se prevé duplicar la cantidad de médicos incorporados a estos programas. 


3.- Se generará un plan nacional para el tratamiento de demencias y se pondrá en marcha la creación gradual de 15 centros pilotos de atención -uno por región- como unidades especializadas, con dependencia técnica de los COSAM y que trabajen coordinados con la atención primaria de salud.

4. Se fortalecerán los servicios de rehabilitación de cuatro hospitales regionales, lo que permitirá avanzar en el acceso equitativo de la población.

5.- Se establecerá un plazo máximo para la evaluación de la discapacidad por parte de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, COMPIN, de los Servicios de Salud.

Lo anterior debido a que, si bien la preceptiva dispone que el plazo para esa certificación no debe superar los 25 días, en la práctica se acerca a los 200 días. 


6.- Se incorporarán las prestaciones de los terapeutas ocupacionales al arancel del Fondo Nacional de Salud y a la cobertura de los seguros privados.

 
7.- Se evaluará incluir en el sistema de Garantías Explícitas en Salud la rehabilitación en el centro asistencial de quienes sufran un accidente vascular encefálico, principal causa de discapacidad adquirida en los adultos.

8.- Se estudiará la regulación de la condición de preexistencia en los seguros de salud cuando las personas con discapacidad dejan de ser carga o son contratadas y deben cotizar directamente, a fin de evitar la pérdida de beneficios de su programa de salud previo.

9.- Se incorporará la cobertura de órtesis y prótesis en los seguros de salud, como una modalidad de Garantía Explicita en Salud, mediante el traspaso de ayudas técnicas desde el Servicio Nacional de la Discapacidad al Ministerio de Salud, eliminando de esa forma los actuales procesos de postulación.

10.- Se evaluará la incorporación universal del examen denominado "screening
 de hipoacusia neonatal", que incluirá a los recién nacidos del país. Ello permitirá diagnosticar hipoacusia congénita en menores, a quienes además se les garantizará el implante correspondiente y la rehabilitación posterior.


Otra política adicional a las acciones ya reseñadas, enfatizó, es la formulación de una Ley de Salud Mental, que forma parte del compromiso suscrito por Chile con la Organización Mundial de la Salud, en orden a actualizar los planes en este ámbito, labor que se espera comenzar durante el segundo semestre del presente año.

A continuación intervino el Subsecretario de Servicios Sociales, señor Juan Eduardo Faúndez, quien dio a conocer la posición del Ministerio de Desarrollo Social sobre la iniciativa en discusión.


Al efecto, hizo notar que actualmente cerca de 300.000 personas presentan algún grado de insuficiencia auditiva en el país, de un total de 2.000.000 de personas que presentan discapacidad En ese contexto respaldó la moción puesta en debate, que establece obligaciones para los canales de televisión que permitirán el acceso a las personas en situación de discapacidad auditiva a información relevante en situaciones de catástrofe o emergencia.


Con ello se cumple la condición de garantizar igualdad de oportunidades en situación de emergencia o calamidad pública; se reconoce el carácter sísmico del territorio nacional; se provee una herramienta preventiva y de seguridad para la población sorda, y se evita la discrecionalidad de los canales de televisión, en lo relativo a poner a disposición mecanismos de comunicación audiovisual en situaciones de emergencia.


Sin perjuicio de lo expresado, sugirió, para un perfeccionamiento de la normativa propuesta, incorporar el concepto de “subtitulado abierto”, que se considera más inclusivo, dado que la experiencia con el sistema “closed caption”
 muestra deficiencias e imprecisiones en la comunicación de la información y depende de la calidad de la pronunciación del emisor. Agregó que esa recomendación ha sido solicitada formalmente por organizaciones de la sociedad civil que agrupan a personas en situación de discapacidad auditiva.
En otro ámbito, manifestó que durante el transcurso de la discusión parlamentaria del presente proyecto de ley se aprobó la ley N° 20.750
, que entre las exigencias impuestas al Consejo Nacional de Televisión incluyó la de otorgar facilidades de acceso a las trasmisiones a las personas con necesidades físicas especiales, junto con la obligación de velar por el cumplimiento de la ley N° 20.422
 e incorporar subtitulado oculto y lenguaje de señas en las campañas de interés público.

En resumen, postuló que tanto el Ministerio de Desarrollo Social como el Servicio Nacional de la Discapacidad, SENADIS, consideran que la moción en trámite se hace cargo de los requerimientos de la población con discapacidad auditiva que, en distintas mesas temáticas organizadas entre ese Ministerio y la sociedad civil, ha solicitado ese tipo de medidas.

A su turno, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf, puntualizó, en primer lugar, que, desde el punto de vista técnico es necesario enmendar la mención que se hace en el proyecto a los canales de televisión abierta, toda vez que la expresión correcta es “concesionario de radiodifusión televisiva”, ya que la preceptiva sobre televisión digital permite que un concesionario posea múltiples canales.

Por otra parte, la iniciativa también hace mención a los proveedores de televisión por cable, con lo que se excluye  a los permisionarios de televisión satelital que, según las estadísticas con que se cuenta en la actualidad, superan en clientes a la primera. Entonces, sugirió incorporar el concepto de “permisionario de televisión”, para incluir ambas categorías.

Explicó que existen dos clases de subtitulado: abierto y oculto. El primero consiste en la aparición de textos en algún borde de la imagen y se utiliza especialmente en programas previamente grabados. El segundo se usa de forma simultánea a una transmisión en directo y permite al televidente elegir su utilización.

Al respecto, consignó que en los diferentes proyectos de ley con los cuales se ha intentado beneficiar a personas con discapacidad auditiva, la Subsecretaría a su cargo ha promovido el uso del subtitulado oculto, dada la facilidad técnica para su implementación y que la obligación de habilitar el sistema recaerá sobre los concesionarios y los permisionarios y no en los generadores del contenido que será subtitulado.

Por lo demás, agregó, la ley N° 20.750 considera la habilitación del subtitulado oculto en aquellos programas financiados por el Consejo Nacional de Televisión, con independencia del horario en que se emitan.

Luego, hizo una reseña sobre la legislación en vigor, dando cuenta de que el decreto N° 32, de los Ministerios de Planificación, Secretaría General de Gobierno y Transportes y Telecomunicaciones, de 2011, que aprueba el reglamento que establece normas para la aplicación de mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten el acceso a la programación televisiva para personas con discapacidad auditiva, dispone que será obligatoria la disposición de subtitulado oculto en noticiarios, de lenguaje de señas por turnos en al menos uno de los noticiarios centrales, y que en situaciones de riesgo o emergencia nacional, la información sea proveída con subtitulado oculto o lenguaje de señas, al igual que en parte de la programación producida por los canales de televisión abierta o por proveedores de cable.
Explicó que el organismo encargado de fiscalizar el cumplimiento de la preceptiva antes expuesta es el SENADIS, correspondiendo al Consejo Nacional de Televisión la aplicación de las sanciones respectivas. Por el contrario, a la repartición a su cargo le corresponde la generación de la normativa técnica para hacer factible la transmisión bajo esos cánones.
El Honorable Senador señor Rossi consultó si, en vista de los antecedentes ya explicados, es realmente necesaria una modificación legal como la que propone la moción en estudio.

Sobre ese punto, el señor Subsecretario de Telecomunicaciones sostuvo que  la propuesta legal refuerza la exigencia de que en casos de emergencia o calamidad se incorpore el lenguaje de señas y el subtitulado, con tal de beneficiar a la población con discapacidad auditiva.

A mayor abundamiento, una adecuada redacción del texto de la iniciativa permitiría también integrar en la regulación a la televisión satelital.

El señor Subsecretario comentó que el decreto 
N° 60, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2012, reglamenta los sistemas de alerta de emergencia mediante el envío de mensajes de texto a teléfonos celulares, que se emiten cuando la Oficina Nacional de Emergencia así lo dispone. Si bien fue la Subsecretaría de Telecomunicaciones la que realizó la inversión en el Sistema de Alerta de Emergencia, licitando, adjudicando, implementando y ejecutando en su totalidad el proyecto, su operación e infraestructura fue entregada en enero del año 2014 a la ONEMI. De consiguiente, el rol de la Subsecretaría se redujo a la supervisión de los enlaces técnicos entre los concesionarios y el sistema de emergencia  de ONEMI.

Advirtió que no todos los equipos celulares son compatibles con el sistema antes descrito, por lo que parte de la población no recibe esa mensajería. En efecto, sólo un 25% del total de los aparatos está capacitados para recibir dicha alerta.

Agregó que tampoco es factible exigir que todos los equipos telefónicos que se vendan en el país estén habilitados para recibir los mensajes de emergencia, pues  dichos equipos son fabricados en el extranjero. Por ello, se ha pensado replicar la alerta de emergencia en una plataforma de mayor masividad, como es la televisión digital, tecnología sobre la cual sí la autoridad posee injerencia en los requerimientos técnicos para su fabricación.

Otra de las normas que rigen esta materia, complementó, es la Resolución exenta N° 3.261, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2012, que fija la norma técnica para el Sistema de Alerta de Emergencias sobre las Redes de Servicio Público de Telefonía Móvil.

Al finalizar, solicitó que se precise en el texto, con independencia del tipo de subtitulado que se elija, si se exigirá copulativamente el uso del lenguaje de señas o si ambas modalidades serán alternativas.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe sostuvo que normalmente el tratamiento de la discapacidad es un área de la salud a la que no se otorga la prioridad que requiere y, en esa perspectiva, pese a que trata sólo un tema específico, el proyecto en análisis es un avance en la materia.

Luego, se refirió a la exposición del doctor Larraín y adujo que las afecciones psiquiátricas corresponden a uno de los grupos de discapacidades más difíciles de afrontar para las familias, tanto por el costo económico como por el emocional. Dado lo anterior, resaltó que es indispensable el aumento de las camas psiquiátricas, ya que muchas de ellas hoy en día son ocupadas por enfermos, algunos de los cuales, además, cumplen una condena, lo que conlleva que los demás pacientes y los funcionarios que los atienden deban enfrentar condiciones de encierro más propias de un reo que de un enfermo.  

En otro ámbito, comentó que en los casos de personas que sufren accidentes con consecuencias invalidantes o de menores de edad que nacen con alguna discapacidad motora, por ejemplo, se debería contemplar subsidios para que las familias puedan adaptar y remodelar adecuadamente el hogar, ya que por el detrimento económico que sufren a partir de esas afecciones, es muy difícil que puedan sufragar esos gastos.

Por último, no obstante felicitar el ingreso al sistema de Garantías Explícitas en Salud de la rehabilitación en el centro asistencial de quienes sufran un accidente vascular encefálico, subrayó que el problema central al que se debería apuntar es el que causa el diagnóstico tardío de dicha patología, que en muchos casos es causa directa de la generación de discapacidades. En definitiva, una mejoría en dicho aspecto implicaría un ahorro importante en los costos de la rehabilitación posterior.

En seguida, la Honorable Senadora señora Goic, valoró la propuesta legislativa en discusión y planteó aprovechar la oportunidad para ampliar los efectos de la iniciativa y no sólo acotarla a las situaciones de emergencia o calamidad y a la población con discapacidad auditiva. En conclusión, se trataría de incrementar el número de beneficiados por una disposición de esta naturaleza y los sujetos afectos a la obligación correlativa.

Haciéndose cargo de parte de las inquietudes formuladas, el señor Subsecretario de Telecomunicaciones planteó que a la fecha de ingreso de la moción estaba en plena vigencia la televisión analógica, que hacía complejo implementar mecanismos como el subtitulado oculto para programas en directo, aunque sí se disponía de la herramienta para emisiones previamente grabadas. Sin embargo, con el avance de la tecnología y la entrada en vigencia de la ley sobre televisión digital esos instrumentos se han masificado y se han reducido sus costos.

En ese sentido, manifestó su preferencia por el sistema de subtitulado oculto, debido a que, junto con beneficiar a personas con insuficiencia auditiva, puede, por ejemplo, ayudar a niños que comienzan  a leer y a adultos mayores que comienzan a perder su capacidad de audición.

Acotó que la normativa que finalmente se apruebe también debe tener en consideración que en 5 años más se terminará la televisión analógica y sólo estará vigente la de carácter digital.

Por su lado, el señor Subsecretario de Servicios Sociales expresó que todas aquellas medidas que estén dirigidas a mejorar el acceso a la información de la población con discapacidad auditiva, sería aconsejable aplicar un subtitulado abierto en situaciones de emergencia, por las deficiencias e imprecisiones que aún muestra la herramienta “closed caption”, mecanismo que sigue siendo valioso, pero en otras circunstancias o programas.

- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Prokuriça y Rossi.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único

El texto del artículo único del proyecto de ley es el siguiente:

“Artículo único.- Modifícase el inciso segundo del artículo 25 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en el siguiente sentido:
a) Intercálase, entre las frases “cadenas nacionales” y “que se difundan”, la frase “informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública –ONEMI-, y bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública”, y reemplázase la conjunción “y” que antecede a la palabra “cadenas” por una coma.
b) Incorpórase, a continuación del vocablo “subtitulado”, la palabra “abierto”.”.
El señor Subsecretario de Telecomunicaciones puso en conocimiento de la Comisión un borrador que contenía una propuesta alternativa de redacción, del siguiente tenor:
“Sustituye el artículo 25° de la Ley 20.422.

Artículo 25.- Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y los permisionarios de servicios limitados de televisión, deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a las personas en situación de discapacidad auditiva el acceso a su programación en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto dictarán conjuntamente los Ministerios de Desarrollo Social, de Transportes y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno.
 

Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos, la propaganda electoral, debates presidenciales, cadenas nacionales, informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública –ONEMI-, y bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidas o emitidas con subtitulado y lengua de señas, en las formas, modalidades y condiciones que establezca el Reglamento indicado en el inciso precedente.”.

El señor Subsecretario de Telecomunicaciones explicó que el texto propuesto fue concordado con la Subsecretaría de Servicios Sociales del Ministerio de Desarrollo Social.

El primer cambio contenido en la nueva proposición adecua a la nomenclatura actualmente vigente, que especifica sobre quienes recaerá la obligación que impone el proyecto, que son los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva y los permisionarios de servicios limitados de televisión, es decir, se incluye a la televisión abierta y a la de pago, la que comprende, a su vez, al cable y a la satelital. 

Del mismo modo, se ratifica en el texto que las actividades televisivas que deberán ser transmitidas o emitidas con subtitulado y lengua de señas, serán las campañas de servicio público financiadas con fondos públicos, la propaganda electoral, los debates presidenciales, las cadenas nacionales, los informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública y los bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales. Lo anterior, en las formas, modalidades y condiciones que establezca un reglamento dictado por intermedio de los Ministerios de Desarrollo Social, de Transportes y Telecomunicaciones y de Secretaría General de Gobierno, conjuntamente.

El Honorable Senador señor Prokuriça, si bien manifestó estar de acuerdo con la generalidad de la propuesta presentada, advirtió que, en forma previa, es necesario que las autoridades ministeriales se hagan cargo de la tarea de otorgar conectividad al territorio nacional en su integridad, toda vez que, de no solucionar esa situación, las formas en que puedan transmitirse los informativos de la ONEMI no tendrán relevancia. Además, la realidad ha demostrado que las comunicaciones en casos de emergencia no funcionan de manera adecuada, tal como ocurrió en la catástrofe que afectó recientemente a las ciudades de Copiapó y Chañaral, entre otras.

A mayor abundamiento, afirmó que muchas localidades, especialmente rurales, aún no poseen ni siquiera conexión telefónica. Instó a los personeros de Gobierno a dar una solución definitiva a estas carencias, exigiendo a las compañías de telecomunicaciones que otorguen la cobertura requerida.

El señor Subsecretario de Telecomunicaciones informó que la repartición a su cargo ha estado especialmente preocupada de la situación de la IIIª Región, de Atacama, dada la catástrofe ocurrida durante el mes de abril del presente año.

Puntualizó que el proyecto en debate concierne principalmente a la televisión y que a partir de la implementación de la televisión digital se pretende que en la totalidad de las regiones del país se pueda captar las siete señales abiertas disponibles.

Agregó que la obligación del subtitulado y el lenguaje de señas será exigible con independencia de la forma de transmisión de la señal, esto es, mediante torres de repetición o por satélite.  

Seguidamente, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe recordó que en el Mensaje Presidencial del día 21 de mayo recién pasado, la señora Presidenta de la República anunció la creación de un canal cultural y, en tal sentido, estimó que las obligaciones deberían hacerse extensivas a la programación que allí se transmita, dado su financiamiento estatal.

Por su parte, el Honorable Senador señor Prokuriça trajo a colación la experiencia en esta materia de Estados Unidos, en cuyas zonas afectadas frecuentemente por huracanes la información de emergencia transmitida por televisión es mucho más inmediata, directa y simple, con la finalidad de avisar oportunamente la eventual ocurrencia de un evento catastrófico. Ello se realiza mediante símbolos explícitos que se incorporan a la programación que se trasmite en ese momento. Por el contrario, en situaciones como la que recientemente devastó algunas zonas de la región que representa, aún persiste la discusión entre las autoridades públicas sobre las causas por las cuales no se dio un aviso oportuno a la población.


Entonces, aunque insistió en valorar positivamente la regulación sometida al estudio de la Comisión, recabó la implantación de medios simples y directos que permitan informar apropiada y oportunamente a la ciudadanía ante un eventual riesgo. 

El señor Subsecretario de Telecomunicaciones respondió que en la lógica de mercado en que se desarrolla la industria televisiva actual priman los criterios económicos por sobre la consideración de qué información puede ser más importante para la población. Por ello, es tarea de las autoridades hacerse cargo de ese vacío y, en ese orden de ideas, anunció que recientemente se suscribió un convenio con el Gobierno de Japón, para el desarrollo de elementos tecnológicos concebidos para ser usados en situaciones de catástrofe. Asimismo, el Estado se ha reservado un bloque de la frecuencia de 700Mhz para que, en casos de emergencia, si se cae la telefonía comercial, subsista la comunicación institucional.


Por otro lado, en el marco de la implementación de la televisión digital se ha contemplado también la interactividad, que permite que el espectador acceda a un amplio conjunto de servicios públicos o privados a través del aparato receptor, el lenguaje de señas y los sistemas para emergencias.


Sobre el nuevo canal cultural anunciado, sostuvo que en las reuniones que se han llevado a cabo para su diseño se ha priorizado la aplicación de contenidos integradores para toda la comunidad, lo que incluye a la población que sufre alguna discapacidad. 


A su turno, el señor Subsecretario de Servicios Sociales afirmó que iniciativas como la que actualmente se discute otorgan señales a la ciudadanía respecto de la relevancia que se otorga  a las acciones inclusivas, lo que forma parte de uno de los ejes principales de la acción de Gobierno.


En cuanto al texto propuesto, postuló que, si bien recoge adecuadamente ese principio y apunta en la dirección correcta, es probable que deba ser revisado en un futuro, en razón de los acelerados avances tecnológicos en este ámbito, algunos de los cuales podrían beneficiar a la población con dificultades auditivas.


Por su lado, el coordinador legislativo del Ministerio de Salud, doctor Enrique Accorsi, observó que la presente iniciativa legal se funda en una demanda sostenida por varios años por la población con discapacidad auditiva y viene a dar solución a una deuda estatal con ese grupo que, según tiene entendido, comprendería un número cercano a 1.000.000 de personas. 


Se hace presente que el borrador del texto propuesto por el señor Subsecretario de Telecomunicaciones fue hecho suyo por los Honorables Senadores de la Comisión presentes, señora Van Rysselberghe y señores Prokuriça y Rossi, quienes reformularon su contenido mediante la siguiente indicación:


“Para reemplazar el artículo único del proyecto por el siguiente:

“Artículo único.- Sustituyese el artículo 25 de la ley N° 20.422 por el que sigue:

“Artículo 25.- Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y los permisionarios de servicios limitados de televisión, deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a las personas en situación de discapacidad auditiva el acceso a su programación en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto se dictará a través de los Ministerios de Desarrollo Social, de Transportes y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno.
 


Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos, la propaganda electoral, los debates presidenciales, las cadenas nacionales, los informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública y los bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidos o emitidos con subtitulado y lengua de señas, en las formas, modalidades y condiciones que establezca el reglamento indicado en el inciso precedente.”.”.”.

- La indicación fue aprobada con el voto unánime de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Prokuriça y Rossi.


Acto seguido, el señor Presidente puso en discusión las indicaciones formuladas al proyecto de ley por el Honorable Senador señor Navarro, cuyo texto es el siguiente:

“ARTÍCULO ÚNICO

1.- Elimínese las letras a y b sugeridas

2.- Modifíquese el inciso 1° del artículo 25 de la ley 20.422 del siguiente modo.

a) Reemplaza la expresión: “los proveedores de televisión por cable”, por la expresión: “los permisionarios de servicios limitados de televisión”.

b) Agrega la siguiente nueva final, a continuación del punto a parte ubicado después del vocablo “Gobierno”, que pasa a ser una coma, “será obligación de los concesionarios y de los permisionarios cumplir el reglamento y adecuar o actualizar las tecnologías de transmisión cuando por reglamento así se determine.”

3.- Agréguese inciso nuevo en el Artículo 25 de la ley 20.422.

“Independiente del soporte que se utilice, todas las transmisiones de informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública – ONEMI, y bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública, que produzcan o puedan producir daños a las personas, los bienes públicos o privados, la biodiversidad o el medio ambiente, siempre deberán ser transmitidas o emitidas con subtitulado abierto y lengua de señas. Del mismo modo, en estos casos de emergencia o calamidad, será obligatorio brindar acceso la información a las personas con discapacidad visual, a través de una descripción audible de las imágenes que se exhiben, en especial cuando se trate de mapas, zonas de emergencias y vías de evacuación.”.

4.- Agréguese inciso nuevo en el Artículo 25 de la ley 20.422 

“El fiscalizador de lo que este artículo impone es el que se asigna en el Artículo 12 de la ley N° 18.838 y las personas pueden solicitar acción fiscalizadora del modo que se establece en el Artículo 40 BIS de la misma ley.”.”.

Las indicaciones 1, 2 y 3 fueron rechazadas. Las signadas con los Nos 1 y 2 letra a), lo fueron en vista de la aprobación de la indicación previamente señalada. La N° 2 letra b) se descartó por estimarla innecesaria, ya que la obligatoriedad de un reglamento no está supeditada a que la ley así lo declare, sino que aquél rige por sí mismo. La N° 3 no concitó apoyo porque impone obligaciones a la ONEMI, en lugar de aplicarlas a los concesionarios y permisionarios de televisión. 


- Todos estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Prokuriça y Rossi, 


Y la N° 4 fue declarada inadmisible, dado que incide en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el  ordinal 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, ya que consagra una nueva función y atribución del Consejo Nacional de Televisión.

Sin perjuicio de lo anterior, la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes dejaron constancia de que apoyan la idea contenida en el numeral 3 de la indicación del Honorable Senador señor Navarro, y solicitaron a las autoridades ministeriales presentes analizar la inclusión de una disposición en el mismo sentido al elaborar el reglamento que se dicte una vez que se complete la tramitación legislativa del presente proyecto de ley.  

En vista de que el texto del proyecto de ley aprobado por la Comisión no sólo estará referido a facilitar el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información que provea la ONEMI, el Honorable Senador señor Rossi propuso modificar el título de la iniciativa de ley. Dicha proposición fue acogida por los demás miembros, quienes acordaron denominarlo del siguiente modo: “Proyecto de ley que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información que indica, proporcionada a través de concesionarias de radiodifusión televisiva de libre recepción y permisionarias de servicios limitados de televisión”.


- La proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Prokuriça y Rossi, 

- - - - -

MODIFICACIONES


Conforme al mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley comunicado por la Cámara de Diputados:


- Sustituir su denominación por la que sigue:

“PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NORMAS PARA EL ACCESO DE LA POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD AUDITIVA A LA INFORMACIÓN QUE INDICA, PROPORCIONADA A TRAVÉS DE  CONCESIONARIAS DE RADIODIFUSIÓN TELEVISIVA DE LIBRE RECEPCIÓN  Y PERMISIONARIAS DE SERVICIOS LIMITADOS DE TELEVISIÓN:”.
(Unanimidad, 3 x 0).

- Reemplazar el artículo único, por el que se señala a continuación:
“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 25 de la ley N° 20.422 por el que sigue:

“Artículo 25.- Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a las personas en situación de discapacidad auditiva el acceso a su programación en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto se dictará a través de los Ministerios de Desarrollo Social, de Transportes y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno.


Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos, la propaganda electoral, los debates presidenciales, las cadenas nacionales, los informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública y los bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidos o emitidos con subtitulado y lengua de señas, en las formas, modalidades y condiciones que establezca el reglamento indicado en el inciso precedente.”.”.

(Unanimidad, 3 x 0).
- - -
TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN DE SALUD

 
En virtud de las consideraciones y acuerdos expuestos, vuestra Comisión de Salud del Senado propone la aprobación del siguiente

“PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NORMAS PARA EL ACCESO DE LA POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD AUDITIVA A LA INFORMACIÓN QUE INDICA, PROPORCIONADA A TRAVÉS DE  CONCESIONARIAS DE RADIODIFUSIÓN TELEVISIVA DE LIBRE RECEPCIÓN  Y PERMISIONARIAS DE SERVICIOS LIMITADOS DE TELEVISIÓN:

Artículo único.- Sustitúyese el artículo 25 de la ley N° 20.422 por el que sigue:

“Artículo 25.- Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a las personas en situación de discapacidad auditiva el acceso a su programación en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto se dictará a través de los Ministerios de Desarrollo Social, de Transportes y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno.


Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos, la propaganda electoral, los debates presidenciales, las cadenas nacionales, los informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública y los bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidos o emitidos con subtitulado y lengua de señas, en las formas, modalidades y condiciones que establezca el reglamento indicado en el inciso precedente.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 21 de abril y 9 de junio, ambos de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señoras Carolina Goic Boroevic y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Francisco Chahuán Chahuán (Baldo Prokuriça Prokuriça) y Guido Girardi Lavín.


Valparaíso, 10 de junio de 2015.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR ARAYA CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 25, 57 Y 58 DE LA CARTA FUNDAMENTAL, CON EL FIN DE CONSIDERAR NUEVAS CAUSALES DE INHABILIDAD E INCOMPATIBILIDAD PARA POSTULAR O EJERCER LOS CARGOS DE PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, DIPUTADO Y SENADOR

(10.114-07)

1. De un tiempo a esta parte, la comunidad nacional viene expresando un creciente descontento hacia la labor parlamentaria, circunstancia objetiva y subjetiva, reflejada en múltiples estudios de opinión, encuestas y decreciente participación electoral de los ciudadanos habilitados para votar.

2. Explicaciones para este fenómeno de desafección a la democracia, tiene innegablemente su origen en diversos actos, cometidos a lo largo del último decenio han puesto en entredicho la confianza de la ciudadanía en la forma que se ejerce el mandato constitucional del parlamentario, y los fines propios de la representación popular, cuestión que debe ser enfrentada de una vez y con firmeza por la ley, subiendo los estándares, las obligaciones y los deberes de fidelidad al ejercicio del cargo público encargado por la ciudadanía a diputados y senadores.

3. Para una correcta comprensión del espíritu del presente proyecto de ley, conviene delimitar el campo de acción parlamentaria, que establece la Constitución Política del Estado, así como la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y el Reglamento respectivo, todos cuerpos normativos que regulan y fijan la labor parlamentaria. En este sentido la Constitución establece en su artículo Nº46,  “El Congreso Nacional se compone de dos ramas: la Cámara de Diputados y el Senado. Ambas concurren a la formación de las leyes en conformidad a esta Constitución y tienen las demás atribuciones que ella establece.” A su turno se establece en los artículos 52 y 53 respectivamente  el conjunto de facultades que son privativas y exclusivas de los diputados y senadores.1 De otro lado el artículo 54 del citado cuerpo normativo establece las atribuciones que son compartidas por la plenitud del Congreso Nacional.2 Por su parte la Ley Orgánica Constitucional que regla la materia, fija en sus artículos Nº1 y Nº23  las materias que trata la ley, las que se refieren a cuestiones más bien procedimentales, tales como “… Quedarán sujetas a las normas de esta ley la tramitación interna de los proyectos de ley y de reforma constitucional; la aprobación o rechazo de los tratados internacionales; la calificación de las urgencias; las observaciones o vetos del Presidente de la República; las acusaciones que formule la Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras…” y otras de orden meramente administrativos, referente a funcionarios del Congreso, a modo ejemplar. El articulado correspondiente a los numerales 5A, 5B, 5C, 5D, 5E, 5F,4  recoge las normas contenidas en la ley 18575 relativas a probidad de la función pública, declaraciones de intereses y patrimonio así como regulación de conflictos de interés.
4. Como se puede apreciar de la lectura de las normas precitadas y otras pertinentes, es claro que se ha postergado la importancia del vínculo territorial del parlamentario, por razones difíciles de encontrar, la tarea de representación propia del territorio queda disminuida frente a la laxitud de las normas principales que fijan los deberes parlamentarios.  Y esta clara debilidad genera creciente frustración sobretodo en las regiones, que muchas veces perciben una cierta ausencia de su representante en el Congreso Nacional. Tal evidencia genera vacíos y zonas difusas que impiden por cierto una mayor dedicación y rigurosidad en el ejercicio cotidiano de la tarea del diputado/a o senador/a. Estos espacios impiden incluso cuestiones tan básicas como la presencia habitual del parlamentario en el territorio que representa, para alimentar en el dialogo directo con los habitantes de las comunidades a que pertenecen los distritos o circunscripciones electorales, puesto que razonando sobre la base de una democracia representativa, como la nuestra, es esencial que el vínculo entre representante -  ciudadano/a  cada vez tienda a fortalecerse, pues los períodos de ejercicio del cargo son relativamente extensos, 4 años en el caso de la Cámara Baja y 8 años para el caso del Senado.
5. Siguiendo esta secuencia lógica es indispensable ir llenado los vacíos, que permiten ciertas conductas que sin configurar ningún tipo de irregularidad, si dañan la calidad del vínculo de los representados con sus representantes, y tiene como consecuencia directa, el empobrecimiento de la labor de representación, pues falta el insumo capital para esta tarea, que es el contacto con la ciudadanía que elige. Nuestro país, que además se caracteriza por un exacerbado centralismo, donde el peso del territorio no está debidamente ponderado, para efectos de la representación parlamentaria, ha generado un escenario propicio para que frente a determinadas coyunturas los grandes centros urbanos terminen inclinando la balanza en desmedro de zonas más alejadas, pues existe mayor número de parlamentarios atendida la densidad poblacional de  los mismos. 
6. En este orden de ideas es indispensable subrayar que para superar la crisis de confianza en la política todos quienes poseen una responsabilidad pública por mandato popular deban estar dispuestos a elevar al máximo los estándares éticos y admitir sin cuestionamientos inútiles la necesidad de establecer nuevas formas de comprender el trabajo legislativo.
7. No resulta razonable concebir el ejercicio del cargo parlamentario como una suerte de carrera, pues aquello desvirtúa la esencia misma del encargo que hace la ciudadanía.  La naturaleza del cargo parlamentario a quien se le atribuye las tareas de legislar, fiscalizar y representar, no puede desempeñarse en función de lograr otros objetivos distintos a estas funciones, que son propias del Congreso Nacional, es decir, normas comunes a senadores y diputados. Ello explica la existencia de una dieta y asignaciones propias para el ejercicio de la función parlamentaria. Cabe recordar que el parlamento chileno ha dado pasos sustanciales en materia de transparencia en el manejo de las asignaciones para ejercer el cargo, al mismo tiempo que aún existen espacios importantes que cubrir con una más ajustada normativa. Sin perjuicio de ello, la regulación actual, es mucho mejor que la anterior y sin duda pendiente aún de perfeccionamiento.
8. Que diversas normas van en la dirección indicada, por de pronto, aquellas relativas a inhabilidad para ejercer la profesión de abogado, la limitación a ejercer otros empleos públicos, cuya explicación matriz obedece a una suerte de mayor dedicación, cuando no una ansiada exclusividad, en las tareas parlamentarias.
9. El particular momento de crisis de confianza que atraviesa al país, es también una oportunidad de reafirmar los límites y subir los estándares. Por esta razón nos ha parecido apropiado plantear este proyecto de ley, que en base a las consideraciones referidas anteriormente, propone regular tres áreas específicas que atañen al parlamento: 
a) que la labor parlamentaria requiera exclusiva dedicación al cargo, exceptuadas las labores docentes.
b) que el parlamentario/a que busque elegirse por una unidad territorial distinta a la que representa deba también renunciar dos años antes de la elección en caso de diputados y cuatro años previos en caso de senadores.
c) que el parlamentario/a que busque acceder a la primera magistratura del país, deba cesar en el cargo parlamentario en la misma fecha en que deben hacerlo ministros, subsecretarios, intendentes, gobernadores y alcaldes para postular al Congreso Nacional.

10. En este orden de ideas el literal a) ya referido, contiene una norma que puede resolver de raíz potenciales conflictos de interés, y permiten un ejercicio del cargo, acorde a las expectativas de la ciudadanía, pues ello implica dedicarse a tiempo completo a las labores propias del representante. Esta cuestión, cuya discusión tiene larga data, y solo rige para impedir el ejercicio profesional de abogados, permitiendo que diputados y senadores puedan desarrollar otras actividades de corte profesional, comercial y/o empresarial, sin existir obstáculo legal para ello. Cabe hacer presente, que la dieta parlamentaria precisamente es una respuesta anticipada a quienes tengan objeción a la exclusividad, toda vez que, siendo de las más altas de los países OCDE, garantizan un ingreso mensual que exime al legislador de la necesidad de desarrollar otras actividades remuneradas. 

11. La única excepción que se contempla obedece a la posibilidad de realizar labores de docencia, permitiendo que el legislador imparta clases, dentro de los rangos que se permiten al resto de altas autoridades del Estado y por las mismas razones.

12. Respecto del literal b) cabe precisar que dentro del conjunto de demandas ciudadanas se ubica de manera preferencial la existencia de un vínculo macizo entre representantes y representados, el cual puede forjarse solo al amparo de un contacto directo y sostenido en el tiempo. Difícilmente puede ejercerse la tarea de representación de manera adecuada, cuando el contacto directo se reduce a mínimos que rayan en la inexistencia. Buena parte de la crisis de representatividad tiene que ver, con la ausencia de un nervio fuerte que una a la comunidad y sus legisladores, situación que puede verse gravemente comprometida en la medida que un legislador toma la decisión de dejar de representar al territorio que lo eligió y participar en el certamen eleccionario siguiente en otra unidad electoral. De esta forma es evidente que el daño del vínculo se vuelve inminente, y las consiguientes áreas difusas que acompañarán el devenir de ese legislador, obligan el día de hoy, a instalar un exigente límite que impida vulnerar la voluntad del elector. Así las cosas, nos parece que el parlamentario/a que durante el ejercicio de su cargo pretende aspirar a representar un territorio electoral distinto, al que lo eligió en el mandato vigente deberá cesar en su cargo, dos años en el caso de diputados y cuatro años en el caso de senadores, previos a la elección parlamentaria en la que desee participar. La aprobación de esta norma, permite darle una cierta coherencia a una legislación que persigue elevar estándares, y frente a una situación que enfrenta dos principios, el derecho a ser elegido, del cual es titular cualquier ciudadano/a  y por cierto parlamentario/a y por otro los deberes de fidelidad a cargo, incluidos un exigente respeto a normas de probidad. De esta suerte ambos factores se equilibran en la medida que el parlamentario tiene una opción de postular por una unidad territorial distinta, en la medida que cumple el requisito que se propone, en el presente proyecto de ley,  y por otro lado, la cesación del cargo, impide que el propio cargo y sus facultades, así como los recursos públicos que le han sido asignados para un correcto desempeño,  sean utilizados para fines impropios. Es del parecer de este proyecto que el sentido último radica en la necesidad de fortalecer el vínculo entre el representado y su representante, quien deberá deponer legítimas aspiraciones para cumplir exigencias más altas, como las que demanda la ciudadanía. Se requiere comprensión especialmente desde la perspectiva regionalista, para entender la importancia de la labor que cumplen parlamentarios, para hacer presente en la discusión legislativa la realidad concreta que afecta a cada territorio en sus particularidades. 

13. Respecto de la propuesta contenida en el literal c) cabe precisar que la razón de la renuncia anticipada de los funcionarios del Poder Ejecutivo obedece a entregar garantías de igualdad frente a potenciales competidores que no se encuentran en el ejercicio del ámbito público, e impedir el mal uso de los recursos públicos, pues las altas autoridades disponen de la facultad de asignar dineros y beneficios fiscales, donde la línea entre lo regular e irregular se torna muy difícil de establecer. Que además es un problema de nuestro tiempo la intervención del aparato del estado en las campañas electorales, donde este cese anticipado del cargo, funciona como dique de contención, en la medida que desvincula de la administración al candidato. Sumado a lo anterior es evidente que la calidad de candidato/a distrae del cumplimiento de su labor al servidor público, sobretodo por la dinámica actual de las campañas, entonces ha resultado una buena solución la contenida en la norma constitucional pertinente. A la luz de un razonamiento similar, es dable sostener que la labor parlamentaria debe someterse a un estándar similar, incluso más alto, pues ya hemos referido que conjuntamente con las facultades que confiere las leyes, existen recursos públicos que son entregados para un adecuado ejercicio del cargo, los cuales también deben ser estrictamente aplicados a la función parlamentaria, limitando cualquier situación difusa. En este contexto se plantea la necesidad de exigir al parlamentario/a que aspire a ser Presidente de la República, la obligación de cesar en el cargo en la misma fecha en que deben hacerlo las autoridades que desean postular a un escaño en el parlamento, resumiendo esta obligación legal, el razonamiento contenido en los dos literales precedentes, dedicación al cargo, fortalecimiento del vínculo territorial y por cierto la impecabilidad previa que requiere el llegar a dirigir los destinos de la nación. Esta norma además acarrea una mayor igualdad entre postulantes, pues aquellos candidatos que no ejercen funciones públicas, no disponen ni de los recursos, ni de las facultades, ni de la notoriedad propias del cargo parlamentario, una cuestión que debe corregirse a la brevedad, para generar las condiciones más transparentes de competencia y garantizar a la ciudadanía que atendida la importancia del cargo al que se aspira, no existirán márgenes difusos o situaciones interpretativas que coloquen en posición de ventajas a unos por sobre otros.
14. Que atendido lo precedentemente expuesto, vengo en proponer al Honorable Senado de la Republica el siguiente proyecto de reforma constitucional:

a) Establécese que el cargo de diputado y senador tiene la calidad de dedicación exclusiva y en consecuencia se modifica el artículo 58 de la Constitución Política del Estado, intercalando la expresión “provenientes de privados” entre las palabras “fondos” y “del fisco” quedando redactada la nueva norma de la siguiente manera, Artículo 58, Artículo 58.- Los cargos de diputados y senadores son incompatibles entre sí y con todo empleo o comisión retribuidos con fondos provenientes de privados,  del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media y especial.


b) Establécese un nuevo numeral 11 en el artículo 57 de la Constitución Política del Estado, que consigne “Los diputados o senadores que hayan ejercido el cargo en el periodo inmediatamente anterior en un distrito o circunscripción electoral distinta a la que se postula, hasta dos años antes de la elección en caso de diputados  y cuatro años antes de la elección  en caso de senadores”


c) Insértese en el artículo 25 de la Constitución Política del Estado, a continuación del punto aparte del inciso primero la siguiente expresión: “Tampoco  podrán ser elegidos quienes se hayan desempeñado como diputado o senador durante el último año previo al día de la elección.”


(Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Senador.

Notas: 

1 Artículo 52.- Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados:
     1) Fiscalizar los actos del Gobierno. Para ejercer esta atribución la Cámara puede: 
     a) Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de la mayoría de los diputados presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República, quien deberá dar respuesta fundada por medio del Ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días.

     Sin perjuicio de lo anterior, cualquier diputado, con el voto favorable de un tercio de los miembros presentes de la Cámara, podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno. El Presidente de la República contestará fundadamente por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior.

     En ningún caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la responsabilidad política de los Ministros de Estado;

     b) Citar a un Ministro de Estado, a petición de a lo menos un tercio de los diputados en ejercicio, a fin de formularle preguntas en relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo. Con todo, un mismo Ministro no podrá ser citado para este efecto más de tres veces dentro de un año calendario, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio.

     La asistencia del Ministro será obligatoria y deberá responder a las preguntas y consultas que motiven su citación, y

     c) Crear comisiones especiales investigadoras a petición de a lo menos dos quintos de los diputados en ejercicio, con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.

     Las comisiones investigadoras, a petición de un tercio de sus miembros, podrán despachar citaciones y solicitar antecedentes. Los Ministros de Estado, los demás funcionarios de la Administración y el personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que sean citados por estas comisiones, estarán obligados a comparecer y a suministrar los antecedentes y las informaciones que se les soliciten.

     No obstante, los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

     La ley orgánica constitucional del Congreso Nacional regulará el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras y la forma de proteger los derechos de las personas citadas o mencionadas en ellas.

     2) Declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez ni más de veinte de sus miembros formulen en contra de las siguientes personas:

     a) Del Presidente de la República, por actos de su administración que hayan comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, o infringido abiertamente la Constitución o las leyes. Esta acusación podrá interponerse mientras el Presidente esté en funciones y en los seis meses siguientes a su expiración en el cargo. Durante este último tiempo no podrá ausentarse de la República sin acuerdo de la Cámara;

     b) De los Ministros de Estado, por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, por infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los delitos de traición, concusión, malversación de fondos públicos y soborno;

     c) De los magistrados de los tribunales superiores de justicia y del Contralor General de la República, por notable abandono de sus deberes;

     d) De los generales o almirantes de las instituciones pertenecientes a las Fuerzas de la Defensa Nacional, por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, y

     e) De los intendentes, gobernadores y de la autoridad que ejerza el Gobierno en los territorios especiales a que se refiere el artículo 126 bis, por infracción de la Constitución y por los delitos de traición, sedición, malversación de fondos públicos y concusión.

     La acusación se tramitará en conformidad a la ley orgánica constitucional relativa al Congreso.
     Las acusaciones referidas en las letras b), c), d) y e) podrán interponerse mientras el afectado esté en funciones o en los tres meses siguientes a la expiración en su cargo. Interpuesta la acusación, el afectado no podrá ausentarse del país sin permiso de la Cámara y no podrá hacerlo en caso alguno si la acusación ya estuviere aprobada por ella.

     Para declarar que ha lugar la acusación en contra del Presidente de la República se necesitará el voto de la mayoría de los diputados en ejercicio.

     En los demás casos se requerirá el de la mayoría de los diputados presentes y el acusado quedará suspendido en sus funciones desde el momento en que la Cámara declare que ha lugar la acusación. La suspensión cesará si el Senado desestimare la acusación o si no se pronunciare dentro de los treinta días siguientes.


    Artículo 53.- Son atribuciones exclusivas del Senado:

1) Conocer de las acusaciones que la Cámara de Diputados entable con arreglo al artículo anterior. 
     El Senado resolverá como jurado y se limitará a declarar si el acusado es o no culpable del delito, infracción o abuso de poder que se le imputa.

     La declaración de culpabilidad deberá ser pronunciada por los dos tercios de los senadores en ejercicio cuando se trate de una acusación en contra del Presidente de la República, y por la mayoría de los senadores en ejercicio en los demás casos.

     Por la declaración de culpabilidad queda el acusado destituido de su cargo, y no podrá desempeñar ninguna función pública, sea o no de elección popular, por el término de cinco años.

     El funcionario declarado culpable será juzgado de acuerdo a las leyes por el tribunal competente, tanto para la aplicación de la pena señalada al delito, si lo hubiere, cuanto para hacer efectiva la responsabilidad civil por los daños y perjuicios causados al Estado o a particulares;

2) Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo;

 3) Conocer de las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia;

 4) Otorgar la rehabilitación de la ciudadanía en el caso del artículo 17, número 3° de esta Constitución; 
 5) Prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.

Si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento;

6) Otorgar su acuerdo para que el Presidente de la República pueda ausentarse del país por más de treinta días o a contar del día señalado en el inciso primero del artículo 26;

7) Declarar la inhabilidad del Presidente de la República o del Presidente electo cuando un impedimento físico o mental lo inhabilite para el ejercicio de sus funciones; y declarar asimismo, cuando el Presidente de la República haga dimisión de su cargo, si los motivos que la originan son o no fundados y, en consecuencia, admitirla o desecharla. En ambos casos deberá oír previamente al Tribunal Constitucional;

8) Aprobar, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la declaración del Tribunal Constitucional a que se refiere la segunda parte del Nº 10º del artículo 93; 

9) Aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema y del Fiscal Nacional, y

10) Dar su dictamen al Presidente de la República en los casos en que éste lo solicite.
      El Senado, sus comisiones y sus demás órganos, incluidos los comités parlamentarios si los hubiere, no podrán fiscalizar los actos del Gobierno ni de las entidades que de él dependan, ni adoptar acuerdos que impliquen fiscalización.

2 Artículo 54.- Son atribuciones del Congreso: 

1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 66, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.

El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.

     El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de derecho internacional.

     Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. No requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.

     Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de derecho internacional.

     Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.

     En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro.
     El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva. El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de este término, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.

     De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión, la terminación y la nulidad del mismo.

     En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 64, y
     2) Pronunciarse, cuando corresponda, respecto de los estados de excepción constitucional, en la forma prescrita por el inciso segundo del artículo 40.

3 Artículo 1º.- La composición, generación, atribuciones y funcionamiento de la Cámara de Diputados, del Senado y del Congreso Nacional, se regirán por la Constitución Política y las leyes orgánicas constitucionales que correspondan.

 Artículo 2º.- Quedarán sujetas a las normas de esta ley la tramitación interna de los proyectos de ley y de reforma constitucional; la aprobación o rechazo de los tratados internacionales; la calificación de las urgencias; las observaciones o vetos del Presidente de la República; las acusaciones que formule la Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras.

Las disposiciones sobre nombramiento, promoción, deberes, derechos, responsabilidad, cesación de funciones y, en general, todas las normas estatutarias relativas al personal del Senado y de la Cámara de Diputados, incluidos los requisitos para servir los cargos, se establecerán en un reglamento interno de cada Cámara, a proposición de la Comisión de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno de la Cámara de Diputados, respectivamente, aprobado con las formalidades que rigen, dentro de cada Corporación, para la tramitación de un proyecto de ley. En el caso de la Biblioteca del Congreso Nacional, del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, del Comité de Auditoría Parlamentaria y de los servicios comunes, dichos reglamentos serán aprobados con las formalidades que rigen la tramitación de un proyecto de ley, a propuesta de la Comisión de Biblioteca o de la Comisión Bicameral en su caso. En todos esos reglamentos se dispondrá que el ingreso al servicio se efectúe siempre previo concurso público.

Cualquier materia no tratada específicamente en los reglamentos internos indicados en el inciso anterior, se regirá supletoriamente por las disposiciones aplicables al personal de la Administración Pública.

Una Comisión Bicameral integrada por cuatro Senadores y cuatro Diputados tendrá a su cargo la supervigilancia de la administración de los servicios comunes. Su quórum para sesionar será de cuatro miembros, de los cuales dos deberán ser Senadores y dos Diputados, y adoptará sus acuerdos por mayoría absoluta. Actuará como Secretario de la Comisión Bicameral el Secretario de la Comisión de Régimen Interior del Senado. La Comisión de Biblioteca estará compuesta por los Presidentes de ambas Corporaciones. Actuará como Secretario de ella el Director de ese Servicio.

Cada Cámara deberá tener una Comisión de Régimen encargada de la supervigilancia del orden administrativo e interno de los servicios de la respectiva Corporación. La Comisión de Biblioteca tendrá a su cargo la supervigilancia de la Biblioteca del Congreso Nacional.

Estas Comisiones tendrán las demás atribuciones que les confieren la ley y los Reglamentos de cada Cámara.

A los Secretarios de la Cámara de Diputados y del Senado les corresponderá la administración del personal y de los distintos servicios de la respectiva Corporación, en su calidad de jefes superiores de Servicio. Iguales facultades y atribuciones corresponderán al Director de la Biblioteca del Congreso Nacional, con respecto a ese Servicio.

4   Artículo 5º A.-Los diputados y senadores ejercerán sus funciones con pleno respeto de los principios de probidad y transparencia, en los términos que señalen la Constitución Política, esta ley orgánica constitucional y los reglamentos de ambas Cámaras.

El principio de probidad consiste en observar una conducta parlamentaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función, con preeminencia del interés general sobre el particular.

El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus órganos internos, y de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen.

Las sesiones de las Cámaras, los documentos y registros de las mismas, las actas de sus debates, la asistencia y las votaciones serán públicas.

Serán públicos los acuerdos adoptados por las comisiones, así como los antecedentes considerados en sus sesiones y la asistencia de los parlamentarios e invitados a las sesiones de las mismas. Al término de cada sesión de comisión se informará resumidamente de lo anterior. La misma regla se aplicará a los comités parlamentarios.

Los informes de comisión serán públicos desde que queden a disposición de la respectiva Sala. Dichos informes darán cuenta de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales y del resultado de las votaciones, debidamente individualizadas.

Las sesiones de comisión se realizarán sin la asistencia de público, salvo acuerdo en contrario adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros.

Los materiales de registro de las secretarías de las comisiones y de los comités parlamentarios, tales como grabaciones, apuntes u otros instrumentos de apoyo a esa labor, no serán públicos.

Cuando la publicidad de las sesiones y de los antecedentes considerados por la Sala y las comisiones afectaren el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de la respectiva Corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, en el primer caso, o de los dos tercios de los integrantes de la comisión, en el segundo, podrá declarar el secreto dejando constancia de los fundamentos de tal declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.

Las sesiones, documentos, antecedentes, actas y votaciones serán siempre secretos cuando se refieran a asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República.

Cada Cámara deberá tener una Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria encargada de velar, de oficio o a petición de un parlamentario, por el respeto de los principios de probidad, transparencia y acceso a la información pública, y de conocer y sancionar las faltas a la ética parlamentaria de los miembros de sus respectivas Corporaciones. Cada Cámara elegirá a los integrantes de estas comisiones por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. No podrán formar parte de ellas los miembros de la Mesa de cada Corporación. La comparecencia ante dichas comisiones será obligatoria para el senador o diputado que hubiere sido citado, previo acuerdo adoptado por los dos tercios de sus integrantes, en sesión especialmente convocada al efecto. Los reglamentos de cada Cámara deberán establecer el procedimiento mediante el cual se elegirá a sus integrantes, los tipos de amonestación y el monto de las multas que podrán imponer y el quórum para sesionar y adoptar sus acuerdos y resoluciones, los que serán públicos cuando tengan el carácter de definitivos o así lo acuerde la comisión.

 Artículo 5º B.- Los miembros de cada una de las Cámaras no podrán promover ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos o a sus cónyuges, ascendientes, descendientes o colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad y el segundo de afinidad, inclusive, o a las personas ligadas a ellos por adopción. Con todo, podrán participar en el debate advirtiendo previamente el interés que ellas, o las personas mencionadas, tengan en el asunto.

No regirá este impedimento en asuntos de índole general que interesen al gremio, profesión, industria o comercio a que pertenezcan, en elecciones o en aquellas materias que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones exclusivas de la respectiva Cámara.

Artículo 5º C.- Los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de intereses ante un notario de su domicilio o de la ciudad donde celebre sus sesiones el Congreso Nacional.

Se entiende por intereses los que sean exigibles para la declaración a que se refiere el artículo 60 de la ley Nº 18.575.

El original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada y, en su caso, en otra correspondiente al domicilio del declarante. Un facsímil de las declaraciones deberá ser publicado en los sitios electrónicos de la respectiva Corporación. Además, dentro de quinto día, se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la respectiva Cámara, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado, a su costa.  Un facsímil de las declaraciones deberá ser publicado en los sitios electrónicos de la respectiva Corporación.

Los diputados y senadores deberán actualizar su declaración cada vez que se produzca un cambio en sus intereses. Los senadores deberán actualizarla, además, dentro de los treinta días siguientes al inicio de un período legislativo.

Cumplidos los plazos a que se refiere este artículo, el secretario de cada Cámara dará a la publicidad la individualización de los parlamentarios que no hubieren efectuado su declaración.

 Artículo 5º D.-Asimismo, los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días contado desde que hubieren asumido el cargo,  una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ante el Secretario General de la respectiva Corporación, quien la mantendrá para su consulta pública. Un facsímil de las declaraciones deberá ser publicado en los sitios electrónicos de la respectiva Corporación.

En todo lo demás, la declaración de patrimonio se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior. No obstante, los diputados y senadores deberán actualizar su declaración entre los sesenta y los treinta días que anteceden a una elección parlamentaria.

 Artículo 5º E.- La no presentación oportuna de la declaración de intereses o de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.

El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de intereses o la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.

Las comisiones  a que se refiere el inciso final del artículo 5° A conocerán y resolverán acerca de la aplicación de dichas sanciones a los miembros de las respectivas Corporaciones.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso anterior o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.

No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución que impone la multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hiciere, se podrá rebajar dicha multa.

En caso de reincidencia, se sancionará al parlamentario con una multa equivalente al doble de las indicadas en los incisos primero y segundo.

 Artículo 5º F.-
Es deber de los parlamentarios asistir a las sesiones de la Cámara y de las comisiones a que pertenezcan.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES IGNACIO WALKER, HARBOE, LAGOS, MONTES Y ZALDÍVAR CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 34 Y 62 DE LA CARTA FUNDAMENTAL, CON EL FIN DE ESTABLECER LA DEDICACIÓN EXCLUSIVA A LA FUNCIÓN DE DIPUTADO Y SENADOR E IMPEDIR QUE SEAN DESIGNADOS MINISTROS DE ESTADO

(10.115-07)

La forma presidencial de gobierno se caracteriza por una separación de los poderes públicos, mientras que la forma de gobierno parlamentaria se caracteriza por una colaboración de poderes públicos. 

Cualquiera sea la preferencia de cada cuál acerca de la mejor forma de gobierno presidencial, parlamentaria, semi-presidencial, o semi-parlamentaria parece del todo conveniente que, mientras tengamos una forma de gobierno presidencial, las instituciones (reglas del juego) respeten sus características.
Una de ellas debiera consistir en una clara explicitación de dedicación exclusiva de la función parlamentaria. Esta es una norma que dice directa relación con el tema de los potenciales o reales conflictos de interés.
Otra consiste en la necesidad de que los parlamentarios, elegidos por la voluntad popular para ejercer su cargo, no puedan ser nombrados Ministros de Estado institución que sí existe en países como Uruguay, Brasil y México, lo que significa un presidencialismo desvirtuado, lo que presenta una serie de anomalías e inconveniencias.
Es por todo lo anterior que venimos en presentar un proyecto de reforma constitucional que establece la dedicación exclusiva de quiénes ejercen una función parlamentaria, y la prohibición de que un parlamentario pueda ser designado como Ministro de Estado.

Proyecto de reforma constitucional que define la función parlamentaria como de dedicación exclusiva, y que impide que los parlamentarios puedan ser nombrados como Ministros.
Intercálese en el artículo 34 de la Constitución Política de la República un nuevo inciso segundo, del siguiente tenor:
"En todo caso, no podrá nombrarse Ministro a una persona que se encuentre actualmente desempeñando las funciones de diputado o senador".

Intercálese en el artículo 62 un nuevo inciso segundo, del siguiente tenor:
"El ejercicio de la función parlamentaria es una tarea de dedicación exclusiva. No obstante, los diputados y senadores podrán cumplir tareas docentes en la forma que establezca la ley".
(Fdo.): Ignacio Walker Prieto, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ARAYA, ESPINA Y HARBOE CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO CIVIL Y EL CÓDIGO DE COMERCIO EN MATERIA DE RIESGOS

(10.116-07)

1. Los efectos particulares de los contratos bilaterales y la Teoría de los Riesgos

Una de las clasificaciones que realiza el Código Civil respecto de los contratos, es aquella contenida en el artículo 1439, la cual distingue entre contratos unilaterales y bilaterales. Los primeros son aquellos en que “una de las partes se obliga para con otra que no contrae obligación alguna”, mientras que los bilaterales son aquellos en que “las partes contratantes se obligan recíprocamente”.

Una de las mayores importancias de esta clasificación, está dada por los efectos particulares de los contratos bilaterales, los cuales tienen su razón de ser, precisamente, en la interdependencia de las obligaciones en dicha clase de contratos, es decir, que los sucesos que afectan a las obligaciones de una de las partes repercuten sobre el destino de las obligaciones correlativas de la otra1. Entre tales efectos particulares, se destacan la excepción de contrato no cumplido, la resolución por inejecución y la teoría de los riesgos2, sin perjuicio de la existencia de otros efectos particulares según la doctrina.

El principal fundamento de los efectos propios de los contratos bilaterales se encuentra en la noción finalista de causa. Es decir, aquella noción que entiende a la causa como "el fin perseguido por las partes, y no un motivo sicológico individual. Dicho fin es siempre el mismo en los contratos de una determinada categoría, sin que la personalidad de los contratantes sea relevante. La causa, según Capitant, no se agota al momento del nacimiento del acto jurídico, sino que perdura durante todo el íter contractual. La adhesión a la causa final es compatible con la admisión del importante papel de la causa ocasional, subjetiva, a la hora de determinar si el acto padece de causa ilícita”3.

La teoría de los riesgos, tal como lo explica el profesor Jorge López Santa María, busca dar respuesta a la siguiente pregunta: “¿qué ocurre con la obligación de una de las partes de un contrato bilateral en curso, cuando la prestación debida por la otra se ha extinguido por la ocurrencia de un caso fortuito? En otras palabras, se trata de determinar cuál de las dos partes deberá soportar el riesgo del contrato si la obligación de la otra deviene imposible por un caso fortuito que tiene lugar entre el perfeccionamiento del negocio y su cumplimiento. En términos muy sencillos la pregunta que se formula es si el acreedor de la obligación que se ha extinguido fortuitamente sigue o no obligado a dar cumplimiento a la que él contrajo”4.

Los requisitos para que estemos ante la problemática de la teoría de los riesgos son, en primer lugar, la existencia de un contrato bilateral; en segundo lugar, que dicho contrato se encuentre en curso, es decir, que hayan prestaciones pendientes; y por último, que sobrevenga un caso fortuito o fuerza mayor con posterioridad al perfeccionamiento del contrato, que libere al deudor de su obligación.

Ante el problema que plantea la teoría de los riesgos, hay tres grandes alternativas de solución: poner el riesgo en manos del acreedor o res perit creditori, ponerlo de manos del deudor o res perit debitori o ponerlo de manos del dueño o res perit domino; sin perjuicio de otras posibles soluciones, tales como un riesgo compartido entre las partes del contrato.

La regla res perit creditori implica que los riesgos son del acreedor, es decir, que si la obligación del deudor se extingue por caso fortuito, el acreedor de todas formas debe cumplir con su obligación. Por ejemplo, si en una compraventa, la cosa debida se destruye antes de su entrega, el comprador de todas formas debe pagar el precio de la misma. Bajo esta óptica, la transferencia del riesgo se produce al momento del perfeccionamiento del contrato.

La regla del res perit debitori implica que los riesgos son de cargo del deudor, es decir, que si la obligación del deudor se extingue por caso fortuito, la obligación correlativa del acreedor se extingue. En el ejemplo anterior, si la cosa debida en una compraventa se destruye antes de su entrega por caso fortuito, la obligación del comprador de pagar el precio se extingue consecuencialmente.

Finalmente, la regla del res perit domino prescinde de la posición jurídica que toman las partes del contrato, siendo responsable de la pérdida, el propietario de la cosa perdida. Se ha discutido la autonomía de esta regla, ya que muchos la asocian a la del res perit debitori, pero la mayoría de la doctrina la considera una regla autónoma5.
2. Tratamiento de la Teoría de los Riesgos en la legislación nacional, y concretamente en el Código Civil

En Chile, la regla general es la de res perit creditori, es decir, el riesgo está en manos del acreedor. Así se desprende del artículo 1550 del Código Civil, que establece que “el riesgo del cuerpo cierto cuya entrega se deba, es siempre a cargo del acreedor”, norma que se ve ratificada por el artículo 1820 del mismo Código en materia de compraventa, al prescribir que “la pérdida, deterioro o mejora de la especie o cuerpo cierto que se vende, pertenece al comprador, desde el momento de perfeccionarse el contrato, aunque no se haya entregado la cosa”. La misma norma se desprende del artículo 1590, del Código Civil en materia de pago, al señalar que “si la deuda es de un cuerpo cierto, debe el acreedor recibirlo en el estado en que se halle”, a lo que se agrega posteriormente que “si el deterioro ha sobrevenido antes de constituirse el deudor en mora, pero no por hecho o culpa suya, sino de otra persona por quien no es responsable, es válido el pago de la cosa en el estado en que se encuentre”. Por su parte, la solución que entrega el Código de Comercio en materia de compraventa mercantil es la misma en el artículo 142 de dicho cuerpo normativo, contemplando una serie de excepciones en el artículo siguiente.

Se ha dicho que la justificación del artículo 1550 se encuentra en que es una consecuencia lógica de la circunstancia de que el acreedor experimenta un provecho con todos los aumentos y mejoras de la cosa que se pueden producir entre la celebración del contrato y la entrega o tradición, lo que no da derecho a deudor a un precio mayor. Por otra parte, como consecuencia de la reciprocidad de las obligaciones, los deterioros tampoco perjudican al deudor. En este sentido, sería una norma que buscaría mantener los equilibrios de las prestaciones en el Código Civil6.

Con todo, la regla del artículo 1550 reconoce una serie de excepciones, entre las que podemos mencionar de manera ejemplar, los casos en que el deudor se constituye en mora de efectuar la entrega, salvo que el deudor pruebe que la cosa igualmente hubiere perecido de estar en poder del deudor (artículo 1590 y 1672); cuando el acreedor se hubiera obligado a entregar una misma cosa a dos o más personas por obligaciones distintas; en caso de pacto expreso en contrario; casos en que se deba condicionalmente una cosa y esté pendiente la condición suspensiva (artículo 1486, ratificado por el artículo 1820 en materia de compraventa); y en materia de arrendamiento (artículo 1950), entre otros.

Además, se puede mencionar como excepción, a aquellas obligaciones de dar un género, dado el principio de que los géneros no perecen, por lo tanto si se destruye el objeto, el deudor será el responsable de dicho riesgo, debiendo entregar otro individuo de la misma especie.

3. Críticas doctrinales a su consagración normativa

Tal como da cuenta el profesor Jorge López Santa María, “prácticamente no existe autor entre nosotros que habiéndose referido a la problemática de los riesgos, no haya criticado profusamente la regla de solución de los artículos 1550 y 1820 del Código Civil, la que ha sido catalogada como ridícula, monstruosa, irreflexiva, injusta, irracional, antijurídica, injustificada y errónea”7. Por su parte, el profesor Fabián Elorriaga sobre este mismo punto dice: “la verdad es que cuesta encontrar una norma dentro del Código Civil chileno que tenga el triste privilegio de haber sido tan duramente criticada como lo ha sido ésta, y con epítetos muy duros”8.

En primer lugar, se ha criticado la falta de justificación de esta regla. Desde el punto de vista técnico o doctrinario no se ha logrado dar una justificación convincente a la misma9. Las únicas explicaciones que se han logrado dar son de índole histórico, y así todo, el origen no es claro, dando lugar a diversas teorías. Según algunos autores ésta proviene del Derecho francés, mientras que otros señalan que proviene directamente del Derecho romano, a través de las Siete Partidas. En el Derecho francés, los contratos tienen una eficacia real, por lo que la solución se justifica en la regla general de que las cosas perecen para su dueño (res perit domino), que es una regla de toda justicia. En cambio, en el Derecho romano, en que los contratos tienen eficacia obligacional, al igual que en nuestro país, la solución adoptada ante la pregunta sobre el riesgo de la cosa era el res perit creditori, por lo que es probable que ésta haya sido la fuente tenida a la vista (dado que compartimos el sistema de transferencia de propiedad) y no se quiso innovar en la materia respecto de los criterios clásicos, pese a las injusticias a que puede llevar su aplicación10.
Las críticas que se hacen a la injusticia que conlleva esta solución van en dos sentidos. En primer lugar, poner el riesgo de manos del acreedor se explica en aquellos sistemas jurídicos en que los contratos tienen eficacia real, es decir, en que por el sólo contrato, se transfiere el dominio. Dicho sistema no tiene acogida en nuestra legislación, en que los contratos tienen eficacia puramente obligacional (sólo crean derechos y obligaciones), debiendo operar algún modo de adquirir el dominio para que se transfiera éste. Como consecuencia de lo anterior, se genera el absurdo de que el peligro de que una cosa perezca lo soporta una persona que no es el propietario de la misma.

En segundo lugar, la doctrina critica la injusticia a que lleva esta solución en relación con el principio de interdependencia de las obligaciones en los contratos bilaterales, en virtud del cual, al operar cada una como causa y presupuesto de la otra, si una de ellas desaparece por caso fortuito, lo más equitativo y técnicamente correcto es concluir que la otra también debería desaparecer. De hecho, el acreedor no tiene derecho a la cosa, ni siquiera a protegerla, lo que deja en evidencia la incompatibilidad entre esta solución y la interdependencia de las obligaciones, vinculada a la noción finalista de la causa.

Finalmente, se han formulado críticas en torno a que esta solución atenta contra el principio de la buena fe, en el sentido que la buena fe no admite que una parte que no cumple o que esté liberada de cumplir con su obligación, pueda exigir a la contraparte que cumpla con su obligación correlativa. En base a este principio, ambas obligaciones debieran quedar sin efecto, una por caso fortuito y la otra por aplicación de la doctrina del riesgo11.

4. Solución doctrinal al problema de la Teoría de los Riesgos en las obligaciones de hacer y de no hacer

Como se puede apreciar, el legislador sólo regula en forma expresa, la solución para las obligaciones de dar una especie o cuerpo cierto, dejando desreguladas las hipótesis relativas a las obligaciones de hacer y de no hacer. Por su parte, en las obligaciones de dar un género, como se dijo, no tiene aplicación esta regla, por aplicación del principio de que los géneros no perecen. 

Ante ello, la doctrina se ha visto forzada a dar una solución frente al problema del riesgo de la cosa en tales clases de obligaciones, siendo este un caso de laguna legal.

Existe divergencia en torno al problema de cómo colmar esta laguna legal. Por una parte, se ha propuesto dar la solución mediante una aplicación analógica de los artículos 1550 y 1820, poniendo de esta forma el riesgo de cargo del acreedor, solución que como se explicó, resulta injusta en nuestro sistema jurídico.

Ante lo anterior, surge una postura que sostiene que las lagunas legales no se colman por analogía, sino por la equidad, y en este sentido el profesor Jorge López Santa María, dado el descrédito de la regla res perit creditori en el derecho comparado y a la falta de reglamentación en el Derecho nacional, ha sostenido que se debe optar por la regla del res perit debitori, fundándose en el principio de la interdependencia de las obligaciones correlativas, y en los principios de equidad y buena fe. Esta solución es seguida por la gran mayoría de los autores nacionales.

I. Contenido del proyecto

El presente proyecto de ley se basa en parte en la propuesta legislativa expuesta por el profesor Fabián Elorriaga en su trabajo sobre Teoría de los Riesgos12, con algunas variaciones.

Básicamente consiste en actualizar la legislación civil y comercial acorde a la regla res perit debitori, poniendo el riesgo, por regla general, de manos del deudor, de modo de lograr una solución más justa y concordante con nuestro sistema jurídico y con el Derecho comparado13, así como con la solución que ha dado la doctrina frente a casos de obligaciones de hacer y no hacer. De esta forma, se cuenta con una solución armónica tanto con el principio que impera actualmente la compraventa internacional de mercaderías (artículos 67 y 69 de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Contratos de Compraventa Internacional de Mercaderías), así como con las varias excepciones que existen al artículo 1550 del Código Civil, las cuales no se modifican en cuanto al fondo, sino que subsisten como aplicaciones del principio general que se introduce.

En cuanto al contenido concreto de la moción que se presenta, la primera modificación que se presenta es la modificación del artículo 1550 del Código Civil, que hoy contempla la regla general del riesgo en manos del acreedor. Como se ha dicho, la modificación consiste en poner el riesgo de manos del deudor (res perit debitori), ampliando el ámbito de este artículo a todos los contratos bilaterales que contengan obligaciones de dar una especie o cuerpo cierto, de hacer o de no hacer, dejando de este modo cubiertas las distintas hipótesis en materia de riesgos. Así, se mejora la redacción del actual artículo 1550 que sólo regula el riesgo en las obligaciones de dar una especie o cuerpo cierto. En la modificación que se propone en el inciso segundo, se contempla el deber del deudor liberado de restituir lo que hubiere recibido en cumplimiento de la obligación correlativa, solución a la que de todas formas se llegaría por aplicación del principio de no enriquecimiento injustificado que inspira al legislador, pero se prefirió dejar constancia expresa en esta materia. Finalmente, el inciso tercero de este artículo propuesto, contempla tres excepciones generales al principio res perit debitori contemplado en el inciso primero de esta norma. Respecto a esto último, se debe dejar en claro que al referirse a la mora del acreedor, nos referimos a la falta de colaboración para que la obligación del deudor pueda cumplirse, y no a la mora del acreedor en el cumplimiento de su propia obligación, ya que esta última no se relaciona directamente con el caso fortuito que dio lugar a la imposibilidad de cumplimiento.

El actual artículo 1590 del Código Civil es, en parecer de la opinión prácticamente unánime, una manifestación o concreción de lo prescrito por los artículos 1550 y 1820 del mismo Código, razón por la cual la modificación a este artículo obedece a la misma idea que inspira las anteriores modificaciones. En efecto, se hace una remisión al artículo 1550, para luego prever, aunque parezca reiterativo, las hipótesis de pérdida por culpa del deudor o después de que éste se ha constituido en mora, de modo de conservar las hipótesis que regula actualmente el mismo artículo, pero adecuados a la nueva regla general en materia de riesgos.

Uno de los pretendidos argumentos de carácter jurídico que justificaba la regla del res perit creditori, es que el riesgo de pérdida de la cosa correspondía al deudor dado que los aumentos y mejoras de la misma, antes de su entrega, corrían por cuenta del mismo, lo que a juicio de algunos, generaba una adecuada distribución de las cargas y beneficios del contrato. En razón de ello, y para eliminar cualquier cuestionamiento a este debido equilibrio, es que se propone la modificación al inciso segundo del artículo 1816 del Código Civil, fijando como momento en que se transfieren los frutos y los aumentos, aquel en que se debe efectuar la entrega. Además, se incorpora un nuevo inciso tercero, haciendo una referencia en cuanto a las mejoras que pueden ser introducidas por el vendedor después de celebrado el contrato pero antes de la entrega, reconduciendo éstas a las normas generales sobre prestaciones mutuas consagradas en el párrafo 4 del Título XII del Libro II. De todas formas, se mantiene el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, en que se permite modificar lo prescrito en este artículo por voluntad de las partes.

El artículo 1820 del Código Civil se modifica en el mismo sentido de la modificación propuesta al artículo 1550 del mismo Código. Se deja de hacer referencia, como lo hace el artículo actual, a la venta bajo condición suspensiva, ya que ahora la regla general es el riesgo en manos del vendedor. Sin embargo, se mantienen las excepciones mencionadas en la parte final del artículo 1550.

El actual artículo 1821 del Código Civil hace aplicación de la regla res perit emptor a la venta de cosas genéricas, pero que se han especificado pesándolas, contándolas o midiéndolas. La modificación al mismo corresponde a una adecuación conforme a la regla general del artículo 1820 cuya modificación se propone. El inciso segundo, que hasta ahora es una de las excepciones a los artículos 1550 y 1820, mantiene el criterio del riesgo de manos del vendedor, dejando en claro sí, que no basta para su traspaso el hecho de que se hayan contado, pesado o medido, sino que es necesario además, que estén a disposición del comprador.

En cuanto a las modificaciones que se introducen al Código de Comercio, éstas corresponden a adecuaciones conforme a las modificaciones introducidas al Código Civil, de modo de no generar discordancias entre ambas legislaciones. En primer lugar, proponemos una modificación al artículo 142 del Código de Comercio, haciendo una remisión en materia de riesgos a la legislación civil, de modo de evitar posibles problemas interpretativos si simplemente eliminamos este artículo o si por otra parte repetimos todo el articulado del Código Civil referente al tema. Y en segundo lugar, dado que la regla general pasaría a ser el res perit debitori, no se justifica mantener vigente el artículo 143 del mismo Código, que contempla una enumeración reiterativa de las excepciones que actualmente rigen en materia civil a la regla antedicha. Además, se debe tener presente que atendido el mayor grado de especialización y de perfección técnica de esta clase de contratos, es más habitual o probable que la solución al problema de los riesgos esté expresamente normado en el contrato, en razón de la supletoriedad de las normas en esta materia.

En mérito de lo anterior, vengo a proponer el siguiente:
PROYECTO DE LEY

Artículo 1°: Introdúzcanse las siguientes modificaciones en el Código Civil

1) Reemplácese el artículo 1550 por el siguiente:

“Art. 1550. En los contratos bilaterales, que contengan obligaciones de dar una especie o cuerpo cierto, de hacer o de no hacer, los riesgos de pérdida o extinción por caso fortuito, siempre serán de cargo del deudor.

El deudor que resulte liberado del cumplimiento de su obligación como consecuencia de tal pérdida o extinción, deberá restituir lo que hubiere recibido en cumplimiento de la obligación correlativa por parte del acreedor.

El acreedor soportará los riesgos cuando la prestación se haga imposible durante su mora, o cuando la ley o las partes expresamente lo dispongan.”

2) Reemplácese el artículo 1590 por el siguiente:

“Art. 1590.  Si la deuda es de un cuerpo cierto y éste se deteriorare antes de su entrega, se observará lo previsto en el artículo 1550.

Si el deterioro proviene del hecho o culpa del deudor, o de las personas por quienes éste es responsable; o si sobrevienen después que el deudor se ha constituido en mora, y no provengan de un caso fortuito a que la cosa hubiese estado igualmente expuesta en poder del acreedor, se podrá pedir por el acreedor la rescisión del contrato y la indemnización de perjuicios; pero si el acreedor prefiere llevarse la especie, se concederá solamente la indemnización de perjuicios.

Si el deterioro ha sobrevenido antes de constituirse el deudor en mora, pero no por hecho o culpa suya, sino de otra persona por quien no es responsable, el acreedor podrá optar entre rescindir el contrato o recibir el pago de la cosa en el estado en que se encuentre, para lo que podrá exigir que se le ceda la acción que tenga su deudor contra el tercero, autor del daño.”

3) Reemplácese el inciso segundo del artículo 1816 por los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual tercero a ser cuarto:

“Los frutos naturales pendientes al tiempo de la venta, y todos los frutos tanto naturales como civiles que después produzca la cosa, pertenecerán al vendedor, hasta el momento en que deba efectuar la entrega.

Las mejoras que introduzca el vendedor en la cosa vendida antes de su entrega se regirán por las reglas establecidas para las prestaciones mutuas, sin perjuicio del deber de conservación que pesa sobre éste. En caso de generarse para el vendedor algún derecho de reembolso como consecuencia de estas mejoras, no lo facultará para retener la cosa vendida.”

4) Reemplácese el artículo 1820 por el siguiente:

“Art. 1820. La pérdida o deterioro de la especie o cuerpo cierto vendida, pertenece al vendedor hasta la entrega de la cosa al comprador; salvo que las partes acuerden algo distinto o que el comprador esté en mora de recibir la cosa comprada.”

5) Reemplácese el artículo 1821 por el siguiente:

“Art. 1821. Si se vende una cosa de las que suelen venderse a peso, cuenta o medida, pero señalada de modo que no pueda confundirse con otra porción de la misma, como todo el trigo contenido en cierto granero, la pérdida o deterioro pertenecerá al vendedor.

En el caso de bienes que suelen venderse a peso, cuenta o medida, pero no señalada de un modo que impida su confusión con otras de la misma especie, el riesgo de pérdida o deterioro corresponderá al comprador si no concurre en el momento previsto por el contrato o determinado por el vendedor, para contarlos, pesarlos o medirlos, siempre que los bienes se encuentren a su disposición.”

Artículo 2°: Introdúzcanse las siguientes modificaciones en el Código de Comercio

1) Reemplácese el artículo 142 por el siguiente:

“Art. 142. Salvo acuerdo de las partes o especial disposición de la ley, los riesgos por pérdidas o deterioros y los aumentos de la cosa vendida, se sujetarán a lo previsto en los artículos 1550, 1816, 1820, 1821, 1822 y 1823 del Código Civil.”

2) Deróguese el artículo 143

(Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.

Notas: 

1) López Santa María, Jorge, Los contratos parte general (Santiago, LegalPublishing, 5ª edición, 2010), p. 80.

2) Se debe tener presente que para parte de la doctrina, la problemática de los riesgos no constituye un efecto particular de los contratos bilaterales, toda vez que según ellos, la problemática de los riesgos se da tanto en los contratos bilaterales como en los unilaterales. De todas formas, la doctrina ampliamente mayoritaria, estima que es una problemática que sólo afecta a los contratos bilaterales. En el primer sentido se puede ver Alessandri Rodríguez, Arturo, De la Compraventa y de la Promesa de Venta (Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2003), t. I, Vol. 2, p. 589, y el comentario de José Antonio Galván Bernabeu en Elorriaga De Bonis, Fabián,  La Teoría de los Riesgos, en Estudios sobre Reformas al Código Civil y Código de Comercio (Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2000), vol. 2, pp. 127 y ss.

3) López Santa María, Jorge, Los contratos parte general (Santiago, LegalPublishing, 5ª edición, 2010), p. 490.

4) López Santa María, Jorge, Los contratos parte general (Santiago, LegalPublishing, 5ª edición, 2010), p. 512.

5) Más detalles sobre esta discusión en Elorriaga De Bonis, Fabián, La Teoría de los Riesgos, en Estudios sobre Reformas al Código Civil y Código de Comercio (Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2000), vol. 2, p. 153 y en López Santa María, Jorge, Los contratos parte general (Santiago, LegalPublishing, 5ª edición, 2010), pp. 517 - 518.

6) En este sentido, Henríquez Herrera, Ian, El riesgo del cuerpo cierto cuya entrega se deba, es siempre a cargo del acreedor. Una relectura del artículo 1550 del Código Civil a la luz de las fuentes, en Estudios de Derecho Civil VII (Viña del Mar, Legal Publishing, 2011), pp. 567-569.

7) López Santa María, Jorge, Los contratos parte general (Santiago, LegalPublishing, 5ª edición, 2010), p. 521.

8) Elorriaga De Bonis, Fabián, La Teoría de los Riesgos, en Estudios sobre Reformas al Código Civil y Código de Comercio (Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2000), vol. 2, pp. 154-155.

9) Breve resumen de algunas posturas relativas a los pretendidos fundamentos jurídicos en Elorriaga de Bonis, Fabián, El riesgo contractual no es, ni debe ser, siempre del acreedor en Estudios de Derecho Civil VIII (Santa Cruz, Legal Publishing, 2012), pp. 293 y ss y en Alessandri Rodríguez, Arturo, De la Compraventa y de la Promesa de Venta (Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2003), t. I, Vol. 2, pp. 592 y ss.

10) Breve resumen de las distintas justificaciones históricas de la norma en Elorriaga de Bonis, Fabián, El riesgo contractual no es, ni debe ser, siempre del acreedor en Estudios de Derecho Civil VIII (Santa Cruz, Legal Publishing, 2012), pp. 291-293.

11) Elorriaga De Bonis, Fabián, La Teoría de los Riesgos, en Estudios sobre Reformas al Código Civil y Código de Comercio (Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2000), vol. 2, p. 160.


2) Elorriaga De Bonis, Fabián, La Teoría de los Riesgos, en Estudios sobre Reformas al Código Civil y Código de Comercio (Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2000), vol. 2, pp. 13 y ss.

13) Por mencionar algunos países en que la regla general es el res perit debitori, está Alemania, Austria, Suiza, Grecia, Argentina, El Salvador, Perú, Italia y Brasil. Además, se puede mencionar como antecedente que es la regla seguida en el Tratado de Viena de 1980, sobre Compraventa Internacional de Mercaderías.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES OSSANDÓN, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER Y QUINTEROS CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, PARA REGULAR LA DEVOLUCIÓN DEL DINERO PAGADO Y LA RESTITUCIÓN DEL BIEN ADQUIRIDO EN EL CASO DEL COMERCIO ELECTRÓNICO

(10.124-03)

Fundamentos
Las compras en Internet han aumentado significativamente en los últimos años, mientras que la Ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, no ha sido capaz de seguirle el paso al uso de nuevas tecnologías en el comercio.

De acuerdo al “Estudio descriptivo de E-Commerce en Chile y análisis de reclamos ante SERNAC”, realizado por el propio Servicio Nacional del Consumidor, y a las cifras entregadas por la Cámara de Comercio de Santiago, las ventas por E-Commerce (o Comercio Electrónico) alcanzarán 2.000 millones de dólares en Chile durante 2015, contando con tasas anuales de crecimiento de entre 20% y 30%1.

Respecto de los reclamos recibidos por el Servicio durante 2013 y 2014, aquellos relativos al comercio electrónico corresponden al séptimo ítem más cuestionado en dicho período, con un aumento de 16% en 2013 respecto del año anterior2.

Dentro de las cifras que registra SERNAC, las principales causas de insatisfacción del consumidor respecto de las compras realizadas vía comercio electrónico son las siguientes: “El producto no era lo que esperaba”; “Demora en la entrega del pedido”; “El producto no es exactamente lo que yo compré”; etc.3, todas ellas, causales en las que el consumidor querrá restituir el producto y obtener la devolución del dinero.

A pesar de esto, los procedimientos para la restitución de productos y devoluciones de dinero que contempla la Ley Nº 19.496 fueron pensadas -en los años noventa- exclusivamente para las actividades de comercio que requerían de la presencia física de ambas partes, dejando parcialmente descubiertas diversas situaciones del comercio moderno.

Tal es el caso de las devoluciones de productos cuya compra fue realizada a través de Internet.

La Ley del ramo obliga al consumidor a realizar la devolución o cambio del producto en el mismo local donde se efectuó la venta del bien, lo cual no es aplicable en el comercio electrónico, ya que la transacción se realiza íntegramente a través de Internet. En tales casos, se realiza con entrega del bien a domicilio, o con retiro en un lugar específico que no siempre corresponde al lugar donde podrán ejercerse los derechos de cambio o devolución.

Lo señalado en el artículo 21, inciso sexto, de la Ley Nº 19.496 corresponde a un derecho que asiste exclusivamente al comprador, es decir, el derecho a realizar el cambio o devolución del bien, o la obtención de la cantidad pagada por éste, en el mismo local donde se realizó la compra. El vendedor no puede condicionar el ejercicio de este derecho a la concurrencia a otros locales o sujetarlo a circunstancias más gravosas que las que rodearon a la venta original, por lo que corresponde otorgar al comprador un similar derecho respecto de aquellos bienes adquiridos por medios electrónicos.

La práctica actual en este tipo de situaciones en las que la compraventa se realiza por Internet obliga a que el comprador acuda a un local, a veces determinado, para solicitar la devolución del dinero tras la restitución del bien, siendo normalmente una condición mucho más gravosa que aquella en la que se realizó la venta.

Este tipo de prácticas cobran mayor relevancia en situaciones como las vividas en los llamados “Cyberday”, que consisten en ofertas de productos rebajados para compras realizadas por Internet que, a pesar de haber contado con versiones exitosas, reciben una gran cantidad de reclamos por parte de los consumidores, ya sea por falsas ofertas, o por fallas sistémicas que producen perjuicios para los consumidores4. 

Estructura del proyecto
La presente moción parlamentaria propone completar el inciso sexto del artículo 21 de la Ley Nº 19.496, contemplando el derecho del consumidor para restituir el bien y obtener la devolución del dinero de la misma forma en que fue realizada la venta, a costa del vendedor si fuese necesario.

De esta forma, no obstante mantener intacta la regla general para las compras presenciales, en aquellos casos en que la compra se realice remotamente o de forma electrónica, el consumidor podrá hacer ejercicio de su derecho simplemente despachando el bien a través del correo o encomienda, recibiendo de vuelta el dinero por medio, por ejemplo, de transferencias electrónicas, depósitos en cuentas bancarias u otros métodos que no requieran de la presencia física de las partes.

Por tanto, vengo en someter a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY
ARTÍCULO ÚNICO: Modifícase la Ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, para agregar en el inciso sexto del artículo 21, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, lo siguiente:

“Con todo, la restitución del bien y la devolución de la cantidad pagada se llevará a cabo en la misma forma en que fuese realizada la compra, esto es, de manera presencial, remota o electrónicamente, según corresponda, y a costa del vendedor. El consumidor podrá, solo de forma expresa, elegir una forma distinta para la devolución de la cantidad pagada, derecho al que no podrá renunciar anticipadamente.”.

(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.

Nota:

1) Servicio Nacional del Consumidor, “Estudio Descriptivo de E-Commerce en Chile y Análisis de reclamos ante SERNAC”, página 5, agosto 2014. Disponible en http://www.sernac.cl/wp-content/uploads/2014/08/Reporte_E_Commerce_Reclamos-2013-2014.pdf

2) Op. cit, página 11.

3) Op. cit. página 10.

4) Biobio Chile, “Las falsas ofertas que los usuarios denuncian del CyberDay Chile”, 25 de mayo de 2015, disponible en http://www.biobiochile.cl/2015/05/25/las-falsas-ofertas-que-los-usuarios-denuncian-del-cyberday-chile.shtml
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE FIJA NORMAS SOBRE PLANTA DE PERSONAL DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
(10.127-04)

MENSAJE Nº 511-363/
Honorable Senado:
En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración el presente proyecto de ley que tiene por objeto modernizar funcionalmente el Ministerio de Educación.
ANTECEDENTES
En el marco de la Reforma Educacional, he decidido dar un impulso decisivo en el contexto del fortalecimiento de la educación pública. 

Sin lugar a dudas, la dotación del Ministerio de Educación, está compuesta por personas que dedican su esfuerzo y labor diaria al desempeño de sus funciones propias. Sin embargo, para enfrentar el desafío de reformar la educación pública que reciben chilenas y chilenos, esta cartera de Estado debe estar acorde con sus necesidades y demandas.

Para ello, es necesario tomar acciones categóricas tendientes a la modernización funcional del Ministerio de Educación, cuyo personal es fundamental para el desarrollo del objetivo planteado, en tanto con su colaboración, se podrá efectuar el diseño e implementación de las políticas públicas que lo harán posible. 
FUNDAMENTOS
Como decíamos, es necesario que esa Secretaría de Estado adopte los cambios que sean pertinentes para convertirse en un Ministerio más dinámico, eficiente y capaz de adaptarse y liderar los cambios que el país necesita y que este Gobierno lidera.
En ese contexto, es necesario proponer el mejoramiento de la carrera funcionaria, la mejor formación y profesionalización de todo su personal, resguardando los derechos laborales, la estabilidad en el empleo y protegiendo los actuales beneficios remuneratorios, sin detrimento de ninguna especie.
Estas modificaciones no implican una modificación unilateral del funcionamiento interno de esta Secretaría de Estado, sino que son fruto del trabajo en conjunto de las autoridades con los funcionarios y gremios, que no sólo han puesto las intenciones, sino sus mayores capacidades y esfuerzos en alcanzar un acuerdo histórico que ponga al Ministerio de Educación al frente de los cambios del Chile de hoy.
La labor de ejecución y funcionamiento del Ministerio de Educación, estuvo, desde su inicio, en manos de sus miembros. Hoy es necesario regresar a ese origen para continuar con el exitoso camino recorrido y enfrentar los nuevos desafíos emprendidos, con la colaboración e integración de la totalidad de sus miembros y con el personal idóneo y capacitado.
Resulta esencial destacar que el objetivo de esta modificación es el mejoramiento de las condiciones de los funcionarios de este Ministerio, en tanto sus servicios resultan esenciales para la ejecución de la Reforma Educacional que se encuentra en curso. Por ello, todo lo que en relación de este proyecto de ley es en beneficio de los trabajadores y en pro del aumento de sus beneficios y garantías.
En ese sentido, el proyecto de ley dispone cambios de grado que se pudieren producir en razón del encasillamiento, si bien no corresponderán a una promoción, habilitará a los funcionarios para conservar sus bienios y el tiempo de permanencia en el grado, lo que permitirá, en definitiva, acceder a mejores condiciones laborales, de conformidad a las reglas generales, sin que se produzca perjuicio alguno derivado del proceso en comento.
CONTENIDO
Para llevar a cabo el objetivo planteado, es necesario efectuar adecuaciones que resulten necesarias en la planta del personal del Ministerio en comento.
A ese efecto, este proyecto de ley contempla objetivos claros tendientes a la modernización planteada. Primero, es esencial la fijación de la planta del personal, para lo que esta Presidenta dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las mismas y, en particular, determinará los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se les asigne, el número de cargos para cada grado y planta y los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de los cargos, determinando sus denominaciones, especificando los que sean de su exclusiva confianza y estableciendo las normas complementarias para los encasillamientos del personal, derivados de las plantas que fije.
Por su parte, determinará la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. El Ministerio de Educación, tendrá 180 días desde la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley que fije las plantas, para la realización del encasillamiento.
Para que el proceso sea exitoso y como señal de plena colaboración y compromiso, es necesario brindar plenas garantías a los trabajadores que prestan sus servicios al Ministerio. Para ello, se han establecido limitaciones a la facultad que detenta esta Presidenta, al tenor de lo señalado anteriormente.
De esta manera, respecto del personal a que afecte el proceso de encasillamiento que pretende llevarse a efecto por este proyecto de ley, el uso de las facultades no podrá significar para los funcionarios el término de los servicios, la supresión de su respectivos cargos, el cese de las funciones para las que fueron contratados ni el término de la relación laboral. Asimismo, no podrá significarles cambio alguno en su residencia habitual ni de la prestación de los servicios, salvo que expresamente consientan en ello.
La estabilidad en el empleo, es un eje esencial de la modernización del Estado y, en general, de nuestro Gobierno, por lo que la nueva normativa no sólo no puede implicar el cese de las funciones de las personas que se encuentren prestando servicios al momento de la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley, sino que tampoco puede implicar una variación en las remuneraciones ni en los derechos previsionales que emanan de ella.
Para dar plena certeza jurídica al proceso, es relevante señalar que el encasillamiento, en lo que dice relación con la fijación o modificación de la planta del personal, se regirá por las normas establecidas en el artículo 15, del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y las normas complementarias que establece la presente iniciativa legal.
Finalmente, se establece una asignación de responsabilidad para los funcionarios que ejerzan la función de Jefe de Administración Provincial, de cada una de las unidades Provinciales del Ministerio de Educación. Dichas funciones serán asignadas a través de concursos internos que podrán ser provinciales, regionales o nacionales, según lo determine la Subsecretaría de Educación mediante acto administrativo fundado.
De esta manera, con la colaboración de todos los actores involucrados, hemos arribado al texto del proyecto de ley que presento a esta Honorable Cámara.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1º.- Facúltase  al Presidente de la República para que en el plazo 180 días contados desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Educación y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:
1.- Fijar la planta de personal del Ministerio de Educación.
2.- En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de los cargos incluidos en ellas; sus denominaciones, los niveles para la aplicación del artículo 8° de la ley N°18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, especificando los cargos de exclusiva confianza y de carrera; establecer las normas complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije. 
Los requisitos generales y específicos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere este artículo, no serán exigibles respecto de los funcionarios titulares y a contrata para efectos del encasillamiento. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.
3.- El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije. El Ministerio de Educación procederá a efectuar los encasillamientos dentro del plazo de 180 días desde la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley que fije tales plantas.
No obstante lo dispuesto en el presente artículo, determínase que los grados de la Escala Única de Sueldos, iniciales y superiores que la planta que se fije, serán los siguientes, respectivamente:

Planta de Directivos: grados  9° y 2° 

Planta de Profesionales: grados 14° y 4° 

Planta de Técnicos: grados 16° y 9° 

Planta de Administrativos: grados 20° y 10° 

Planta de Auxiliares: grados 22°  y 18°          
4.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del presente artículo, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 1.300 millones.
5.- El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte: 
a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.
b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.
c) Los funcionarios encasillados conservarán, la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Artículo 2°.- A contar del día 1 del mes siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, créase una asignación de responsabilidad para los funcionarios que ejerzan la función de Jefe de Administración Provincial, de cada una de las unidades Provinciales del Ministerio de Educación.
Esta asignación ascenderá a un monto equivalente al 15% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:
1.- Sueldo Base;

2.- Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185, en ambas modalidades de cálculo a que se refieren ambos incisos de esta disposición;

3.- Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185, en sus dos modalidades de cálculo;

4.- Asignación del artículo 6º del decreto ley N° 1.770, de 1977; y 

5.- Asignación del artículo 2º de la ley N° 19.699.
Las funciones señaladas en el inciso primero serán asignadas conforme a lo dispuesto en el artículo 3.

La asignación de responsabilidad será pagada a los funcionarios que tengan derecho a ella en servicio a la fecha de pago, en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota, será el equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo, como resultado de la aplicación mensual de esta asignación. No obstante, el personal que deje prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a la asignación en proporción a los meses efectivamente trabajados. 

La asignación de responsabilidad será tributable e imponible y no se considerará como base de cálculo para ninguna otra remuneración. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentra afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

Artículo 3°.- Las funciones de Jefe de Administración Provincial y de Jefe Técnico Pedagógico, de cada una de las unidades Provinciales del Ministerio de Educación, serán asignadas a través de concursos internos que podrán ser provinciales, regionales o nacionales, según lo determine la Subsecretaría de Educación mediante acto administrativo fundado. 

En dichos concursos, podrán participar los funcionarios del Ministerio de Educación que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:

1. Estar en posesión de un título profesional de, a lo menos, 8 semestres otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste, u homologado en los términos de la ley N° 18.329;

2. Tener, a lo menos, 1 año de experiencia profesional del área de la administración o supervisión técnico pedagógica en el Ministerio de Educación, según sea el caso; y,

3. Encontrarse calificado en Lista N° 1, de Distinción.

La permanencia de los funcionarios en el desempeño de las funciones señaladas en el inciso primero, tendrá una duración de tres años, al término de los cuales dejarán de percibir la asignación de responsabilidad a menos que en virtud de un nuevo concurso interno, se les renueve su designación en dicha función caso en el cuál continuará gozando de ella. 

Los funcionarios designados en las calidades señaladas en el inciso primero, una vez concluido su período podrán reconcursar o reasumir su cargo de origen.

Con todo, el llamado a concurso a que se refiere el presente artículo deberá realizarse con una antelación mínima de 90 días previos al término del periodo correspondiente.

Los funcionarios que ejerzan las funciones mencionadas en el inciso primero serán considerados jefes directos para los efectos del Párrafo 4º del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 4°.- Una resolución de la Subsecretaría de Educación, establecerá los mecanismos a aplicarse en el concurso interno a que se refiere el artículo anterior, la publicidad del llamado a concurso, la forma de determinar los factores y subfactores a considerar y sus ponderaciones, la composición y funcionamiento de los comités de selección, la forma de asignar las funciones que se concursan lo que estará determinado por el puntaje obtenido en el concurso, así como las demás normas necesarias para la debida realización de dichos concursos internos. 

Artículo 5°.- El proceso de encasillamiento que se origine por aplicación del artículo 1° de la presente ley, se regirá por las normas establecidas en el artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo y por lo dispuesto en los incisos siguientes.

Una vez practicado lo establecido en la letra h) del artículo 15 del citado decreto con fuerza de ley, si quedaren cargos vacantes, estos se proveerán previo concurso interno, en el que podrán participar funcionarios auxiliares y administrativos a contrata, que se encuentre asimilado a la respectiva planta y siempre que se hayan desempeñado en tal calidad durante, a lo menos, 5 años anteriores al encasillamiento continuos o discontinuos y cumplan con los requisitos respectivos. Los postulantes requerirán estar calificados en Lista N° 1, de Distinción, o en Lista N° 2, Buena. 

Una vez practicado lo dispuesto en las letras a), b) y e) del artículo 15 del antes citado decreto con fuerza de ley, respecto del encasillamiento en los cargos de la planta de personal de profesionales, si quedaren aún cargos vacantes en dicha planta, estos se proveerán previo concurso interno, en el que podrán participar los funcionarios  titulares de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, que cumplan con los requisitos respectivos de la planta de profesionales y acrediten estar cumpliendo funciones profesionales en el Ministerio de Educación, a lo menos, por un año lo que será certificado por su jefatura directa. También podrán participar de estos concursos los funcionarios a contrata asimilados a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares siempre que se hayan desempeñado en tal calidad durante, a lo menos, 5 años anteriores al encasillamiento continuos o discontinuos y además, cumplan con los requisitos antes señalados. Los postulantes requerirán estar calificados en Lista N° 1, de Distinción, o en Lista N° 2, Buena. 

En la convocatoria de los concursos señalados en los incisos segundo y tercero de este artículo, deberán considerarse, a lo menos, los factores de experiencia calificada y evaluación de desempeño. La Subsecretaría de Educación determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.

La provisión de las vacantes señaladas en los incisos segundo y tercero de este artículo, se efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Subsecretario de Educación.

En lo no previsto en los incisos cuarto y quinto anteriores, estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1° del Título II de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.
Artículo 6º.- El Ministerio de Educación deberá presentar  un informe semestral sobre la ejecución presupuestaria del programa 09-01-20 subvenciones a establecimientos educacionales a las comisiones de educación y hacienda de la Cámara de Diputados y el Senado en los meses de agosto y marzo de cada año. Mediante resolución del Ministerio de Educación, que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos, se establecerán los contenidos de dichos informes. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero.- Los funcionarios que a la fecha de entrada en vigencia del artículo 2° de la presente ley, ejerzan la función de Jefe de Administración Provincial, de cada una de las unidades Provinciales del Ministerio de Educación, percibirán la asignación que crea dicho artículo siempre que cumplan con los requisitos establecidos en el inciso segundo del artículo 3° de esta ley. Dicha asignación la percibirán hasta que la función sea asignada mediante el mecanismo indicado en referido artículo 3°. Con todo, el primer concurso para asignar las funciones antes señalas deberá convocarse dentro de los 120 días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley.

Artículo Segundo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la ley, será financiado con los recursos del Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.

� Screening: anglicismo que en español puede traducirse como proyección, investigación, revisión, chequeo o exploración.


� Sistema que muestra de forma escrita lo que se emite oralmente.


� Permite la introducción de la televisión digital terrestre.


� Establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.
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